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Desafíos de la gobernanza policéntrica para el ecoturismo 
en áreas protegidas: el caso del Santuario de Fauna y 

Flora los Flamencos en La Guajira, Colombia
Challenges of Polycentric Governance for Ecotourism in Protected Areas. 
Case of Los Flamencos Fauna & Flora Sanctuary in La Guajira, Colombia

Ornella Choles-Povea, Pontificia Universidad Javeriana Bogotá D.C., Colombia, o.cholesp@javeriana.edu.co, 
orcid.org/0000-0003-2612-424X 

Julia-Isabel Eslava-Rincón, Instituto de Salud Pública, Pontificia Universidad Javeriana Bogotá D. C., Colombia, 
jieslava@javeriana.edu.co, orcid.org/0000-0001-5644-2973 

Recibido: 20 de diciembre de 2022
Aceptado: 10 de julio de 2023 

Publicado: 26 de septiembre de 2023

Resumen
La Guajira, en Colombia, es un Área Natural Protegida (ANP). Por ende, el desarrollo de actividades económicas 
debe ser compatible con los objetivos de preservación y con los arreglos de gobernanza para su gestión. En este 
artículo se estudian las prácticas de gobernanza policéntrica (GPC) para el ecoturismo en el SFFLF a partir del 
análisis situacional sobre las fallas para la acción colectiva y la coordinación, dada la concurrencia de diversos centros 
decisionales, con múltiples competencias de autoridad estatal y comunitaria. Se realizó una investigación aplicada 
de corte cualitativo, con entrevistas, talleres participativos y revisión documental, apoyada en la operacionalización 
y adaptación del Modelo Analítico de la Gobernanza de Hufty (2009) y en el análisis de actores, descriptivo y nor-
mativo. Los hallazgos evidencian fallas en los procesos de coordinación entre actores, y bajos niveles de confianza 
que restringen la cooperación para la acción colectiva, la articulación en planeación, la gestión del ecoturismo y la 
participación comunitaria. Tales disfuncionalidades de la GPC del área protegida restringen el desarrollo local y se 
hacen más complejas al estar involucrados derechos de uso, propiedad y gobierno de los grupos étnicos, así como por 
la falta de incentivos adecuados para la formalización y generación de acuerdos de cooperación para el desarrollo de 
actividades económicas. 

Palabras clave: desarrollo comunitario; desarrollo regional; ecoturismo; gobernanza; patrimonio natural; 
planificación

Abstract
The Flamingos Fauna and Flora Sanctuary, SFFLF, located in the department of La Guajira in Colombia, represents 
a Protected Natural Area, PNA, for which the development of economic activities must be aligned with conservation 
objectives and governance frameworks. This study focuses on the analysis of polycentric governance practices, PGP, 
for ecotourism within the SFFLF, based on the situational analysis of failures in collective action and coordination, 
due to the convergence and overlapping of various decision centers, each one with multiple powers of state and com-
munity authority. Applied qualitative research was conducted, employing interviews, participatory workshops, and 
document review. The operationalization and adaptation of Hufty’s Analytical Model of Governance (2009) were 
used, along with descriptive and normative actor analysis. The findings reveal the nature of failures in coordination 
processes among stakeholders, low levels of trust that constrain cooperation for collective action, challenges in the 
alignment of ecotourism planning and management, and community participation. Such dysfunctions within the 
polycentric governance framework of the protected area hinder local development and are further compounded by 
the involvement of usage, ownership, and governance rights of ethnic groups, as well as the lack of suitable incentives 
for formalization and the establishment of cooperation agreements to foster economic activities.

Keywords: community development; ecotourism; governance; natural heritage; regional development planning
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Introducción y estado de la cuestión

El caso de estudio se sitúa en el Santuario de Fauna y Flora Los Flamencos (SFFLF), 
reserva natural protegida y patrimonio nacional de Colombia desde hace 46 años. 
Está ubicado en el departamento costero de La Guajira, al norte del país, en la zona 
rural del corregimiento Camarones, perteneciente al Distrito Turístico de Riohacha, 
capital del departamento. El Santuario alberga un ecosistema con una diversidad de 
especies de flora y fauna; y le circundan otras áreas naturales como las zonas de playa 
y ríos. Es un entorno privilegiado, donde aún habitan los flamencos rosados, lo que 
hace del SFFLF un importante destino turístico. En este territorio, las comunidades 
locales desarrollan actividades económicas para su sustento. Al mismo tiempo, se 
manifiestan prácticas culturales y sociales de los pueblos indígenas y afrodescendien-
tes que lo habitan. El SFFLF se traslapa en su totalidad con el resguardo Perratpu, 
compuesto por tres comunidades indígenas Wayúu. En sus alrededores, residen otras 
siete comunidades de la misma etnia, grupos afroguajiros, mestizos y población local 
sin vinculación étnica.

Al ser el SFFLF un área protegida del Sistema de Parques Naturales, entendién-
dose esta como un “área definida geográficamente que haya sido designada, regulada 
y administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación” (Función Pú-
blica 2010, art.2), las actividades económicas, como el turismo y ecoturismo, deben 
ser compatibles con la preservación de los ecosistemas del territorio. Estas activida-
des están reguladas por instrumentos de planificación territorial como el Régimen 
Especial de Manejo y el Plan de Manejo del SFFLF, suscritos entre las autoridades 
tradicionales del resguardo Perratpu y Parques Nacionales Naturales (PNN). 

Esos elementos contextuales enmarcan el tema de la investigación, enfocado en 
comprender aspectos de las prácticas de gobernanza relacionados con la coopera-
ción, la participación comunitaria, la gestión y el manejo del recurso natural y la 
toma de decisiones sobre el ecoturismo en el SFFLF, para proponer alternativas que 
armonicen la conservación ambiental con el desarrollo local. El punto de partida 
fue el análisis situacional de la problemática, en torno a fallas de coordinación entre 
actores, bajos niveles de confianza y debilidades en la cooperación para la acción 
colectiva. Dichas condiciones afectan la articulación de los actores en los procesos 
de planeación y manejo del ecoturismo en el SFFLF, desincentivan la participación 
comunitaria y debilitan la gobernanza del ANP. 

La interdependencia entre ecoturismo y gobernanza para la protección ambiental 
implica relaciones entre los actores involucrados en el ecoturismo en el SFFLF. Tales 
relaciones están condicionadas por: i) la calificación del territorio como un área de 
protección especial que implica la presencia de PNN como autoridad ambiental que 
representa los intereses del Gobierno en la conservación del territorio; ii) un con-
texto social complejo ante la presencia de comunidades étnicas en condiciones de 
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pobreza y vulnerabilidad, con un alto grado de dependencia de la explotación de los 
recursos naturales para su sustento, y que ven en el ecoturismo una alternativa para 
la generación de ingresos; iii) la concepción propia del territorio y su uso, determi-
nada por los rasgos de la diversidad cultural y étnica de los pobladores que, en oca-
siones, pueden entrar en disputa con los mandatos de conservación de los recursos 
naturales del territorio; iii) la presencia de otras organizaciones públicas y privadas 
con sus propios intereses misionales o económicos, tales como la Corporación Au-
tónoma Regional de la Guajira (Corpoguajira) -autoridad ambiental departamental 
con competencia para vigilar e inspeccionar el manejo de los recursos naturales-, los 
actores privados para la operación turística y transportadores, entre otros. 

Estas condiciones indican que el uso, manejo, acceso y gobierno de los recursos 
de uso común (RUC) del corregimiento de Camarones involucra varias fuentes de 
poder con competencias institucionales diversas: el Gobierno local, las autoridades 
ambientales y las comunidades indígenas y afrodescendientes. Dicho rasgo coincide 
con el concepto de gobernanza policéntrica, al configurarse múltiples centros de 
poder y de toma de decisiones (Ostrom 1999) en aspectos como la regulación y las 
políticas de conservación ambientales, la reglamentación y planeación turística y las 
expresiones de autoridad interna de territorios étnicos de las comunidades. 

Las investigaciones sobre la gestión del SFFLF abordan una perspectiva institu-
cional o económica del ecoturismo, sin ligarlo a la cuestión de la gobernanza (Fondo 
de Promoción Turística de Colombia 2012; Suárez 2015; Cámara de Comercio de 
La Guajira 2019). Si bien enuncian la existencia de problemas de coordinación en-
tre los actores con influencia en el SFFLF, no profundizan en la comprensión de los 
factores causales o en las dinámicas de interacción de los centros de poder.

Algunos estudios que abordan de manera genérica la gobernanza de las ANP, 
en el contexto del desarrollo turístico en Colombia y México, identifican diversas 
problemáticas: la contraposición de intereses estatales y comunitarios, las asimetrías 
de poder (Durán 2009; Montero, Franz y Choles 2018), la baja participación co-
munitaria en la toma de decisiones e, incluso, la agudización de desigualdades so-
cioeconómicas (Brenner y San German 2012). En respuesta, estos autores sugieren 
recomendaciones para fortalecer los esquemas de gobernanza o las políticas de de-
sarrollo local, aunque no abordan de manera explícita la perspectiva policéntrica o 
multinivel de la gobernanza, ni la existencia de múltiples centros de poder. 

Otro enfoque aborda la comprensión de la gobernanza desde la figura del coma-
nejo de las ANP con comunidades indígenas. Premauer y Berkes (2015) estudian el 
caso del Parque Nacional La Macuira, en Colombia, y Trentini (2016) se refiere al 
Parque Nacional Nahuel Huapi, en Argentina. Estos estudios analizan las tensiones 
entre la autoridad ambiental y las comunidades indígenas. Ellas incluyen la decisión 
de permitir o no el turismo en el territorio, la capacidad limitada para trabajar de 
forma colectiva y adoptar una visión instrumentalista de las comunidades. Aunque 
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los autores concluyen que el comanejo debe desarrollarse a partir de enfoques plu-
ralistas o modelos no estandarizados, no profundizan sobre estrategias o modelos 
alternativos que puedan resolver estas tensiones de manera práctica. 

La literatura relacionada con el enfoque policéntrico en la gobernanza de las ANP o 
los RUC y el ecoturismo es relativamente limitada, pero sugiere que la cuestión del po-
licentrismo cobra relevancia en la comprensión de las deficiencias en los modelos y en-
foques de gobernanza de los recursos naturales. Según Nyaupane, Poudel y York (2022), 
quienes investigaron tres ANP en Nepal, hay escasa evidencia sobre cuáles enfoques de 
gobernanza son más efectivos para la gestión de las ANP. Estos suponen objetivos que 
compiten entre sí: la conservación de la biodiversidad, la vida comunitaria y el turismo. 
Concluyen que los modelos de gobernanza varían según el contexto y están limitados 
por la rigidez y la tendencia monocéntrica de los modelos convencionales, por lo que 
proponen avanzar hacia enfoques de cogestión policéntricos y multinivel.

En el contexto de la gobernanza regional en áreas marinas que involucran jurisdic-
ciones estatales como centros de poder, Gjerde y Yadav (2021) identifican las principales 
deficiencias de la GPC. Observan la falta de reglas y normas para estructurar acciones y 
comportamientos; así como la ausencia de procesos para mejorar la cooperación, coor-
dinación y resolución de conflictos. A partir de ello, proponen medidas para fortalecer 
la GPC, entre las que se destacan: robustecer las capacidades de las entidades con res-
ponsabilidades superpuestas y compartidas; e implementar mecanismos para la gestión 
del conocimiento a nivel intra e interregional. Sin embargo, es notable que, en lo que 
respecta a las condiciones intrarregionales o internas de cada jurisdicción, no se aborda 
el papel de la sociedad civil y las comunidades en los modelos de GPC.

El estado del arte muestra que, si bien se ha avanzado en la identificación de proble-
mas relacionados con la gobernanza en la gestión de las ANP y la proposición de solu-
ciones situadas en los casos de estudio, se extraña una mayor especificidad del enfoque 
y el modelo de gobernanza estudiado o respecto del cual se sugieren los mejoramientos.

Trabajos que abordan explícitamente enfoques o modelos de gobernanza, en parti-
cular aquellos relacionados con la GPC, sugieren diversas soluciones que buscan mayor 
articulación de actores y decisiones para la acción colectiva. No obstante, estas solu-
ciones suelen dirigirse más hacia escenarios globales o transnacionales que al contexto 
local y territorial. Frente a este vacío, el presente artículo busca generar aportes, desde el 
enfoque de la GPC para las ANP relacionadas con el ecoturismo, al destacar las lógicas 
de múltiples centros de poder, en los que convergen entidades gubernamentales, auto-
ridades ligadas a la división político administrativa y al sector ambiental, así como las 
jurisdicciones especiales para los grupos étnicos, reconocidas constitucionalmente. Ade-
más, el artículo pretende proporcionar evidencias para una comprensión más profunda 
de los factores subyacentes en algunas problemáticas que marcan puntos de inflexión de 
los sistemas de GPC. 
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Marco de referencia

Rhodes (1996) y Kooiman (2005) definen la gobernanza como un proceso de go-
bierno en el que actores estatales y no estatales interactúan a través de redes interde-
pendientes para tomar decisiones públicas y mejorar la gobernabilidad. Reconocen 
que, por sí solos, estos actores carecen del conocimiento y la información necesarios 
para abordar problemas complejos y dinámicos, y no pueden ejercer un control 
unilateral. 

Ostrom, Tiebout y Warren (1961) desarrollaron la GPC en contextos metropo-
litanos que se caracterizaban por la existencia de múltiples unidades políticas super-
puestas. Estas componen un sistema político integrado por: (i) muchas unidades 
autónomas, formalmente independientes entre sí; (ii) otras que actúan de forma 
interrelacionada; y (iii) unas terceras que cooperan, establecen compromisos y re-
suelven conflictos. Según esta perspectiva, la GPC distribuye poder y autoridad me-
diante una coordinación efectiva entre varios centros y niveles espaciales.

En los años 80, Elinor Ostrom (1999) introdujo el término policentricidad al 
estudio de problemas de acción colectiva en la gestión de los RUC, vistos como 
ecosistemas de recursos agotables y renovables. Ostrom et al. (1999) criticaron las 
soluciones propuestas por Hardin (1968) para evitar ‘la tragedia de los comunes’ 
(el control del Gobierno o la privatización). Argumentaron que no existe una única 
solución, aplicable a todos los contextos territoriales, ecológicos y socioculturales, 
para la gestión eficiente, justa y sostenible de los RUC. En respuesta, Poteete, Jans-
sen y Ostrom (2012) proponen, por un lado, principios de diseño institucional para 
una gobernanza efectiva de los RUC, que incluyen reglas de acceso a estos recursos; 
crean incentivos para usuarios (comunidades); y configuran espacios para resolver 
conflictos, formular políticas internas a largo plazo así como para definir métodos 
de monitoreo y sanción a los infractores de tales reglas. Por el otro, sugieren aplicar 
el enfoque policéntrico para abarcar las dinámicas de las diferentes escalas espacia-
les y temporales que implican los procesos sociales y ecológicos (Janssen, Aderies y 
Ostrom 2007), como una alternativa flexible para el manejo de recursos naturales 
complejos (Álvarez Ballesteros 2018).

Jones y Long (2020) destacan la complejidad de coordinar los niveles de GPC, 
atribuida a la poca interacción entre los distintos centros decisionales en las ANP. A 
esto, Moreno-Plata (2021) adiciona la debilidad o la inexistencia de mecanismos de 
articulación institucional. Esto pone en duda la capacidad de tales niveles para coor-
dinarse, resolver conflictos o contrarrestar asimetrías de poder en procesos decisorios 
para la gestión de los RUC. Ello podría favorecer la imposición de intereses particu-
lares de sectores dominantes en perjuicio de grupos vulnerables (Jones y Long 2020). 

Gruby y Basurto (2013), Marshall (2015) y Carlisle y Gruby (2019) cuestionan 
la autonomía de los centros decisionales, cuando señalan que el Gobierno central 
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ejerce un control sustancial sobre los demás niveles de una estructura policéntrica. 
En concordancia, Jones y Long (2020) plantean que los demás niveles: (i) deben 
asumir cierto grado de obligaciones y de rendición de cuentas a los centros estata-
les; (ii) dependen de la capacidad de ejecución y sanción del Estado; o (iii) están 
sujetos a la regulación estatal para ciertas actividades sectoriales. Esto sugiere que la 
capacidad de materializar la coordinación entre los diferentes centros decisionales 
puede ser más compleja de lo que plantea la literatura sobre la GPC, especialmente 
cuando se trata de llegar a acuerdos sobre la gestión, el uso y el manejo de las ANP o 
de recursos naturales, en la medida en que cada centro de poder representa intereses, 
competencias y visiones diversos o superpuestos. Dicha superposición (overlapping) 
puede, incluso, propiciar la disparidad de poderes, lo que suscitaría la imposición de 
políticas ambientales prohibitivas, en perjuicio de posturas incluyentes, orientadas a 
la participación efectiva de la población en la gestión conjunta de los RUC. 

Desde la teoría se plantea que la superposición en la GPC puede facilitar el 
flujo de información entre los centros decisionales y el aprendizaje compartido 
de experiencias sobre instituciones o prácticas innovadoras exitosas en diversos 
niveles (Ostrom 1999; Marshall 2008; McGinnis y Ostrom 2011). A la vez, 
proporciona controles y contrapesos para contrarrestar los incentivos perversos 
que surgen al abordar problemas ambientales complejos. No obstante, en la 
práctica, estudios recientes sobre la gobernanza de los RUC en América Lantina 
(Urquiza et al. 2019; Vallejo y Rodríguez 2022) muestran que la superposición 
puede complejizar la toma de decisiones, principalmente porque las competen-
cias de gestión se encuentran dispersas entre múltiples organizaciones, con en-
foques funcionales diferentes y escalas de decisión superpuestas. Esto dificulta 
la coordinación y la aplicación uniforme de normas en los diversos contextos 
territoriales (Urquiza et al. 2019). 

Tales estudios consideran que los modelos de GPC tienden a simplificar exce-
sivamente la comprensión de las dinámicas sociales, al reducirlas a la capacidad 
de articular los niveles organizacionales (coordinación vertical), sin abordar la 
dimensión horizontal de la coordinación, ni las diversas racionalidades comu-
nicativas presentes en cada nivel. Esta simplificación dificulta el consenso en la 
gestión de un recurso y la resolución uniforme de problemas sociales complejos 
(Urquiza et al. 2019). 

Material y métodos

La cuestión problemática que subyace en la investigación se origina en la vivencia de 
una de las investigadoras, oriunda del territorio, respecto de los escasos avances en la 
mejora de las condiciones de vida y el bienestar de sus pobladores. La cercanía con 
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el contexto y los vínculos relacionales facilitó el acercamiento a actores claves para, 
en un primer momento, delimitar el problema práctico y el punto de llegada. De 
ahí que se planteara una investigación aplicada de corte cualitativo y participativo 
(Vasilachis 2006). Con ella se siguió la ruta de una práctica basada en el diagnóstico, 
cuya finalidad no es solo generar conocimientos, sino propender a la construcción 
de respuestas prácticas con el objetivo de superar las problemáticas en contextos y 
realidades situadas, donde los saberes, las comprensiones y las aspiraciones de los 
involucrados son imprescindibles para plantear y emprender cualquier acción de 
transformación (Vargas Cordero 2009). 

Se partió de un análisis situacional para la caracterización y comprensión de las 
problemáticas asociadas a las prácticas de gobernanza en el SFFLF, con énfasis en la 
actividad ecoturística. En un segundo momento, se priorizaron factores críticos y se 
definió la teoría del cambio sobre las acciones relacionadas con la coordinación de 
los actores y los escenarios de participación y de toma de decisiones. Por último, se 
planteó la construcción participativa de propuestas para la gobernanza del desarrollo 
ecoturístico en el SFFLF. Este proceso se llevó a cabo entre marzo de 2020 y junio 
de 2021,1 a través de la revisión documental, entrevistas abiertas semiestructuradas y 
talleres participativos con los actores involucrados. 

A partir de la revisión de fuentes secundarias y entrevistas exploratorias, se iden-
tificaron y seleccionaron a los participantes en el estudio. Se tuvo en cuenta la re-
presentatividad de las diferentes voces de actores implicados, para lo cual se esta-
blecieron los siguientes criterios de inclusión: i) la relación directa con el SFFLF 
por mandatos y competencias institucionales; ii) el desarrollo activo de actividades 
turísticas en la zona de influencia y corregimiento, iii) la pertenencia étnica; iv) 
el nivel de influencia, conocimientos y experiencia en relación con el Santuario y 
sus problemáticas; y finalmente, v) la voluntad explícita de participar en el estudio, 
registrada en el consentimiento informado, escrito y verbal, en las entrevistas vir-
tuales, con el compromiso del anonimato y la confidencialidad en el manejo de la 
información. En total, se aplicaron cuatro entrevistas a profundidad (Funcionaria de 
Parques Nacionales UAESPNN, Operador turístico formal, Guía autorizado para 
aviturismo formal, Funcionario de la Gobernación de la Guajira); diez entrevistas 
semiestructuradas (a niveles directivo o decisorio gubernamental de comunidades 
indígenas y afrodescendientes; líderes de operadores formales e informales y de la 
Academia). Posteriormente, se realizó un taller con 11 participantes: resguardos in-
dígenas, operadores turísticos formales e informales y representantes de Consejos 
Comunitarios Afro. Por último, con estos mismos actores se realizó una mesa de 
trabajo para la revisión y validación final del modelo propuesto. 

1 Si bien el periodo de recolección de información ocurrió durante el confinamiento por la pandemia de la COVID-19, la condición 
de ruralidad del territorio proporcionó mayor laxitud en estas restricciones, aunque se acogieron los protocolos de distanciamiento 
social y medidas de protección. Solo en dos casos se realizaron entrevistas virtuales.
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Se estableció un marco analítico apriorístico a partir de la operacionalización 
y adaptación del Modelo Analítico de Gobernanza (MAG) de Hufty (2009, 1), 
definida por el autor como “una metodología pragmática que tiene como objetivo 
demostrar el potencial del concepto de gobernanza con respecto del análisis de 
problemas colectivos”. El marco propone cinco dimensiones: 1) el problema de 
gobernanza (lo que está en juego); 2) los actores individuales o colectivos, 3) las 
normas o acuerdos sociales; 4) los puntos nodales, que se refieren a espacios físicos 
o virtuales en donde convergen interacciones, problemas, procesos, actores y nor-
mas; y 5) los procesos, entendidos como las sucesiones de estados por los cuales 
pasan las otras dimensiones. También se incorporaron los conflictos en calidad de 
categoría emergente, por la recurrencia y relevancia revelada en la fase de análisis 

Figura 1. Categorías de análisis

Fuente: elaboración propia.
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e interpretación (figura 1). Con respecto de la categoría “2) actores”, se estableció 
un conjunto de atributos (tabla 1) para realizar el mapeo/análisis de actores, al 
combinar el enfoque descriptivo y el normativo (Reed y Curzon 2015). 

Tanto las categorías/subcategorías apriorísticas como los atributos orientaron la 
recolección de información a través de las preguntas incorporadas en las guías de 
entrevistas, talleres y matrices de revisión documental. Una vez se aplicaron los ins-
trumentos, se procedió a la transcripción de audios y al análisis de contenido de los 
textos para su codificación por parte de la investigadora principal y, después, a la 
revisión por supervisión. 

Cuadro 1. Caracterización de los actores y niveles de incidencia

Fuente: elaboración propia.
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La información se registró en una matriz de sistematización para facilitar el análi-
sis y la triangulación de las fuentes, así como la interpretación diferenciada por actor, 
las convergencias y divergencias por categorías/subcategorías. Respecto del análisis 
de actores, se elaboró una matriz basada en los atributos y se definieron las escalas y 
rangos de valoración. Estos resultados fueron insumos para el análisis y la reflexión 
colectiva de actores en el territorio respecto de las problemáticas y propuestas para 
promover la gobernanza. 

Análisis y resultados 

A. Análisis de actores para la gobernanza

En torno a la gestión del Santuario, según el mapeo, 52 actores interactúan y tienen 
algún grado de incidencia en la toma de decisiones sobre la planificación, el manejo 
y la gestión del territorio para desarrollar actividades ecoturísticas. Su caracterización 
tuvo en cuenta varios criterios, asociados a la gobernanza y a una escala de incidencia 
de cada uno de ellos (bajo, medio o alto). Como se muestra en el Cuadro 1, en los 
factores se tuvo en cuenta: i) el grado de interés del actor, según su vinculación en 
procesos de participación, planificación, gestión y uso del territorio; ii) su capacidad 
para movilizar los recursos que apoyen a los procesos; iii) el impacto de su gestión en 
los resultados de los procesos; iv) el grado de poder que puede ejercer en los procesos 
y el efecto que dicho poder tiene en la toma de decisiones. Todo ello con el objetivo 
de visibilizar algunos de los elementos de los desafíos de la gobernanza policéntrica 
que se abordan en este artículo. 

Los resultados revelan que el principal actor en el territorio es PNN, máxima au-
toridad ambiental que, por sus funciones y competencias legales, ejerce un alto grado 
de influencia en la formulación de planes y estrategias de conservación ambiental. 
Además, posee una notable capacidad para relacionarse con entidades públicas, or-
ganizaciones privadas, sociales, así como con actores comunitarios locales. De igual 
manera, tiene una capacidad alta para movilizar recursos, que, si bien se orientan 
principalmente hacia el cumplimiento de sus objetivos misionales, también benefi-
cian a la comunidad, que se dedica a las actividades ecoturísticas. 

Los actores comunitarios con mayor grado de poder son aquellos constituidos 
resguardo o consejo comunitario, los que al tener un sistema jurídico propio, en 
el ámbito de la propiedad de tierras y el ejercicio de derechos políticos, logran una 
mayor incidencia en la toma de decisiones sobre el territorio y la movilización de re-
cursos en beneficio de las comunidades. En contraste, aquellos actores comunitarios 
con un menor grado de organización experimentan baja capacidad de movilización 
de recursos y de poder decisional.



17 Páginas 7-27e-ISSN: 1390-6631

Desafíos de la gobernanza policéntrica para el ecoturismo en áreas protegidas

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Pese a que los entes territoriales en el nivel regional y local poseen una alta capa-
cidad de influencia, de movilización de recursos y de poder, en la práctica, tienen un 
bajo interés en participar de los procesos de concertación, y si lo hacen, muestran 
una actitud pasiva hacia el uso, el manejo y la gestión del territorio para el ecoturis-
mo. Aunque mantienen relaciones directas con el SFFLF, su capacidad de moviliza-
ción es media o baja, y según otros participantes, la interacción suele ser distante o, 
en ocasiones, conflictiva (Parques Nacionales Naturales 2013).

B. Dinámicas de gobernanza en la planeación y gestión

En el caso de estudio, el uso, manejo, acceso y gobierno de los RUC del territorio 
son ejercidos por varios poderes institucionales con multiplicidad de competen-
cias. Esta condición es consistente con una de las principales críticas a la GPC: la 
dificultad de coordinación entre los diferentes centros decisionales. 

En este sentido, uno de los problemas develados por la investigación es que la 
coordinación para la gestión del ANP se afecta por las fricciones entre entidades 
de los órdenes nacional, departamental y local por hacer valer sus competencias 
ante las de otras entidades. Ello se debe, en gran medida, a los traslapes funcionales 
establecidos por las normas, como lo refiere uno de los entrevistados: “venimos 
articulando, es un poco complejo porque somos autoridades y cada una de las au-
toridades quiere hacer valer su rol, sus competencias frente a la otra” (Funcionaria 
UAESPNN, en entrevista con el autor, 20 de marzo de 2021). También se revelaron 
intereses contrapuestos entre algunas entidades estatales, que no solo generan con-
flictos con la cosmovisión y los usos tradicionales del territorio por parte de las co-
munidades indígenas que habitan el Santuario, sino que también desconocen de-
rechos de los grupos étnicos establecidos por mandato constitucional (Funcionaria 
UAESPNN, en entrevista con el autor, 20 de marzo de 2021). A juicio de uno de 
los entrevistados, “de una u otra forma no hay como una carta de navegación que 
establezca cómo es esa armonía entre las instituciones; [la gestión] se fundamenta 
más que todo en los intereses particulares de miembros de las instituciones” (Inves-
tigador Universidad de La Guajira, en entrevista con el autor, 3 de marzo de 2021).

Otro aspecto relacionado con las debilidades en la coordinación es la ausencia de 
un punto nodal que congregue a los diferentes actores, de forma coordinada, para 
decidir aspectos sobre la planeación, el uso, el manejo y la gestión del territorio para 
el desarrollo del ecoturismo, y que este represente un verdadero espacio para la toma 
de decisiones sobre tales aspectos. Así lo indica uno de los entrevistados: 

No, no hay, y ahí es donde debería tener un papel preponderante espacios como el 
Nodo Departamental de Ecoturismo. Debería ser el espacio de encuentro […], un 
espacio propio donde estos actores tengan la posibilidad de organizar, de planear, con 
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una visión de corto, mediano y largo plazo todo el tema de ecoturismo en La Guajira 
(Investigador Universidad de La Guajira, en entrevista con el autor, 3 de marzo de 
2021).

A ello se suma que la coordinación entre la autoridad ambiental y la comunidad 
indígena parte, principalmente, de figuras institucionalizadas en instrumentos de 
gestión conjunta del área protegida, que están reglados por la normatividad am-
biental (Plan de Manejo y Régimen Especial Manejo). En el caso concreto, tales 
figuras no congregan a todos los centros de poder comunitarios, pues incluye a la 
institución sociopolítica, legalmente constituida, del resguardo Perratpu —que 
agrupa solo tres de las nueve comunidades indígenas Wayúu del Santuario y sus 
áreas circundantes— pero no integra a otros centros de poder como las comuni-
dades afrodescendientes (Funcionaria UAESPNN, en entrevista con el autor, 7 
de marzo de 2021). 

La coordinación y articulación entre el sector público y los grupos comuni-
tarios es mayor mientras más organizados y formalizados se encuentren estos. 
En contraste, con los grupos informales, la interacción es escasa o casi inexis-
tente. Según señalan, los guías formalizados y el representante de la autori-
dad tradicional indígena tienen sendas interacciones con algunas entidades 
públicas y entes gubernamentales, mientras que el guía informal interactúa 
solo con otros grupos de guías ecoturísticos: “Coordinamos solo con los guías; 
[con] Parques [Nacionales] solamente [nos relacionamos] es cuando se van a 
hacer reuniones” (Guía informal, en entrevista con el autor, 14 de marzo de 
2021). Estas diferencias también son fuente de conflicto entre los pobladores 
locales. 

Esta investigación arroja que la imposibilidad de crear reglas de exclusión en 
el uso del Santuario para los guías informales es la causa principal de las disputas 
que genera la explotación económica de este RUC. Además, estos grupos tienen 
pocos incentivos para la formalización, porque pueden obtener casi los mismos 
beneficios económicos que los organizados, aunque se privan del acceso a la for-
mación y a la capacitación que para el ejercicio del ecoturismo en el territorio 
ofertan gratuitamente diversas entidades. Al consultarlo sobre este tipo de con-
flictos, uno de los entrevistados manifestó:

Y cómo decirle que no [a los grupos informales], si son de la comunidad […] y sabe-
mos que la necesidad es grande y no tenemos excepción por nadie. [Pero] debe haber 
una manera de quién los organice a ellos. Nosotros no vamos a ser quienes los vamos 
a organizar, que lo organice Parques [Nacionales] o la Alcaldía, pero porque ellos le 
pueden exigir, como entidad, normas. Ellos [los informales] tienen unos derechos 
pero que también tienen unos deberes que cumplir (Guía aviturismo formal 1, en 
entrevista con el autor, 24 de marzo de 2021).
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Otro hallazgo reveló no solo dificultades en la representación y la participa-
ción comunitaria en la toma de decisiones sobre el territorio para el desarrollo del 
ecoturismo en el ANP, sino también percepciones diferentes de los actores sobre 
sus dinámicas y sus causas. 

Por un lado, los actores estatales perciben una participación comunitaria que, 
en principio, pareciera activa, pero se reduce a la simple presencia en actividades 
informativas, y no refleja una participación sustancial que aporte a la toma de 
decisiones. También se encontró que el flujo de la información queda represado 
en los líderes, o no existen mecanismos adecuados de comunicación:

la gente a través de los líderes, de sus autoridades tradicionales, participan de manera 
activa en las actividades que se programen […]. Sin embargo, nosotros creemos que 
la información muchas veces queda en los líderes o en las personas que van a la activi-
dad y no fluye porque esos líderes, de pronto por sus actividades, por lo dispendioso 
que es, no generan ese espacio para contarle a sus asociados lo que pasó en la reunión. 
(Funcionaria UAESPNN, en entrevista con el autor, 7 de marzo de 2021).

Por otro lado, los actores comunitarios encuentran pocos incentivos para par-
ticipar en los procesos de gobernanza del ecoturismo en el Santuario, debido 
a la desconfianza en las entidades públicas, por percibir que estas emplean los 
espacios de participación como ‘plataforma’ para mostrar los resultados de su 
gestión; y por percatarse de que son excluidos de los procesos decisorios “pues 
yo no opino nada, solamente escucho” (Guía informal, en entrevista con el autor, 
14 de marzo de 2021), y no reciben los apoyos que requieren. Esto refieren los 
entrevistados: 

A nosotros no nos gusta cuando hacemos las campañas de aseo, a veces vemos […] 
muchachos de la Alcaldía y solamente […] quieren tomar fotos para decir «estamos 
haciendo esto». Varios muchachos le han dicho a la Alcaldía «¿ustedes para qué toman 
fotos?; ¿quieren fotos para llenar requisitos y decir que sí lo están haciendo?» […] A 
veces los grupos que tenemos no quieren asistir a reuniones y capacitaciones porque 
[…] llevamos pidiendo apoyo y nunca lo hemos tenido. Entonces uno […] se decep-
ciona un poco, no le dan más ganas. […] He visto muchos muchachos que no asisten 
a las reuniones debido a ese tema […] insistimos en apoyo y nunca se ha visto (Guía 
aviturismo formal 2, en entrevista con el autor, 25 de marzo de 2021).

También existe desconfianza hacia algunos líderes comunitarios que ejercen o repre-
sentan algún tipo de autoridad. Tal factor se percibe como un desincentivo para la 
participación comunitaria, porque restringe el acceso a los apoyos, a los proyectos 
productivos y de fortalecimiento, y a las capacitaciones e instancias de decisión sobre 
el ecoturismo:
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Las autoridades y líderes gestionan para beneficio de ellos. Tantos proyectos que han 
dado aquí para la comunidad y todos en beneficio de la autoridad, del líder, entre 
ellos mismos se roban la plata […]. Por eso acá muchas personas hoy en día no le pa-
ran bolas [prestan atención] [para] asistir a una reunión (Guía informal, en entrevista 
con el autor, 14 de marzo de 2021).

El análisis de las prácticas de gobernanza reveló poca cohesión entre los actores, 
ineficacia de los puntos de participación y de toma de decisiones para el desarrollo 
ecoturístico (y escaso involucramiento de la comunidad en estos), falencias en la 
coordinación entre entidades/organizaciones y limitada integración de herramientas 
de planificación territorial. Asimismo, destacó un débil capital social comunitario: 
niveles reducidos de asociación, autonomía, liderazgo y empoderamiento, tanto al 
interior de las comunidades como entre estas.

Discusión y conclusiones

Jones y Long (2020) plantean que los desafíos de los modelos de GPC en las ANP 
surgen por las interacciones en los distintos niveles o centros decisionales, particular-
mente por cómo estos pueden lograr una verdadera coordinación entre jurisdiccio-
nes, resolver conflictos y contrarrestar las asimetrías de poder, al contener una even-
tual imposición de intereses particulares de élites o sectores dominantes, en perjuicio 
de grupos vulnerables en procesos decisorios sobre la gestión de los RUC.

La investigación confirma este panorama, al constar que un mayor número de 
centros decisionales dificulta el consenso, debido a la diversidad de intereses en jue-
go. Aunque este hallazgo pareciera obvio, se complejiza al analizar casos concretos 
como el del Santuario, donde los intereses de entidades estatales se enfrentan con 
los intereses, derechos o prerrogativas que la Ley otorga a los centros de poder con 
denominación étnica, que operan bajo modos propios de gobierno y de toma de de-
cisiones. En este caso, la cultura indígena Wayúu tiene su propio sistema decisional 
y de resolución de conflictos, reconocido como una jurisdicción especial, que difiere 
de la justicia ordinaria colombiana. Esto puede resultar una fuente de conflictos para 
tomar decisiones sobre las reglas de gobierno en un territorio con vinculación étnica. 

La superposición, término central de la GPC, describe la existencia de ciertas 
capacidades funcionales o de áreas de responsabilidad compartidas entre los cen-
tros decisionales que operan en múltiples niveles o jurisdicciones (Marshall 2015). 
Aunque la literatura resalta sus ventajas, como facilitar el flujo de la información 
entre centros decisionales, proporcionar controles y contrapesos (Marshall 2008; 
McGinnis y Ostrom 2011), la investigación revela que la coordinación en aspectos 
asociados a la gestión del SFFLF se afecta por disputas de competencia o traslapes 
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funcionales entre algunas de las autoridades. Tales fallas de coordinación y, por tan-
to, de gobernanza, originadas en la disparidad de objetivos e intereses de cada enti-
dad, pueden reproducir rezago y desigualdad en los grupos comunitarios dedicados 
al turismo (Funcionario de Gobernación de La Guajira, en entrevista con el autor, 
27 de marzo de 2021).

Asimismo, la investigación indicó que, contrario a los referentes teóricos, en la 
práctica, la superposición de funciones o responsabilidades no solo puede dificultar 
la coordinación, sino también limitar el flujo de información en algunos niveles de 
los centros decisionales. Muestra de ello son las dificultades para consolidar algunos 
procesos de los entes territoriales encaminados a dinamizar iniciativas productivas 
dentro del sector turístico, debido a que la participación del sector empresarial suele 
ser inconstante, al no vincularse, no permanecer durante todo el proceso, o retirarse 
de este antes de que culmine (Funcionario Gobernación de La Guajira, en entrevista 
con el autor, 27 de marzo de 2021). Tal situación no solo impacta en el flujo de la 
información, sino que también dificulta el logro de los objetivos de política pública, 
fijados por el nivel central y acogidos en los planes de desarrollo local. 

Se resalta que algunos estudios como los de Jones y Long (2020) plantean inte-
rrogantes sobre la verdadera autonomía de los centros decisionales en la gobernanza 
de las ANP, al considerar que estos, a menudo, están sujetos al mandato y el control 
del nivel central/estatal. Uno de los hallazgos de la investigación destaca que, a pesar 
de cierto grado de autonomía, los centros decisionales no son ajenos a asimetrías en 
el liderazgo y requieren de la interacción de los otros niveles para reforzar y legitimar 
sus actuaciones; v.gr. la Alcaldía municipal no puede limitar usos del territorio ocu-
pado por comunidades indígenas sin previamente consensuar estas decisiones con 
estos conglomerados. 

Aunque el modelo de GPC promueve la autoorganización, la confianza y el apren-
dizaje compartido en sus múltiples escalas (Urquiza et al. 2019), las asimetrías de 
poder y los bajos niveles de confianza, presentes en el caso de estudio, dificultan la 
participación de las comunidades locales, de forma autónoma y sin limitantes, en la 
toma de decisiones. Catalogar una decisión de ‘autónoma’ puede cuestionarse cuando 
se mantienen prácticas paternalistas y clientelistas para asistir a sectores sociales pobres 
o vulnerables (Durston 2003), sobre todo, si se parte de que, en el caso de estudio, la 
participación comunitaria tiende a ser mayoritariamente instrumental y condicionada 
por prácticas paternalistas que perpetúan la dependencia de los grupos comunitarios 
del apoyo de actores estatales o de cooperación internacional (Atria 2003).

En adición, la falta de canales adecuados de comunicación entre los líderes y las 
comunidades para socializar los resultados de los procesos participativos en el SFFLF 
refleja el posible arraigo de figuras de liderazgo jerárquico y personalista, lo que puede 
acentuar asimetrías de poder. Este punto concuerda con estudios como el de Montero 
(2015), que considera que la falta de representación de ciertos actores, ya sea de mane-



22Páginas 7-27 e-ISSN: 1390-6631

Ornella Choles-Povea y Juan Saavedra

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

ra directa (no invitados a participar) o indirecta (invitados, pero no familiarizados con 
el lenguaje y las dinámicas de la planificación participativa), puede reproducir jerar-
quías sociales existentes o diseñar agendas que perjudiquen a poblaciones vulnerables 
o subrepresentadas. Como se evidenció en el caso de estudio, una visión reduccionista 
de la participación implica creer que los mecanismos son más participativos solo por 
contar con la asistencia o representación de la comunidad, pero no garantizan que las 
comunidades se sientan partícipes de estos procesos, al vincularlas en las decisiones 
sobre el manejo y la gestión de su territorio. Asimismo, la exclusión selectiva de actores 
de los mecanismos de comunicación termina por perjudicar la legitimidad y la ampli-
tud de los procesos de gobernanza (Marinelli 2018).

Ello se complementa con lo enunciado en los resultados, al referir que la coordi-
nación entre la autoridad ambiental y la comunidad indígena en los instrumentos de 
gestión o manejo conjunto del ANP puede llegar a ser restrictiva, al dejar fuera a gru-
pos étnicos que no forman parte de la comunidad, legalmente constituida resguardo 
indígena. Esta situación puede afectar a la representación de los diferentes centros 
de poder comunitarios. Ello puede, además, cuestionar qué tan participativas serían 
estas figuras de comanejo, si no todos los centros de poder están representados en la 
toma de decisiones sobre el territorio.

Este es uno de los retos de la GPC: empoderar a los grupos sociales vulnerables 
y tradicionalmente excluidos de la toma de decisiones, para fortalecer su incidencia 
decisional. Por ello, la investigación propone una figura de gobernanza comunitaria, 
apoyada en los principios de diseño institucional propuestos en Ostrom (1999). 
También adiciona criterios que el propio caso determinó como incluyentes y flexi-
bles, con la finalidad de abarcar a aquellos actores sociales que pueden ser el eslabón 
débil en las escalas de toma de decisiones, y consolidar una capacidad instalada en 
los grupos comunitarios suficiente para desarrollar los procesos de manera autóno-
ma e independiente de los actores externos. Esta propuesta aborda la complejidad 
de la GPC y busca equilibrar las dinámicas de poder en la gestión de las ANP y los 
recursos naturales.

Investigaciones como la de Carlisle y Gruby (2019) destacan un riesgo inherente 
a los foros que vinculan múltiples partes interesadas: su vulnerabilidad a la domina-
ción por intereses poderosos. Ello puede limitar el diálogo, la resolución creativa de 
problemas y la diversidad de instituciones con capacidad de adaptación. 

Lo anterior resalta un desafío adicional para la GPC: el riesgo del localismo, que 
puede surgir cuando la equidad en la provisión de un reparto justo de costos y bene-
ficios, la inclusión de todos los grupos sociales en la toma de decisiones, el reconoci-
miento, el respeto de las costumbres y las culturas locales, y el logro de los objetivos 
de conservación de un ANP pueden capturarse por los intereses de las élites o de 
actores locales influyentes en la promoción de actividades de desarrollo económico 
(Jones y Long 2020). 
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En el caso de estudio, la comunidad desconfía de las autoridades tradicionales 
indígenas o de los líderes comunitarios que los representan, debido a la percepción 
generalizada de los miembros entrevistados de que tales representantes actúan en 
función de sus intereses particulares a la hora de decidir aspectos sobre el manejo o 
la gestión del SFFLF. De igual manera, las entrevistas revelaron la falta de canales 
de comunicación interna adecuados, esto es, entre los líderes y las comunidades que 
estos representan. Ello limita la socialización de los asuntos que se discuten en las 
instancias formales del régimen especial de manejo, así como la participación de 
la comunidad en los procesos de toma de decisión (Funcionaria UAESPNN, en 
entrevista con el autor, 7 de marzo de 2021). Esto coincide con la literatura sobre 
gobernanza, que sugiere que la desconfianza hacia las autoridades del Gobierno (lo-
cales o étnicas) puede surgir de figuras de liderazgo jerárquico y personalista, pue-
de generar asimetrías de poder y reproducir jerarquías sociales existentes o diseñar 
agendas excluyentes (Montero 2015). En sistemas de GPC, la confianza es un factor 
determinante para la acción colectiva y, cuando esta desciende, lleva a la poca o nula 
cooperación, y constituye fuente de conflictos (Poteete, Janssen y Ostrom 2012). La 
investigación busca mitigar tales riesgos con el diseño de un modelo multinivel par-
ticipativo para el ecoturismo, que vincula a los actores clave en la toma de decisiones, 
dando protagonismo a las comunidades locales. De esta manera, se abordan desafíos 
como la dominación de intereses poderosos y se fomenta una participación genuina 
y equitativa en la gestión de las áreas protegidas.

Las asimetrías de poder y las diferencias en los valores entre las partes con un 
interés en un recurso compartido hacen que el conflicto sea casi inevitable cuando se 
toman decisiones sobre la asignación y el uso de un RUC, por lo que debe evitarse 
que los conflictos se intensifiquen hasta un punto en el que el sistema de gobernanza 
se vuelva disfuncional (Dietz, Ostrom y Stern 2003). 

Al respecto, la investigación reveló la concordancia con las observaciones de Da 
Silveira y Richards (2013), en cuanto a una debilidad de la GPC, relacionada con 
los bajos incentivos para la cooperación entre algunos grupos comunitarios formales 
e informales en el SFFLF y la intensa competencia por el acceso al recurso. Debido 
a estas debilidades, Poteete y Ostrom (2004) recomiendan diseñar instituciones para 
administrar o minimizar los conflictos, ante la presencia de pocos incentivos para la 
cooperación y de una intensa competencia entre sus usuarios por la distribución y el 
acceso a los recursos. 

En línea con lo anterior, ante la ausencia de un mecanismo para la resolución de 
conflictos, la investigación propone un modelo de gobernanza en el que se diseña 
una estructura comunitaria que permita la integración funcional de los grupos for-
males e informales; la participación consensuada de estos en la toma de decisiones; 
la configuración de reglas para mitigar prácticas excluyentes en el acceso y uso del 
recurso; y resuelva los conflictos que se presenten. Una de las respuestas futuras será 
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si la puesta en marcha del modelo fue o no capaz de resolver o mitigar la conflictivi-
dad por el acceso y el uso del recurso. 

A su vez, el modelo propone una fase en la que se configuren las reglas para instalar un 
punto nodal destinado a la articulación de los instrumentos de planificación territorial. 
Este punto destaca la importancia de dos aspectos clave: por un lado, modular el riesgo 
de imposición de intereses y diseñar incentivos para fomentar la permanencia de actores 
no estatales en procesos de planificación y, por el otro, garantizar espacios para la partici-
pación comunitaria con vocación decisional en todas las etapas de planificación territo-
rial, aun si algunos actores eligen voluntariamente no participar o no vincularse con ellos.

Es relevante destacar que la diversidad de perspectiva en torno a cuestiones como 
el uso de un RUC pueden afectar el potencial del policentrismo en calidad de marco 
de análisis institucional aplicable a la gobernanza de las ANP (Jones y Long 2020). 
Por esta razón, la particularidad de cada caso puede permitir la propuesta de estruc-
turas dinámicas y flexibles, que permeen no solo las normas o referentes legales, sino 
también la gestión coordinada de las entidades públicas y los modelos de gobernanza 
y planificación territorial. Para abordar esta complejidad, la investigación abandonó 
la idea de una única perspectiva de gobernanza para abarcar y resolver las situaciones 
complejas en torno al SFFLF, y apostó por combinar elementos de diferentes formas 
de gobernanza (comunitaria, multinivel y colaborativa -en red) para construir un 
marco de gobernanza flexible y adaptable a tales complejidades. Ello se traduce en 
un modelo sui generis de gestión territorial del ecoturismo, que promueve la cons-
trucción colectiva del conocimiento a partir del intercambio de experiencias y el 
reconocimiento de los actores involucrados en el SFFLF. 
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Resumen 
Dado el desafío que implica la crisis climática, y la necesidad de adoptar medidas urgentes, se requiere 
todo el conocimiento disciplinar que la humanidad pueda desarrollar para establecer estrategias de 
mitigación. El objetivo del presente artículo es contribuir a la discusión científica sobre el cambio 
climático desde la perspectiva de la Psicología, describiendo y analizando los principales factores que 
influyen en las conductas sustentables de las personas. Como metodología, se aplica una revisión de 
literatura no sistemática, desde un enfoque de análisis reflexivo, dado el potencial que tiene esta herra-
mienta para investigar en el rubro de la educación y las ciencias sociales. La Psicología entrega impor-
tantes herramientas para entender la diversidad de respuestas personales y sociales frente al cuidado del 
medioambiente, tanto propositivas como de negación. Para tal efecto, se revisan dos grandes categorías 
de estudio: los factores psicológicos y los factores de tipo contextual. Posteriormente, se  describen  
las principales estrategias de intervención mediante modelos holísticos y ecológicos, para explicar las 
acciones sustentables por parte de los individuos, así como proveer evidencia científica que respalda 
su asociación. Finalmente, se discute la pertinencia de incluir estos conceptos en investigaciones pos-
teriores que aborden la temática medioambiental para una comprensión más integral del fenómeno.

Palabras clave: conducta sustentable; desarrollo sostenible; educación; efectos psicológicos; medioam-
biente; Psicología

Abstract
Given the challenge that climate crisis implies, and the need to adopt urgent measures, all the disci-
plinary knowledge that humanity can develop is required to establish mitigation strategies. The objec-
tive of this article aims to contribute to the scientific discussion on climate change from the perspec-
tive of psychology, describing and analyzing the main factors that influence the sustainable behaviors 
exhibited by individuals. A non-systematic literature review was conducted, approaching the discus-
sion from a reflective analysis perspective, given the potential of this tool for research in the field of 
education and social sciences. In this scenario, psychology provides significant resources to understand 
the diversity of personal and social responses to environmental care issues, both proactive and nega-
tionist. To this end, two major categories of study were reviewed: psychological factors and contextual 
factors. Then, the main intervention strategies are described through holistic and ecological models 
along with scientific evidence supporting their association allows to explain the sustainable actions 
of individuals. Finally, the pertinence of including these concepts in subsequent research addressing 
environmental themes for a more comprehensive understanding of the phenomenon is discussed.

Key words: education; environment; psychology, psychological effects; sustainable behavior; sustainable 
development  
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Introducción

La lucha contra el cambio climático es, con toda probabilidad, el desafío más grande 
que ha enfrentado la humanidad, por el potencial que tiene no sólo para acabar con 
su existencia, sino con la del ecosistema planetario completo (Pörtner et al. 2022). 
Dado el escenario extremo al que el sistema se ve enfrentado, las medidas a tomar 
requieren estar a la altura del desafío. 

A pesar del alto nivel de preocupación que manifiestan las personas por la crisis 
climática y sus consecuencias inmediatas, no necesariamente actúan para aplicar so-
luciones (Corral 2010). Es decir, no basta con la preocupación cognitiva sobre un 
tema para actuar en consecuencia; la interacción de factores para la toma de decisio-
nes es bastante más compleja de lo que puede parecer a simple vista, y requiere un 
análisis de distintas variables (Sandoval 2012). 

Por tanto, es necesaria una toma de decisiones en múltiples niveles, tanto de 
autoridades centrales como locales, así como individual y organizacional, que cons-
truya un nuevo acervo cultural y social para la humanidad (Palavecinos et al. 2016). 
No obstante, la solución depende de las propias personas, ya que poseen el conoci-
miento, las capacidades y las fortalezas para enfrentar los aspectos perjudiciales de su 
estilo de vida (Moreno, Rodríguez y Favara 2019). 

El presente artículo realiza una revisión de literatura no sistemática sobre los 
principales planteamientos teóricos desarrollados por la Psicología que explican 
en algún grado la propensión de las personas por ejercer (o no) conductas susten-
tables. Se toma como referencia principal la obra Psicología de la Sustentabilidad: 
un análisis de los que nos hace pro ecológicos y pro sociales, de Víctor Corral (2010), 
dada la claridad de su estructuración y la conexión entre los planteamientos disci-
plinares de la Psicología y las ciencias ambientales. Desde el punto de vista meto-
dológico, se adopta el enfoque de análisis reflexivo, teniendo en cuenta el potencial 
que tiene esta herramienta para investigar en el rubro de la educación y las ciencias 
sociales (Aguirre-García y Jaramillo-Echeverri 2012). El análisis reflexivo puede 
ser aplicado en cualquier campo del conocimiento humano, ya que se involucra 
el sujeto en primera persona, en relación con otros (Vargas Guillén 2018), lo cual 
adquiere gran relevancia en el contexto de la crisis climática que perjudica a todos 
los seres vivos. 

En este artículo se profundiza en las causas de la conducta sustentable, así 
como también sus efectos en las dimensiones físicas, psicológicas, emocionales 
y conductuales de los seres humanos, con el objetivo de facilitar potenciales 
evaluaciones, mediciones, investigaciones e intervenciones en el ámbito de la 
sustentabilidad.
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Altruismo y egoísmo: caras contrapuestas de la sustentabilidad

El altruismo es un marco de acción que ha permitido al ser humano desarrollarse y 
sobrevivir, porque permite a las personas expresar preocupación por el bienestar de 
sus semejantes, aun cuando puede que nunca obtengan una ventaja y/o retribución 
derivada de esta conducta. En términos de la sustentabilidad, el altruismo es un pilar 
fundamental para su desarrollo, en tanto pone el énfasis en el cuidado y la solida-
ridad entre individuos, lo cual proyecta una mayor capacidad para resguardar los 
recursos naturales y sociales que constituyen su entorno.

La conducta de tipo prosocial o altruista implica las acciones voluntarias de asis-
tencia a otros (Eisenberg, Losoya y Spinrad 2003). La evidencia sugiere que los in-
dividuos altruistas generan no solo felicidad en otros, sino también en sí mismos, ya 
que obtienen un beneficio psicológico como derivación de sus acciones de asistencia. 
Por tanto, ser altruista hace feliz a quienes ayudan a otros, y produce un doble be-
neficio que podría ser relevante al momento de establecer herramientas de cuidado 
medioambiental (Corral 2010).

En el extremo opuesto se encuentra el egoísmo. A pesar de las implicancias so-
ciales y culturales que tiene este tipo de conducta, en última instancia ha resultado 
adaptativa para la supervivencia de los individuos, pues el énfasis personal ha permi-
tido la satisfacción de las necesidades básicas de alimentación y de las reproductivas 
(Corral 2010). Dawkins (1989) determina el egoísmo como un mecanismo inheren-
temente evolutivo, en el cual los genes establecen verdaderas “programaciones” para 
que los individuos busquen la preservación de su existencia a toda costa. En estos 
términos, el egoísmo no sería más que uno de los tantos mecanismos de adaptación 
que poseen los organismos para sobrevivir en un ambiente hostil.

En realidad, las dos conductas han permitido la sobrevivencia del ser humano. La 
evidencia indica que, si existen más personas altruistas que egoístas debe haber algu-
na ventaja evolutiva en ello, debido a que la selección natural permitió el desarrollo 
del altruismo en la misma medida que el egoísmo (Sober y Wilson 2000). Ambas 
conductas han resultado adaptativas para el ser humano durante su existencia, por 
tanto, es necesario analizarlas en profundidad para evaluar su impacto en el compor-
tamiento proambiental (o no) de las personas.

A pesar del componente genético del egoísmo, este no necesariamente favorece 
el cuidado del medioambiente. En tanto las acciones motivadas por dicha conducta 
impliquen una afrenta al interés y la satisfacción personal de necesidades, las proba-
bilidades de adoptar conductas proecológicas disminuyen de manera considerable 
(Snelgar 2006). Por consecuente, en la medida que un determinado comportamien-
to pueda beneficiar al individuo, este sí podría involucrarse en acciones de cuidado 
proambiental, por lo que dependerá, sobre todo, de cómo se presente la medida a 
seguir, para que esta resulte deseable para la mayoría y pueda ser adoptada.
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La cooperación fomenta el empoderamiento de las personas que conforman una 
comunidad, incrementa su autonomía y autoconfianza, aumenta los niveles de ape-
go por el lugar y las personas con quienes cohabitan y, quizás lo más relevante, les 
permite enfrentar y resolver problemáticas de adaptación, incluidos los problemas de 
origen ambiental (Zelenski, Dopko y Capaldi 2015).

La conducta proecológica

La conducta proecológica puede entenderse como el “conjunto de acciones inten-
cionales y efectivas que resultan en la conservación del ambiente” (Corral 2010, 73). 
Según esto, el componente de deliberación es central en la comprensión de este tipo 
de conductas, ya que solo el comportamiento que tiene como objetivo la protección 
del entorno puede ser considerado proecológico (Emmons 1997).

En este sentido, son cada vez más las personas dispuestas a asumir los desafíos que 
implica un cambio comportamental profundo y de base. Con este fin, la literatura 
científica ha descrito los diferentes tipos de conductas proecológicas y ha especifica-
do las causas y consecuencias que cada una de ellas es capaz de producir (tabla 1).

Tabla 1. Tipos de conductas proecológicas

Acción Efectos

Reducción en el consu-
mo de productos

Evita la mala utilización y el despilfarro de recursos naturales (Iwata 2002). Evita la acu-
mulación de residuos y la inequidad en la utilización de los bienes producidos (Chokor 
2004).

Reúso de desechos Uso racional y eficiente de los recursos. Constituye una práctica más ecológica que el 
reciclaje, pues no requiere la utilización de energía para su adecuado procesamiento.

Reciclaje Procesamiento de desechos para convertirlos y darles un nuevo uso. Implica uso de ener-
gía, por lo que no es una acción inocua para el ecosistema.

Compra de productos 
ecoamigables

Menor utilización de elementos tóxicos para el medioambiente (Thøgersen 2005).

Ahorro de agua Fomenta la optimización y responsabilidad en su uso al evitar los desperdicios (Moser, 
Ratiu y de Vanssay 2005).

Ahorro de energía 
eléctrica

Disminución de la huella de carbono producida por su uso. Ahorro en boletas de servicio 
y optimización del presupuesto doméstico (Gatersleben, Steg y Vlek 2002).

Planificación familiar Limitar el número de nacimientos reduce, en parte, el impacto en el ecosistema, dado el 
daño que la sobrepoblación hace a los recursos naturales y al bienestar de los habitantes 
(Pimentel y Pimentel 2006). Esto, a su vez, aumenta las chances de que tanto las genera-
ciones presentes como las futuras no vean comprometida de manera grave su superviven-
cia (Bandura 2002).

Fuente: Corral (2010). Elaboración propia.
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Respecto a la dimensionalidad del constructo, algunos autores establecen que los 
constituyentes elementales de acciones proambientales son parte de una estructu-
ra única e indivisible. Según esto, sería esperable que, si un individuo tiene una 
orientación favorable con el medioambiente realice acciones de todo el abanico 
posible de conductas, no limitándose solo a alguna de ellas (Suárez y Hernández 
2008; Corral 2010).

Por otra parte, quienes abogan por un constructo multidimensional justifican 
su postura al referirse a las limitaciones de actuar en términos favorables para 
el medioambiente. Al existir niveles distintos de restricción, el mismo individuo 
puede mostrarse favorable para una de ellas y no para la otra, y esto sin considerar 
las motivaciones asociadas (Thøgersen 2004; Corral 2010). En ambos casos, se ge-
nera una gradiente de potenciales acciones para ejecutar y no una categoría única 
inamovible.

Algunos autores indican que un comportamiento proecológico de nivel general es 
alcanzable y que, de hecho, muchas personas (por ejemplo, los activistas medioam-
bientales) son capaces de lograrlo; esto implicaría un grado de unidad en dicho tipo 
de conductas. Por consiguiente, el elemento diferenciador sería establecer un nivel 
adecuado de motivación, que equilibre la mayoría de los comportamientos, instale 
un proceso de deliberación para todas las conductas, disminuya las barreras para las 
instancias de ejecución y logre aumentar las ratios de efectividad de las acciones. De 
esta manera, se consigue que la diferencia de complejidad entre las distintas proble-
máticas medioambientales no sea tan grande, y así se minimizan las probabilidades 
de no ejecutar una determinada acción por considerarla difícil (Corral 2002; Kaiser 
1998; Thøgersen 2004).

Factores psicológicos de la conducta proecológica

En las últimas décadas, el estudio de las variables que favorecen acciones proecológi-
cas por parte de las personas ha aumentado en la misma medida que la humanidad 
experimenta las consecuencias de la crisis climática (Borden 2017). Entre los elemen-
tos que constituyen la conducta proecológica se mencionan las actitudes proambien-
tales, las cuales pueden facilitar las acciones de cuidado del entorno (Leiserowitz, Ka-
tes y Parris 2005; Bleidorn, Lenhausen y Hopwood 2021). Complementariamente, 
se indica que las emociones a favor del medioambiente y su conservación, así como 
la sintonía con lo natural y el aprecio por la biodiversidad constituyen predictores 
significativos de la conducta proecológica (Corral et al. 2009; Yang et al. 2018).

En esta línea, la evidencia asocia los motivos proecológicos con la conducta 
proambiental de manera directa y significativa. Estas motivaciones pueden ser con-
sideradas “egoístas” (cuidar el medio para hacer uso de sus recursos), “altruistas” (ser 
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proecológico para asegurar el bienestar de otras personas) o “biosféricos” (cuidar los 
ecosistemas por ser valiosos en sí mismos) (Schultz 2001). Otro predictor relevante 
es la deliberación o intención de acción de manera proecológica (Wall, Devine-Wright 
y Mill 2007).

Por su parte, las creencias proambientales son precursoras de acciones proeco-
lógicas, sobre todo, si son de carácter “ecocéntrico”, donde se tiene la convicción 
de que la naturaleza debe ser preservada por el valor que posee en sí misma. No 
obstante, las creencias “antropocéntricas”, que establecen al ser humano como la 
entidad superior que domina el ecosistema terrestre, también resultan ser predic-
tores de conducta proecológica, aunque en un grado menor (Thompson y Barton 
1994). Por tanto, se deben considerar ambos acercamientos al momento de eva-
luar e intervenir en esta temática.

Bienestar subjetivo, emociones y sustentabilidad

El bienestar subjetivo se entiende como las evaluaciones que realiza una persona 
sobre su propia vida, las cuales pueden hacerse desde una perspectiva cognitiva (sa-
tisfacción con la propia vida) o afectiva, e incluir las emociones y el estado de ánimo 
(Rodríguez-Fernández y Goñi-Grandmontagne 2011). En esta línea, la evidencia 
indica que aquellos individuos que se perciben plenos y satisfechos con sus vidas 
tienen más probabilidades de ser altruistas, cooperativos, equitativos y proecológicos 
(Veenhoven 2005), por lo que el cuidado del ecosistema puede generar sensaciones 
positivas como bienestar y felicidad.

Brown y Kasser (2005) plantean que reducir los niveles de consumo de forma 
voluntaria aumentaría el bienestar psicológico de las personas, por lo que implicaría 
una mejora para la felicidad percibida para quienes actúan de esta manera. A su 
vez, es más probable que los individuos ejerzan conductas proecológicas en la me-
dida que les resulten placenteras y satisfactorias (Pelletier et al. 1998), ya que dichos 
comportamientos se ven reforzados por las consecuencias positivas derivadas de su 
ejecución.

Las personas necesitan motivación y factores afectivos (constitutivos de la acti-
tud) para involucrarse de manera directa en acciones proambientales (Paswan, Guz-
mán y Lewin 2017). Según la evidencia hasta la fecha, las emociones constituyen la 
puerta de entrada para la educación ambiental, pues las personas no actúan exclusi-
vamente por motivaciones racionales, sino también por el afecto que les produce su 
vinculación con la naturaleza (Brosch y Steg 2021).

Además, la motivación se entiende como un estado que dirige la conducta y per-
mite anticipar las consecuencias (tanto positivas como negativas) derivadas de una 
determinada acción, así como también de su ausencia (Locke 2000; Osbaldiston y 
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Sheldon 2003). Constituye el elemento que logra canalizar las cogniciones, emocio-
nes, actitudes y creencias hacia una conducta en verdad sustentable (Corral 2010).

La culpa, por un lado, resulta un mecanismo emocional que inhibe la conducta 
antiecológica por lo que, en cierto grado, puede colaborar para que los individuos 
dejen comportamientos perjudiciales con el ecosistema (Kaiser y Shimoda 1999). 
Por otro lado, la vergüenza se asocia con conductas de evitación e inclusive rabia, 
dada la experimentación de una fuerte necesidad de escapar y no enfrentar la pro-
blemática (Tagney 1998). La investigación de Kaiser et al. (2008) parece reforzar la 
relevancia tanto de la culpa como la vergüenza, pues ambas constituyen antecedentes 
que determinan la intención de acción proambiental, aun cuando la segunda pueda 
estar más limitada al cuidado físico del ecosistema.

El consumo de productos ecológicos y amigables con el medioambiente pue-
de inducir estados emocionales positivos, que son experimentados como satis-
facción por cuidar la naturaleza. Como resultado las emociones poseen la ca-
pacidad de ser causas y consecuencias de la conducta sustentable (Hartmann y 
Apaolaza-Ibáñez 2008). Por otra parte, los estados emocionales de autoculpa, 
indignación y enojo se asocian directamente con el compromiso de acciones 
sustentables, tales como la disminución en el consumo de energía, la elección de 
sistema de transporte, el apoyo económico para la protección del medioambien-
te entre otras (Kals 1996).

Pero no todas las emociones movilizan recursos para la acción. El miedo, por ejem-
plo, genera un efecto contraproducente. La evidencia sugiere que cuando ciertos es-
tados afectivos acompañan alguna amenaza ecológica, estas correlacionan de modo 
negativo con el nivel de activismo ambiental; es decir, entre más se invierta energía y 
esfuerzo psicológico en controlar los temores sobre el futuro, menos probable es actuar 
de forma tal que se enfrenten dichas problemáticas. Por tanto, no todas las emociones 
negativas resultan favorables para promover conductas proambientales (Rochford y 
Blocker 1991), porque hay algunas que pueden llevar a la completa inacción.

Competencia ambiental y proambiental

La competencia ambiental se entiende como la aptitud genérica de entregar respues-
tas efectivas y estimulantes ante las posibilidades que ofrecen los contextos y recursos 
naturales (Steele 1980). Por otra parte, la competencia proambiental es un nivel 
más específico, pues conlleva una serie de habilidades que pueden ser ejercidas por 
el individuo en función de los problemas que enfrente en el momento, sobre todo, 
los relacionados con el cuidado del medio físico. Para tal fin, se requiere integrar la 
capacidad de resolución de problemas y las demandas que presenta el contexto am-
biental (Van Tonder et al. 2023)
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Geller (2002) incorpora la distinción entre competencias conscientes e incons-
cientes. Para el autor, el máximo nivel que una persona puede alcanzar es aquel 
en que ejecuta acciones en favor del medioambiente de forma tal que no medien 
procesos conscientes, vale decir, de manera automática. En la medida que el com-
portamiento se aprende, repite y refuerza, las chances de mecanizarlo aumentan y se 
convierte, por tanto, en conductas habituales.

En el caso de las conductas proambientales, la evidencia indica que muchas per-
sonas poseen capacidades inconscientes en esta área, tales como la separación de ba-
sura al procesarla (Knussen y Yule 2008), el ahorro de agua (Gregory y Di Leo 2003) 
y el uso eficiente de energía eléctrica en el hogar (Barr, Gilg y Ford 2005).

En segundo lugar, el carácter de habitual permite que una conducta pueda ser 
ejercida con mayor probabilidad en el futuro. Al ser inconsciente, no es necesario 
que los procesos cognitivos superiores intercedan, y así se facilita su ejecución al no 
percibir limitantes (por ejemplo, por requerir un esfuerzo psicológico mayor). Es 
decir, si la persona enfrenta una situación similar ante la cual actuó de determinada 
forma en el pasado, la respuesta se activará de manera automática.

Por tanto, resulta muy relevante que al enfrentar las problemáticas ambientales 
se considere tanto las conductas conscientes como inconscientes, en la medida que 
el contexto determine cuál de ellas resulta efectiva para una determinada situación. 
En caso contrario, las soluciones propuestas pueden resultar inefectivas y generar 
una falsa percepción de inutilidad, lo que, a su vez, puede llevar a una peligrosa 
decisión de no actuar, lo cual empeora la problemática ambiental a la que se re-
quiere hacer frente.

La percepción de ser capaces de resolver problemas aumenta el sentido de au-
toeficacia de los individuos, lo que conlleva un incremento en el bienestar sub-
jetivo y probabilidades de ejercer conductas prosociales (Bandura et al. 2003). 
Quienes se perciben como autoeficaces son más proclives de asistir a otros, es-
pecialmente, en casos de extrema necesidad producidos por desastres naturales 
(Michel 2007). 

La autoeficacia es descrita como un predictor significativo del bienestar subjetivo, 
también conocido como felicidad (Caprara et al. 2006). Las personas capaces sien-
ten que son eficaces y, por tanto, son más felices. Esto puede producir un círculo vir-
tuoso en el cual 1) las personas adquieren capacidades para solucionar problemáticas 
medioambientales, 2) ejercen dichas habilidades, 3) refuerzan su utilidad al sentirse 
más satisfechos, 4) se sienten más capaces y 5) el circuito se repite. No obstante, se 
requiere más investigación en esta área para vincular de forma certera la autoeficacia 
con las conductas proambientales y sustentables.
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Factores contextuales

Las acciones realizadas por las personas se ejecutan en un contexto, no de forma ais-
lada, por lo que dicho medio tiene la facultad de influir en los individuos al imponer 
pautas, ya sea al fomentar o inhibir determinados comportamientos (Bechtel 1997). 
Dicho escenario genera condiciones físicas y materiales para que los individuos des-
empeñen ciertas conductas (tabla 2).

Sin embargo, este proceso también puede ser negativo donde el contexto material 
de los hogares produce problemas medioambientales concretados por las conductas. 
Por ejemplo, ahorrar agua en un hogar grande con piscina, jardines y grandes ex-
tensiones de pasto. El contexto en sí mismo no es positivo ni negativo; resulta ser 
condición necesaria, más no suficiente para la ejecución de conductas sustentables.

Variables demográficas

La evidencia producida a lo largo de las últimas décadas ha permitido establecer aso-
ciaciones entre diversas características sociodemográficas y la conducta sustentable 
(Alborzi, Schmitz y Stamminger 2017). Si bien sus efectos no explican un porcentaje 
muy alto de dichos comportamientos, presentan la significación suficiente para ser 
considerados al momento de investigar.

Tabla 2. Factores contextuales

Clima y recursos 
disponibles

Adoptar mecanismos artificiales para sostener un grado mínimo de confort, por ejemplo, aire 
acondicionado en lugares muy calurosos (Jaramillo Ramos y Díaz-Marín 2020). 
La disponibilidad de recursos actúa de manera inversa, a mayor accesibilidad de estos, mayores 
posibilidades de desperdiciarlos. Por ejemplo, la escasez de agua fomenta que las personas adop-
ten conductas de cuidado de esta (Corral 2001).

Dispositivos 
tecnológicos

La tecnología no es por sí misma positiva o negativa, depende de su uso. Por ejemplo, si bien 
entre más vehículos posea un hogar, mayor es la contaminación producida (Hunecke et al. 
2007), los coches propulsados por tecnología híbrida o 100% eléctrica producen muchos menos 
contaminantes (Johnston, Mayo y Khare 2005).

Conveniencia Si el contexto favorece actuar de manera sustentable, las probabilidades de ejercer conductas 
proambientales aumentan de forma considerable. Por ejemplo, en la medida que los hogares dis-
pongan de servicios cercanos para separar los residuos, mayor será el esfuerzo de los individuos 
por reciclar (Barr, Gilg y Ford 2005).

Riesgos 
ambientales

En la medida que los individuos estén expuestos a riesgos relacionados con la degradación de 
los ecosistemas, mayores son las probabilidades de verse involucrados en conductas sustentables 
(Brody et al. 2007).

Diseño de 
ambientes 
sustentables

Configuración de espacios urbanos que faciliten la adopción de estilos de vida sustentables. No 
obstante, si los espacios son muy compactos, se dificulta la estimulación de conductas vinculadas 
con la recreación, restauración psicológica e interacción social (Kaplan y Austin 2004), y se 
limita, a su vez, la adopción de comportamientos sustentables devenidos del contacto con la 
naturaleza.

Fuente: Corral (2010). Elaboración propia.
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En primer lugar, la relevancia entre el género y las conductas sustentables se estable-
ce más sobre la influencia mutua que pueden ejercer hombres y mujeres entre sí, más 
que el número de acciones proambientales que ejerzan por separado (Corral 2010). No 
obstante, la inequidad de género continúa como una temática relevante, sobre todo, en 
el momento de establecer metas de desarrollo sustentable (Esquivel y Sweetman 2016).

En el caso de la variable edad, aun siendo uno de los predictores más estudia-
dos, su discusión no se encuentra del todo zanjada. Diversas investigaciones indican 
que la edad no es un predictor significativo, no obstante, existe evidencia suficiente 
para considerarla en cualquier investigación sobre el tema (Dietz, Stern y Guagnano 
1998; McFarlane y Boxal 2000).

Esta situación también se replica con las variables nivel educativo e ingreso eco-
nómico. En el caso de la primera, algunos estudios indican la relevancia de enseñar 
desde temprana edad la importancia del desarrollo sustentable (Hedefalk, Almqvist 
y Östman 2014), mientras que, en el caso de la segunda, si bien personas con mayo-
res ingresos pueden asociarse con algunas conductas sustentables, también promue-
ven mayor consumo de recursos naturales con su consecuente deterioro ambiental 
(Corral 2010). Por tanto, para ambos casos, es un debate no acabado (tabla 3).

Estrategias de intervención

Diversos autores a lo largo de los años han planteado formas en las cuales convertir el 
conocimiento teórico desarrollado en intervenciones concretas. Desde ese marco, se 
han establecido los factores situacionales como la dimensión más grande, y se tienen 
como subdivisión los eventos antecedentes y los eventos consecuentes. Los eventos 
antecedentes, tal y como son descritos por el conductismo, abordan la clase de situa-
ciones que ocurren antes del comportamiento, los cuales favorecen o inhiben que las 
personas actúen de una determinada manera.

Tabla 3. Variables demográficas

Género Las mujeres son capaces de expresar mayor preocupación por el medioambiente en comparación 
con los hombres, mientras que ellos son más activos a la hora de ejercer conductas concretas de 
protección del ecosistema (Olli, Grendstad y Wollebaek 2001).

Edad Estudios indican que los jóvenes muestran mayor preocupación por su entorno (Hines, Hunger-
ford y Tomera 1987). Otros, que los adultos son capaces de reciclar más (Domina y Koch 2002) 
y mostrar mayores niveles de preocupación por otras personas (List 2004).

Nivel educativo Algunos estudios sugieren que el efecto de la educación sobre esa clase de comportamientos es 
muy pequeña e inclusive espuria (McKenzie-Moore y Smith 1999). Otros autores argumentan 
que los niveles de escolaridad fomentan acciones sustentables concretas, tales como la separación 
de residuos y su posterior reciclaje (Guerin, Crete y Mercier 2001).

Ingreso  
económico

A mayor ingreso, mayor capacidad para reciclar (Domina y Koch 2002). No obstante, mayor 
ingreso implica también mayor consumo (Corral, Bechtel y Fraijo 2003; Hunecke et al. 2007).

Fuente: Corral (2010). Elaboración propia.
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En primer lugar, se puede considerar el compromiso, entendido como una pro-
mesa en la cual el individuo indica que actuará de una determinada manera que 
resulte predecible y anticipable por otros. La evidencia indica que es un mecanismo 
adecuado para reducir el consumo de energía eléctrica (Katzev y Johnson 1983) y 
la capacidad de separar los residuos para su adecuado reciclaje (Bustos, Montero y 
Flores 2002).

En segundo lugar, se encuentra la información. Puede resultar la menos eficaz 
de las estrategias centradas en los antecedentes (Corral 2010). No obstante, cuando 
este proceso de enseñanza se hace a la medida de las personas, los resultados parecen 
ser más satisfactorios al momento de inducir comportamientos favorables con el 
medioambiente (Daamen et al. 2001; Mosler y Martens 2008).

En tercer lugar, se establece la fijación de objetivos. Se trata de indicar una meta 
concreta que puede ser alcanzada por los individuos a través de las conductas que 
manifiesten, por ejemplo, reducir a la mitad el consumo de agua. A diferencia del 
compromiso, que explicita lo que se hará, aquí tan solo se fija una finalidad en favor 
del ecosistema. Esta estrategia puede resultar positiva, en la medida que su aplicación 
logró reducir el consumo de energía en lavadoras de ropa (McCalley y Midden 2002).

Por último, existe la estrategia llamada modelamiento. Consiste en replicar lo 
que otros individuos realizan a través de la observación de conductas, haciendo un 
símil con el aprendizaje vicario. Según diversas investigaciones, el nivel de reputa-
ción social de un individuo ejerce una fuerte influencia en otros a la hora de modelar 
comportamientos, sobre todo, los de índole proambiental (Luyben 1980).

Por otra parte, se encuentran los eventos consecuentes. Tal y como su nombre lo 
indica, ocurren tras la conducta, por lo que pueden convertirse en reforzadores o inhi-
bidores de una determinada acción mediante estímulos, y en proveedores de informa-
ción detallada sobre cómo actuar. Los eventos consecuentes, a priori, debieran tener 
un efecto más potente sobre la conducta que los eventos antecedentes (Corral 2010).

En primer lugar, se encuentra la retroalimentación, la cual entrega información 
a los individuos sobre un comportamiento determinado y facilita la visualización de 
los efectos directos de sus acciones (Hines, Hungerford y Tomera 1987). Por ejem-
plo, mediante una boleta de consumo de energía eléctrica.

En segundo lugar, se considera la presencia de premios o reforzadores que au-
menten las probabilidades de repetir un comportamiento a raíz de sus efectos agra-
dables y/o placenteros. Mediante este mecanismo, algunos investigadores han logra-
do modificar el comportamiento de ciertos individuos referentes a la utilización de 
transporte público, ahorro de energía eléctrica en los hogares o separación adecuada 
de la basura (Geller 2002).

A diferencia de los dos anteriores, el castigo pone énfasis en las consecuencias ne-
gativas de una conducta antiambiental, así como también en la ausencia de un com-
portamiento prosustentable. En un estudio, Van Houten, Nau y Merrigan (1981) 
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indican que las personas de un edificio comenzaron a usar más las escaleras en la 
medida que el ascensor demoraba más su recorrido, lo cual representó un ahorro 
energético significativo. 

Con independencia del mecanismo utilizado, los elementos claves para aumentar 
la eficacia de las intervenciones dependen de considerar las características y diferen-
cias de la población (representadas por sus intereses, habilidades, conocimientos y 
hábitos, entre otras), las condiciones físicas del contexto cotidiano y el marco nor-
mativo cultural en el cual se desarrollan las personas (Corral 2001).

Beneficios de la conducta sustentable

El desarrollo sustentable implica una serie de beneficios tanto para quienes fomentan 
comportamientos proambientales como ecológicos, políticos, sociales y económicos. 
En primer lugar, y quizás la consecuencia más importante, es que permite la recupe-
ración de los ecosistemas tras años de degradación por la extracción indiscriminada 
de sus recursos. Además, favorece el desarrollo de programas educativos integrales, 
que no solo ponen el énfasis en la protección del medioambiente, sino también en la 
preocupación y colaboración con otras personas mediante el desarrollo de conscien-
cia emocional (Ojala 2013).

Asimismo, los efectos descritos pueden ir más allá del espacio físico que habitan 
las personas, vale decir, preocuparse por otros puede ser clave para el cumplimiento 
de los objetivos sustentables propuestos. Las personas equitativas perciben mayores 
niveles de bienestar subjetivo (Amato et al. 2009; Chibucos, Leites y Weiss 2005) 
y satisfacción con la vida (Jităreanu et al. 2022), mientras que los individuos que 
protegen el medioambiente se perciben como más felices en comparación con quie-
nes no se comportan de tal forma (Brown y Kasser 2005), así como también más 
saludables (Geiger, Otto y Schrader 2018). 

Las investigaciones destacan el efecto de conductas proambientales para la salud 
mental de los individuos, en tanto que podría favorecer la restauración de procesos 
psicológicos afectados por el estrés propio de la vida moderna, sobre todo, los pro-
cesos cognitivos vinculados con el lóbulo frontal y prefrontal (Berto 2005; Van den 
Berg, Hartig y Staats 2006). 

En este sentido, se describen las experiencias restaurativas como aquellas viven-
cias que “involucran la renovación de los recursos psicológicos agotados” (Hartig, 
Kaiser y Bowler 2001 citado en Corral 2010, 249). Dichos recursos son necesarios 
para sostener la homeostasis del organismo, que permite su funcionamiento óptimo. 
Por tanto, el beneficio podría ser doble, pues “si un medio ambiente natural e intacto 
genera efectos restaurativos en las personas, entonces, las acciones que posibilitan la 
conservación ambiental serían, en última instancia, las causas de esa restauración” 
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(Corral 2010, 251). En conclusión, como el ser humano es propulsor directo e indi-
recto del deterioro de los ecosistemas, puede percibir los efectos positivos de cuidar 
el medioambiente, y así favorecer su salud tanto física como mental (Hernández y 
Hidalgo 2005; Hartig y Staats 2006; Herzog y Rector 2009).

Conclusiones. Hacia una aplicación de la sustentabilidad

Una vez las personas disponen de información adecuada, son capaces de actuar de 
manera efectiva en favor del medioambiente, y así disminuir las probabilidades de 
ignorar o ser indiferentes respecto a la grave crisis climática, sobre todo, en la me-
dida que posean conocimiento, consciencia y preocupación por el medioambiente 
(Chan et al. 2014).  En esta línea, Kaplan y Kaplan (2008) afirman que es difícil 
para los individuos cumplir sus obligaciones como ciudadanos, dada la inestabi-
lidad de la vida moderna en sociedad, en especial, cuando se sienten ignorantes e 
incompetentes. 

A pesar de lo anterior, si una persona se percibe capaz de actuar, podrá resolver 
sus propios problemas y los de otros. Se genera, por tanto, un doble semillero de 
bienestar subjetivo. De esta manera, si las personas adquieren nuevas capacidades 
para enfrentar las problemáticas medioambientales, podrían aumentar su felicidad 
al completar objetivos prosustentables (Caprara et al. 2006).

En resumen, las personas poseen la capacidad de comprender lo que ocurre a su 
alrededor y actuar en consecuencia, mientras resuelven las problemáticas inherentes 
a su cotidianeidad. Con estos puntos de partida, es factible trazar nuevas y mejores 
intervenciones en el terreno del desarrollo sustentable, en tanto el acento está puesto 
sobre la adaptación y resolución de problemas que afectan no solo al individuo, sino 
a toda la sociedad.
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Resumen
Con el cambio climático en ciernes y un contexto internacional que propende a la transición 
energética, el derecho a la energía reclama un espacio de mayor protagonismo en el ámbito in-
ternacional y en los sistemas de protección de derechos humanos, para inclinar ese proceso hacia 
una transición profunda. De ahí que este trabajo tenga como objetivo aportar a los debates y las 
relaciones posibles entre transición energética y derechos humanos. Se emplea una metodología 
de derecho comparado, con un enfoque hermenéutico, de descripción densa. Se recorre el con-
cepto de derecho a la energía en la Agenda 2030 y sus objetivos de desarrollo sostenible, al igual 
que las referencias en otros instrumentos de los sistemas de protección de derechos humanos 
-tanto el universal como los regionales-. A partir de ese recorrido comparativo, se concluye que 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos está a la cabeza de la literatura jurídica sobre 
derecho a la energía, sentando doctrina para evitar el encorsetamiento de la transición energética. 

Palabras clave: cambio climático; derecho a la energía; transición energética

Abstract
With climate change in the making and an international context that tends towards energy tran-
sition, the right to energy claims a space of greater prominence in the international arena and in 
the systems of human rights protection to incline this process towards a deep transition. Hence, 
this paper aims to contribute to the debates and possible relationships between energy transition 
and human rights. To this end, a comparative law methodology is used, with a hermeneutic 
approach of dense description. The concept of the right to energy in the 2030 Agenda and its 
sustainable development goals as well as the references in other instruments of the human rights 
protection systems -both universal and regional- are reviewed. From this comparative overview, 
it is concluded that the Inter-American Human Rights System is at the forefront of the legal 
literature on the right to energy, establishing a doctrine to avoid the restriction of the energy 
transition.

Key words: climate change; energy transition; right to energy
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Introducción 

Para todas las sociedades, sean económicamente dominantes u oprimidas, la energía 
es un ámbito de suma relevancia. La invasión rusa a Ucrania y los vetos económicos 
de la OTAN a Rusia dejaron al desnudo su relieve, principalmente por los servicios 
domiciliarios, la electricidad y el gas. Por solo citar un ejemplo de esas repercusiones 
en un país central del Norte Global (Svampa y Viale 2020), en Gran Bretaña hubo 
aumentos de tarifas a partir de abril de 2022, y el Partido Laborista aprovechó para 
denunciarlo como un incremento del costo de la vida. Esas críticas llevaron al go-
bierno conservador a prometer la instalación de parques de energía eólica en tierra y 
a fomentar nuevamente proyectos de combustibles fósiles. 

Se estima que la población mundial alcanzará los 15 billones de habitantes en el 
año 2100 -más del doble que en la actualidad- (Piketty 2014). Esto traerá enormes 
aumentos en las tasas de urbanización y, consecuentemente, en la demanda de 
energía (Riahi et al. 2012). Por tanto, muchos analistas ubican la adopción de ener-
gías renovables, la implementación de medidas de eficiencia energética y la puesta 
en marcha de políticas que garanticen la asequibilidad de los servicios de energía 
entre los asuntos de sobrada importancia para las venideras formas de organización 
social (Garrido y Recalde 2022). Estas últimas estarán configuradas según la tran-
sición energética que se realice: podrá tratarse de un simple proceso de sustitución 
tecnológica o de una transición profunda, en palabras de Schot (2016). 

Para conseguir una transición profunda será fundamental tomar posición frente 
al tema del acceso a la energía: asumirlo como derecho/servicio público y no como 
mercancía/servicio mercantil. En otras palabras, habrá que optar por la perspectiva 
de derechos humanos y justicia energética (Jenkins, Sovacool y McCauley 2018) 
o por la racionalidad del lucro. La primera opción servirá para que la transición 
energética no se presente como una “falsa solución” (Svampa y Bertinat 2022) o 
una transformación cosmética de las estructuras de la actual sociedad neoliberal, en 
las que se profundiza cada vez más la desigualdad (Piketty 2014).

Considerar el acceso a la energía como derecho nos introduce de lleno en el 
ámbito de los derechos humanos, donde se lo ha enunciado explícitamente. A 
través d esta dimensión, los Estados asumen compromisos jurídicos al suscribir 
instrumentos internacionales. La producción jurídica en los sistemas de dere-
chos humanos, tanto en el universal como en los regionales, no es abundante, 
pero está en pleno ascenso. Es en el ámbito interamericano donde se observan 
las definiciones más acabadas, por ejemplo, en el fallo Río Negro vs. Guate-
mala de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH 2012). 
En lo que a energía respecta, la doctrina europea está más volcada al problema 
del cambio climático y el impacto ambiental que a la asequibilidad; mientras 
que el Sistema Africano no tiene desarrollos conocidos sobre el tema (Sánchez 
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Suárez 2018). El ámbito universal, signado también por otros instrumentos como 
la Agenda 2030, delimita la doctrina al vínculo entre el acceso a la energía y el 
derecho a una vida y vivienda adecuadas (Asamblea General de Naciones Unidas 
1948, 1966).

Este artículo busca sistematizar, de modo comparado, los abordajes que realiza 
la comunidad internacional al derecho a la energía. A partir de esa numeración, se 
intentará anclar los debates sobre transición energética en un horizonte amplio que 
habilite las bases conceptuales -jurídicas y teóricas- para una transición profunda. Se 
propondrá que la perspectiva de los derechos humanos sea el balance para que las 
transiciones posibles tengan objetivos más amplios que los desarrollos tecnológicos, 
las innovaciones científicas y las metas de descarbonización y consumo responsable 
de energía, así como horizontes profundos: transformar estructuras y formas de or-
ganización de las sociedades.

Con el propósito de aportar a la transición profunda, el derecho a la energía 
en los sistemas de derechos humanos se analiza desde una perspectiva de derecho 
comparado. Siguiendo la caracterización que de este hace Gómez Serrano (2009), 
conviene resaltar que dicha metodología implica asumir los acervos jurídicos como 
procesos hermenéuticos, atravesados por una cuestión de principios -universales, 
regionales, nacionales o locales- y por una cuestión histórica -coyuntural, circuns-
tancial, situacional-. 

De acuerdo con Mardones (2012) podemos definir la hermenéutica como una 
forma emparentada con la tradición aristotélica del conocimiento. Es inductiva y 
persigue comprender los fenómenos para conocerlos. En esa misma línea, se reco-
nocen los aportes del interpretativismo de Clifford Geertz (2003) y su “descripción 
densa”, a partir de los cuales cobra relieve el análisis de los significados y sentidos 
culturales que se ponen en juego en una determinada cultura. En el caso puntual 
de este artículo, el ejercicio de derecho comparado se efectúa por su potencial para 
la comprensión de los alcances y límites del derecho a la energía en la transición 
energética, pero también porque representa una metodología acorde con el enfoque 
cualitativo de esta investigación.  

Transiciones profundas

La noción de transición profunda es acuñada por Johan Schot (2016) como una 
categoría emparentada con el concepto de “gran transformación” de Polanyi, en el 
sentido de que se trata de procesos a largo plazo y a gran escala. Además, implican 
cambios que no impactan únicamente a niveles económicos y técnicos, sino tam-
bién culturales y sociales. Los cambios de patrones de producción, distribución y 
consumo tienen sus causas e implicancias a diferentes escalas y repercuten en la 
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organización social, así como en los sistemas educativos, de transporte, de electri-
cidad, de vivienda, etc. 

La idea de profunda se plantea sobre la base de pensar una segunda transi-
ción energética (Schot 2016), que no es otra que la que se nos impone en este 
momento histórico, con problemáticas globales como el cambio climático, el 
calentamiento global, la contaminación y la desigualdad, consecuencias de la era 
industrial del siglo XIX y XX, período que el propio autor entiende como prime-
ra transición energética. Schot y Kanger (2018, 1046) lo explican así: 

Por un lado, la histórica expansión y globalización de la Primera Transición Profunda 
tuvo niveles de riqueza y bienestar sin precedentes en Occidente. Sin embargo y en 
segundo lugar todo el proceso se estropeó con problemas recurrentes tales como el 
cambio climático (causado por el uso de combustibles fósiles), polución, desperdicio de 
recursos (causado por las suposiciones de que los recursos y la capacidad para absorber 
desperdicios era ilimitada), desigualdad (causada por la innovación del sistema dirigida 
principalmente a los mercados más ricos) y el desempleo persistente (causado por un 
énfasis incesante en el crecimiento de la productividad). A medida que estos resultados 
nocivos se producían, volvían a producirse, se acumulaban y se amplificaban, se empezó 
a expresar una seria preocupación por la sostenibilidad de esta trayectoria (Meadows et 
al., 1972; Brown, 1984). Quedó claro que el reto de la sostenibilidad requiere un cam-
bio fundamental de los modelos de producción, distribución y consumo.

Schot (2016) deja claro que las transiciones profundas se diferencian de otras ideas 
similares, como las “grandes olas de desarrollo” de Pérez (2002) -Great Surges of 
Development-, porque implican un análisis complejo de la articulación entre los sis-
temas socio-técnicos que interactúan en una sociedad. Esa articulación, argumentan 
Schot y Kanger (2018), no se vuelca ni solo por lo tecnológico ni solo por los pro-
cesos sociales. Por tal razón, las transiciones profundas son consideradas a partir de 
la combinación de dos matrices teóricas: el paradigma tecno-económico de Pérez 
(2002) y la perspectiva multinivel de Frank Geels. 

El esquema planteado por Schot (2016) para considerar transiciones los procesos a 
largo plazo y a gran escala es compatible con la idea de una transición socio-ecológica 
(Svampa y Viale 2020). Ciertamente, se trata de corrientes teóricas disímiles y de pun-
tos de partida distintos. Schot (2016) basa sus planteos en la historia y la sociología de 
la tecnología y de la energía, mientras que Svampa y Viale (2020) parten de la filosofía, 
la sociología ambiental y las ciencias jurídicas. Sin embargo, la “transición socio-eco-
lógica” bien puede pensarse en calidad de transición profunda, con implicancias a 
múltiples escalas y en diferentes ámbitos: económico, tecnológico, social y cultural.

Proponemos el enfoque de los derechos humanos para ensamblar las innova-
ciones tecnológicas en energías renovables y no convencionales con los patrones de 
producción, distribución y consumo de un mundo descarbonizado y sustentable. 
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Pensar el acceso a la energía como un derecho nos permite ver en la transición una 
oportunidad para generar modificaciones en la organización social en su conjunto. 
El enfoque de derechos humanos tiene que ver con los sistemas de protección y los 
instrumentos jurídicos, y también con la tradición teórica de la justicia energética, en 
constante reformulación para ampliar sus alcances, al abarcar las nociones de justicia 
energética distributiva, de reconocimiento, cosmopolita, entre otras (Bustos s/a). 

Desde dónde entender los derechos humanos

Se considera a los derechos humanos una construcción constante, que se encarna en 
variados discursos (Douzinas 2008), pero también embandera prácticas sociales por 
la igualdad y la emancipación. Son una gramática y a su vez procesos de lucha (Ga-
llardo 2008; Herrera Flores 2008). Son, además y principalmente, sistemas jurídicos 
con vinculación concreta para los Estados que suscriben ciertos instrumentos inter-
nacionales -tratados, convenciones, convenios, etc-. Existen cuatro sistemas jurídi-
cos de protección de los derechos humanos: el universal, el europeo, el africano y el 
interamericano. El primero de ellos es preeminente a los otros y el más declamatorio, 
mientras que los sistemas regionales tienen, además de declamaciones, sus propios 
tribunales -judiciales- y/o comisiones -procuraciones-. Los sistemas regionales son 
más fértiles que el universal en fallos y dictámenes que comprometan directamente 
a los Estados. 

En la concepción de los derechos humanos como sistemas jurídicos que generan 
vinculación en los Estados, el derecho a la energía tiene poco desarrollo doctrinario. 
En el plano declamatorio ya entró en la gramática del sistema universal. Este se 
ha reconocido como uno de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) (ONU 
2015). El séptimo de los 17 ODS es “energía asequible y no contaminante” y, como 
admite su denominación, es un propósito que se cumple progresivamente, puesto 
que requiere de la acción directa de los Estados (ONU 2015). 

Apareció recientemente en la gramática de los sistemas regionales de derechos 
humanos y no forma parte, explícitamente, de ningún instrumento marco. La escasa 
doctrina lo circunscribe al derecho a la vivienda y a una vida adecuadas, enunciado 
ya desde la primigenia Asamblea General de Naciones Unidas (1948). Es, por tanto, 
un derecho instrumental de la vivienda y vida adecuadas, igual que el ambiente sano 
y el agua (Hessling Herrera 2023; Hessling Herrera y Belmont Colombres 2022). 

Del Guayo Castiella (2020) se ahorra los problemas para definir los alcances y 
contenidos del derecho “a la” energía y opta por hablar del “derecho de la energía”. El 
autor español se refiere a un ámbito de regulación, el energético, en el que hay legis-
lación y política pública en todos los países. Lo que este autor sugiere es que el dere-
cho “de la” energía es el acervo sobre energía que se produce mientras se regulan los 
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sistemas de gas natural, electricidad e I+D en energías limpias y no convencionales. 
Desde nuestra óptica, el derecho a la energía no es solo acervo, norma o programa 
de investigación (Lakatos 1989), sino también, y fundamentalmente, una atribución 
de todas las personas y una obligación de todas las administraciones de Gobierno. 

Derecho a la energía 

El derecho a la energía ha sido reconocido como instrumental del derecho humano 
a una vida y vivienda adecuadas. Ya mencionamos que había sido tempranamente 
reconocido en la Asamblea General de Naciones Unidas (1948, art. 25): 

Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los se-
guros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.  

Ese pasaje no solo reconoce el nivel de vida adecuado, la vivienda y el bienestar como 
derechos, sino, además, puntualiza los “servicios sociales necesarios”. Mencionarlo 
no es un asunto menor: en Estados como el argentino, el rango de “servicio público” 
–homólogo a la idea de “servicios sociales necesarios”– ofrece marcos regulatorios 
particulares para la inversión, la prestación, los subsidios y las tarifas de los servicios 
de energía. 

Tomando la clasificación en generaciones, el derecho a la vivienda que precede 
al derecho a la energía está visto como de segunda generación (Durán y Condorí 
2015). La argumentación cronológica sobre las “generaciones” de los derechos hu-
manos, elaborada a finales de los 70 por Karel Vasak, ha sido severamente criticada, 
entre otras cosas, porque los pactos internacionales que los dividen se sancionaron el 
mismo día de diciembre de 1966, y porque en la secuenciación de las generaciones se 
hace predominar una perspectiva liberal (Rabossi 1998). La clasificación por genera-
ciones cobra cierto valor cuando se dice que algunos derechos humanos, no digamos 
si primeros o segundos, son de cumplimiento inmediato y establecen obligaciones 
de omisión para los Estados, mientras que otros son de cumplimiento progresivo y 
obligaciones de hacer. La vivienda, por ejemplo, se encuentra en este último grupo.

Así lo reconoció el sistema universal, ya que fue el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales el que lo enunció: 

Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un 
nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda 
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adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Par-
te tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, recono-
ciendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada 
en el libre consentimiento. (Asamblea Nacional de Naciones Unidas 1966, art. 11)

Con el propósito de ampliar la explicación de su contenido el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales emitió, a principios de los 90, la Observación Ge-
neral N°4 sobre el derecho a una vivienda adecuada. En ese instrumento se declama, 
explícitamente, el derecho a la energía vinculado a los servicios: 

Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura. Una vivienda 
adecuada debe contener ciertos servicios indispensables para la salud, la seguridad, la 
comodidad y la nutrición. Todos los beneficiarios del derecho a una vivienda adecua-
da deberían tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, a agua potable, 
a energía para la cocina, la calefacción y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de 
aseo, de almacenamiento de alimentos, de eliminación de desechos, de drenaje y a 
servicios de emergencia. (Red-DESC s/a, art.11)

En 2002, en Johannesburgo, se celebró la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Soste-
nible en la que se adoptó una declaración política y un plan de aplicaciones que subra-
yaban con especificidad que el acceso a la energía es un elemento central para combatir 
la pobreza y, por lo tanto, también central para garantizar la dignidad humana. 

El panorama descripto se constituye softlaw del derecho a la energía. A partir de 
aquí este se convirtió en evocación de sentencias, opiniones consultivas e informes 
técnicos y de situación de los sistemas regionales. En tanto softlaw, tal encuadre 
impone cierta vinculación entre una vida y vivienda adecuadas con determinados 
“servicios sociales necesarios”, como la energía eléctrica, indispensable para, entre 
otras cosas, la calefacción y el almacenamiento de alimentos. 

 

El ODS número 7: “Energía asequible y no contaminante”

La idea de desarrollo está en el eje de la gramática de los derechos humanos porque 
los sistemas internacionales están anclados en los instrumentos que produce y actua-
liza la ONU. Desde Rist (2002) a Svampa (2010) hay innumerables trabajos que 
reconstruyen las discusiones en torno a la idea de desarrollo en las últimas décadas, y 
la forma en que esta opera como muletilla predilecta de la comunidad internacional 
nucleada en la ONU. Ello también ocurre en el caso específico de la energía (Hess-
ling Herrera 2023). 

En ese recorrido la idea de la sostenibilidad se ha impuesto como la más actual 
e íntegra para acompañar al epigrama clásico de “desarrollo” (Gudynas 2009). Dio 
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lugar a la más reciente agenda de la mancomunidad internacional de la ONU. En 
2015, el mismo año en que se firmó el Acuerdo de París (Naciones Unidas 2015) 
-que vino a actualizar buenas intenciones tras el fenecimiento y fracaso del Protocolo 
de Kyoto- se suscribió la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030, integrada por 17 
objetivos.

Entre ellos, el séptimo hace referencia, específicamente, al acceso a la energía y 
la necesidad de mitigar el impacto ambiental que provoca la matriz energética fósil, 
arista fundamental del “trilema energético” (Hessling Herrera, González y Cadena 
2021)1. Ello ha dado pie a que se acuñe la idea de una transición energética, que los 
debates empezaron a renombrar como “transición socio-ecológica” (Svampa y Viale 
2020), “transición sustentable” (Guzowski, Ibáñez Martín y Zabaloy 2020) o “tran-
sición justa” (Bertinat 2016). 

La propia ONU admite que la energía debe ser pensada en transición, tanto por 
motivos ambientales como por necesidad económica, para lograr abastecer a todas 
las personas y poblaciones. El 13% de la población mundial no tiene acceso a servi-
cios modernos de electricidad, mientras 3 mil millones de personas dependen de la 
biomasa combustible para la cocina y la calefacción. Los datos actuales se comple-
tan al decir que “la energía es el factor que contribuye, principalmente, al cambio 
climático y representa alrededor del 60% de todas las emisiones mundiales de gases 
de efecto invernadero. (…) En 2015, el 17,5% del consumo final de energía fue de 
energías renovables” (ONU 2015, párr.3-5).

Uno de los desafíos más grandes es avanzar hacia una transición energética que 
permita mitigar el impacto ambiental asociado al sistema vigente, sin recortar los 
plenos alcances de un uso y consumo razonables de energía. No es posible pensar 
un proceso de sustitución tecnológica que contemple las pautas culturales de uso y 
consumo. Estas deben ajustarse a principios de reutilización, reciclado y protección 
del medioambiente. Por eso es importante recordar que el derecho a la energía ins-
trumenta otros derechos: a una vida y vivienda adecuadas.  

El derecho a la energía no tiene que confundirse con la aceptación del despil-
farro consumista de los modelos de vida de los países del Norte Global (Svampa 
y Viale 2020; Svampa y Bertinat 2022). En ese sentido, la transición energética 
dentro de una transición profunda está orientada a reducir el impacto ambiental, 
al mismo tiempo que a garantizar el acceso a la energía y el uso eficiente y respon-
sable de ella. 

1 Desde que el World Energy Council lo propuso en 2012 (Camacho 2012), el “trilema energético” se ha compuesto fundamentalmente 
de tres aristas para analizar los asuntos energéticos: la eficiencia energética y seguridad del suministro, la economía y asequibilidad de 
la energía y la mitigación del impacto ambiental. 
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Transiciones y derechos humanos 

El trabajo sobre transiciones energéticas tiene varias décadas en los debates sociales, 
en especial del ámbito norteamericano -por ejemplo, en Canadá y Estados Unidos 
en la década del 80 se empezó a hablar de “justicia energética”, y a mediados de los 
90 ya se adoptó la idea de “transición energética justa” (Rosemberg 2020; Svampa y 
Bertinat 2022). En esa práctica, la transición energética se asume, principalmente, a 
partir de las fuentes de generación, aunque cada vez se incorpora más la perspectiva 
de la eficiencia y la asequibilidad, otras de las aristas del ya mencionado trilema ener-
gético. Basados en un enfoque amplio sobre los sistemas de energía (Newell 2021)2, 
desde la Revolución Industrial, las transiciones energéticas de la humanidad van del 
carbón al petróleo y del petróleo al gas. Ahora asistimos a una tercera transición ha-
cia la descarbonización, con el empleo de energías menos contaminantes (Del Valle 
Guerrero 2016). La transición energética actual es también un imperativo medioam-
biental para mitigar la emisión de Gases de Efecto Invernadero (GEI) y moderar el 
calentamiento global y el cambio climático (Guadagni y Cuervo 2017). 

Las transiciones implican cambios en los sistemas tecnológicos con los que se 
montan los circuitos de energía. El desarrollo tecnológico supone una carrera por 
maximizar el aprovechamiento de la energía, tanto en los modos de exploración y 
generación como en las vías de distribución y venta. La eficiencia se impone como la 
“fuente oculta” (Bouille et al. 2019) que las energías renovables necesitan para sobre-
vivir como modelo de transición. Si los usos y consumos no se moderan, el éxito de 
las energías renovables dependerá demasiado de innovaciones tecnológicas todavía 
por desarrollar -qué hacer con los paneles fotovoltaicos que agotan su capacidad de 
captación y cómo abaratar el costo y mejorar el rendimiento de las baterías de litio, 
entre otras cosas-.

El acceso a la energía bien puede pensarse con viviendas y ciudades sustentables, 
que combinen energías renovables, eficiencia energética y asequibilidad tarifaria. 
Ello no implica descuidar el desarrollo tecnológico, sino ponerlo al servicio de esas 
planificaciones, diseños e implementaciones para garantizar el derecho a la vivienda 
y a la energía, y también a la ciudad (Harvey 2013). La espacialidad fue uno de los 
puntos centrales en el desarrollo de los debates sobre transición energética (Truffer, 
Murphy y Raven 2015). 

Pensar la transición en clave socio-histórica permite complementar la perspectiva 
socio-técnica, al añadirle un horizonte de transformaciones en la estructura social 
y, por tanto, pensar la transición profunda desde la perspectiva de los derechos hu-
manos. El desarrollo tecnológico no tendría por qué ser desalentado ni negado por 

2 Tres sistemas: 1) procesos productivos y dinámicas de consumo; 2) tecnologías de extracción, utilización y transformación de energía; 
y 3) políticas de regulación de los sistemas energéticos. Newell (2021) opina que las transformaciones en esos tres sistemas vinculados 
a la energía son lo que podríamos llamar transición energética.
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los movimientos ambientalistas o locales que resisten a ciertos modos extractivistas 
de aprovechamiento de los recursos naturales (Gudynas 2009). Al contrario, esos 
movimientos podrían adoptar las innovaciones tecnológicas como parte importante 
para que sus procesos localizados tengan potencial de “globalización desde abajo” 
(Santos 2002). Así se propugnará la modificación de la racionalidad en el vínculo 
con la naturaleza, así como en las relaciones de intercambio económico y los lazos 
de solidaridad entre humanos. Es decir, pasar de una racionalidad neoliberal a una 
racionalidad cooperativa. En esa línea Svampa y Viale (2020) proponen un pacto 
eco-social y una transición socio-ecológica, que se ha definido en este artículo como 
transición profunda. 

Aunque parezca una posición radical, dicha línea tiene mucho en común con 
las vertientes que abogan por la “transición energética justa” (Jakob y Steckel 2016; 
Goldthau y Sovacool 2012). Retomando los estudios sobre justicia energética, que 
guardan relación con esta arista, aunque diferente de la justicia ambiental y de la 
justicia climática (Bravo s/a), hay que subrayar que los derechos humanos son el 
sustento de esas perspectivas de justicia en torno a la transición energética. Tal como 
han sugerido Jenkins, Sovacool y McCauley (2018) se requiere “humanizar” las tran-
siciones energéticas a partir de pensarlas desde una perspectiva de justicia. Esa huma-
nización entra en diálogo con la citada idea de transición profunda de Schot (2016).  

El asunto de la transición energética se integra con los derechos humanos en pro-
yectos de transformación más ambiciosos que el reemplazo de las fuentes de generación 
y la carrera tecnológica por maximizar el aprovechamiento de las inversiones. Requiere 
cambiar fuentes de generación -energías renovables-, cambiar usos y consumos -efi-
ciencia energética y desarrollo tecnológico-, pero demanda también modificar la racio-
nalidad predominante y, consecuentemente, la estructura social, a partir de un nuevo 
sistema tecnológico de energía, de vivienda, de ciudad, todo ello en clave de derechos 
asequibles -no progresivos, como los llamados “derechos de segunda generación”. 

No cualquier transición implicará necesariamente la ampliación de derechos. Por 
eso, la transición energética con perspectiva profunda tiene potencial para conver-
tirse en un resorte que habilite cambios en diversos órdenes. Para que esto resulte, 
advierte Gutiérrez Escudero (2021), los proyectos de energías renovables necesitan 
eludir el Greenwashing, y orientarse hacia los derechos humanos antes que al auditaje 
del ecologismo ingenuo que aplaude el Green New Deal, o a la tutela de la racionali-
dad del lucro incesante. La eficiencia energética tiene que ir acompañada de cambios 
en las políticas fiscales y tarifarias que tiendan a igualar incluyendo. Además, al po-
tenciar la eficiencia energética se va forjando una conciencia crítica sobre el cuidado 
ambiental. Este artículo propone que la brújula de ese sentido crítico sea la pers-
pectiva de los derechos humanos. De ahí que se sostenga que -sea energética, justa, 
sustentable o socioecológica- la transición profunda que venga sirva para introducir 
cambios en los modos de organización y estructuración social.
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El derecho a la energía en los sistemas regionales de DDHH

Ya se anticipó que el derecho a la energía ha sido acogido, en tiempos recientes, den-
tro de la doctrina de los derechos humanos. En el softlaw que repasamos en los apar-
tados anteriores, queda detallado que el antecedente más próximo data de principios 
de los 90, con la Observación General N°4 del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de la ONU y, por supuesto, el séptimo de los 17 ODS de la 
agenda acordada en 2015.

Entre los sistemas regionales, el interamericano y el europeo tienen cierto de-
sarrollo, quizá por tratarse de mecanismos establecidos desde hace varias décadas. 
En cambio, el Sistema Africano de Derechos Humanos y de los Pueblos, que lleva 
menos tiempo vigente, tiene menor producción escrita, es decir, menos de cuantolos 
juristas mencionan como “derecho positivo”. Los dos primeros tienen mayor desa-
rrollo doctrinario. 

Sistema Interamericano: derecho al agua y a la energía

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) los derechos al agua 
y a la energía han sido reconocidos en fallos de la Corte IDH como elementos cen-
trales para el cumplimiento de los derechos económicos, sociales y culturales. Ello 
sentó doctrina y bajo esa noción se considera el acceso al agua y a la energía derechos 
instrumentales del derecho humano a una vida y vivienda adecuadas (Asamblea Na-
cional de Naciones Unidas 1966, art. 11). 

En particular sobre el derecho al agua, las consideraciones de derechos humanos 
lo relacionan con una vivienda y vida adecuadas, pero también con una existencia 
sana, productiva, digna y con una nutrición correcta. Para alcanzar esas metas se 
necesita acceder al agua. En su más reciente sentencia al respecto, la Corte IDH ha 
llegado a emparentar la provisión de este recurso con derechos culturales: “El dere-
cho al agua puede vincularse con otros derechos, inclusive el derecho a participar en 
la vida cultural, también tratado en esta Sentencia” (Corte IDH 2020). 

El derecho a la energía también se ha enunciado hace poco en las sentencias de 
la Corte IDH. El fallo en el caso Río Negro vs. Guatemala (Corte IDH 2012, párr. 
284) establece como medida de reparación que el Estado guatemalteco “deberá ga-
rantizar la provisión de energía eléctrica a los habitantes de la colonia Pacux a precios 
asequibles”. En un informe de revisión del cumplimiento de esa sentencia, la misma 
Corte Interamericana avanza en su concepción sobre este derecho, al considerar que 
como “el Estado los desplazó de sus tierras en Río Negro para inundarlas y construir 
la central Chixoy que genera energía eléctrica (…) lo adecuado es que les garantice 
la energía eléctrica de forma gratuita”. 
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Sistema Europeo: derecho de la energía 

El derecho a la energía aparece, asimismo, vinculado al derecho a la vivienda en el 
ámbito europeo; se manifiesta puntualmente como “domicilio” y se encuentra den-
tro del Convenio Europeo de Derechos Humanos (Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos 2010, art. 8), que dice: “toda persona tiene derecho al respeto de su vida 
privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia”. Los servicios domicilia-
rios de energía, se deduce, forman parte de ese respeto por el domicilio. 

Algunas de las referencias recientes del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(TEDH) con respecto a la energía permiten observar que en el viejo continente tiene 
acogida la diferenciación que Del Guayo Castiella (2020) hace sobre derecho a la 
energía y derecho de la energía. En el caso Fagerskiold c. Suecia, de febrero de 2008, 
el TEDH

subraya que el funcionamiento del molino de viento satisface el interés general 
al constituir una fuente de energía limpia que contribuye al desarrollo sostenible 
de los recursos naturales. Subraya, también, que el molino de viento es apto para 
producir suficiente energía para proporcionar calefacción a unos 40 ó 50 hogares 
durante un año, lo que beneficia al medio ambiente y a la sociedad. (Bouazza Ariño 
2008, 307)

El señor y la señora Fagerskiold denunciaron los perjuicios padecidos por la cercanía 
de unos molinos de viento que la comuna había puesto para abastecer con energía 
eólica a unas 40-50 familias. El matrimonio poseía una casa de vacaciones que tenía 
a estos molinos cerca, a poco más de 300 metros el más próximo. Los Fagerskiold re-
clamaron vulnerado su derecho a la “vida privada y familiar, de su domicilio y de su 
correspondencia” (Bouazza Ariño 2008, 307). En ese caso, la producción de energía 
limpia a gran escala se puso por encima del derecho evocado por los Fagerskiold, por 
ello, la demanda fue desestimada por el TEDH. 

Otro caso inadmitido por el TEDH fue el de Calancea y otros c. Moldavia, de 
febrero de 2018. Un grupo de vecinos reclamó que un tendido eléctrico de alta ten-
sión había afectado su derecho a la salud y al ambiente sano. Argumentaron, entre 
otras cosas, que el paso cercano de alta tensión les causó enfermedades. El TEDH 
consideró que este caso no acumulaba un “umbral mínimo de gravedad”, ya que no 
se podía probar, de manera fehaciente, que la cercanía del circuito eléctrico de alta 
tensión fuese causa de perjuicios a la salud de los vecinos denunciantes. Para que esa 
posición no suene desinteresada de estos últimos, el TEDH justificó, además, que 
el tendido eléctrico databa de mucho tiempo antes de que los vecinos se hubiesen 
radicado allí. En otras palabras, el tribunal fundamentó que ellos ya sabían a dónde 
se metían (Tribunal Europeo de Derechos Humanos 2018). 
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En el Sistema Europeo parece primar la mirada a la energía en calidad de materia 
de discusión, como ámbito para generar acervo y normas, pero no como atribución 
para una vida adecuada de las personas. A nivel de “domicilio”, vivienda, la infraes-
tructura de energía es menos deficiente que en América Latina y África, y eso hace 
que las discusiones vinculadas a este asunto no estén centradas en el acceso residen-
cial, sino en la energía como servicio que debe mejorar su eficiencia y bajar su nivel 
de impacto ambiental.   

Sistema Africano: derecho a la energía y derechos de los pueblos 

La Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (Organización de la 
Unidad Africana 1981) es la más tardía de todas las convenciones matriciales de cada 
sistema regional. América Latina tuvo su prístina declaración en el 48 y luego su Pac-
to de San José, a fines de los sesenta. El Convenio Europeo data de 1950, aunque su 
entrada en vigor fue en el 53 y recibió modificaciones, aclaraciones o ampliaciones 
a través de protocolos. La Carta Africana es de 1981 (aunque hay un antecedente 
en la Carta de la OUA del 63) y ni siquiera dispone la creación de un tribunal con 
jurisdicción contenciosa-administrativa en los Estados parte.

El Sistema Africano está compuesto solo por una “Comisión Africana sobre 
Derechos Humanos y de los Pueblos” que no emite fallos ni sentencias. Se reúne 
dos veces al año y produce informes de su actividad. El principal enemigo sobre 
el que se erigió es el apartheid, un modelo de segregación racial. De allí que el 
añadido “los pueblos” que introduce este ordenamiento se considere un aporte 
fresco para todos los debates y gramáticas de derechos humanos (Organización de 
la Unidad Africana 1981).

No se hallaron referencias específicas al derecho a la energía ni evocaciones al 
derecho a la vivienda dentro de la doctrina del Sistema Africano. El citado caso Río 
Negro vs. Guatemala (Corte IDH 2012) es un vivo ejemplo de cómo el derecho a 
la energía encaja perfecto con los de los pueblos del Sistema Africano. Hay todo un 
campo por explorar a partir de esa simbiosis de derechos entre ambos sistemas. 

Conclusiones: perspectiva de derechos humanos en la transición profunda 
y horizonte de transición profunda en los derechos humanos

Los derechos humanos son estos sistemas jurídicos que hemos analizado, pero tam-
bién constituyen gramáticas y procesos de lucha por la igualdad y la emancipación 
de las personas y los pueblos. Por esa razón, la ampliación razonable de los alcances 
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de estos es un motor incesante para alcanzar, de modo genuino, los horizontes de 
igualdad y emancipación. Para expandir los alcances de los derechos humanos, el 
derecho a la energía se impone con rango urgente, vinculado al derecho a una vida y 
vivienda adecuadas -como impera en el softlaw y en el Sistema Interamericano-, pero 
también relacionado con otros derechos, por ejemplo, el de una plena transición ha-
cia un ambiente sano –cual se deduce del Sistema Europeo- o el derecho a la ciudad, 
que se desprende de ciertas posiciones académicas (Harvey 2013). 

Los análisis latinoamericanos sobre pobreza energética (García Ochoa 2014; 
Durán 2018) son un puntapié para graduar en qué poblaciones se debe hacer 
énfasis, de modo urgente, si se piensa el acceso a la energía como un derecho ins-
trumental de los derechos humanos a una vida y vivienda adecuadas. La energía es 
un “servicio social necesario” para garantizar derechos humanos, por ende, volverla 
asequible constituye un ODS. Todo parte de un mismo horizonte por subir el 
estándar de vida de la humanidad, es decir, un panorama de transición energética 
profunda, orientada por la perspectiva de los derechos humanos. 

Por todo lo expuesto, pensamos el derecho a la energía en calidad de resorte de 
las luchas sociales que se embanderan en los derechos humanos, por ejemplo, a la 
vivienda digna y al ambiente sano. El derecho a la energía también avanza como 
consigna de movimientos sociales o colectivos por la igualdad y la inclusión.  

En términos estrictamente jurídicos, vemos que en el Sistema Europeo parece ha-
ber una inclinación al derecho “de la” energía antes que al derecho “a la” energía. El Sis-
tema Africano, por su parte, prácticamente no tiene menciones al asunto. Convendría 
que los sistemas regionales acojan con mayor compromiso las recomendaciones que 
ofrece el softlaw sobre el derecho a la vivienda adecuada, especialmente la Observación 
General N°4 del Comité DESC (Red-DESC s/a), donde la energía se enuncia explíci-
tamente como contenido de derechos económicos, sociales y culturales. 

Como se ha dicho en la introducción de este trabajo, el asunto energético es de 
suma relevancia para todas las sociedades contemporáneas, sean de avanzada o for-
men parte de regiones consideradas atrasadas. Sin embargo, que se trate de un pro-
blema global no vuelve al tema de la energía un ámbito abordado en todo el mundo 
desde la misma perspectiva. 

En primer lugar, porque lo energético no es una dimensión de análisis aislada; 
en segundo, porque la energía abarca reflexiones que van desde las ciencias exactas 
hasta las ciencias sociales y humanísticas; y, en último, porque los territorios del 
mundo tienen distintas disposiciones y disponibilidades de recursos para explotar, 
transportar y distribuir la energía. Contra esa tendencia localista y particularista, 
aunque también interdisciplinar, los derechos humanos en calidad de relato con-
tribuyen a la gramática común de una cierta mancomunidad de Estados, puntual-
mente los que aglutina la ONU. Así, conforman el plexo argumental que deslo-
caliza la discusión sin desconocer, al menos en términos ideales, las desigualdades 
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geopolíticas entre los Estados. De ahí que el derecho a la energía tenga distintos 
ámbitos de incumbencia (lo habitacional, lo ambiental, lo económico, el transpor-
te, etc.) aunque en todos los casos represente una obligación, de acción u omisión, 
para los Estados.   

Pese a la idea general sobre el derecho a la energía, siguiendo los sistemas regiona-
les de derechos humanos, a trazo grueso podría sintetizarse que en Europa se toma 
más en cuenta el impacto ambiental, y en América Latina, la infraestructura básica y 
los costos tarifarios para abastecer a todo el mundo de energía domiciliaria en con-
diciones seguras. Esa diferencia regional es un reflejo de los diversos modos de jerar-
quizar las aristas del asunto energético, tres, cuatro o cuantas sean3. Para uniformar 
un estándar mundial sobre el derecho a la energía habría que establecer que erradicar 
la pobreza energética empezaría por ofrecer acceso a todas las personas y pueblos a 
servicios de energía eléctrica segura, así como lograr que ninguna familia/unidad 
económica mínima gaste más del 10% de sus ingresos en energía para la cocina , la 
calefacción , el aseo y el almacenamiento de sus alimentos –esto último tomando en 
cuenta los primeros aportes de la literatura anglosajona sobre fuel poverty–. 

Para que la transición energética tenga alcances profundos hay que asumir que el 
acceso a la energía es un derecho humano. Esa perspectiva funciona como antónimo 
de la racionalidad del lucro y, por lo tanto, como resguardo contra el aprovecha-
miento mezquino que pueden hacer ciertos empresarios –Greenwashing– y ciertos 
Gobiernos –Green New Deal– de la transición hacia la descarbonización. Los dere-
chos humanos y el derecho a la energía funcionan como cobertura para la segunda 
transición profunda hacia sociedades más justas y con mejores condiciones de vida.  

Bibliografía

Asamblea General de Naciones Unidas. 1948. “Declaración Universal de los Derechos 
Humanos”, bitly.ws/T5af 

Asamblea Nacional de Naciones Unidas. 1966. “Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales”, bitly.ws/T5p2 

Bertinat, Pablo.2016. Transición energética justa. Pensando la democratización energética. 
Montevideo: Friedrich Ebert Stiftung. 

Bouazza Ariño, Omar.2008. “Notas de jurisprudencia del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos”. Revista de Administración Pública 176:289-308.

Bouille, Daniel, Marina Recalde, Nicolás Di Sbroiavacca, Hilda Dubrovsky y Beno 
Ruchansky. 2019. “Guía metodológica para la elaboración del plan nacional de 
eficiencia energética argentina (PlanEEAr)”, bitly.ws/Tgvr

Bustos, Luis. s/a. “¿Justicia energética?”, bitly.ws/T5xI  

3 Sabbatella (2021) sugirió añadir un cuarto elemento, el tecno-industrial, y hablar de “cuatrilema”. 



63 Páginas 48-65e-ISSN: 1390-6631

Derecho a la energía desde los derechos humanos: transición profunda hacia viviendas adecuadas, un ambiente sano y modos de vida dignos

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Corte IDH (Corte Interamericana De Derechos Humanos). 2012. “Caso Masacres De 
Río Negro Vs. Guatemala”, cutt.ly/xwjMVI3X 

Corte IDH (Corte Interamericana De Derechos Humanos). 2020. “Caso Comunidades 
Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argenti-
na”, adclicker.io/f/1C1Pe8 

Del Guayo Castiella, Íñigo.2020. “Concepto, contenidos y principios del derecho de la ener-
gía”. Revista de Administración Pública 212: 309-346. https://adclicker.io/f/mcQk9m

Del Valle Guerrero, Ana Lía.2016. “Aproximación a la geopolítica de las energías reno-
vables”. En Políticas de promoción de las energías renovables: experiencias en América del 
Sur, editado por Carina Guzowski, 123-151. Bahía Blanca: Editorial de la Universi-
dad Nacional del Sur. bitly.ws/Tekq 

Douzinas, Costas.2008. El fin de los derechos humanos. Bogotá: Editorial Lewis. 
Durán, Rodrigo.2018. “Apuntes sobre pobreza energética: estimaciones para Argentina 

(2003-2018)”, bitly.ws/T6Kz
Durán, Rodrigo, y Miguel Condorí. 2015. “El acceso a la energía desde la óptica de los 

derechos humanos. Su medición y relación con el acceso a otros derechos elementales 
en Salta. Argentina”. Revista de Asades 19: 12.57-12.67. https://bit.ly/3qjEVXx

Gallardo, Helio.2008. Teoría crítica: matriz y posibilidad de derechos humanos. San Luis 
Potosí: Comisión Estatal de Derechos Humanos. 

García Ochoa, Rigoberto.2014. “Pobreza Energética en América Latina”, 
 adclicker.io/f/dzuvYK 
Garrido, Santiago, y Mariana Recalde.2022. “Transición energética justa. Una mirada 

desde América del Sur”. En Transición Energética en Sudamérica: discusión concep-
tual, políticas públicas y experiencias locales, editado por SantiagoGarrido, pp. 15-64. 
Carapachay: Lenguaje Claro.

Geertz, Clifford.2003. La interpretación de las culturas. Barcelona: Editorial Gedisa. 
Goldthau, Andreas, y Benjamin Sovacool. 2012. “The uniqueness of the energy security, 

justice, and governance problem”. Energy Policy 41: 232-240. 
 doi.org/10.1016/j.enpol.2011.10.042
Gómez Serrano, Laureano.2009. “Metodología y técnicas en el Derecho Comparado”. 

Ponencia presentada en el Congreso del Centro de Investigaciones Sociojurídicas, Uni-
versidad Autónoma de Bucaramanga, Bucaramanga, Colombia, 25-28 de noviembre. 

Guadagni, Alieto, y Miguel Ángel Cuervo. 2017. El cambio climático, un desafío mun-
dial. Buenos Aires: Editorial El Ateneo. 

Gudynas, Eduardo.2009. “Diez tesis urgentes sobre nuevo extractivismo. Contextos y 
demandas bajo el progresismo latinoamericano actual”, bit.ly/3YlWT8z 

Gutiérrez Escudero, Vicente. 2021. “La intensidad de una verdad: la importancia de la 
emergencia energética para afrontar el colapso del capitalismo fosilista”. Viento del 
Sur, 10 de julio. https://bit.ly/3rZluny

Guzowski, Carina, María Ibañez Martín, y María Florencia Zabaloy.2020). Energía, 
innovación y ambiente para una transición energética sustentable: retos y perspectivas. 
Bahía Blanca: Editorial de la Universidad Nacional del Sur. bitly.ws/Te7E



64Páginas 48-65 e-ISSN: 1390-6631

Franco-David Hessling-Herrera, Santiago-Manuel Garrido y Cinthia-Natalia Gonza

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Harvey, David.2013. Ciudades rebeldes. Del derecho de la ciudad a la revolución urbana. 
Madrid: Ediciones Akal. 

Herrera Flores, Joaquín.2008. La reinvención de los derechos humanos. Andalucía: Edito-
rial Atrapasueños.

Hessling Herrera, Franco David 2023. “Genealogía de la pobreza energética y del de-
recho a la energía: racionalidad del cálculo, epigrama “desarrollo” y derechos hu-
manos”, Revista de Ciencias Sociales36(52): 157-173. doi.org/10.26489/rvs.v36i52.7

Hessling Herrera, Franco David, Facundo González. y Carlos Cadena. 2021. “Aportes 
para asumir el trilema energético desde una perspectiva transversal y situada”. Asades 
25: 405-413. https://bitly.ws/T6yr.

Hessling Herrera, Franco David, y María Eugenia Belmont Colombres. 2022. “Hábitat 
y vida digna a partir de las alianzas socio-técnicas de la comunidad wichí San Ignacio 
de Loyola (Salta, Argentina)”. Revista Hábitat y Sociedad 15: 211-232. 

 doi.org/10.12795/HabitatySociedad.2022.i15.10
Jakob, Michael, y Jan Christoph Steckel. 2016. “The Just Energy Transition”, 
 cutt.ly/GwjMYedr
Jenkins, Kirsten, Benjamin Sovacool y Darren McCauley. 2018. “Humanizing sociotech-

nical transitions through energy justice: An ethical framework for global transforma-
tive change”. Energy Policy 117: 66-74. doi.org/10.1016/j.enpol.2018.02.036Laka-
tos, Imre.1989). La metodología de los programas de investigación científica. Madrid: 
Alianza Editorial. bitly.ws/T6Bn 

Mardones, José María.2012. Filosofía de las ciencias humanas y sociales: materiales para 
una fundamentación científica. Barcelona: Editorial Anthropos. 

Naciones Unidas. 2015. “Acuerdo de París”, adclicker.io/f/0gZKmP 
Newell, Peter. 2021. Power Shift: The Global Political Economy of Energy Transitions. 

Cambridge: Cambridge University Press. 
ONU (Organización de las Naciones Unidas). 2015. “Objetivos de Desarrollo Sosteni-

ble” . 25 de septiembre de 2015.bit.ly/3YlfuBr 
Organización de la Unidad Africana. 1981. “Carta Africana sobre Derechos Humanos y 

de los Pueblos”, adclicker.io/f/DrIEL1
Pérez, Carlota.2002. Technological Revolutions and Financial Capital: The Dynamics of 

Bubbles and Golden Ages. Londres: Edward Elgar Publishing. 
Piketty, Thomas.2014. El capital en el siglo XXI. Ciudad de México: Fondo de Cultura 

Económica. 
Rabossi, Emilio.1998. “Las generaciones de derechos humanos: las teorías y el cliché”, 

bitly.ws/Td8b 
Red-DESC (Red Internacional para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales) 

s/a. “Observación General N°4: El derecho a una vivienda adecuada”, bitly.ws/tP3N 
Riahi, Keywan, et al. 2012. “Energy pathways for sustainable development”. En 

Global Energy Assessment - Toward a Sustainable Future, editado por Global En-
ergy Assessment Writing Team, 1205-1306.Cambridge: Cambridge University 
Press.



65 Páginas 48-65e-ISSN: 1390-6631

Derecho a la energía desde los derechos humanos: transición profunda hacia viviendas adecuadas, un ambiente sano y modos de vida dignos

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Rist, Gilbert.2002. El desarrollo: historia de una creencia occidental. Madrid: Los libros 
de la Catarata. 

Rosemberg,Anabella 2020. “‘No jobs on a dead planet’: The international trade union 
movement and just transition”. En Just Transitions: Social Justice in the Shift Towards 
a Low-Carbon World editado por Edouard Morena, Dunja Krause y Dimitris Stevis, 
32-55. Londres: Pluto Press.

Sabbatella, Ignacio.2021. “¿Cómo abordar la transición energética en Argentina?”. Página 
12, 3 de octubre. bit.ly/3QoA6H3

Sánchez Suárez, Celia.2018. “De la vulnerabilidad energética al derecho a la energía”, 
adclicker.io/f/1d3fb6

Santos, Boaventura de Sousa.2002. “Hacia una concepción multicultural de los dere-
chos humanos”. El Otro Derecho 28: 59-83. https://cutt.ly/owjMEdYx 

Schot, Johan. 2016. “Confrotation of second deep transition through the historical 
imagination”. Technology and Culture 57(2): 445-456. https://bitly.ws/T57k

Schot, Johan, y Laur Kanger. 2018. “Deep transitions: emergence, acceleration, stabili-
zation and directionality”. Research Policy 47(6): 1045-1059. 

 doi.org/10.1016/j.respol.2018.03.009 
Svampa, Maristella.2010. El dilema argentino: civilización o barbarie. Buenos Aires: Edi-

torial Tauros. 
Svampa, Maristella, y Enrique Viale,.2020. El colapso del ecológico ya llegó: una brújula 

para salir del (mal)desarrollo. Buenos Aires: Siglo XXI Editores. 
Svampa, Maristella, y Pablo Bertinat.2022. La transición energética en Argentina. Una 

hoja de ruta para entender los proyectos en pugna y las falsas soluciones. Buenos Aires: 
Siglo XXI Editores.

Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 2010. “Convenio Europeo de Derechos Hu-
manos”, bit.ly/43Sq5Vx 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 2018. “Moldavia. Contaminación electro-
magnética”, adclicker.io/f/G_AypV

Truffer, Bernhard, James Murphy y Rob Raven. 2015. “The geography of sustainability 
transitions: contours of an emerging theme”. Environmental Innovation and Societal 
Transitions 17: 63-72. doi.org/10.1016/j.eist.2015.07.004



Santiago Vallejo

66

Le
tra

s V
erd

es
 - R

ev
ist

a L
ati

no
am

eri
ca

na
 de

 Es
tud

ios
 So

cio
am

bie
nta

les
 - N

.º 3
4

se
pti

em
br

e 2
02

3-f
eb

rer
o 2

02
4 •

 e-
ISS

N 
13

90
-66

31
 • 

htt
ps

://
rev

ist
as

.fla
cso

an
de

s.e
du

.ec
/le

tra
sve

rd
es

 

doi.org/10.17141/letrasverdes.34.2023.5934
Páginas 66-85

Etnografía de un taller de educación ambiental en el 
Área Natural Protegida Cerro de la Estrella 

Ethnography of an Environmental Education Workshop in the 
Protected Natural Area Cerro de la Estrella

Paris Olalde-Estrada, Cooperativa de Educación Ambiental Mecuate Astrophytum y Facultad de Ciencias, 
UNAM, México, parisolalde@gmail.com, 0000-0003-1610-5272

Karla-Yadira Olalde-Estrada, Cooperativa de Educación Ambiental Mecuate Astrophytum y Facultad de Cien-
cias, UNAM, México, yad27visual@gmail.com, 0000-0002-4650-7320

Recibido: 12 de marzo de 2023
Aceptado: 19 de julio de 2023 

Publicado: 26 de septiembre de 2023

Resumen 
En la Ciudad de México, las Áreas Naturales Protegidas son amenazadas constantemente por la mancha urbana. Cons-
tituyen espacios ideales para la educación ambiental y la formación de ecociudadanía; sin embargo, poco se ha investi-
gado sobre los talleres que se imparten en estas. Con un enfoque etnográfico, apoyado en la observación participante y 
entrevistas abiertas, este trabajo tiene como objetivo caracterizar las temáticas impartidas, la forma en que se abordaron y 
los beneficios de un taller de educación ambiental dirigido a las personas que visitan el cerro de la Estrella, con el fin de 
apoyar el desarrollo de la educación ambiental en estas áreas. En el taller se abordaron temas como servicios ecosistémicos, 
compostaje, reforestación, entre otros. Se discuten ocho categorías de análisis ordenadas en dos clasificaciones: temáticas 
y logística del taller. Se concluye que, si bien los talleres son un paso en la formación de la ecociudadanía (una ciudadanía 
comprometida con la naturaleza), partieron de una visión limitada de la educación, al verla como mera transmisión de 
normas e información, por lo que la mayoría de las sesiones fueron expositivas y prescriptivas. Es necesaria una mirada 
crítica, otros marcos teóricos, así como programas y estrategias oficiales de educación ambiental. De igual manera, se 
debe realizar trabajo interdisciplinario y prestar atención a otras aportaciones teóricas como las metaciudadanías y la co-
munagogía (propuesta basada en las pedagogías comunitarias), además de mejorar las condiciones de empleo para las(os) 
educadoras(es) ambientales. 

Palabras clave: crisis de la civilización; educación ambiental; educación ciudadana; educación para el desarrollo sosteni-
ble; sensibilización ambiental; taller educativo

Abstract
In Mexico City, Natural Protected Areas are constantly threatened by urban sprawl, they are ideal spaces for environ-
mental education and the formation of eco-citizenship; however, there is a lack of research regarding workshops in these 
areas. Through an ethnographical approach, participant observation and open interviews, the objective of this study was 
to characterize the issues, the way they were addressed, and the benefits of an environmental education workshop aimed 
at citizens who visited Cerro de la Estrella; with the goal to support the development of environmental education in 
these areas. At the workshop, the topics were such as ecosystem services, composting, and reforestation, among others. 
Eight categories of analysis, ordered into two classifications (themes and logistics of the workshop), are discussed. The 
study concludes that, although the workshops are a step towards eco-citizenship (a citizenship committed to nature) 
development, it was conducted from a limited vision of education, as an information and norms transmission method, 
which is why most of the sessions were expository and prescriptivist. A more critical view is needed, to reevaluate other 
theoretical frameworks, as well as environmental education official programs and strategies, accomplish interdisciplinary 
work, and pay attention to other theoretical contributions such as meta-citizenships and comunagogy (proposals based 
on community pedagogies), as well as improving employment conditions for environmental educators.

Key words: citizenship education; civilization crises; education for sustainable development; educational workshops; envi-
ronmental awareness; environmental education
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Introducción

De octubre a noviembre de 2021, se realizó un taller de educación ambiental (EA) 
en el Área Natural Protegida Cerro de la Estrella (ANPCE). Este taller formó parte 
del programa social “Fomento al Trabajo Digno”, en su modalidad “Compensación 
a la Ocupación Temporal” (COT).

El ANPCE, también llamada en lengua náhuatl Huizachtépetl (cerro de huiza-
ches), tiene la peculiaridad de estar rodeada por la urbe; se encuentra casi en el centro 
de lo que antiguamente era la cuenca de México, hoy Ciudad de México (CDMX). 
Antes rodeado por agua, hoy inundado de pavimento; en poco más de 80 años el 
Huizachtépetl pasó de más de 1000 hectáreas en 1938, cuando se declaró Área Natu-
ral Protegida (ANP), a cerca de 120 hectáreas. Su continuo asedio vuelve necesario 
analizar los esfuerzos para salvaguardar su patrimonio biocultural.

La ciudadanía conoce y cuida el Huizachtépetl. Por ejemplo, dos estudiantes de 
doctorado ofrecían recorridos sobre sus vestigios arqueológicos (Leyva 2011). En 
2014, los barrios originarios que viven en sus faldas marcharon para exigir que no 
cambiaran el uso de suelo del ANPCE (Gaceta de Iztapalapa 2015). Un caso reciente 
es el grupo de Los Chaponeros, quienes han realizado grandes esfuerzos para recupe-
rar un área verde en una de las laderas del cerro.

Si bien existen experiencias de EA en el Huizachtépetl, de iniciativa gubernamen-
tal, académica y ciudadana (Corona y Olalde 2022), son poco frecuentes. Además, 
existen escasos registros. Los más recientes han sido publicados por Olalde y Olalde 
(2021), Olalde, Olalde y Olalde (2021) y Corona y Olalde (2022), pero hacen falta 
más para poder comprender la complejidad de estos procesos y lograr su éxito tanto 
en esta como en otras ANP.

Existen varios documentos que norman la EA en las ANP, aunque con pocos in-
dicios de sus fundamentos pedagógicos. En primer lugar, está la Estrategia Nacional 
de Educación Ambiental para ANP (CONANP 2013), que busca guiar los pro-
gramas y acciones de EA de la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas 
(CONANP). Dicha estrategia favorece los enfoques participativos (de educadores, 
tomadores de decisiones y actores clave) e integradores de elementos sociales, econó-
micos, políticos y culturales, partiendo del trabajo multidisciplinario, pero contra-
dictoriamente desde un enfoque pedagógico reduccionista e individualista como el 
cognitivo y afectivo.1

Otro documento clave es la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente (DOF 2022). En ella se define a la EA como un proceso de 
formación para toda la sociedad, encaminado a lograr conductas racionales. En el 
Programa Nacional de Áreas Naturales Protegidas 2020-2024 (CONANP 2020) 
1 Estos enfoques carecen de una mirada histórica y social, que sí está presente en el constructivismo histórico-cultural, así como en otros 

que pueden incorporar los conocimientos y las prácticas de las personas que visitan el Huizachtepetl.
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sólo se menciona a la EA como una acción puntual y no como un objetivo priorita-
rio, tampoco se detalla cómo hacerla, lo que revela la poca importancia que se le da. 

El Huizachtépetl pertenece al conjunto de ANP de la región centro y el eje eovol-
cánico. Para esta región, se creó una estrategia de EA (Becerra et al. 2017). Con el 
apoyo de un diagnóstico, se evidenció que sólo había 30 educadores ambientales en 
toda la región y, peor aún, únicamente la mitad había recibido capacitación. Dicha 
estrategia aboga por crear procesos participativos, sin mencionar algún fundamento 
pedagógico.

Para entender el caso que se analiza en el presente trabajo, es necesario comen-
tar que la Secretaría del Trabajo y Fomento al Empleo (STYFE) creó el Programa 
Social Fomento al Trabajo Digno con la finalidad de generar condiciones laborales 
de libertad, equidad, seguridad y dignidad (STYFE 2022b). Como parte del mismo 
programa, y en colaboración con la Secretaría de Medio Ambiente (SEDEMA), se 
establecieron los empleos verdes (STYFE 2022ª). Esto, con el objetivo de generar 
grupos de monitoreo en distintas ANP, que impartieran talleres de EA. Uno de los 
talleres es el que se analiza en el presente estudio.

Con este programa social, se buscó atender el desempleo, el subempleo y la preca-
riedad laboral en la CDMX. Mediante el COT, se intentó promover la participación 
de la población en “proyectos locales a corto plazo […] que fomenten el desarrollo 
de conocimientos, habilidades, aptitudes y valores” (GOCM 2021ª, 39), con el ob-
jetivo de elevar los niveles de empleabilidad y construir “una ciudad innovadora, 
sustentable y respetuosa de los derechos humanos” (GOCM 2021b, 40), como el 
derecho al desarrollo sostenible, al trabajo y a un medio ambiente sano (GOCM 
2021ª).

Estos trabajos temporales son parte de la tarea imprescindible de impartir EA a 
la ciudadanía. Ello implica pensarla como sujetos activos que participan en lo polí-
tico, cultural y ambiental (Sauvé 2014). Ello la convertiría en ecociudadanía. Hay 
diferencias claras entre la ciudadanía convencional, la ecociudadanía y la metaciu-
dadanía. 

 Gudynas (2009) establece que la ciudadanía es la posesión de derechos, el des-
empeño de un papel frente al Estado y la pertenencia a una comunidad. De ahí que 
la ecociudadanía se entienda como el acceso al derecho ambiental. Sin embargo, de-
bido a las reformas de mercado de 1970, se impulsó el individualismo y la valoración 
económica de la naturaleza, por lo que se vio a la ciudadanía como consumidora, 
y a la conservación de la naturaleza como la compra y venta de bienes y servicios 
ambientales.

Según Sauvé (2017), la EA para la ecociudadanía tiene un enfoque político. Con 
ello se fortalecen tres competencias: 1) crítica: la autodefensa intelectual, que no se 
limita a la racionalidad. Implica también la sensibilidad hacia las realidades socioe-
cológicas y las relaciones de poder. Reivindica el acceso al conocimiento, lo analiza, 
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discute, evalúa y construye nuevo; 2) ética: cuestiona la toma de decisiones y los 
valores que las guían; 3) heurística: imagina y crea proyectos alternativos y colectivos 
(Sauvé 2017).

La ciudadanía y la ecociudadanía están limitadas a los Estados-nación. Con la 
metaciudadanía, se busca reconocer a la naturaleza y a las personas como sujetos de 
derecho, además de rescatar y revalorar los saberes, las experiencias y preocupaciones 
locales y regionales (Leite y Fernandes 2016). La metaciudadanía tiene una delimi-
tación territorial y una relación de interdependencia entre humanidad y naturaleza, 
así como entre comunidades que comparten historias, conocimientos, éticas y cos-
movisiones que trascienden intereses nacionales (Leite y Fernandes 2016).

En cada territorio, la relación humanidad-naturaleza posee diferentes particularida-
des (Gudynas 2009). En el Huizachtépetl e Iztapalapa surgieron relaciones específicas 
con la naturaleza: la comida, la agricultura y las festividades se adaptaban a los ciclos 
naturales de la región (Ramírez 2014; Garza 2019). Estas condiciones permiten pensar 
que la zona podría tener una EA para la formación de una eco o metaciudadanía.

El fortalecimiento de las metaciudadanías ecológicas, que no son individuales 
sino colectivas y comunitarias (Pavani 2019), permite mejorar las condiciones para 
la diversidad biocultural, incluso, a nivel jurídico, donde se empieza a aceptar la idea 
de que la cultura es inseparable de la naturaleza y del territorio (Staffen 2016). 

Como menciona Toledo (2016), hoy vivimos una crisis civilizatoria (el conjunto 
de las crisis ambiental, individual y social), ante la cual la mejor respuesta es la comu-
nalidad. Algunas perspectivas pedagógicas complementarias a la EA se insertan en lo 
que Jaime (2017) ha denominado comunagogía. Esta propuesta surge de perspecti-
vas como la comunalidad, la comunitariedad y el sistema comunal. 

La comunagogía es el conjunto de prácticas educativas que se dan en, con y para la 
comunidad. Es un proyecto pedagógico, ético, político y comunitario enfocado en la 
cuestión ambiental, con raíces en las resistencias de grupos indígenas y sus cosmovisio-
nes. Se basa en pedagogías comunitarias enfocadas en fortalecer las relaciones sociales, 
al colocar la idea de compartir en oposición a la de competir (Martínez-Martínez, 
García Camacho y Ramírez Rodríguez 2021). Estas se caracterizan por fortalecer la 
memoria colectiva y la identidad, la soberanía epistémica, la participación y toma de 
decisiones, los vínculos comunitarios, el reconocimiento, la apropiación y construc-
ción del territorio, así como la emancipación de género (Jaime 2020).

Es imprescindible una EA que permita formar ecociudadanías o metaciudadanías 
desde la comunagogía, para hacer frente a la crisis civilizatoria. Como menciona 
Gudynas (2009, 72):

En algunos casos no se cumple con un sistema de información adecuado, y no existe 
un consentimiento previo informado de las comunidades locales; los grupos no lo-
gran elevar sus preguntas o demandas, y son excluidos de los procesos de evaluación 
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y monitoreo ambiental; es común el ejercicio de la violencia, con hostigamientos e 
incluso asesinato de líderes locales.

Las propuestas de EA se pueden fortalecer al analizar casos específicos. Este trabajo 
es parte de ese esfuerzo. Cabe agregar que realizamos esta investigación en calidad de 
ciudadana y ciudadano, lo que consideramos integra un fragmento en la formación 
y el empoderamiento para una eco o metaciudadanía.

El presente estudio tuvo por objetivo caracterizar las temáticas impartidas, 
la forma en que se abordaron y los beneficios de un taller de educación am-
biental impartido por personal del COT dirigido a las(os) ciudadanas(os) que 
visitan el cerro de la Estrella, mediante una metodología cualitativa con enfo-
que etnográfico, con el fin de apoyar el desarrollo de la educación ambiental 
en estas zonas.

Materiales y métodos

La etnografía es un método que busca “interpretar el mundo de la misma forma 
que ellos (las personas investigadas) lo hacen” (Hammersley y Atkinson 1994, 21). 
Desde una postura no directiva, se realizó un acercamiento naturalista basado en la 
reflexividad (Guber 2011).

Se asistió a cada una de las sesiones del taller para realizar observaciones parti-
cipantes. Estas consisten en ser parte del fenómeno estudiado, no analizarlo desde 
afuera sino desde dentro, desde cómo las(os) participantes lo viven (Angrosino 
2007). Posterior a cada sesión, el equipo de investigación se reunió a intercambiar 
impresiones y escribir un diario de campo. También se hicieron entrevistas abiertas 
a cinco de 10 talleristas para conocer sus experiencias y opiniones. En la entrevista 
se realizaron las siguientes preguntas: ¿cuál es tu formación y experiencia en la 
educación ambiental? ¿Cómo ha sido tu experiencia al participar como tallerista 
en el COT? En tu opinión, ¿cómo benefician estos talleres de educación ambiental 
al cerro de la Estrella? ¿Qué problemas se han presentado durante la planeación 
y realización de los talleres? ¿Qué beneficios has tenido al participar en este pro-
grama? Cabe aclarar que, al ser entrevistas abiertas, surgieron varias preguntas 
durante el proceso.

Se usaron videocámaras portátiles de acción, marca Eborock, modelo EV-
914017. Además, se grabó el audio de las sesiones mediante celulares, con previo 
consentimiento informado. Finalmente, se realizó un análisis del discurso de las se-
siones videograbadas y las entrevistas. De ahí se establecieron ocho categorías de 
análisis, clasificadas en dos grupos: “temáticas del taller” y “logística del taller”.
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Análisis y resultados

La mayoría de las(os) talleristas estudiaron biología, a excepción de una que estudió 
psicología social. Todas(os) tenían entre 25 y 30 años Algunas(os) eran pasantes, 
otros, ya tituladas(os) de licenciatura, y dos contaban con maestría. Pocos tenían 
experiencia en la divulgación científica o EA. A continuación, se detallan las nueve 
sesiones del taller. Algunas se repitieron, como la 1 y 9: “Agua y servicios socioecosis-
témicos”. En ambas se impartió una plática sobre los servicios socioecosistémicos y 
la zonificación del ANPCE (figura 1), la cual se estableció en el Programa de Manejo 
(PM) del cerro de la Estrella (GODF 2007). Después, se utilizó un terrario para 
explicar la filtración de agua a los mantos freáticos, y se visitaron una cueva y una 
microcuenca para comprobar lo aprendido.

En el mapa, se aprecian los cinco lagos (de color azul) ya extintos, los cuales confor-
maron la cuenca de México en tiempos prehispánicos. En cada zona del ANPCE se 
tienen actividades permitidas y no permitidas según su uso.

Sesión 2. “¿Qué hay a tu alrededor?”. Se dibujaron dos escenarios que respondían 
a las siguientes preguntas: ¿cómo imaginas que es un área natural? Y ¿qué naturaleza 
viste a tu alrededor? (en una caminata al inicio de la sesión). Se expuso qué son los 
servicios ecosistémicos, se volvió a explicar la zonificación del ANPCE (figura 1) y se 
describieron las actividades permitidas y no permitidas de cada zona.

Figura 1. Mapa de ubicación y zonificación del cerro de la Estrella 

Fuente: Modificado a partir de GODF (2007), González (2019) y Soto (2019).
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Sesión 3. “Los cantores del cerro de la Estrella”. Se realizó una caminata por el 
Huizachtépetl para llevar a cabo el avistamiento y la identificación de aves por me-
dio de cámaras y binoculares. Se utilizaron aplicaciones de celular para saber de qué 
especies se trataba.

Sesiones 4 y 7. “La composta y huertos urbanos”. Se efectuó una exposición sobre 
la generación de residuos, la huella ecológica y la historia de los huertos urbanos. 
Las(os) participantes comentaron que tenían huertos en casa. Por último, se realizó 
una práctica de composta y varios(as) participantes solicitaron lombrices para lom-
bricomposta.

Sesión 5. “Reforestación”. Se platicó sobre la importancia de la reforestación con 
especies nativas y las problemáticas asociadas a la introducción de especies exóticas 
en el ANPCE. Una participante preguntó sobre cómo germinar plantas nativas, 
afirmando que tenía la intención de “ayudar al cerro”. Al final, se hizo una práctica.

Sesión 6. “Viaje al Huizachtépetl”. Se hizo una visita a una cueva, donde común-
mente se realizan rituales. Después, se subió a la pirámide del Fuego Nuevo, donde 
se expusieron y compartieron conocimientos sobre cómo se lleva a cabo la ceremonia 
homónima.

Sesión 8. “Guardianes de las flores”. Se realizó una visita a un jardín de polini-
zadores y a otro de cactáceas. Se habló de las diferentes características anatómicas 
y taxonómicas de las plantas y la crisis de los polinizadores. Al final, se jugó con 
una lotería de polinizadores (creada por las y los talleristas). Las(os) participantes 
comentaron que habían visto algunas especies en sus recorridos cotidianos por el 
Huizachtépetl.

Análisis del discurso de las sesiones de los talleres

Se generaron ocho categorías de análisis, las cuales se representan con los testimonios 
más significativos, obtenidos durante las sesiones y entrevistas. Dichas categorías se 
agruparon en dos clasificaciones. Para mantener el anonimato, solo se indica si la(el) 
interlocutor(a) era tallerista 1, 2 o 3, o participante 1, 2 o 3, y se agrega información 
entre corchetes para aclarar algunos detalles.

Temáticas del taller

Categoría 1. Servicios ecosistémicos

Un tema frecuente fueron los servicios ecosistémicos. Este término denota claramente 
una visión economicista, al pensar a la naturaleza como distribuidora de servicios, igual 
que una empresa. Una alternativa a este enfoque es la concepción de Contribuciones 
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de la Naturaleza a las Personas (Díaz et al. 2018). Uno de los servicios más mencio-
nados fue la captación de agua para la recarga de mantos freáticos. Sobre el tema se 
comentó lo siguiente, cuando se visitó una de las cuevas:

 
Tallerista: La mayor parte del agua que surte a Iztapalapa viene de los pozos, en-
tonces sí es importante conocer esos procesos y cuidarlo [al Huizachtépetl] para 
que no tenga contaminación o la calidad de agua se vea disminuida como tal 
[…], bueno esto es lo que comentaba allá arriba, cómo se va filtrando el agua, si 
ven pues se parece a cómo se filtraba en la arena ¿no? [refiriéndose al terrario que 
se utilizó para explicar el proceso] (Seudónimo Diego, Ciudad de México, 14 de 
octubre de 2021).

Resulta interesante constatar cómo se vincula el aspecto teórico abordado en la plática 
y el terrario con lo que se observó en la cueva. A su vez, se relacionó con la contamina-
ción y el perjuicio a la humanidad, que necesita del agua. Ello evidencia la influencia 
del paradigma de los servicios ecosistémicos en una visión antropocéntrica, pues el 
cuidado de la naturaleza importa en tanto la humanidad se puede ver afectada o be-
neficiada. En la novena sesión, se mencionó algo muy parecido, aclarando que el Hui-
zachtépetl y la Sierra de Santa Catarina, volcanes ubicados en Iztapalapa, constituyen 
excelentes zonas para la captación de agua. Pero ante la distribución desigual de este 
elemento, la localidad, con frecuencia, tiene problemas de abastecimiento de este vital 
líquido, en comparación con zonas céntricas de la CDMX.

Categoría 2. Problemáticas socioecosistémicas

En algunas sesiones, se expusieron problemáticas socioecosistémicas como la pro-
ducción de gases de efecto invernadero, la extinción de especies, y la crisis de 
polinizadores, pero no se explicaron sus causas y efectos. En la sesión 1, se abordó 
el tema de la erosión en el ANPCE y, al caminar por un sendero construido como 
parte del Plan Maestro del Cerro de la Estrella de 2019, se observaron graves pro-
cesos de erosión.

Tallerista: Desde otro punto de vista se puede ver a la erosión y al deslave del suelo 
también necesario para hacer suelo ¿no?, pero depende como tal de la zona ¿no? En 
este sitio no es bueno, porque se pierde la cobertura y este tipo de infraestructura 
[señalando el sendero] realmente no fue lo indicado, porque justo está en la parte 
donde hay escurrimiento, y justo se pierde el material edáfico. Además, estamos en 
zona de recuperación que requiere menos intervención humana. Entonces no era 
conveniente que se hiciera este camino aquí porque estas invitando a la gente a que 
haga una actividad que no conviene a la zona (Seudónimo Diego, Ciudad de México, 
14 de octubre de 2021).
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Este discurso visibiliza la riqueza que se puede obtener de los talleres, al realizar 
recorridos por el Huizachtépetl. Se aborda la problemática desde un punto de vista 
socioecosistémico al tocar aspectos biofísicos y políticos. En varias ocasiones, se ha 
observado a vecinas(os) acudir con sus carretillas a rellenar con tierra las zonas erosio-
nadas. Estas actividades podrían retomarse en los talleres con la finalidad de construir 
prácticas colectivas encaminadas a enfrentar las problemáticas socioecosistémicas. 

Al recorrer la trotapista y visitar un jardín de polinizadores y uno de cactáceas se 
abordó una problemática global.

Tallerista: Se supone que hay una crisis de polinizadores, por el uso desmedido de 
plaguicidas y por la pérdida de suelo, es decir, la mancha urbana se va comiendo las 
áreas verdes, entonces quedan menos plantas. Hay algo que se puede hacer, que son 
los jardines de polinizadores, vimos uno allá (Seudónimo Daniel, Ciudad de México, 
4 de noviembre de 2021).

Llama la atención cuando dice “se supone”, pues abre la posibilidad de que esta 
información no está verificada, cuando existe mucha información que lo confirma. 
Sin embargo, el hacer mención de la problemática, ofrecer una posible solución y 
ver un ejemplo dentro del Huizachtépetl, resulta enriquecedor para la formación de 
la ecociudadanía, aunque no se abordó la temática con profundidad, ni se ahondó 
en el uso de plaguicidas o el crecimiento urbano (causas que se asocian comúnmente 
a esta crisis).

Categoría 3. Conocimiento y acciones de los habitantes

Las(os) participantes compartieron conocimientos y prácticas en favor del Huizach-
tépetl. Por ejemplo, a varias sesiones asistieron dos señoras que cultivan determinadas 
plantas en una pequeña sección del ANPCE. Al enterarse de que no están permitidas 
algunas de sus actividades decidieron seguir asistiendo. En la sesión 2, las(os) parti-
cipantes comentaron sobre ciertas prácticas no permitidas:

Participante 1: Ahí [señalando al poniente], yo me enteré de que había un señor que 
había cercado un cacho para agarrarlo como jardín, incluso, hay otro tipo de plantas 
que él puso. Yo me imagino que la gente le quitó la cerca, pero siguen las plantas. 
Participante 2:Sí, también hay un señor que cerca del módulo donde se retiene el 
agua de las lluvias, tiene varias plantas, lleva una manguera y saca agua de ahí.
Tallerista 1: Bueno, esas son actividades que no están permitidas, incluso, tal vez 
no es mala intención, sino falta de información: no saber dónde estamos y no saber 
cómo conservarlo. Nuestro objetivo es sensibilizar a la gente, informarla (Seudónimo 
Alejandra, Carmen y Karla en orden del diálogo, Ciudad de México, 28 de octubre 
de 2021)
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Según la tallerista, la EA constituye una acción informativa. Sin embargo, los 
reportes de las(os) participantes visibilizan la compleja dinámica del Huizachtépetl, 
queexigen más que información. El que la tallerista asuma que las personas no saben 
dónde están, ni cómo conservarlo (cuando las personas asisten al taller es porque 
intentan conservarlo) puede conllevar consecuencias negativas en el acercamiento 
con la ciudadanía. Tales situaciones se han observado en reforestaciones y otras ac-
tividades, cuando las autoridades asumen como ignorantes a las personas y ello ha 
detonado conflictos graves.

Categoría 4. Propuestas de las(os) participantes

Talleristas y participantes llegaron a la conclusión de que la propuesta más viable es 
disminuir, de forma progresiva, el impacto de las actividades no permitidas por la 
zonificación del PM, mas no eliminarlas súbitamente. Además, surgió una propuesta 
interesante sobre huertos urbanos:

Participante 1: Oye ¿eso no lo podríamos hacer en un espacio aquí? Bueno, porque yo 
creo que muchos tenemos dudas, pero yo creo que surgen más dudas con la práctica ¿no?
Tallerista: La idea como tal es que la gente venga y podamos utilizar toda el área, que 
entonces haya actividades más seguidas, para que no se pierda. Porque, de momento, 
el programa es temporal, y de aquí a que sale el otro, se pierde (Seudónimo Oscar, 
Ciudad de México, 21 de octubre de 2021).

Este tipo de propuestas demuestra el interés de la ciudadanía en realizar actividades 
de cuidado ambiental comprometidas y colectivas. Ello se vería reforzado por el 
programa, si no fuera por su corta temporalidad.

Logística del taller

Categoría 5. Planeación y realización del taller

Según deriva de las entrevistas, desde el programa social se les indicó a las(os) talleris-
tas que se enfocaran en el PM y la divulgación científica, al impartir el taller de EA. 
Recibieron una breve capacitación para, después, realizar la planeación. Al respecto, 
una tallerista comentó lo siguiente:

Tallerista: Esta compañera [la psicóloga social] nos ayudó con las planeaciones, que 
no estuvieran tan técnicas ni aburridas. Los primeros talleres, había unos que duraron 
demasiado y la gente se aburre cuando les hablas mucho de un tema y, pues, a no-
sotros nos apasiona. Ya cuando vemos, estamos hablando, hablando y hablando. De 
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ahí fuimos puliendo en cuanto a tiempos y temas (Seudónimo Lourdes, Ciudad de 
México, 18 de noviembre de 2021).

Este testimonio evidencia que las(os) talleristas sentían mucho interés por impartir 
los talleres, pero tenían dificultades para facilitar el aprendizaje. También se revela 
que el impartir los talleres fue un proceso de aprendizaje que se favoreció por proce-
sos interdisciplinarios.

Una constante fue el ver a los talleres como transmisión de información. Esto se 
reflejó en el hecho de que la mayoría de las actividades fueron expositivas, como se 
muestra a continuación:

Tallerista: Generalmente nos basamos en guiones, para estructurarlos de manera con-
junta, para organizar el tema, qué objetivos se persiguen, a qué público, qué tema, 
qué duración y hacíamos uso de Drive para estar trabajando de manera conjunta, 
ya sea presencial o en casa. A veces, hacíamos una simulación de los talleres y de los 
recorridos que íbamos a hacer; como para ver cómo estaba de densa la información 
(Seudónimo Nayeli, Ciudad de México, 18 de noviembre de 2021).

Este segundo testimonio muestra la compleja organización que se tenía de los talleres 
y el apoyo que había entre miembros del equipo. Sin embargo, durante las sesiones 
fue notorio el discurso demasiado planificado, que dificultó la atención a las dudas y 
provocó nerviosismo, por miedo a decir algo que no estuviera en el guion; incluso, 
en varias sesiones las(os) talleristas leían sus notas al momento de exponer el tema.

Categoría 6. Programa de Manejo como eje del taller

Durante las entrevistas, se mencionó que parte del objetivo de los talleres era dar a 
conocer el PM, así como hacer entender a las personas que el Huizachtépetl es un 
ANP, con normas a seguir:

Tallerista 1: Es una ANP, les hacemos la invitación de que aquí no podemos extraer, 
ni tampoco traer nada, es decir me encontré un pajarito, lo que sea, no lo podemos 
traer, porque no sabemos si no es nativa de aquí y va a desplazar a las que sí son de 
aquí. Tampoco podemos ni llevarnos plantas, ni traer plantas, los invitamos igual a 
que si traemos mascotas, traerlas con correa (Seudónimo Karla, Ciudad de México, 
11 de noviembre de 2021).

Resulta evidente que los talleres tenían una finalidad normativa. Al parecer, se ve la 
formación de una ecociudadanía en un ANP como el aprendizaje de dichas normas. 
No parece haber un planteamiento que retome posturas participativas, tal como 
recomiendan los documentos oficiales.



77 Páginas 66-85e-ISSN: 1390-6631

Etnografía de un taller de educación ambiental en el Área Natural Protegida Cerro de la Estrella

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Categoría 7. Dificultades para la realización de los talleres

La poca experiencia, labores a las que se le dio mayor prioridad (como el monitoreo del 
ANPCE), la suspensión de actividades hasta el reinicio del programa, la corta duración 
de este, la falta de uniformes, la necesidad de hacer las actividades dentro del horario 
del programa (cuando lo ideal era hacerlas en otro momento para captar más público) 
y la inseguridad fueron las principales dificultades que enfrentaron las(os) talleristas. 
Las enfrentaban de diferentes maneras. Por ejemplo, ante la falta de uniformes, un 
integrante diseñó playeras y las mandaron a hacer y pagaron con su propio dinero.

Una de las principales dificultades fue la falta de permiso para poner logos oficia-
les en la difusión de las actividades, lo que les restaba credibilidad y alcance. Así se 
percibe en la siguiente entrevista:

Tallerista: [es necesario] comunicar de forma libre en redes lo que hacemos, pero 
hay que tener cuidado con el logo que metes, la información; porque debe pasar por 
el jefe directo que es de la DGSANPAVA [Dirección General del Sistema de Áreas 
Naturales Protegidas y Áreas de Valor Ambiental] y luego de ahí te comunico con 
la alcaldía, y en lo que regresa la información pues ya se acabó el COT (Seudónimo 
Diego, Ciudad de México, 17 de noviembre de 2021).

Las cuestiones administrativas y burocráticas del flujo de información, los permisos 
y hasta los pagos obstaculizaron la buena funcionalidad del programa. Hubo algunas 
dificultades imposibles de resolver.

Categoría 8. Beneficiarios del programa

Las(os) talleristas veían beneficios más allá del económico, como la oportunidad de forta-
lecer su currículum, conocer otras formas de trabajo y establecer relaciones interdiscipli-
narias. En comparación con la experiencia universitaria, comentaron lo siguiente:

Tallerista 1: Vemos otras maneras en que se puede estudiar esta misma licenciatura.
Tallerista 2: A mí me ha dado una probadita de lo que es el mundo real, porque 
la vida universitaria, pues, el 80% es teórico, pero la práctica es más de enseñanza. 
Lo que me ha servido del COT es darme cuenta de la realidad de las cosas, que no 
siempre vas a contar con las herramientas necesarias, que tendrás que ingeniártelas, 
sacar tu conocimiento y ser muy autodidacta (Seudónimo Karla y Daniel en orden 
del diálogo, Ciudad de México, 17 de noviembre de 2021).

Más allá de un programa de trabajo decente (lo que no parece lograrse ante un sala-
rio precario), el COT también constituye una oportunidad de formación para crear 
soluciones ante problemáticas reales y falta de herramientas.
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Discusión

Con la presente investigación se analizaron las temáticas, la forma cómo se aborda-
ron y los beneficios de un taller de EA impartido en el ANPCE. Por la instrucción 
que se le dio a las(os) talleristas y las temáticas abordadas: seguir las normas y la 
zonificación del PM; y conocer los servicios ecosistémicos y la forma correcta de 
reforestar, se puede decir que el taller tuvo un fin normativo y antropocéntrico so-
bre cómo las personas deben relacionarse con la naturaleza del Huizachtépetl. Otras 
temáticas como el avistamiento de aves y la visita a sitios arqueológicos tuvieron un 
fin contemplativo; mientras que las sesiones de compostaje y reforestación fueron las 
únicas participativas, e invitaron a generar acciones y nuevas relaciones humanas con 
diversos organismos como plantas, hongos, lombrices y murciélagos.

Resultó contradictorio un taller que impulsó a seguir las normas del PM, cuando 
dicho documento dictamina que estos talleres deben ser permanentes y ese aspecto 
no se sigue por parte de las autoridades, aunque en el último año han sido más fre-
cuentes. Respecto a la forma en que se abordaron las temáticas, a pesar de las buenas 
intenciones de las(os) talleristas, se privilegió una visión cientificista de la EA y se 
hizo caso omiso a las recomendaciones de planes, programas y estrategias de EA 
para las ANP. Por ejemplo, la Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el Distrito 
Federal (LAPTDF) (GODF 2021, art. 3) define a la EA como un “proceso perma-
nente de carácter interdisciplinario […] para una convivencia armónica entre seres 
humanos, su cultura y su medio biofísico…”. Sin embargo, esa perspectiva tampoco 
se evidenció en el taller. Aunque sí hubo interdisciplina, fue mínima: una psicóloga 
con nueve biólogas(os).

Los documentos que hablan, en términos generales, de varias ANP pueden des-
dibujar sus particularidades. El ANPCE, por ejemplo, depende de numerosas ins-
tituciones que pocas veces generan acuerdos para una intervención integral. Como 
mencionan Corona y Olalde (2022), los documentos oficiales que definen la EA 
muchas veces perpetúan discursos conservacionistas y economicistas, los cuales han 
resultado inadecuados ante la falta de una vinculación con la participación social 
(Maldonado, Chávez y Bravo 2020).

La EA para la construcción de ecociudadanías muchas veces se ha vinculado con la 
educación científica o la divulgación de la ciencia, como ocurrió en el taller analizado. 
Cuando la educación científica se basa en el positivismo, con poca libertad de partici-
pación y una formación disciplinar reduccionista, poco puede guiar a replantear las re-
laciones humanas con la naturaleza. Afirman Martínez Silva, Cruz Sánchez y Aparicio 
Cid (2021, 46): “una educación científica apolítica, neutral, individualista y en exceso 
racionalista, es parte del problema ambiental que enfrentamos como humanidad”.

Resultó evidente que el taller analizado constituyó una actividad informativa, ya 
que todas las sesiones fueron explicativas. Las(os) participantes demostraron poseer 
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conocimientos del ANPCE, realizar actividades para su cuidado y tener una mirada 
crítica de las problemáticas socioambientales, pero en el taller no se rescató dicha 
cultura ambiental.

Un ejemplo de que es posible esa integración ocurrió cuando se desarrolló el 
Programa Parcial de Desarrollo Urbano en el cerro de la Estrella. Se conjugaron 
la participación ciudadana, las autoridades, el espacio público y la comunicación 
(Carrera 2007), gracias a un proceso de consulta pública, a través de un taller de 
planeación participativa.

Conde (2009, 10) menciona otra experiencia en Sierra de Santa Catarina: desde 
la Investigación Acción Participativa y experiencias de reflexión-acción se evaluaron 
las potencialidades y capacidades transformadoras de proyectos para la alfabetización 
ecosófica en el ámbito escolar y comunitario. Este tipo de perspectivas es imprescin-
dible, ya que “En México y en América Latina llevamos a cuestas una historia de ser 
pensados por otros, para otros y desde otros; situación que en sí misma constituye 
la negación de una cualidad esencial del ser humano, su capacidad de proyectar”.

Fernández y Romo (2012) han comentado la constante participación de la socie-
dad en la salvaguarda del Huizachtépetl. Explican que, muchas veces, se ha limitado a 
visitas guiadas y pocas veces ha implicado una relación colaborativa entre Gobierno y 
comunidad. Las autoridades también han tomado parte en las acciones, con reforesta-
ciones, retiro de asentamientos irregulares y de basura (Martínez 2019). Sin embargo, 
a veces invisibilizan la participación ciudadana. Por ello, es importante comunicar la 
intervención de colectivos, por ejemplo, el proyecto “Guardianes del Cerro de la Estre-
lla” (Medina et al. 2019) que a través de un taller de cuatro sesiones logró publicar una 
antología de minirelatos del Huizachtépetl para divulgar y reforzar los lazos identitarios.

Por parte de la comunidad, hay una petición en la plataforma Change.org titula-
da “Rescatemos el cerro de la Estrella (Huizachtépetl)” para evitar la invasión urbana 
de esta ANP (De la Paz 2022). Esto ya había sido solicitado en 2018 por la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal (2018).

Estos ejemplos evidencian la capacidad de acción que tienen diferentes actores e 
instituciones, y los vínculos que podrían establecer con la EA. Sin embargo, muchas 
de esas acciones han sido aisladas, con poco seguimiento y repercusión para salva-
guardar el Huizachtépetl. Frente a ello, se han sugerido perspectivas como las Socio-
logías transgresivas, Feminismos Decoloniales, Investigación, Acción, Participación, 
Evaluación Rural Participativa, Geografía Social y los Derechos de la Naturaleza 
(Lagunes et al. 2017).

Un acercamiento a este tipo de perspectivas ocurrió en los encuentros de edu-
cadores ambientales de ANP, en los que se impulsó una metodología participativa 
de corriente crítica para la generación de actores sociales que crearan estrategias de 
conservación ante la crisis civilizatoria, pero esto fue abandonado en 2011 ante la 
falta de presupuesto e interés (Daza 2013).
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Frente a las complejas problemáticas que ocurren en el Huizachtépetl, es urgente 
buscar otras herramientas teóricas que fundamenten, de manera crítica, los talleres, 
más allá de una educación científica positivista permeada por la normatividad del 
PM y conceptos economicistas. Si bien son importantes, estos corren el riesgo de 
imponer una mirada y formas de acción a las ciudadanías con lo cual se subestima su 
capacidad de reflexión y acción.

Existen múltiples referentes teóricos y prácticas que podrían reorientar la EA en 
el Huizachtépetl y otras ANP, como la metaciudadanía, la comunagogía, la ecología 
política, el ecofeminismo, el feminismo comunitario, la epistemología del sur, las 
posturas decoloniales, el pensamiento ambiental latinoamericano, así como las peda-
gogías del cuestionamiento, de la valentía y de la identidad que surgen de la práctica 
(Reyes 2021). Todas ellas, y más, pueden dar sentido a nuestro ser en el mundo, y no 
hacer que las personas asuman responsabilidades que no les competen, mientras que 
otros actores sociales, como las autoridades, no lo hacen cuando sí les corresponden 
(Sauvé 2014).

Conclusiones

Es impostergable una EA que asuma sus bases éticas y políticas, que produzca un 
saber actuar para denunciar, resistir, elegir, proponer y crear (Sauvé 2014) e impulse 
un pensamiento divergente, crítico, creativo y transdisciplinario. Que se base en pro-
yectos, conjugue intereses globales y locales (Tovar-Gálvez 2012), integre diversas 
formas de comprender el mundo y significar el ambiente desde el compromiso y la 
responsabilidad colectiva o comunitaria, que inspire un sentimiento de indignación 
ante injusticias ambientales (Martínez Silva, Cruz Sánchez, y Aparicio Cid 2021) 
para la transformación socioecológica.

Un primer paso puede ser impulsar actividades comunitarias en las que se visi-
ten espacios críticos, en este caso del Huizachtépetl, donde sea posible observar las 
problemáticas socioambientales de manera compleja, así como rescatar la relación 
humanidad-naturaleza propia de Iztapalapa. Esto permitirá visibilizar dichas proble-
máticas locales, para la formación de eco y metaciudadanías desde la comunagogía.

En cuanto al tercer punto analizado, los beneficios del taller, se puede decir que 
algunas(os) participantes decidieron modificar sus actividades en el Huizachtépetl, 
se adaptaron a la zonificación dictaminada por el PM, sugirieron iniciativas como 
hacer huertos urbanos y comenzaron a hacer lombricomposta en sus casas.

Queda pendiente saber si el COT realmente responde a lo que se entiende como 
un trabajo decente, pues un trabajo con una temporalidad máxima de cinco meses 
con un ingreso de $3,600 al mes, no es adecuado, ni estable y, mucho menos, brinda 
seguridad. Estas condiciones identifican al trabajo decente, según la propia GOCM 
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(2021a). Ello repercute en la dignificación o no de la EA. Lo anterior confirma la 
inviabilidad de los empleos temporales, mencionada por Reyes y Castro (2009), 
pues las personas no reciben capacitación adecuada y tienen poco tiempo, espacio, 
infraestructura y seguimiento para sus actividades.

Existe poca investigación sobre la EA en las ANP, aun menos en las de la CDMX, 
donde la mayoría muestra graves problemáticas socioecosistémicas. Este artículo 
busca fomentar el análisis de tales prácticas educativas para robustecer sus funda-
mentos teóricos, así como para llamar la atención sobre la necesaria vinculación 
entre (eco o meta) ciudadanías, instituciones y autoridades.

En cuanto a lo metodológico, se consideró que las cámaras de acción fueron una 
excelente opción, ya que permitió tener tomas subjetivas2 de lo realizado en el taller, 
por lo que, al visualizarlas se vivenció nuevamente el taller. Otra ventaja fue que las 
personas se habituaron rápidamente a estas cámaras, por lo que se olvidaban de que 
eran grabadas. Además, resultaron muy útiles cuando se realizaron caminatas, ya que 
permitieron tener las manos libres y así evitar accidentes.

En el último año, las actividades de EA en el Huizachtépetl han sido más frecuen-
tes. Sin embargo, da la impresión de que todavía hay poco personal y se reproducen 
actividades informativas y no transformativas. Por tanto, artículos como este resul-
tan necesarios para incentivar grupos interdisciplinarios y diversificar los paradigmas 
desde los cuales se realiza EA en las ANP.
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Resumen
Las estrategias medioambientales en el turismo tienen como objetivo reducir el impacto negativo de este sector, a la vez 
que buscan alcanzar efectos positivos sobre su competitividad y rentabilidad. Sin embargo, aún existe un vacío de investi-
gación en la literatura académica sobre la conexión entre las ecocertificaciones y los precios que los clientes pueden pagar 
por ese tipo de servicio. El artículo analiza la disposición a pagar de los huéspedes por habitaciones en hoteles amigables 
con el medio ambiente en México. Se centra en tres de los estados con mayor número de establecimientos hoteleros del 
país y con más ocupación turística: Quintana Roo, Veracruz y Jalisco. Se evalúan las diferencias entre la disponibilidad a 
pagar de los huéspedes por hoteles con ecocertificación entre estados, teniendo en cuenta la categoría del establecimien-
to. Se utilizan modelos de precios hedónicos para evaluar el efecto de la ecocertificación, junto a diferentes atributos del 
hotel. En el precio de una habitación, se recabó información de la base de datos Trivago y se estimaron las ecuaciones 
teniendo en cuenta técnicas de panel de datos. Los resultados muestran un efecto significativo en la disposición a pagar 
por hoteles con ecocertificaciones, con diferencias entre estados y categorías. Las limitaciones de esta investigación son 
el tiempo de recolección de datos y los lugares de aplicación.

Palabras clave: conservación natural; gestión ambiental; gobernanza; industria hotelera; política ambiental; turismo 
sustentable

Abstract
Environmental strategies in tourism reduce the negative impact of this sector while seeking to achieve positive effects 
on its competitiveness and differentiation. However, there is still a research gap in the academic literature on the 
connection between eco-certifications and the prices that clients are willing to pay for this type of service. This paper 
analyzes guests’ willingness to pay for rooms in environmentally friendly hotels in Mexico. The study focuses on three 
of the states with the largest number of hotel establishments in the country: Quintana Roo, Veracruz, and Jalisco. 
The differences among the states regarding the willingness of the guests to pay for hotels with eco-certification were 
evaluated by taking into account the category of the establishment. Hedonic price models were used to evaluate the 
effect of both eco-certification and different hotel attributes on the price of a room. Information regarding prices was 
obtained from the Trivago database, and the equations were estimated by taking into account data panel techniques. 
The results show a significant effect on the willingness to pay for hotels with eco-certifications, with differences among 
states and categories. The limitation of this research is the time of data collection and the place of application. 

Key words: environmental management; environmental policy; governance; hotel industry; natural conservation; 
sustainable tourism
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Introducción y estado de la cuestión 

En los últimos años, el sector turístico hotelero ha alcanzado un auge en el mundo, 
por su magnitud de generar ingresos y crecimiento socioeconómico en los países en 
vías de desarrollo. Para la Organización Mundial del Turismo (OMT 2017), esto se 
debe a la capacidad del sector para reducir la pobreza a partir de la apertura de nue-
vos empleos y fuentes de ingresos, en especial en áreas remotas en las cuales existen 
comunidades en condiciones de pobreza extrema.

En México, lo anterior se pone de manifiesto con la llegada de 38,3 millones de 
turistas internacionales en el año 2022. Estos representaron un ingreso que asciende 
a 28 mil 16 millones de dólares. De acuerdo con la Secretaría de Turismo (SECTUR 
2022), el Producto Interno Bruto Turístico (PIBT) a precios básicos constituyó el 
7,5% del PIB total del país. Destacan los servicios de alojamiento como el principal 
contribuidor (32,8%). 

Con base en esos datos, es innegable la relevancia del subsector hotelero como 
promotor de la economía mexicana. Pese a ello, aún es uno de los menos inves-
tigados. Sobre todo, en lo referente a la implementación de estrategias proactivas 
de gestión y conservación ambiental (Rodríguez-Rudi y Ricárdez 2022). Dichos 
elementos resultan controversiales, dado que el impacto de las operaciones hoteleras 
sobre el medio ambiente circundante es considerado difuso y carece de una legisla-
ción específica (Reyes y Sánchez 2022).

Diversas instituciones gubernamentales en el país buscan el modo de implemen-
tar iniciativas voluntarias que permitan a los establecimientos exteriorizar su respon-
sabilidad sobre la conservación del medio ambiente de las comunidades anfitrionas. 
A la vez, proveen ventajas competitivas asociadas a la diferenciación y a la reducción 
de costos, dado que el rendimiento económico de este subsector en cierto modo 
recae sobre la capacidad que tenga de proteger el espacio físico en el que vende sus 
servicios turísticos (Pereira-Moliner et al. 2015). 

Ejemplos de las iniciativas mencionadas son los certificados de Calidad Am-
biental Turística otorgados por la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente (PROFEPA) a las empresas dedicadas a los servicios y actividades turís-
ticas que hayan obtenido resultados satisfactorios en el Programa Nacional de 
Auditoría Ambiental. Además, el distintivo S concedido por la SECTUR a las 
empresas turísticas que cumplan con prácticas sustentables. Sus objetivos son la 
reducción de la huella de carbono y del consumo de energía y agua, y el manejo 
sustentable de residuos. También se implementan otras certificaciones de ins-
tituciones internacionales como la EarthCheck, Rainforest, Biosphere Hotel y 
Green Globe, que promueven las prácticas orientadas a un turismo sustentable 
(Rodríguez-Rudi y Ricárdez 2022). Sin embargo, aún son pocos los estableci-
mientos que adoptan las iniciativas voluntarias. Esto se debe, en gran medida, 
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a los costos asociados a las certificaciones y a la falta de compromiso hacia la 
preservación del medioambiente. 

En la literatura académica, persiste una brecha sobre la conexión entre las ecocer-
tificaciones y los precios que pueden pagar los clientes por este tipo de servicios en 
México. Frente a ello, la presente investigación tiene como objetivo analizar cómo la 
adopción de las ecocertificaciones hoteleras influye en la disposición a pagar de los 
turistas por una habitación en los establecimientos hoteleros de tres regiones turísti-
cas de México (Quintana Roo, Veracruz y Jalisco). Se analiza cuánto podría fluctuar 
la disposición a pagar (reflejada en los precios por habitación) entre los hoteles que 
implementan dichas certificaciones y los que no. Por último, se comparan las dife-
rencias en la disposición a pagar entre categorías de hoteles (de tres a cinco estrellas), 
y entre las tres regiones turísticas analizadas. 

Como sustento del análisis, se toma la teoría de los precios hedónicos, que ha 
sido empleada para estudiar el aporte de diferentes atributos en el sector turístico 
(Sánchez-Ollero, García-Pozo y Marchante-Mera 2013). A partir de ello, se apor-
ta información valiosa para la toma de decisiones empresariales de los directivos y 
gerentes de establecimientos hoteleros, al momento de determinar la disposición a 
pagar que los clientes exteriorizan por este atributo específico. 

Con la meta de analizar la literatura científica sobre precios hedónicos en el sector 
hotelero y las estrategias ambientales, se realizó una búsqueda en la base de datos de 
Scopus. Se utilizaron dos cadenas de búsqueda: “hedonic prices in the hotel sector” y 
“hedonic prices in sustainability”. En relación con el primer término, se identificaron 
14 artículos científicos y con el segundo, 26. Todos corresponden al periodo de 2021 
a inicios de 2023. 

Por su parte, los precios de los establecimientos hoteleros suelen presentar impor-
tantes variaciones, aunque se hallen en la misma localidad. Los principales estudios 
establecen que, dentro de los factores que afectan las tarifas hoteleras, están los si-
guientes: los costos asociados, la libre competencia, los elementos estructurales y de 
ubicación, que incluyen la cantidad de estrellas, el tipo de hotel y los servicios adicio-
nales prestados por el establecimiento (Boronat-Navarro y Pérez-Aranda 2020; Kim 
et al. 2020; Mitsis 2023; Zhao et al. 2023).

Tomando en cuenta esos elementos, la literatura ha propuesto una amplia varie-
dad de métodos para determinar los precios de las habitaciones de hotel, entre los 
que destaca el método de análisis hedónico. A través de este, se descomponen los 
precios totales en diferentes características o atributos. Por tanto, se logra estipular 
un precio implícito para cada uno de dichos atributos, una vez establecida la ecua-
ción de precios hedónicos (De Oliveira Santos 2016). 

El método hedónico se utiliza comúnmente para evaluar diferentes mercados y 
paquetes turísticos aplicados al sector de alojamiento. Destacan variables como la repu-
tación de los establecimientos (Arzaghi, Genc y Naik 2022; El-Nemr, Canel-Depitre 
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y Taghipour 2020; Abrate y Viglia 2016; Roubi 2015), la innovación hotelera (De la 
Peña et al. 2016; Pascual-Fernández et al. 2021), los alojamientos digitales (Ayouba et 
al. 2020; Chen y Xie 2017; Önder, Weismayer y Gunter 2018), la seguridad (Cró y 
Martins 2018) y la ubicación (Solano Sánchez, Núñez Tabales y López del Río 2022; 
Valentin y O’Neill 2019).

La teoría hedónica ha buscado vincular el estudio de los precios con las estrategias 
de proactividad ambiental y con los activos que no pertenecen al mercado moneta-
rio, como los servicios ambientales. Muchos de ellos se sustentan en las teorías de la 
legitimidad y de las ventajas competitivas. 

La teoría de la legitimidad brinda una perspectiva para interpretar el comporta-
miento ambiental desde la disposición de las organizaciones frente a las demandas 
de sistemas socialmente responsables (Hahn y Kühnen 2013; Mobus 2005). De este 
modo, la presión ejercida por los grupos de interés (accionistas, empleados, provee-
dores, medios de comunicación, grupos ecologistas) será el inicio para incorporar 
acciones de racionalidad más desarrolladas en la conservación de los recursos natu-
rales. La legitimidad comprenderá la admisión de que las empresas son responsables 
de sus acciones y asumirán un conjunto de gastos de índole financiera que pueden 
ser valorados por sus partes interesadas (Hahn y Kühnen 2013). 

La teoría de las ventajas competitivas promulga una relación positiva entre las 
prácticas responsables con el medio ambiente y el rendimiento económico de la 
empresa. Esto ocasiona que no siempre se logre un consenso entre los estudiosos 
del tema con respecto a si resulta rentable ser sustentable (Garcés y Cañón de 
Francia 2013). Los establecimientos hoteleros que exhiben estrategias ambientales 
para reducir desechos y mitigar los daños medioambientales poseen recursos y 
capacidades difíciles de imitar, ya que dotarán elementos de diferenciación sobre 
sus competidores, con efectos duraderos en la lealtad de los huéspedes y meno-
res costos de energía, agua y producción de residuos (Achmad y Yulianah 2022; 
Elkhwesky 2022).

Investigadores como Sánchez-Ollero, García-Pozo y Marchante-Mera (2013) 
buscan demostrar cómo el atributo ambiental puede explicar las variaciones de pre-
cios en 232 hoteles de la comunidad de Andalucía. Argumentan que la implemen-
tación de estrategias encaminadas a promover el cuidado del medio ambiente genera 
un incremento en la calidad percibida por los consumidores y ocasiona que estos 
estén dispuestos a pagar un precio más alto por la habitación del hotel. El estudio 
de los autores mencionados, realizado en 2009, emplea una variable diseñada para 
estimar el grado de compromiso ambiental de los hoteles, a partir de un cuestiona-
rio que se aplicó a sus gerentes. Los resultados indican que la habitación estándar 
en un hotel con ecocertificaciones tenía un precio entre 5,15 y 36,05 % más que la 
misma habitación en establecimientos sin certificación ambiental (Sánchez-Ollero, 
García-Pozo y Marchante-Mera 2013).



90Páginas 86-100 e-ISSN: 1390-6631

Giselle Rodríguez-Rudi, Lya-Paola Sierra-Suárez y Neyfe Sablón-Cossío

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Dicha investigación ha sido secundada por Soler, Gémar y Sánchez-Ollero (2016) 
en otras ciudades españolas, recopilando información de 677 hoteles de la base de 
datos de TripAdvisor. Sin embargo, este último estudio tuvo resultados opuestos a 
los de Sánchez-Ollero, García-Pozo y Marchante-Mera (2013) para la ciudad de 
Madrid. Esto se debe a que la posición de los hoteles como empresas ecológicas 
no muestra un impacto estadísticamente significativo en el incremento de sus pre-
cios. Según los investigadores, ello podría corresponder a la falta de voluntad de los 
clientes urbanos para pagar por establecimientos sustentables. En contraposición, en 
Barcelona encuentran una relación significativa, que impacta en el aumento de los 
precios hasta 22,07 euros por habitación. 

Mandić y Petrić (2020) aplican el método de precios hedónicos para abordar las 
variaciones en los hoteles con respecto a los impactos de la ubicación y los atributos 
de las áreas protegidas (turismo de naturaleza), como base para la definición de po-
líticas que promuevan el uso sostenible de los recursos turísticos.

En México se utilizó el método de precios hedónicos en el sector hotelero para 
analizar variables como la belleza escénica, las actividades recreativas (Mendoza-Gon-
zález et al. 2018) y los servicios culturales históricos (Revollo-Fernández 2015). Sin 
embargo, no existe ningún estudio que analice la disposición a pagar de los hués-
pedes por habitaciones en hoteles con ecocertificaciones, mediante el método de 
precios hedónicos, por lo que este constituye el principal aporte de la investigación. 

Materiales y métodos

Se emplea el método hedónico propuesto por Rosen (1974), para determinar la 
relación entre el precio de una habitación de hotel y la variable que representa la 
implementación de ecocertificaciones ambientales en cada uno de los estados del es-
tudio. Con el fin de modelar una función hedónica, se estima la siguiente ecuación: 

pist = β
0 
+ β1ecois Ds + uis + ∑k=1βk zkist + uist,     (1)

Ds  = ∑1 Di

pist es la diferencia del logaritmo del precio de la habitación en el hotel i, en el estado 
s, en el momento t. Se tuvo en cuenta una muestra de 346 hoteles en tres estados 
de México: Veracruz, Quintana Roo y Jalisco, durante tres semanas, en los meses 
de mayor afluencia turística. Las ecocertificaciones se representan por la variable 
dummy ecois , la cual tiene un valor de uno si el hotel tiene alguna ecocertificación, 
o cero si no la tiene. Ds es una dummy por cada estado. La interacción entre estas 
dos variables permite evaluar el impacto de la ecocertificación en cada uno de los 
estados. Los precios de las habitaciones también se determinan por una serie de atri-
butos independientes, incluidos en la ecuación como zkist (en la tabla 1 se describen 
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las variables utilizadas en el modelo), ui representa las características del hotel que no 
cambian en el tiempo, mientras que ui representa el término de perturbación, con 
sus supuestos tradicionales.

Con el objetivo de analizar el efecto de las ecocertificaciones en el precio de un 
establecimiento en cada una de las tres categorías (tres a cinco estrellas) y los hoteles 
sin este tipo de etiqueta, se estimó la siguiente ecuación:

pist = β
0 
+ β1ecois Dc  + uis + ∑k=1βk zkist + uist,     (2)

Ds  = ∑1 Dc

Dc  es una dummy por cada una de las categorías de hotel.  
Dichas ecuaciones se estimaron teniendo en cuenta Mínimos Cuadrados Ordi-

narios (MCO) con errores robustos, por lo que asumimos que ui = 0; asimismo, la 
ecuación asume efectos aleatorios, para lo cual ui es diferente de 0. En la determina-
ción de los modelos se empleó el paquete estadístico Software for Statistics and Data 
Science (Stata) versión 14, y se consideró la ecuación (1) a través de los estimadores 
del modelo agrupado (Pooled) y el de efectos aleatorios (Random Effect). El pri-
mero aprovecha tanto la variabilidad temporal como entre individuos de los datos, 
mientras que el segundo asume que todas las variables incluidas en el análisis no se 
correlacionan con el término de error. La selección del modelo de efectos aleatorios 
en lugar del modelo de efectos fijos se basó en la prueba o test de Housman. Para la 
ecuación (2) se estima el modelo agrupado (Pooled). 

Tabla 1. Definición de variables 

Variables Características

Precio El precio promedio de la semana de una habitación doble, calculado en la segunda semana de los meses de 
junio, julio y agosto de 2022, durante la temporada alta.

Certificados ambientales Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento tiene certificaciones de calidad ambiental o menciones 
otorgadas al hotel, si no, es igual a cero.

Categoría del hotel La clasificación por estrellas del hotel.

Ciudad Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento se encuentra en la capital del estado, y es cero si se 
encuentra fuera de la capital.

Zonas rurales Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento se encuentra en zonas rurales, rersulta cero si se en-
cuentra en otra ubicación.

Internet Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento proporciona internet gratis, si no es igual a cero. 

Desayuno incluido Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento ofrece desayuno incluido dentro del precio, y cero si 
no lo contempla dentro del precio.

Entretenimiento Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento ofrece entretenimiento y actividades de ocio a sus 
clientes, si no igual a cero.

Transporte Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento proporciona servicios de transporte entre el hotel y los 
aeropuertos, y es igual a cero si no lo ofrece.

Piscina Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento tiene una piscina para sus clientes y cero si no la tiene. 

Servicios para niños Variable dummy. Es igual a uno si el establecimiento tiene servicio de guardería y club infantil, e igual a 
cero si no lo tiene.

Fuente: elaboración propia.
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Este estudio tuvo en cuenta el Index Price Report de Trivago, como fuente prin-
cipal para la obtención de las variables utilizadas en el modelo. Esta base de datos 
proporciona información actualizada sobre las tarifas habituales aplicadas a los dife-
rentes tipos de habitaciones en cada hotel, además de una descripción detallada de 
sus características o atributos que pueden afectar el precio de las habitaciones. 

Se analizaron 346 hoteles con más de tres estrellas, ubicados en Quintana Roo 
(127), Veracruz (109) y Jalisco (110). Dichos estados destacan por ser los de mayor 
número de establecimientos hoteleros en el país (SECTUR 2018). Quintana Roo 
prevalece por su turismo de sol y playa. Sus actividades terciarias aportan al año el 
87% del Producto Interno Bruto (PIB) estatal y una ocupación promedio del 80% 
anual. Exhibe un flujo de visitantes extranjeros 120 veces mayor al promedio nacio-
nal. Se caracteriza además por recibir turistas nacionales (49%), procedentes princi-
palmente de Ciudad de Mexico y Nuevo León, mientras que el 51% restante llega 
desde Estados Unidos, Europa, y América Latina. Asimismo, recibe un número rele-
vante de visitantes provenientes de los cruceros, los cuales suman aproximadamente 
923 459 pasajeros con la entrada de 1117 cruceros en 2022. El segmento de edad 
predominante es entre 40 y 49 años (Gobierno del Estado de Quintana Roo 2022). 

Veracruz lo secunda con turismo de negocio, ya que posee uno de los centros 
portuarios más grandes del país, así como turismo de sol y playa orientado al turis-
mo nacional. Aporta el 40% al PIB estatal y una ocupación aproximada del 51% 
durante todo el año. El perfil de sus visitantes se caracteriza por ser de 7,7% de 
asistentes extranjeros, destacan Alemania, Canadá, Argentina y España; mientras 
que el 92,30% restante son nacionales. El 50,10% proviene del mismo estado y el 
resto, de otros estados de la República como Aguascalientes, Oaxaca, Zacatecas y 
Baja California. El rango de edad de los visitantes promedia desde 31 años hasta 89 
(Gobierno del Estado de Veracruz 2019).

En Jalisco sobresale el turismo gastronómico, de sol y playa, con una aportación 
del 30% del PIB estatal y una ocupación del 70% anual. Se ha caracterizado históri-
camente por la afluencia de turismo nacional procedente de Monterrey, Sinaloa y la 
Ciudad de México, dada su cercanía. A diferencia de los demás estados, se distingue 
por atraer casi de forma exclusiva al turismo norteamericano (79%), seguido del 
canadiense (15%) y del europeo (4%). Uno de cada tres viajeros pertenece al rango 
de edad de 31 a 46 años (SECTUR 2015). 

Para el análisis se tomó el promedio de los precios por habitación en una semana 
de temporada alta, en los meses de junio, julio y agosto del 2022. La tabla 2 presenta 
la distribución de los hoteles por estados y categorías. Del total de 346 estableci-
mientos analizados, el 37,5% es tres estrellas, el 44,2% cuatro estrellas y el 18,3% 
cinco estrellas. Quintana Roo es el estado con más hoteles de más categoría, con un 
30,7%, seguido de Jalisco y Veracruz, con un porcentaje de 14,5 y 7,3, respectiva-
mente. 
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Análisis y resultados 

Los resultados empíricos se muestran en las tablas 3 y 4. La primera proyecta las 
estadísticas descriptivas de los estados analizados. La tarifa promedio por habitación 
de hotel, en el estudio fue de $1,966,98 pesos mexicanos, que oscila entre $971,42 
y $3,103,57. Quintana Roo resulta el estado con mayor precio promedio por ha-
bitación y Veracruz el menor. En relación con los atributos adicionales, la categoría 
del hotel varió de tres a cinco estrellas, con una media de 3,81, mientras que los 
atributos de la situación la media fue de 40,38 y 3,02 para la ciudad y zonas rurales, 
respectivamente. Las ecocertificaciones evidenciaron un porcentaje de 34,83; Quin-
tana Roo tiene el mayor número (46,45%) y Veracruz el menor (19,45%). 

La tabla 4 refleja los resultados de la estimación de los modelos estudiados conside-
rando localidad. Todas las variables independientes, con excepción de los servicios 
para niños, fueron estadísticamente significativas al 0,01%. 

Tabla 2. Caracterización de la Base de Datos (porcentaje sobre el total)

Características Total Quintana Roo Veracruz Jalisco

Tres estrellas 37,5 27,6 50,5 36,4

Cuatro estrellas 44,2 41,7 42,2 49,1

Cinco estrellas 18,3 30,7 7,3 14,5

Fuente: elaboración propia.

Tabla 3. Estadísticas descriptivas 

 
Total

Quintana Roo 
(381 obs)

Veracruz  
(327 obs)

Jalisco 
(330 obs)

Precios 1,966.98 3,103.57 971,42 1,641,27

Hoteles con certificados ambientales 34,83 46,45 19,45 26,60

Hoteles en la ciudad 40,38 29,39 64,22 60,90

Hoteles en zonas rurales 3,02 0 73,39 0,90

Hoteles con desayuno incluido 62,15 81,88 51,37 58,18

Hoteles con entretenimiento 34,52 60,62 82,25 27,27

Hoteles con transporte aeropuerto-hotel 24,89 38,58 10,09 0,2

Hoteles con piscina 85,94 98,42 74,31 79,09

Hoteles con servicios para niños 44,88 54,33 35,77 44,54

Fuente: elaboración propia.
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Los resultados de la descomposición de los modelos muestran que las ecocertificacio-
nes afectan significativamente el precio de las habitaciones de los hoteles estudiados. 
El mayor efecto se encontró en el Estado de Quintana Roo, seguido de Jalisco y 
Veracruz. La ecocertificación en un hotel del estado de Quintana Roo incrementa el 
precio de la habitación en un 27,28%, en comparación con los hoteles sin este tipo 
de certificados. En Jalisco y Veracruz el incremento del precio es de 21% y 7,29%, 
respectivamente. Esta evidencia se encuentra en línea con los resultados de Sánchez-
Ollero, García-Pozo y Marchante-Mera (2013) y Soler, Gémar y Sánchez-Ollero 
(2016), los cuales demuestran que los costos asociados a las estrategias de preser-
vación ambiental, en cierto modo, son transferidos a los clientes, y estos estarán 

Tabla 4. Resultados de estimación para la ecuación de precios hedónicos 

Modelo Agrupado Efectos aleatorios 

Variables Coeficiente Coeficiente

Certificados ambientales Quintana Roo 0,2728***
(0.0159)

0,2735***
(0.0248)

Certificados ambientales Veracruz 0,0725***
(0.0156)

0,0729***
(0.0285)

Certificados ambientales Jalisco 0,2102***
(0,0159)

0,2107***
(0,0297)

Categoría del hotel 0,0966***
(0,0079)

0,0982***
(0,0135)

Ciudad -0,1863***
(0,0113)

-0,1862***
(0,0190)

Zonas rurales -0,3843***
(0,0301)

-0,0220***
(0,0546)

Internet 0.1747***
(0,0358)

0.1959***
(0,0153)

Desayuno incluido 0,0354***
(0,0137)

0,0361***
(0,0115)

Entretenimiento 0,1514***
(0,0140)

0,1486***
(0,0211)

Transporte 0,5077***
(0,0108)

0,0514***
(0,0184)

Piscina 0,6830***
(0,0135)

0,0682***
(0,0244)

Servicios para niños 0.3619***
(0,0101)

0.0349**
(0,0174)

Constantes 2,4722
(0,0396)

2,6409
(0,0499)

Observaciones 1038 1038

R2 0,7878 0,8022

Fuente: elaboración propia.
Nota: *** significativo al 1%, ** significativo al 5%. En paréntesis los errores estándar.
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dispuestos a pagar el aumento en dependencia de la localidad o ubicación. Tal es el 
caso de Quintana Roo, asociado con turismo de sol y playa o turismo de naturaleza, 
donde la variación de precios es bastante alta, o en contraposición, en el Estado de 
Veracruz prevalece el turismo de negocio y la variación de precios resulta menos 
significativa, lo cual puede ser por la falta de voluntad de este tipo de clientes, para 
pagar más por hoteles sustentables o debido a que las ecocertificaciones no son una 
condición valorada por los turistas que visitan la región. 

Entretenimiento, categoría del hotel y piscina, son variables que los clientes valo-
ran en los establecimientos hoteleros. El entretenimiento aumenta aproximadamente un 
14,86% el precio de la habitación, la categoría 9,82% y la piscina 6,82%. Otras variables 
muestran relación significativa en menor porcentaje: transporte, desayuno incluido y 
servicios para niños, lo cual afecta el precio de la habitación hasta un 5,14%, 3,61% y 
3,49%, respectivamente. En cambio, las variables de ubicación en la ciudad y las zonas 
rurales se corresponden de forma negativa. El precio de la habitación disminuye alrede-
dor del 18,62% en los hoteles ubicados en la ciudad y un 2,20% en zonas rurales. 

Al comparar las relaciones que existen entre categorías de hotel y ecocertificacio-
nes para las tres regiones, la segunda ecuación reveló otra correspondencia positiva y 
significativa (tabla 5) en las variaciones de precios promedio por habitación. 

Tabla 5. Relaciones existentes entre categoría y ecocertificación

Quintana Roo Veracruz Jalisco 

Variables Coeficiente Coeficiente Coeficiente

Certificados ambientales-Categoría 3 0,0776***
(0,0366)

0,1245***
(0,0251)

0,0152**
(0,3703)

Certificados ambientales-Categoría 4 0,1803***
(0,0234)

0,1456***
(0,0222)

0,2078***
(0,0284)

Certificados ambientales-Categoría 5 0,3019***
(0,0197)

0,2150***
(0,0459)

0,2983***
(0,0296)

Ciudad -0,1042*
(0,0971)

-0,1504***
(0,0296)

-0,0222*
(0,1058)

Zonas rurales -0,890***
(0,0422)

-0,1243***
(0,0402)

0,2538**
(0,1338)

Internet 0,0924**
(0,0164)

0,0561**
(0,0235)

0,0602**
(0,0145)

Desayuno incluido 0,06971***
(0,0224)

0,06405***
(0,0150)

0,1099***
(0,0179)

Entretenimiento 0,1105***
(0,0224)

0,1143***
(0,0284)

0,1481***
(0,0296)

Transporte 0,0510***
(0,01593)

0,0804***
(0,0227)

0,0475***
(0,0201)

Piscina 0,2095***
(0,0618)

0,1263***
(0,1822)

0,0663***
(0,0215)
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Como se observa, los establecimientos hoteleros con categoría cinco y ecocer-
tificaciones muestran un incremento en el precio por habitación en compara-
ción con otros de iguales características, pero sin certificación ambiental. Los que 
poseen cinco estrellas y ecocertificaciones aumentan su precio con un 30,19%. 
Ejemplo de ello es Quintana Roo, que encabeza el precio más alto de los estados 
estudiados, seguido por Jalisco (29,83%) y Veracruz (21,50%). En los hoteles 
cuatro estrellas la mayor variación está en Jalisco con un 20,78%, Quintana Roo 
con 18,03% y Veracruz 14,56%. El mayor porcentaje de variación en los estable-
cimientos tres estrellas lo muestra Veracruz, con 12,45%, seguido de Quintana 
Roo 7,76% y Jalisco, con 1,52%. Lo antes dicho puede estar ocasionado porque 
en Veracruz la mayoría de los hoteles tres estrellas no poseen certificaciones am-
bientales y los pocos que las ostentan lo reflejan en sus precios. 

Discusión y conclusiones 

Este artículo evalúa el efecto de las ecocertificaciones en la disposición de los consu-
midores a pagar por una habitación en un hotel amigable al medio ambiente y las 
diferencias en tres de los estados turísticos más importantes en México (Quintana 
Roo, Veracruz y Jalisco). Se analiza además, el efecto de las ecocertificaciones en el 
precio de una habitación promedio para tres categorías (tres a cinco estrellas) y los 
hoteles sin este tipo de etiqueta. En tal sentido, se estima una función hedónica de 
los precios de las habitaciones, en función de las características o atributos de los 
establecimientos y su ubicación. 

Los resultados empíricos identificaron relaciones significativas que varían entre los 
precios de las habitaciones y los atributos del sitio. El mayor efecto se evidenció en 
Quintana Roo, donde la ecocertificación en un hotel aumenta el precio de la habita-
ción un 27,28%, en comparación con establecimientos sin este tipo de certificados. 
En Jalisco y Veracruz el incremento del precio es de 21% y 7,29%, respectivamente. 

Tabla 5. (continuación)
Quintana Roo Veracruz Jalisco 

Variables Coeficiente Coeficiente Coeficiente

Servicios para niños 0,0523***
(0,0161)

0,5144**
(0,0180)

0,0568***
(0,1816)

Constantes 2,9015
(0,1072)

2,7259
(0,0765)

2,8531
(0,1092)

Observaciones 1038 1038 1038

0,7554 0,6158 0,7312

Fuente: elaboración propia.
Nota: *** significativo al 1%, ** significativo al 5% y * significativo al 10%. En paréntesis los errores estándar.
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Los huéspedes tienen mayor disponibilidad a pagar por los hoteles amigables al medio 
ambiente a la vez que la categoría del hotel aumenta. Así la disponibilidad a pagar por 
un hotel de cinco estrellas con ecocertificado se incrementa entre un 21% a 30%. Ello 
depende del estado donde se ubica el establecimiento. Los hallazgos generales son con-
sistentes con los estudios previos de Sánchez-Ollero, García-Pozo y Marchante-Mera 
(2013) y Soler, Gémar y Sánchez-Ollero (2016), indican efectos significativos de las 
ecocertificaciones en los precios de las habitaciones de hotel, los cuales variarán debido 
al valor que le otorguen los clientes. 

A pesar de las implicaciones empíricas de este estudio en México, se reconocen 
algunas limitaciones. Primero, los hallazgos se condicionan por el empleo de nueve 
variables estructurales y de ubicación, lo que hace que futuras investigaciones in-
corporen otros atributos de valor a su análisis, para proporcionar una comprensión 
más completa del modelo de precios hedónicos para hoteles con ecocertificaciones. 
En segundo lugar, este estudio se limita a tres estados de la República mexicana 
(Quintana Roo, Veracruz y Jalisco), cada uno con sus particularidades regionales. 
Realizar estudios en otros estados puede enriquecer el marco de investigación de la 
proactividad ambiental en el país. Aun cuando se tomaron los datos analizados del 
Index Price Report de Trivago, puede que no proporcionen la disposición a pagar 
de los clientes por esta clase de establecimiento. Futuras investigaciones arrojarían 
información complementaria a través de fuentes primarias, para medir con mayor 
precisión los atributos de valor apreciados por los clientes.

En este tipo de estudios se pueden añadir las series de tiempo, que permitan ver la evo-
lución de los precios y a la vez incorporar otras variables de análisis. Estos elementos pro-
pician futuras investigaciones en diversos contextos y bajo otras condiciones y variables. 
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Resumen
En 2016, un sector del delta del Paraná fue registrado en los términos de la Convención Relativa a los Hu-
medales de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (UNESCO  1971). 
Esa categorización requirió la movilización del concepto de humedal dentro de la estructura estatal. El 
propósito de este trabajo es indagar sobre el contexto de producción y significado del concepto científico 
de humedal, esencial para caracterizar y enmarcar el sitio en dicha Convención. Mediante una metodología 
cualitativa, basada en el análisis documental y en entrevistas semiestructuradas a actores clave (funcionarios 
y expertos), se describe el desarrollo epistémico del concepto en el mundo y se caracterizan los procesos de 
admisión y adaptación en Argentina, así como su vinculación con la designación del sitio delta del Paraná. 
Como resultado, se observa que en el ámbito científico se estabiliza la noción de humedal, traducida en una 
definición vigente en un tratado internacional y en una definición consensuada y adaptada a la situación de 
los humedales en Argentina. La acción de los expertos y la identificación del delta del Paraná como humedal 
promovió la inscripción del sitio en la lista establecida por la Convención de Ramsar.

Palabras clave: Argentina; Convención de Ramsar; derecho internacional; humedal; zona húmeda

Abstract
In 2016, a portion of the Paraná Delta was registered under the terms of the Ramsar Convention on Wetlands 
of International Importance, Especially as Waterfowl Habitat (UNESCO 1971). Our purpose is to investigate 
the context of production and the meaning of the scientific concept of wetlands, essential to characterize and 
frame the site within said Convention. Using qualitative methodology, based on documentary analysis and 
semi-structured interviews with key actors (officials and experts), the epistemic development of the concept 
in the international sphere is described, as well as its admission and adaptation processes in the Argentine 
national sphere, and its connection to the designation of the Paraná Delta site. As a result, it is noted that 
in the scientific field, the notion of wetlands has stabilized. It was translated into a current definition in an 
international treaty and a definition agreed upon and adapted to the situation of wetlands in Argentina. The 
actions of the experts and the identification of the Paraná Delta as a wetland promoted the site’s inscription on 
the list established by the Ramsar Convention. 

Keywords: Argentina; Ramsar Convention; international law; wetland; humid area
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Introducción 
El delta del río Paraná abarca aproximadamente 17 500 km2 del territorio argenti-
no. Suele delimitarse al norte con el puerto y ciudad de Diamante, en la provincia de 
Entre Ríos, y al sur, con el estuario del río de la Plata (Bonfils 1962). Está bajo la ju-
risdicción de tres provincias de Argentina: Entre Ríos, Santa Fe y Buenos Aires. Este 
territorio comprende islas y bañados. En las zonas de ribera, se encuentran algunas 
de las ciudades más habitadas del país; poblados menores se asientan también en los 
márgenes de los ríos y arroyos que lo conforman. Es un paisaje cambiante, moldeado 
por la dinámica hidrosedimentológica. La vegetación nativa está determinada por la 
geomorfología y las condiciones hidrológicas, especialmente la frecuencia, profundi-
dad y duración de las inundaciones (Levrand y Bertos 2020). 

Uno de los principales riesgos en la conservación de este ecosistema resulta del 
manejo inadecuado del fuego. Si bien existen algunos registros de sequías ocurridas 
durante el siglo XX, que han favorecido la producción de incendios en el delta del 
Paraná, son escuetos y no sistematizados. En 2004, cerca de 27 000 hectáreas fueron 
objeto, durante una semana, de incendios intencionales que afectaron la salud de la 
población de las islas y los territorios aledaños, al igual que el ambiente. Esos incen-
dios produjeron daños materiales en algunas localidades vecinas. En aquel momen-
to, sólo dos organizaciones ecologistas de las ciudades de Paraná y Rosario alertaron 
sobre las quemas en el delta (Arach 2020).

Un proceso similar, aunque de mayor envergadura, se produjo en 2008, agra-
vado por un extenso período de sequía. Esta vez fueron afectadas más de 450 000 
hectáreas (Sione et al. 2009); los perjuicios se extendieron no sólo a los ecosistemas 
naturales y las actividades productivas en el delta, sino a las regiones vecinas, a tra-
vés del humo y las partículas en expansión (Quintana y Bó 2010). La ciudadanía 
comenzó a ver el control del fuego en esta región como una temática políticamente 
relevante, a partir de los negativos impactos sociales y ambientales de ese tipo de 
quemas.

El cuestionamiento público al uso del fuego permitió movilizar las concepcio-
nes que las diversas administraciones políticas, provinciales y nacionales, poseían 
sobre este territorio. Impulsó la formulación de un proyecto de ley de presupuestos 
mínimos de protección de los humedales (Straccia, Monkes e Isla Raffaele 2021, 
78) e, incluso, coadyuvó a lograr un acuerdo interjurisdiccional para el manejo del 
delta (J, funcionario del Plan de Manejo de Fuego de la Provincia de Entre Ríos, en 
conversación con  la autora, 3 de julio de 2017; N, técnica de la Dirección Nacional 
de Gestión Ambiental del Agua y los Ecosistemas Acuáticos, en conversación con la 
autora, 12 de julio de 2018).1 Luego de debates en el gobierno, el 25 de septiembre 

1 Las entrevistas se realizaron con el compromiso de mantener el anonimato de las personas entrevistadas. Sin embargo, a fin de distin-
guir las palabras de distintas personas que, en algunos casos, pertenecen al mismo organismo, se utiliza una letra para identificarlas.
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de 2008 se firmó el Plan Integral Estratégico para la Conservación y Aprovecha-
miento Sostenible en el Delta del Paraná (en adelante PIECAS-DP). En el marco 
de ese plan, se produjeron documentos y acuerdos que motorizaron fuertemente la 
actividad gubernamental hasta 2014.

Algunos de los documentos logrados a partir del trabajo del PIECAS-DP tuvie-
ron relevancia en la regulación territorial del sitio. Así, la realización de una línea de 
base (resumen de la situación ambiental, socioeconómica y político institucional) 
del delta y la propuesta de una evaluación de impacto estratégica convocaron a fun-
cionarios y técnicos de los organismos gubernamentales de las provincias, de orga-
nismos nacionales y consultores privados (expertos). En ese contexto, surgió la posi-
bilidad de postular un sector del delta del Paraná como área natural protegida. Entre 
las diversas regulaciones de tutela de estas, se escogió la inscripción como humedal 
de importancia internacional, conforme la Convención Relativa a los Humedales de 
Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (UNES-
CO 1971), ratificada por Argentina mediante la Ley N.º 23.919/1991 (Congreso 
de la Nación Argentina 1991). 

El sitio delta del Paraná fue inscripto en 2016 en la lista de humedales de impor-
tancia internacional (Ramsar s.f.). Comprende un territorio de 240 000 hectáreas, 
localizadas en las provincias de Entre Ríos y Santa Fe, en el sector identificado como 
delta superior (Burkart 1957; Malvárez 1995). Para su gestión, se constituyó un 
Comité Intersectorial de Manejo (CIM), conformado por las representaciones de 
ambas provincias, la Administración de Parques Nacionales y diversas instituciones 
interesadas, incluidas aquellas que nuclean saberes académicos y científicos. Asimis-
mo, se previó la participación ciudadana, a través de organizaciones de la sociedad 
civil (mayoritariamente ONG) que realizan acciones territoriales en el delta. Esta 
conformación abierta y multisectorial, que implicaba la toma de decisiones con-
sensuadas, puede considerarse una narrativa dominante del poder (Jasanoff 2011), 
que ocultaba las asimetrías y las diversas competencias jurídicas de los participantes 
(Levrand 2020).

Tanto al momento de postulación del sitio como durante su gestión, un conjunto 
de conceptos científicos fue y es movilizado para definir, delimitar y adoptar líneas 
de acción y modalidades de gestión del ambiente. La adopción de esta forma de 
conocimiento permitió una posibilidad de actuar concreta (Stehr 2013): una forma 
específica en este sector del delta. A ello contribuyó el consenso científico que se ex-
hibió en relación con los conceptos relevantes para gestionar el territorio (Nowotny 
2011). Si bien se reconoce que existen disputas políticas que evidencian los modos 
de apropiación y los usos previstos para la naturaleza (Ferrero y De Micco 2011), en 
este caso se observa una notable incidencia del discurso y del accionar de la comuni-
dad científica en la generación de un marco legal de protección. En tal sentido, parti-
mos de la pregunta: ¿Cómo emergió y de qué modo circuló el concepto de humedal 
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hasta lograr una sensibilización de las autoridades que posibilitara la inscripción del 
sitio como Humedal de Importancia Internacional? 

Determinar los orígenes del concepto de humedal y quiénes lo emplean es el 
objetivo de este trabajo. A partir de marcos teóricos de los estudios sociales de la 
ciencia, y de la historia de la ciencia, se busca articular las dimensiones transnacio-
nales y nacionales de desarrollo del concepto, mediante los modos de recepción y 
circulación del conocimiento (Thayer 2000; Knapp 2005; Lima Costa 2006). Di-
cho proceso forma parte de la producción del conocimiento y puede configurarse 
de diversas maneras, desde una recepción unidireccional hasta la co-construcción 
(Keim 2014). El autor lo tipifica a partir de tres modalidades: recepción, inter-
cambio y negociación de la teoría y la práctica. La primera es el acto por el cual las 
teorías, métodos o conceptos elaborados en un campo ingresan en otro. El inter-
cambio implica la construcción conjunta del conocimiento a través de controversia 
o de co-construcción. La negociación de la teoría y la práctica alude a un proceso 
que excede a los expertos e involucra a actores extraacadémicos. A partir de esa 
tipología, se analizarán los procesos de admisión como aquellos actos de recepción 
del conocimiento que implican traducción, crítica, apropiaciones y desapropiacio-
nes que generan debates en el campo científico. Existe una adecuación cuando se 
produce un consenso sobre el conocimiento recepcionado, se han resuelto las crí-
ticas a través de adaptaciones creativas y productivas que generan un nuevo objeto 
epistémico en el ámbito de circulación nacional. 

El trabajo se enfoca sólo en dos de los ámbitos de recepción del concepto de 
humedal: a) los circuitos científicos, considerando la tensión entre localidad y uni-
versalidad (González Silva y Pohl Valero 2009); b) el circuito estatal, en particular 
las áreas de gobierno involucradas en la postulación del sitio como Humedal de 
Importancia Internacional. Considerar las raíces epistémicas y las formas de circu-
lación de este concepto (Vallejos 2019) permite visibilizar la configuración del sitio 
Ramsar delta del Paraná como ámbito particular de gestión ambiental. El objetivo 
de la investigación es describir el desarrollo epistémico del concepto científico de 
humedal en el ámbito internacional y caracterizar los procesos de admisión y ade-
cuación al ámbito nacional argentino. Este concepto determinó la inscripción del 
sitio en el marco de una convención internacional, a partir de la identificación del 
área del delta del Paraná como espacio territorial viable para declararlo humedal de 
importancia internacional y asegurar su conservación y gestión sostenible.

Algunos autores han analizado las características del concepto científico de 
humedal, con base en sus aportes a los ecosistemas (Tiner 2017; Brinson 2004). 
Desde el inicio del siglo XXI, en Argentina comenzó a problematizarse el tema 
(Neiff 2000, 2001). Así, se han señalado los principales hitos en la producción 
de conocimientos sobre los ecosistemas de humedal y se analiza cómo genera-
ron nuevos imaginarios geográficos sobre estos territorios (Ríos y Caruso 2021). 
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Otros trabajos abordaron los debates sobre leyes de presupuestos mínimos de 
protección. Así, los autores sostienen que el concepto se ha politizado a partir de 
la formulación de proyectos de leyes y los debates legislativos generados desde 
2010 (Straccia e Isla Raffaele 2020, 92). De esa manera, se ha analizado el proce-
so por el cual la noción de humedal se presenta como “natural” o no, atravesada 
por relaciones de poder (Straccia, Monkes e Isla Raffaele 2021, 79).

Entre las investigaciones sobre el sitio Ramsar delta del Paraná, sobresalen aquellas 
que, desde la ecología o la antropología política, abordan los conflictos socioam-
bientales generados por la creación del Parque Nacional Islas de Santa Fe, en 2010 
(Astelarra, De la Cal y Domínguez 2017; Devera et al. 2019; Ferrero, Massa y Spiaggi 
2021). Desde perspectivas antropológicas y etnográficas, se han analizado las confi-
guraciones sociales en el territorio (Boivin, Balbi y Rosato 2008; Vidal 2018; Vidal, 
Levrand y Gomítolo 2018; Gomítolo y Vidal 2018) y también la conformación del 
Comité Intersectorial de Manejo, que gestiona el sitio (Levrand 2020). Sin embargo, 
estos abordajes no afrontan la cuestión epistémica que ha producido la consolidación, 
circulación y adaptación del concepto de humedal sobre el delta del Paraná.

Así, nos interesa indagar sobre los actores que intervienen en la consolidación de la 
definición a nivel internacional, particularmente, el proceso de desarrollo epistémico 
en Argentina. Un buen número de las hipótesis y los conceptos producidos en el viejo 
mundo son inapropiados para los grandes humedales de Sudamérica (Neiff, Iriondo 
y Carignan 1994). La definición amplia adoptada en la Convención de Ramsar per-
mite identificar como humedales muchos ecosistemas que no lo son y, de ese modo, 
dificulta su gestión y manejo (Neiff 2000). Esta situación fue advertida por los ex-
pertos locales, que procuraron producir una definición de los ecosistemas presentes 
en el territorio nacional. Los documentos de los talleres organizados conjuntamente 
por funcionarios del gobierno nacional y expertos de las universidades reflejan los 
debates que guiaron la consolidación del concepto a nivel local (Malvárez y Bó 2004; 
Benzaquén et al. 2009; Blanco y Balderrama 2016; Kandus y Minotti 2018). A pesar 
de ello, las investigaciones sobre los humedales no dan cuenta del complejo proceso 
epistémico ni de los actores que se involucraron en él. 

Asimismo, se procura vincular los procesos de admisión y adecuación del con-
cepto de humedal en Argentina y los actores que los llevaron adelante e influyeron 
en la postulación del sitio delta del Paraná como un humedal de importancia inter-
nacional. Subyace a este interés la posibilidad de que la tutela ambiental del sitio 
podría realizarse a través de otra figura jurídica, tal como el reconocimiento de una 
reserva de la biósfera2 o un área protegida en los términos de la legislación nacional.3 

2 Las reservas de la biósfera son territorios seleccionados y gestionados a través del Programa sobre el Hombre y la Biósfera (UNESCO 
1971). En otro sector del Delta del Paraná se encuentra reconocida la Reserva de la Biósfera Delta del Río Paraná, declarada en 2000, 
durante la16ª Asamblea Anual del Consejo Internacional de Coordinación de la UNESCO.

3 Ley N° 22.351/ 1980, de 4 de noviembre, de Parques Nacionales, Monumentos Naturales y Reservas Nacionales (Congreso de la 
Nación Argentina 1980).
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Así, la hipótesis que sustenta este trabajo es que el desarrollo del concepto de 
humedal en Argentina y los actores involucrados en este fueron determinantes 
al momento de seleccionar un régimen jurídico de protección para el territorio 
delta del Paraná.

Se presenta un estudio de caso cualitativo, en el que se utilizó la técnica de análisis 
documental (Duverger 1981) y para ello se generó un corpus o conjunto articulado 
de documentos organizados a partir de elementos cuya relación no es evidente. Su 
producción requiere identificar huellas discursivas (sintagmas, expresiones y moda-
lidades, entre otros elementos significantes) que permiten describir regularidades en 
las relaciones entre textos que no necesariamente tienen las mismas condiciones de 
producción ni fueron enunciados en las mismas coyunturas (Aguilar et al. 2014). En 
este caso, el corpus está compuesto por fuentes primarias (Convención de Ramsar, 
documento de postulación del sitio Ramsar delta del Paraná, publicaciones guberna-
mentales de documentos de los talleres organizados conjuntamente por funcionarios 
del gobierno nacional y expertos, entre otros) y fuentes secundarias (en particular, 
aquellas especializadas que dan cuenta del concepto de humedal y su adopción por 
parte de la Convención de Ramsar).

El análisis documental fue complementado con cinco entrevistas a funcionarios 
del gobierno de la Provincia de Entre Ríos, de la Nación y asesores de la Fundación 
Humedales (filial de Wetlands International) y otras tres a expertos en el estudio del 
humedal delta del Paraná. Se realizaron observaciones participantes en las reuniones 
del CIM durante los años 2017-2020. Durante este período se contabilizaron 14 
reuniones. Para la elaboración de este artículo, se han seleccionado aquellas fuentes 
que proporcionan información directa sobre el tema, por lo cual algunas de las ob-
servaciones no han sido citadas.

Los resultados se presentan en dos apartados. En el primero se describe el desarro-
llo del concepto a nivel internacional, hasta llegar a la aprobación de la Convención 
de Ramsar y su ratificación por Argentina. En el segundo se narra la inclusión en el 
ordenamiento jurídico, a partir de la ratificación de la Convención de Ramsar, y se 
evidencian los procesos de admisión y adecuación del concepto y su aplicación al 
territorio del delta del Paraná.

La noción de humedal en el ámbito internacional

Consideraremos en este punto la noción de humedal, un concepto relativamente 
novedoso en el ámbito científico, que ha sido adoptado por el derecho y en el ámbito 
administrativo en las últimas décadas. Los debates en torno a la amplitud de espacios 
geográficos que se consideran humedales y los actores más relevantes en el desarrollo 
del concepto resultan los puntos centrales de este apartado.
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En la figura 1 se muestra una línea temporal que permite comparar el desarrollo 
científico internacional con las adopciones nacionales del concepto. La noción de 
humedal ha sido abordada desde diversas disciplinas y con distintas finalidades, por 
lo cual su derrotero epistémico fue fluctuante. 

El análisis partirá del surgimiento del término wetland como un sustituto de “pan-
tano”.4 La evolución del concepto estuvo ligada a la necesidad de su sistematización 
en el ámbito académico y a una mayor precisión en lo que a sus funciones se refiere 
para favorecer su conservación, sobre todo al entrar en vigencia la Convención de 
Ramsar en 1975.

En 1890 se presentó una noción inaugural del concepto de humedal. Como in-
dica Tiner (2017, 3), cuando Nicholas Schaler elaboró un informe para el Servicio 
Geológico de Estados Unidos sobre las ciénagas de agua dulce en ese país, propuso 
una definición de humedal:

Todas las áreas (...) en las que el declive natural es insuficiente, cuando se elimina 
la cubierta forestal, para reducir el suelo a la medida de la sequedad necesaria para 
la agricultura. Donde sea necesaria cualquier forma de ingeniería para asegurar esta 
desecación, el área se clasifica como pantano.

Esta noción primigenia se mantuvo latente hasta que, en 1950, el Servicio de Pesca y 
Vida Silvestre de los Estados Unidos (FWS por sus siglas en inglés) inició un proceso 
de inventario de los humedales a nivel nacional y tomó la definición de Martin et al. 
(1953, la cual fue recuperada por los autores Shaw y Fredine (1956, 3 [traducción 
de la autora]) al indicar que los humedales son:

Tierras bajas cubiertas de aguas poco profundas y a veces temporales o intermitentes. 
Se les conoce con nombres como marismas, pantanos, ciénagas, prados húmedos, 

4 La referencia más antigua que hemos podido encontrar es el reglamento británico estatutario para proporcionar drenaje a las tierras 
agrícolas (Bill of Sewers) de 1531, que refiere a variedad de ambientes anegados o con suelos húmedos (Brandon 2013).  

Figura 1. Línea de tiempo del desarrollo científico a nivel internacional  
y adopción nacional del concepto “humedal”

Fuente: elaboración propia.
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baches y tierras de desbordamiento del río. Los lagos y lagunas poco profundos, ge-
neralmente con vegetación emergente como característica visible, se incluyen en la 
definición, pero no se incluyen las aguas permanentes de arroyos, embalses y lagos 
profundos. Tampoco las áreas de agua que son tan temporales como para tener poco 
o ningún efecto en el desarrollo de la vegetación del suelo húmedo. Por lo general, 
estas áreas temporales no tienen un valor apreciable para las especies de vida silvestre 
considerada en este informe. 

Como se observa en estas definiciones, hasta ese momento el hincapié se encontraba 
en la flora presente y en las posibilidades de aprovechamiento agrario.

Este foco se transformó a partir de que uno de los actores más dinámicos en el 
fomento de la protección de los humedales a nivel internacional tomó impulso. 
La ONG Wetlands International surgió en la década de 1930, con la finalidad de 
proteger aves acuáticas y en 1954 modificó su denominación y adoptó la de Inter-
national Waterfowl & Wetlands Research Bureau (Wetlands International). Inicial-
mente financiada por el Museo de Historia Natural de Londres reformó varias veces 
su denominación, aunque no su finalidad (actualmente es Wetlands International). 
La incorporación, en 1954 del concepto de humedal, implicó una ampliación de su 
objetivo primigenio (conservación de aves acuáticas) hacia la protección de este tipo 
de ecosistemas. Ríos y Caruso (2021) indican que, hacia finales de esta década, Olga 
Owen Huckins advirtió, mediante una carta a un diario, sobre el envenenamiento 
de aves acuáticas por aspersión de un insecticida, esto contribuyó a generar debates 
más holísticos sobre los problemas ambientales. 

El siguiente hito en nuestra reconstrucción fue la Conferencia MAR (de MAR-
shes, MARécages, MARismas) organizada por el Dr. Luc Hoffmann, celebrada en 
Les Saintes Maries-de-la-Mer en la Camarga Francesa, 1962. Por primera vez los 
gobiernos, las ONG y los expertos en humedales solicitaron la elaboración de un 
tratado internacional sobre humedales y una lista de humedales de importancia in-
ternacional (Galeano Rey 2011).

Como resultado, entre 1963 y 1970 se discutió el texto de una convención en 
una serie de reuniones internacionales con el apoyo de Wetlands International, el 
Profesor G.V.T. Matthews y el Gobierno de los Países Bajos (UNESCO 1971).

En 1971 culminaron con la organización de una conferencia por parte del Depar-
tamento de Caza y Pesca del Irán, celebrada a orillas del mar Caspio, en el balneario 
de Ramsar (Irán). Representantes de 18 naciones establecieron el texto definitivo de 
la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmen-
te como Hábitat de Aves Acuáticas, firmado el 3 de febrero de ese año y entró en vi-
gor en diciembre de 1975. La Convención de Ramsar (UNESCO 1971) tiene como 
objetivo la conservación y uso racional de los humedales, fomenta acciones locales, 
establece obligaciones que deben cumplir los Estados parte y posee un mecanismo 
de cooperación internacional. Uno de los principales compromisos que los Estados 
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asumen al ratificar la Convención es la designación de uno o más humedales para ser 
incluidos en la lista de Humedales de Importancia Internacional. Su incorporación 
genera responsabilidad internacional para el Estado parte, respecto a la conservación 
y uso racional de estos humedales.

El principal órgano creado por la Convención de Ramsar es la Conferencia de 
Partes Contratantes, la cual se reúne cada tres años. Entre otras funciones, recibe 
los informes nacionales, decide la incorporación de nuevos humedales, examina 
orientaciones técnicas y puede adoptar resoluciones y recomendaciones (UNESCO 
1971, art. 6.2). 

A los efectos de este trabajo, interesa analizar un artículo en específico de la Con-
vención de Ramsar (UNESCO 1971, art. 1):

Las extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de aguas, 
sean éstas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o 
corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya 
profundidad en marea baja no exceda de seis metros.

En Estados Unidos se generó un proceso de discusión sobre la cuestión ambiental, 
en el cual la FWS encaró la realización de un nuevo inventario de humedales en ese 
país. A diferencia del anterior (realizado en la década de 1950), cuya finalidad fue 
registrar los humedales existentes, se procuró caracterizar los tipos y extensiones, 
lo cual “debería facilitar el manejo de estas áreas sobre una base sólida y de usos 
múltiples” (Cowardin et al. 1979, 2). El trabajo fue encomendado a ecólogos de 
humedales, con la asistencia de expertos y la colaboración de agencias nacionales 
y estatales. 

La mayor innovación de este inventario fue la consideración del humedal como 
un territorio de transición, lo cual permitió incluir en el concepto una gran variedad 
de ecosistemas que se clasificaron según diversas características. La definición amplia 
de humedal existente hasta el momento se especificó a través del inventario y las 
clasificaciones contenidas. El inventario elaborado a partir de la tesis de Martin et 
al. (1953) estableció 20 categorías o tipos de humedales; en tanto la sistematización 
que produjo el proceso de inventario en las décadas de 1960 y 1970 se realizó a par-
tir de una clasificación en sistemas y subsistemas. Para ello se tuvieron en cuenta los 
regímenes hídricos, la consolidación terrestre, las propiedades químicas del agua, las 
plantas presentes, entre otras, lo que complejizó la catalogación y abarcó una gran 
diversidad de ecosistemas. La noción de humedales y el inventario publicado en 
1979 mantienen su vigencia en la FWS (U.S. Fish & Wildlife Service s.f.).
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Los procesos epistémicos de la noción de humedal 
en Argentina y su relación con la inscripción del sitio 
Ramsar delta del Paraná

A partir de la incorporación de la Convención Ramsar al ordenamiento argentino en 
1991, se produjo un proceso de admisión y luego de adecuación a la realidad del terri-
torio nacional. La primera etapa es de admisión, en la cual el concepto es estudiado, 
reconocido e identificadas sus características en los ecosistemas presentes. Se realiza 
una apropiación del saber generado en el ámbito internacional por parte de grupos 
nacionales que ratifican su valor de uso para la producción de conocimiento. Asimis-
mo, pueden identificarse críticas y cuestionamientos a su validez para la caracterización 
de ecosistemas en el país. En la segunda etapa, producto del consenso que genera una 
estabilización epistémica, este concepto se adecuará a las características particulares, 
determinadas por un grupo de expertos. Condiciones institucionales fueron proclives 
a la circulación de saberes y a la transformación del concepto humedal a partir de la 
generación de conocimiento situado por parte de expertos. La conformación de este 
grupo se inició en la primera etapa, desde el desvío de sus trayectorias profesionales 
hacia el estudio del novedoso objeto de investigación y esta concentración y dedicación 
certifica ante el mundo científico su especialización en la temática.

La figura 2 describe la línea de tiempo desarrollada hasta el año 2020, destacando 
la situación del sitio Ramsar delta del Paraná.

Figura 2. Línea de tiempo del proceso de admisión y adecuación del concepto de humedal en Argentina, 
mostrando en la sección inferior los hechos producidos en el delta del Paraná 

Fuente: elaboración propia.
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Ana Inés Malvárez,5 bióloga, comenzó investigaciones sobre el delta del Paraná a 
partir de la década del ’90. En entrevistas realizadas a diversos expertos argentinos, 
es considerada precursora en la admisión del concepto (R1, especialista en geomor-
fología, en conversación con la autora, 4 de noviembre de 2019; R2, especialista en 
recursos hídricos, en conversación con la autora, 1 de noviembre de 2019; R3, licen-
ciado en ciencias biológicas, en conversación con la autora, 9 de agosto de 2017). 
En Argentina, el grupo que conformó Malvárez fue reconocido como pionero en la 
temática. Los integrantes se encontraban nucleados en el Grupo de Investigación en 
Ecología de Humedales (GIEH) de la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales de 
la Universidad de Buenos Aires (Ríos y Caruso 2021). Según las fuentes, el GIEH se 
conformó en 1986 (Brinson 2008; Gómez 2013) por la iniciativa de Inés Malvárez 
(UNESCO2015). Uno de sus integrantes indicó:

En nuestra época, en los 90, trabajé mucho con Inés Malvares (…) [quien] dividió 
el delta [del Paraná] en varias unidades ambientales, en 11 unidades ambientales 
(…) Algunos colegas de esa época seguimos estando (…) y después hay otros co-
legas con los que seguimos interactuando, pero se fueron a la Universidad de San 
Martín, entonces (…) somos como este grupo histórico si querés, de humedales y 
del delta (R3, licenciado en ciencias biológicas, en conversación con la autora, 9 de 
agosto de 2017).

En 1998 la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable de la Nación 
brindó apoyo para la publicación de Los humedales de la Argentina: clasificación, si-
tuación actual, conservación y legislación. Este texto, en el que no participó el GIEH, 
se reflejó una definición de humedal focalizada en el componente acuático. Canevari 
et al. (1999, 3) indican que “el término humedal sorprende, pues es una palabra de 
uso reciente en el mundo de la ciencia y de la conservación. Engloba a muy diversos 
ambientes acuáticos”. Asimismo, en el prólogo de la obra, el director de Recursos 
Ictícolas y Acuícolas de la Nación expresó que “los primeros programas científicos 
con una visión ‘sistémica’ de los ambientes acuáticos surgen en los años 70 (…) aún 
siguen vigentes las hipótesis enunciadas en aquella época” (Padin 1999, 4). Existían 
investigaciones y publicaciones fomentadas por organismos públicos relacionados 
con la conservación de los humedales, no se había consolidado el concepto de hu-
medal como un espacio de transición, con una configuración ecosistémica indepen-
diente y diversa de los ecosistemas acuáticos y terrestres. Este concepto, el cual ya 
se hallaba estabilizado en otros países, en Argentina era utilizado sólo por el GIEH.

En el año 2002 se realizó el curso-taller “Bases ecológicas para la clasificación 
e inventario de humedales”, organizado por el Laboratorio de Ecología Regional 
de la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales de la Universidad de Buenos Aires 

5 Ana Inés Malvárez (1944-2005) fue Doctora en Ciencias Biológicas (UBA), docente e investigadora de la Facultad de Ciencias Exac-
tas y Naturales de la Universidad de Buenos Aires, Argentina.
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(FCEyN-UBA) con apoyo de la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sus-
tentable de la Nación, del Fondo Humedales para el Futuro de la Convención Ram-
sar y el Servicio de Pesca y Vida Silvestre de Estados Unidos. Resultó un ejemplo de 
la apropiación del concepto y las características que lo definen, de la mano de exper-
tos internacionales, a partir de procesos de intercambio (Keim 2014), con los colegas 
formados a nivel nacional, particularmente con aquellos nucleados en el GIEH. 
Conforme indica Malvárez (1995, 3), el objetivo general fue “capacitar y entrenar a 
profesionales de los ámbitos académicos y de gestión en los aspectos fundamentales 
de clasificación e inventario de humedales, como paso previo hacia la elaboración de 
estos instrumentos a nivel nacional y como aporte para una estrategia de humedales 
en la República Argentina”. Quienes se formaron mediante estos cursos y talleres se 
desempeñaban tanto en el ámbito de la investigación como de la gestión (en parti-
cular, en la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable de la Nación).

En 2008 se realizó el taller sobre Metodología para el Inventario Nacional de Hu-
medales de la Argentina, organizado por el Grupo de Trabajo de Recursos Acuáticos 
(SRNyDS), el GIEH y la Fundación Humedales / Wetlands International. En ese 
momento, el GIEH ya se encontraba consolidado como un grupo de investigación 
especializado, a pesar de que en la convocatoria al taller se reconoció que existen nume-
rosos equipos científicos trabajando en diferentes regiones y tipos de humedales. Entre 
los objetivos estaba el establecimiento de un marco general sobre aspectos conceptuales 
y técnicos para el inventario nacional de humedales (INH) y la propuesta de variables 
básicas para su identificación y caracterización (Benzaquén et al. 2009, 2). En este mo-
mento comenzó a configurarse la segunda etapa, en la cual se adecúan los conceptos 
y caracterizaciones de la Convención de Ramsar a las particularidades de Argentina. 

Paralelamente, en el delta del Paraná se produjeron intensos incendios que gene-
raron daños ambientales y a la salud de los habitantes de las inmediaciones. Como 
se indicó, a partir de la decisión política promovida desde la Secretaría de Recursos 
Naturales y Desarrollo Sustentable de la Nación se logró conformar el PIECASDP. 

Entre 2011 y 2012 se desarrolló el Inventario de Humedales del corredor fluvial 
Paraná-Paraguay, como primera experiencia de Inventario de Humedal en el Nivel 
dos, establecido por el taller de Metodología antes mencionado. En 2013 se realizó 
uno de la Argentina en el nivel de regiones de humedal, en el que se identificaron 
11 regiones. En el mismo año se aprobó en la Cámara de Senadores de la Nación un 
proyecto de Ley sobre Presupuestos Mínimos de Protección de los Humedales, que 
perdió estado parlamentario en 2015 (Straccia, Monkes e Isla Raffaele 2021; Straccia 
e Isla Raffaele 2020).

Como uno de los resultados del PIECASDP a nivel provincial, en 2015 Entre 
Ríos lanzó el Plan delta Sustentable, como herramienta de planificación y ordena-
miento territorial provincial. Al año siguiente el humedal delta del Paraná es ins-
cripto en la Lista de Humedales de Importancia Internacional de la Convención de 
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Ramsar. Acerca de la elección de este régimen legal para la protección del área, una 
integrante del Punto Focal de la Convención Ramsar en Argentina indicó que “re-
serva de biósfera y sitio Ramsar son figuras equivalentes en el nivel de conservación. 
Son figuras claves. Una reserva de biosfera no es específica de un humedal (…) pero 
al ser un humedal, el delta del Paraná, el máximo peligro es que no se lo reconoce 
como un humedal, que tiene funciones y servicios de humedal. Entonces parecía 
importante que fuera reconocido como sitio Ramsar” (N, técnica de la Dirección 
Nacional de Gestión Ambiental del Agua y los Ecosistemas Acuáticos, en comunica-
ción con la autora, 12 de junio de 2018).

En 2016 y 2017 se realizó una experiencia piloto de inventario nacional a nivel de 
unidades de humedales. Al mismo tiempo, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible de la Nación adoptó una definición operativa del término humedal, con 
la finalidad de informar la experiencia de inventario indicada. Esta definición indica 
que un humedal es un ambiente en el cual la presencia temporal o permanente de 
agua superficial o subsuperficial causa flujos biogeoquímicos propios y diferentes 
a los ambientes terrestres y acuáticos. Rasgos distintivos son la presencia de biota 
adaptada a estas condiciones, comúnmente plantas hidrófitas, y/o suelos hídricos o 
sustratos con rasgos de hidromorfismo. 

Como puede observarse, el concepto de humedal como un ecosistema diferente 
al acuático y al terrestre, y que tampoco se configura como un ecosistema de transi-
ción (Kandus y Minotti 2018), se consolidó en Argentina. Ello implicó que el con-
cepto generado en el nivel internacional fuese objeto de un proceso de adecuación.

En el año 2017, se creó el Comité Intersectorial de Manejo (CIM) del sitio Ram-
sar delta del Paraná, que mantuvo reuniones periódicas desde entonces. Como re-
sultado, en 2019 se aprobó el plan de manejo del sitio, mediante una metodología 
participativa. Durante las reuniones del CIM se observó que al momento de confor-
mación de los Comités Técnicos e incluso en los talleres efectuados para desarrollar 
el plan de manejo del sitio (en los cuales se procuró la participación de ciudadanos 
vinculados a este), personal del gobierno presentaba diapositivas destinadas a expli-
car qué es un humedal y por qué el delta del Paraná está inscripto en esta categoría. 
Po lo que el concepto de humedal aún no se encuentra arraigado entre la ciudadanía. 
En tal sentido, un funcionario de un parque nacional indicó que en las actividades 
desarrolladas por el programa educativo Los Parques Nacionales van a la escuela6 
“ya están explicando qué es un humedal” (D, funcionario de parque nacional, en 
reunión del CIM con la autora, 21 de mayo de 2019). En la reunión en que se con-
formó el Comité Técnico de Organizaciones de la Sociedad Civil del CIM, el pre-
sentador expresó: “Vamos a indicar qué es y qué no es el sitio Ramsar”, aludiendo a 

6 Este programa es llevado adelante por la Administración de Parques Nacionales desde el año 2000, su objetivo es la promoción insti-
tucional de los objetivos y funciones de esta Administración. Inicialmente se focalizó en estudiantes de nivel primario, y desde 2005 
se realizan visitas a colegios secundarios, terciarios y universidades (Dirección de Interpretación y Extensión Ambienta 2005).
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la exposición de otro experto, que explicaba el concepto de humedal (A, funcionario 
del Ministerio de Ambiente de la Provincia de Santa Fe, en reunión del CIM con la 
autora, 21 de junio de 2018).

El comité de gestión del CIM está conformado por personal técnico de las ad-
ministraciones provinciales y expertos vinculados a instituciones académicas y de 
investigación que conocen los debates científicos sobre la noción de humedal. En 
las reuniones del CIM mantenidas durante 2020 se incorporaron nuevos conceptos, 
como cuenca y caudal mínimo ecológico.7

En las observaciones se escuchó a habitantes del delta del Paraná: “Los isleros 
no es que no queremos turismo…” (L, habitante de las islas del delta del Paraná, 
en reunión del CIM con la autora, 21 de junio de 2018); “soy referente del asenta-
miento Chaná, en Arroyo Monje, que es afluente del río Coronda” (E1, habitante 
de una localidad ribereña en el delta del Paraná, en reunión del CIM con la autora, 
29 de octubre de 2018); “soy islero casi de nacimiento, por supuesto que en época 
de clases veníamos a la escuela (…) Cuando papá fue a la isla había muy poca gente 
en la isla. Había sí… pescadores…” (E2, habitante de una localidad ribereña en el 
delta del Paraná, en comunicación personal con la autora, 25 de octubre de 2017). 
Estos testimonios definen el espacio a partir de la vida cotidiana y de representa-
ciones territoriales tales como la isla y el río. Sin embargo, dichas significaciones 
no formaron parte de la circulación del conocimiento (García Peter 2016, 55). En 
algunas reuniones, la nueva denominación del sitio se caracterizó como una marca 
que podría ser explotada turísticamente: “Sería necesario que sepan que existe, que se 
difunda el sitio Ramsar” (O, representante de la Asociación de Cabañeros de Puerto 
Gaboto, en reunión del CIM con la autora, 21 de mayo de 2019). En el ámbito 
científico la noción de humedal se encuentra estabilizada, y que se ha traducido en 
una definición legal en el ámbito internacional y una definición administrativa en el 
ámbito nacional.

Conclusiones

El concepto científico de humedal tuvo modificaciones a través del tiempo, aunque 
puede considerarse que desde la década del ’60 se mantienen sus aspectos princi-
pales. En esta época comenzó a discutirse el borrador de la Convención de Ramsar 
(Ramsar s.f.), que provee una definición amplia en su primer artículo. En el ámbito 
científico argentino, este concepto demoró algunos años en permear las investiga-
ciones que se realizaban y resalta su incorporación contemporánea con la ratificación 
7 Así, una funcionaria indicó: “Debemos promover buenas prácticas, instalar el concepto de caudal ambiental…” (V, funcionaria de 

la provincia de Entre Ríos, en reunión del CIM con la autora, 16 de abril de 2020). Un técnico expresó: “Tenemos que hacer un 
pronunciamiento fuerte sobre la visibilización de la cuenca” (J, técnico de la provincia de Entre Ríos, en reunión del CIM con la 
autora, 16 de abril de 2020).
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de la Convención Internacional. El proceso de debate acerca de la definición de 
humedal se mantuvo hasta el 2016, año en que se logró el consenso necesario para 
generar una definición nacional.

El concepto científico de humedal, traducido a nivel internacional en un docu-
mento jurídico vinculante para las partes contratantes, poseía escasa reverberación en 
los ámbitos estatales sub-nacionales involucrados en la gestión del delta del Paraná. 
Gran parte de la ciudadanía vinculada al sitio no conoce actualmente, su definición. 
La relación entre la noción de humedal estabilizada en la Convención de Ramsar y 
los funcionarios y empleados de las administraciones gubernamentales provinciales 
fue de apropiación de aquel concepto, a fin de implementar un conjunto de políti-
cas tendientes a la conservación ambiental y asociadas, muchas veces, al desarrollo 
sustentable de la región.

En el caso del sitio delta del Paraná el concepto es un punto nodal en una “red 
de asuntos”, como la identifica Camou (2015). Es decir, una forma de vinculación 
entre especialistas y política que incluye a fundaciones privadas, organismos multila-
terales, universidades, agencias estatales, entre otras.

Como expusimos anteriormente, los funcionarios y empleados de la adminis-
tración participaron del PIECASDP, en muchos casos pueden ser calificados como 
expertos y el concepto de humedal no es ajeno a sus saberes. Algo totalmente dis-
tinto ocurre con la ciudadanía, que identifica a su territorio con el río, las islas, los 
arroyos y campos quebrados. Si bien la noción de humedal es un término teórico, 
la incorporación del mismo a la denominación del caso y a su gestión exige vincular 
los conocimientos disciplinares a la gobernanza y a los saberes ciudadanos acerca del 
espacio territorial.

Luego de la declaratoria como sitio Ramsar, la conformación del CIM permitió 
que académicos, científicos y algunos municipios conocieran el alcance de la misma 
y participaran en la gestión del sitio. A partir de la conformación de comités técnicos 
y del desarrollo de un plan de manejo, comenzó el trabajo para involucrar a la ciuda-
danía. Esta tardía incorporación complejiza y dificulta una activa participación de la 
misma. Se evidencia que uno de los aspectos de esta complejidad consiste en traducir 
el concepto de humedal, ya consolidado en el ámbito internacional y recientemente 
en el nacional, a la ciudadanía no experta.

Las jerarquías de los saberes que interactúan en el marco del CIM demuestran un re-
conocimiento del saber en los habitantes del lugar, aunque el mismo es mediado y tradu-
cido por los expertos de las instituciones científicas y académicas, además de las estatales. 
La noción de humedal es un ejemplo de cómo se procura implantar otra visión sobre.

El lugar de los expertos es particularmente relevante. Son ejecutores de una polí-
tica estatal asociada a la conservación de áreas de valor ambiental y también científi-
cos activistas que, a partir de la incorporación del concepto de humedal, procuraron 
los efectos sociales que tiene la ciencia y la tecnología en el mundo.
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Las adecuaciones del concepto al ámbito local fueron necesarias. La intervención de 
los expertos en talleres y cursos organizados desde el Estado y la academia se hizo más 
visible, quizás menos perceptible por parte de las organizaciones de la sociedad civil mo-
vilizadas para reclamar contra los incendios. En ambos casos, los ajustes buscaron la 
misma finalidad: proteger el ambiente del delta del Paraná para las futuras generaciones.
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Resumen
El presente artículo aborda la educación ambiental y la gobernanza del agua como dos campos que permiten una siner-
gia para transformar problemáticas ambientales locales. El objetivo es presentar resultados de la sistematización de una 
experiencia de educación ambiental no formal, que involucró a participantes de organizaciones de la sociedad civil de la 
cuenca de la laguna del Sauce (Maldonado, Uruguay). La estrategia metodológica se basó en la facilitación de procesos 
grupales de investigación acción educativa e investigación acción participativa. Los resultados del registro del proceso y 
de entrevistas a participantes muestran la generación de aprendizajes contextualizados acerca de la educación ambiental, 
el ambiente y el territorio, así como el fortalecimiento de los vínculos entre las organizaciones participantes. Una de las 
conclusiones es que se necesita mayor interacción entre los actores involucrados en la educación ambiental y los implica-
dos en la gobernanza del agua, así como ampliar la participación social en ambos campos.

Palabras clave: educación ambiental no formal; investigación acción; gobernanza; participación; sociedad civil; cuencas 
hidrográficas

Abstract
This article focuses on environmental education and water governance as two fields that allow for a synergy to transform 
local environmental problems. The objective is to present results of the systematization of a non-formal environmental 
education experience that involved participants from civil society organizations in the Laguna del Sauce basin (Maldonado, 
Uruguay). The methodological strategy was based on the facilitation of group processes of educational action research and 
participatory action research. The results arising from the registration of the process and the interviews conducted with 
participants include the generation of contextualized learning about environmental education, the environment, and the 
territory, as well as the strengthening of the relationships between the participating organizations. One of the conclusions 
is that a greater interaction is needed between the actors involved in environmental education and those involved in water 
governance, as well as greater social participation in both fields.

Key words: action research; civil society; governance; non-formal environmental education; participation; watersheds
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Introducción y estado de la cuestión

La humanidad está viviendo una crisis ambiental global que posiciona a la educación 
ambiental (EA) y a las transformaciones en la gobernanza de los territorios como dos 
campos clave para una mejor convivencia. El objetivo de este artículo es presentar 
los principales resultados de la sistematización de una experiencia de EA no formal 
con organizaciones de la sociedad civil (OSC) en la cuenca de la laguna del Sauce 
(Maldonado, Uruguay). 

Para contextualizar el análisis de esta experiencia, a continuación, se introducen 
los principales conceptos y el estado de la cuestión de la EA y la gobernanza del agua 
en Uruguay. El segundo apartado contiene algunas consideraciones sobre el área 
de estudio y la experiencia desarrollada, así como la metodología empleada para su 
desarrollo y análisis. En el tercer apartado se recogen resultados de las evaluaciones 
realizadas por las participantes, y luego se discuten las concepciones de EA que se 
pusieron en práctica. Por último, se formulan conclusiones sobre la experiencia y 
sobre la relación entre EA y gobernanza del agua en el territorio.

Educación ambiental y gobernanza del agua

En un marco amplio, entendemos a la EA como una dimensión esencial de la edu-
cación, un campo de investigación y acción en la educación formal y no formal, y 
un proceso personal, participativo y continuo, que tiene como finalidad generar 
ciudadanía ambiental a través de aprendizajes en el sentir, pensar y actuar, teniendo 
en cuenta nuestra inter y ecodependencia (Riechmann 2012, 2014, 2017; Barcia 
2013; Puleo 2019). Numerosos autores han caracterizado diferentes concepciones y 
corrientes de la EA (Sauvé 2005; Rivarosa, Astudillo y Astudillo 2012; García 2015; 
Sessano 2018; Layrargues y Lima 2014; García et al. 2019). En este artículo se 
toma como marco la propuesta de García (2015). El autor diferencia cuatro grandes 
concepciones didácticas en la EA: la tradicional, la tecnológica, la activista y la cons-
tructivista, compleja y crítica, a la que se agrega la EA ante el decrecimiento (García 
et al. 2019) (tabla 1). 
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El agua, por ser un elemento imprescindible para la vida humana y no humana, e 
interconectar personas, saberes, poderes, tecnologías, territorios y ecosistemas (entre 
otros), constituye un elemento clave para generar aprendizajes ambientales. Ello po-
sibilita un enfoque coherente, en virtud de definir las condiciones y acciones necesa-
rias para evitar colapsos y construir caminos para convivir mejor (Boltz et al. 2019). 
La gobernanza del agua se refiere al sistema y proceso formado por múltiples actores 
(habitantes, usuarios, grupos, organizaciones, instituciones públicas y privadas, etc.) 
que interactúan con respecto a la gestión de los ecosistemas acuáticos y el acceso hu-
mano al agua de un territorio (Zurbriggen 2014; Arellano Gault 2014; Pahl-Wostl 
2015; Jiménez et al. 2020). La gobernanza forma parte de la problemática ambiental 
concreta de un territorio (Márquez 2003). A su vez, los problemas o crisis vinculados 
al agua son también, en muchas ocasiones, producto de problemas de gobernanza, 
entre otros factores (Plummer y Baird 2021; Trimble et al. 2022). Los actores en 
un sistema de gobernanza del agua se relacionan de diferentes formas, y configuran 
así distintos regímenes de gobernanza: jerárquico, en red, de mercado o regímenes 
híbridos (Pahl-Wostl 2015) (ver tabla 2). 

Tabla 1. Concepciones didácticas de la educación ambiental

Concepción Descripción

Tradicional Transmisión de conocimientos y valores con base en dinámicas explicativas de 
contenidos e información sobre los problemas ambientales y sus soluciones.

Tecnológica Entrenamiento de rutinas y hábitos de conducta proambientales concretos, sin 
una visión compleja de los problemas y sus posibles resoluciones.

Activista Contacto con el ambiente sobrevalorando la experiencia y las destrezas en detri-
mento de un adecuado ajuste entre la práctica educativa y las características de 
los aprendices, la reflexión, el trabajo cognitivo y el debate ideológico.

Constructivis-
ta, compleja y 
crítica

Desarrollo integral de la persona que contempla el aprendizaje de conceptos, 
procedimientos, valores, actitudes y conductas concretas, mediante el trata-
miento de problemas para que los participantes generen capacidades de reso-
lución. El conocimiento y la “verdad” son una respuesta relativa que se elabora 
mediante la negociación democrática del conocimiento.

Decrecentista Trabaja la asociación de la comprensión con los valores, las emociones y la 
acción, vinculando el aprendizaje con el “saber-hacer”, el compromiso político 
y la intervención social. Se parte del criterio básico de fomentar el ajuste y la 
resiliencia frente a la disminución de la disponibilidad de recursos biológicos, 
energéticos y materiales, a posibles crisis institucionales que exijan respuestas 
locales, y a un incremento de la incertidumbre y la vulnerabilidad ambiental.

Fuente: García 2015; García et al. 2019. Elaboración: Autores.
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Tanto en los estudios acerca de la EA como de la gobernanza del agua, existe un 
consenso sobre la importancia de la participación de los diversos actores en los pro-
cesos de toma de decisiones sobre cada territorio o sistema ambiental (Sauvé 2005; 
Blackstock, Kelly y Horsey 2007; RENEA 2014; Trimble, Iribarne y Lázaro 2014; 
Domínguez y Achkar 2019; Plummer y Baird 2021). Dentro del campo de la gober-
nanza del agua, la EA ha sido incorporada por medio de políticas públicas, planes o 
estrategias, como herramienta para mejorar el entendimiento del ambiente y entre 
actores, así como para ampliar y fortalecer la participación (Benlloch et al. 2003; 
Jacobi 2011; Camkin y Neto 2013; Acosta Díaz y Ramírez Beltrán 2017; Comité de 
Cuenca Hidrográfica del Río Paraíba del Sur 2019; Ecotono 2020). Pardo Buendía 
(2003) plantea la necesidad de desarrollar la EA, en relación con la gestión del agua, 
a través de una planificación elaborada mediante un proceso participativo entre to-
dos los sectores, usuarios e instituciones del territorio, en el que se dé cuenta de la si-
tuación actual y se defina qué EA se quiere y cómo desarrollarla con visión de futuro.

El contexto uruguayo en educación ambiental y gobernanza del agua

En Uruguay existen numerosas experiencias de EA en la enseñanza formal y no 
formal. La mayoría de estas, se han desarrollado de forma dispersa, descoordinada y 
con escaso apoyo institucional (RENEA 2014). La EA no cuenta con un marco legal 

Tabla 2. Regímenes de gobernanza

Régimen de 
gobernanza

Descripción

Jerárquico Los procesos regulatorios se basan, principalmente, en reglas formales, y los actores 
gubernamentales desempeñan el papel dominante. La coordinación se logra mediante 
órdenes en niveles descendentes (arriba-abajo), basadas en una autoridad legítima: 
existe una organización con función única o principal para coordinar actividades de 
diferentes organizaciones.

En red En gran medida, participan actores estatales y no estatales, con base en reglas formales 
e informales. La coordinación se logra a través de interacciones basadas en el recono-
cimiento de las interdependencias mutuas, la confianza y las responsabilidades de cada 
actor. Existen organismos de consulta o negociación en los que las decisiones pueden 
ser legalmente vinculantes o no, pero se tiende a respetar la toma de decisión colectiva. 
Se realizan funciones de gobernanza de forma conjunta entre todos los actores.

De mercado Se basa en una combinación de reglas formales e informales, y dominan los actores 
no estatales. Depende de la coordinación del intercambio entre actores interesados en 
mercados regulados (basados en mecanismos de precio y de competencia), de subsi-
dios sobre los precios del agua, de derechos de agua negociables, o sistemas de gestión 
financiera.

Híbridos Combinación de diferentes aspectos de dos o de los tres regímenes de gobernanza.

Fuente: Pahl-Wostl 2015. Elaboración: Autores.
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específico: ha sido incluida en diferentes leyes nacionales de forma desarticulada y 
sin lineamientos, fundamentaciones epistemológicas, ni servicios o acciones que le 
den sustento (Barcia 2018). La incorporación formal de la EA en niveles inferiores 
de gobierno y en el sistema educativo uruguayo es relativamente reciente (RETEMA 
2010; Casavalle 2013; RENEA 2014). Desde 2005, la Red Nacional de Educación 
Ambiental (RENEA) articula a grupos de la sociedad civil y a algunas instituciones 
públicas de la educación formal y no formal, y constituye el espacio para la coor-
dinación y participación a nivel nacional. En 2008, la Ley General de Educación 
(Ley Nº 18.437/ de 2008, de 12 de diciembre) estableció a la EA como línea trans-
versal para el sistema educativo del país. En 2014, luego de tres años de un proceso 
participativo de planificación, la RENEA aprobó el Plan Nacional de Educación 
Ambiental (RENEA 2014). Si bien establece un marco general para la operatividad 
del eje transversal ambiental de dicha ley, este plan no tiene un carácter vinculante, 
ni establece compromisos específicos, lo que deja a voluntad de cada signatario su 
implementación (Barcia 2018).

Con base en diferentes autores, se puede indicar que, en la gobernanza del agua, 
en Uruguay prevalece un régimen híbrido. En las últimas décadas, este pasó, de ser 
principalmente jerárquico y de mercado, a ser jerárquico y en red. Tal transición 
ocurre de forma no lineal, con avances y retrocesos mediados por actores con inicia-
tivas en conflicto: unos buscan que se profundice una gobernanza en red, y otros, 
una gobernanza de mercado (Santos 2010; Zurbriggen 2014; Domínguez y Achkar 
2019; Dias Tadeu, Trimble y Lázaro 2021; Trimble et al. 2021). En 2004, se concre-
tó un cambio destacable concerniente a la gobernanza del agua: una reforma cons-
titucional, aprobada por un plebiscito impulsado desde la sociedad civil, estableció 
que el acceso al agua potable y al saneamiento fueran derechos humanos fundamen-
tales; el servicio de suministro de agua potable, de propiedad exclusivamente estatal; 
y que los usuarios y la sociedad civil tuvieran el derecho de participar en todas las 
instancias de planificación, gestión y control de los recursos hídricos (Santos 2010). 

Tras esa reforma, la Ley N.º 18.610/ de 2009, de 2 de octubre, Política Nacional 
de Aguas Principios Rectores (a partir de ahora PNA), definió a la participación 
como “el proceso democrático mediante el cual los usuarios y la sociedad civil devie-
nen actores fundamentales en cuanto a la planificación, la gestión y el control de los 
recursos hídricos, el ambiente y el territorio”. Cuatro años después, se establecieron 
los procedimientos para la formación de comisiones de cuenca, que serían un “órga-
no consultivo, deliberativo, asesor y de apoyo a la gestión y planificación” (Decreto 
N° 258/ de 2013, de 21 de agosto, Creación de Comisiones de Cuenca o Acuíferos 
como órganos asesores de los Consejos Regionales de Recursos Hídricos). 

La PNA estableció a la EA entre sus principios. En 2017, el Plan Nacional de 
Aguas (MVOTMA 2017) incluyó el proyecto “Educación para el agua”, con las 
metas de generar un “Diagnóstico de las capacidades y necesidades de los distintos 
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sectores, usuarios e instituciones en relación con la educación para la gestión inte-
grada” y el “diseño e implementación de planes piloto de educación, con anclaje 
territorial en algunas cuencas hidrográficas”. Sin embargo, se han logrado pocos 
avances en el desarrollo de estos objetivos (MVOTMA 2018).

Aunque Uruguay cuenta con una legislación relativamente avanzada, y con la 
tasa de acceso al agua potable más alta del continente, tanto el derecho de acceso al 
agua potable y al saneamiento, como el derecho de participar en todas las instancias 
de planificación, gestión y control de los recursos hídricos son vulnerados con fre-
cuencia (Deci Agua 2016a, 2016b; Curbelo 2018; CURE 2018; INDDHH 2020; 
Lázaro et al. 2021; Méndez y Uval 2021). El Instituto Nacional de Derechos Hu-
manos (INDDHH 2020) señala que donde existen OSC ocupadas en la temática es 
donde, de manera sustancial, se han conseguido mayores logros en la participación. 
Asociado a ello, establece que hace falta una política de educación y de información 
para que la participación sea efectiva, e identifica algunas problemáticas en el fun-
cionamiento de las comisiones de cuenca (las convocatorias a la conformación de 
estas o a sus sesiones no siempre coinciden con las necesidades o problemas de las 
personas habitantes de la cuenca) (INDDHH 2020). Otras dinámicas que limitan la 
participación y el funcionamiento de las comisiones de cuenca son la importancia y 
la disponibilidad de recursos que cada institución participante le da a estos ámbitos, 
la falta de actores clave, la desatención de los equipos técnicopolíticos de los minis-
terios a la hora de tomar decisiones y ejecutar acciones sobre lo que se delibera en 
las reuniones, y la falta de legitimación que otorgan algunos integrantes del ámbito 
estatal a los representantes de la sociedad civil para participar en la toma de decisio-
nes (Domínguez y Achkar 2019).

Contexto y descripción de la experiencia

Área de estudio

La cuenca de la laguna del Sauce, ubicada en el departamento de Maldonado (Uru-
guay), posee una superficie de 722 km² (ver Figura 1). Según el censo nacional de 
2011, la cuenca tenía una población de 10 346 personas1 (INE 2011). Entre las 
principales presiones sobre la cuenca se destacan la actividad forestal, la agrícola, la 
ganadera y lechera, las urbanizaciones y los crecientes cambios de uso de suelo aso-
ciados al turismo y a los negocios inmobiliarios (Taveira et al. 2018). Desde la déca-
da de 1970, la laguna del Sauce es el principal reservorio de agua del departamento 

1 Se estima que, en la actualidad, e más de 15 000 personas habitan en la cuenca, debido, principalmente, al crecimiento demográfico 
de la urbanización La Capuera (habitantes del barrio estiman que actualmente viven cerca de 8 000 personas mientras que en 2011 
solo habitaban 2 838, según INE (2011)).
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y abastece a cerca de 160 000 habitantes permanentes y más de 300 000 personas 
en temporada estival (Nin et al. 2019). La potabilización del agua se realiza a través 
de la Usina de Potabilización de laguna del Sauce, que es gestionada por la Unidad 
de Gestión Desconcentrada de Obras Sanitarias del Estado (OSE) (Nin et al. 2019).

La laguna del Sauce es un cuerpo de agua en estado eutrófico. En los últimos 20 
años, ha desarrollado floraciones cianobacterianas cada vez más frecuentes, con una 
mayor biomasa, una distribución más amplia y una mayor persistencia y toxicidad 
(González Madina et al. 2021). Por ser la principal fuente de abastecimiento para 
la población del territorio, y por usarse, en menor medida, para la recreación y la 
pesca local, las floraciones representan un importante riesgo para la salud pública y 
el suministro de agua potable (González Madina et al. 2021). 

En diciembre de 2010, se creó la Comisión de Cuenca de laguna del Sauce 
(CCLS), primera de su tipo en el país. La CCLS transitó por un proceso de amplia-
ción de la participación, desde un ámbito que en sus inicios reunía, principalmente, 
a actores gubernamentales y técnicoacadémicos, hasta la incorporación de más OSC 
y a estar abierto a la asistencia de actores no miembros, aunque se mantiene, so-
bre todo, como espacio de intercambio técnico y de coordinación interinstitucional 
(Giordano, Trimble y Dias Tadeu 2020). La CCLS funciona como ámbito consul-
tivo y asesor, y coexiste con procesos de toma de decisiones que están centralizados 

Figura 1. La cuenca de la laguna del Sauce en el país y el departamento.  
Ubicación de sus límites municipales y principales localidades

Fuente: Taveira et al. 2018. Adaptación: Autores.
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en las instituciones de gobierno. La limitada participación de la sociedad civil en la 
CCLS se atribuye, principalmente, a dos causas por parte de los actores de este sec-
tor: (i) los días y horarios pautados para las reuniones se superponen con actividades 
laborales; y (ii) existe desconocimiento y desinterés, por parte de la ciudadanía local, 
con respecto de la gobernanza del agua y del ambiente (Giordano, Trimble y Dias 
Tadeu 2020). 

Algunas de las organizaciones sociales que participan en la CCLS señalan la falta 
de espacios para la participación de la ciudadanía en ámbitos y procesos más allá de 
las reuniones de la comisión de cuenca (p.ej. actividades en el territorio relacionadas 
con la gestión de los ecosistemas o el monitoreo y control). Esto lo atribuyen al tipo 
de participación que buscan los actores institucionales, y a las posibilidades estable-
cidas legalmente para las diferentes funciones de la gobernanza (Giordano, Trimble 
y Dias Tadeu 2020). A pesar de estas y otras dificultades, la existencia de la CCLS 
cuenta con una valoración positiva, dado el intercambio que ha permitido entre los 
diferentes actores y por logros más tangibles, como el “Plan de Acción” (MVOTMA 
2015) -un plan de medidas para la protección de la calidad ambiental de la cuenca-, 
entre otros (Giordano, Trimble y Dias Tadeu 2020). 

Estrategia de trabajo y métodos

La estrategia de trabajo se basó en la investigación acción educativa e investigación 
acción participativa (Colmenares y Piñero 2008). La experiencia se realizó entre 
2020 y 2021, con participantes de OSC del área de estudio en el marco de la tesis de 
maestría del primer autor de este artículo (Giordano 2021), y con base en los ante-
cedentes de trabajo de GovernAgua -un proyecto de investigación sobre gobernanza 
del agua (Giordano, Trimble y Dias Tadeu 2020)-. Facilitar esta experiencia tuvo 
entre sus propósitos finales fortalecer la interacción entre OSC del territorio con 
respecto a la gobernanza del agua y a la EA.

En primer lugar, se realizó un relevamiento de las organizaciones sociales del 
territorio (incluyendo grupos y colectivos) que estuvieran vinculadas con la gober-
nanza del agua o la EA, con base en la revisión de documentos oficiales (actas de la 
CCLS) y bibliografía gris (buscadores de internet y redes sociales). En segundo lugar, 
con las OSC que integran la CCLS, se revisó y amplió este relevamiento y se acordó 
invitar a todas esas organizaciones a realizar cuatro encuentros. Se propuso que en el 
primero se dialogaría en torno a la EA y a la cuenca de la laguna del Sauce. Ello dio 
lugar a la decisión colectiva sobre cómo continuar el proceso que se iniciaba. 

Los cuatro encuentros tuvieron lugar entre octubre y diciembre de 2020. A lo 
largo de estos participaron 20 personas (de aquí en adelante: las participantes) de 13 
de las 18 organizaciones (Figura 2) invitadas. Fueron 10 mujeres y 10 hombres, de 
diversas edades (cuatro, entre 25 y 39 años; tres, entre 40 y 49; ocho, entre 50 y 59; 
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y cinco, de 60 y más). La participación en cada instancia varió entre un mínimo de 
12 y un máximo de 16 personas, de entre 9 y 11 organizaciones (Tabla 3). Se trabajó 
en formato de taller y se utilizaron diferentes técnicas para compartir y generar co-
nocimiento de forma colectiva. 

En el primer encuentro, se buscó generar un diagnóstico inicial de la EA en el 
territorio: se dialogó sobre las necesidades y la finalidad de esta, se identificaron 
experiencias de EA actuales o recientes, y se propusieron y priorizaron líneas de ac-
ción. El segundo encuentro se centró en el diseño y la planificación del proceso de 
implementación de las líneas de acción priorizadas. En el tercer encuentro, además 
de continuar avanzando en dichas líneas, se aplicó la herramienta “Process Net-
map” (Schiffer y Waale 2008; Birner y Hauck 2010) para realizar un mapeo de 

Figura 2. Resultado intermedio del mapeo generado, de manera colectiva, durante los encuentros, 
con la localización aproximada de las organizaciones participantes

Fuente: Giordano (2021). 
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relaciones entre organizaciones del territorio. En el transcurso del tercer encuentro, 
las participantes plantearon la voluntad de dar continuidad al proceso iniciado, y de 
conformar una red de organizaciones (que en el transcurso de 2021 se consolidó como 
Red Activa Cuenca Laguna del Sauce, de ahora en más (RACLS). También se decidió 
crear un grupo de mensajería instantánea, lo que dio la posibilidad de comunicarse a 
través de este medio. El cuarto encuentro se centró en el análisis de la participación 
de la sociedad civil en la gobernanza del agua y en la generación de aportes para la 
consolidación del colectivo (objetivos de la RACLS, pautas de funcionamiento, etc.). 

Al mismo tiempo que ocurrían los encuentros, el Ministerio de Ambiente comenza-
ba la elaboración de un plan de gestión para la cuenca. Por ello, en 2021 se decidió 
compartir con dicha institución un documento que incluyó el diagnóstico de la EA, 
generado de manera colectiva, y una estrategia para la planificación participativa de 
un plan de EA para la cuenca. Durante el año 2021, se realizaron cinco reuniones 
más de la RACLS, en las que el grupo discutió diferentes temáticas y el equipo faci-
litador continuó colaborando en algunas de sus funciones previas.

Sistematización

El equipo facilitador fue el que, en mayor medida, sistematizó el proceso, durante y 
luego de su realización. También los conocimientos y aprendizajes que se compar-
tieron y se generaron. Se redactó un informe después de cada encuentro y uno final 
sobre los cuatro eventos, que las participantes revisaron y complementaron.  

Tabla 3. Temas centrales, técnicas utilizadas, número de participantes y número de OSC por encuentro

Encuentro 
(fecha)

Tema/s central/es Técnicas utilizadas
N° de  

participantes
N° de 
OSC

1 
(6/10/2020)

Diagnóstico de la EA en 
el territorio y acuerdos de 
trabajo.

Grupos de discusión, diá-
logo en plenaria, prioriza-
ción por votación.

13 9

2 
(28/10/2020)

Planificación de las líneas 
de trabajo colectivo.

Grupos de discusión, 
mapeo de procesos y de 
redes de actores, y diálogo 
en plenaria.

16 11

3 
(18/11/2020)

Implementación y plani-
ficación de las líneas de 
trabajo colectivo; OSC 
del territorio. 

Diálogo en plenaria y ma-
peo de redes de actores. 12 10

4 
(7/12/2020)

Participación en la gober-
nanza del agua, conforma-
ción del colectivo.

Grupos de discusión y 
diálogo en plenaria. 15 9

Fuente: Giordano (2021).
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En junio de 2021 (aproximadamente seis meses luego de los encuentros), se rea-
lizaron entrevistas semiestructuradas a 14 de las 20 participantes, que representaron 
a nueve OSC. Las otras seis participantes a las que se les planteó realizar la entrevista 
prefirieron no efectuarla, por diferentes motivos. Las preguntas que se formularon se 
refirieron a los principales resultados y aprendizajes tras los encuentros, y al fortale-
cimiento de la participación en temas del agua y del territorio, entre otros. 

Las transcripciones de las entrevistas se analizaron con enfoque cualitativo. Se 
codificaron mediante el software Atlas.ti, tomando en cuenta planteos metodo-
lógicos de la Teoría Fundamentada (Corbin y Strauss 2008) y del análisis crítico 
del discurso (Morena Mosquera 2016). Para cuidar la identidad de las personas, 
acudimos al anonimato: cada una se identificó con un número (en el apartado 
“3.1. Principales resultados y aprendizajes” se citan las entrevistas como P1, P2, 
P3, etc.). En octubre de 2021, se compartió el documento de sistematización del 
proceso con las participantes para su lectura y revisión y al mes siguiente, se realizó 
una reunión donde se presentaron los principales elementos del documento y se 
dialogó acerca de estos. 

Análisis de la experiencia 

En este apartado se presentan, en primer lugar, los resultados de las entrevistas en las 
que las participantes evaluaron la experiencia de los cuatro encuentros de 2020. En 
segundo lugar, se analiza la experiencia desde las concepciones de la EA planteadas 
por García et al. (2015). 

Principales resultados y aprendizajes

Casi todas las entrevistadas brindaron una valoración positiva de los encuentros y del 
proceso grupal. El principal resultado, mencionado en cada una de ellas, se refirió a 
la generación de acuerdos sobre acciones a desarrollar en conjunto. En palabras de 
una participante: “Los principales resultados que yo visualizo como positivos son 
la creación de una agenda y haber determinado los insumos a trabajar, los acuerdos 
alcanzados” (P1, en comunicación con los autores, 10 de junio de 2021). En segun-
do lugar, más de la mitad de las entrevistadas identificó como uno de los resultados 
principales la conformación de la RACLS. Por ejemplo, una participante señaló: 
“Además de las metas concretas a las cuales llegamos a acordar (...), logramos inte-
grar un grupo, participativo, interesado en el tema y bastante diverso, y no sólo en 
cuanto a conocimientos, personalidades, sino a zonas de la cuenca también” (P9, en 
comunicación con los autores, 11 de junio de 2021). La carta de presentación de la 
RACLS, elaborada en 2021, establece lo siguiente: 
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La Red Activa Cuenca Laguna del Sauce tiene como misión ser un espacio de integra-
ción y articulación de la sociedad civil, para fortalecer la participación social en todos 
los ámbitos de gestión ambiental y gobernanza de la cuenca de la laguna del Sauce. 
La red está conformada por asociaciones de la sociedad civil sin fines de lucro y con 
intereses comunes en el cuidado del ambiente de la cuenca de la laguna del Sauce. La 
visión de la red es un territorio con una gestión ambiental basada en la participación 
de la sociedad civil organizada (Giordano 2021, 62).

Los objetivos de la RACLS a corto plazo incluyen: (i) fortalecer y promover procesos 
de EA en el territorio; (ii) impulsar la creación de un equipo de guardaparques acor-
de con las necesidades del territorio; y (iii) realizar festividades y otras actividades 
culturales y recreativas en relación con la cuenca (Giordano 2021). 

La mayoría de las entrevistadas remarcaron como resultado el espacio de en-
cuentro y de diálogo entre las diferentes personas y saberes, y el hecho de conocer 
a personas nuevas y de profundizar relaciones ya establecidas. En palabras de una 
participante: “Lo que más resalto, primero que nada, es la gente, que vas conocién-
dolos de los encuentros y te vas un poco empapando de todo lo que pasa en el terri-
torio” (P3, en comunicación con los autores, 8 de junio de 2021). Otros resultados 
y aprendizajes mencionados se refirieron a la puesta en valor de aspectos culturales 
y saberes locales, a la generación de mayor interés en las temáticas abordadas y al 
fortalecimiento de motivaciones y proyectos personales. En menor medida, también 
se señaló como resultado de la experiencia desarrollada el aprendizaje y la generación 
de acuerdos sobre conceptos, y el aprendizaje en cuanto a la dimensión temporal de 
los procesos participativos (tiempos necesarios y diferenciados de cada participante 
y del colectivo para lograr resultados). 

Se mencionaron aprendizajes derivados de la metodología de trabajo (p.ej.: tole-
rancia, escucha, horizontalidad) y más de la mitad de las entrevistadas se refirió de 
forma positiva a su aplicación. Una participante mencionó que “el formato estuvo 
muy bien planificado y muy ágil, dio participación a cada integrante” (P7, en comu-
nicación con los autores, 11 de junio de 2021), mientras otra señaló: “La dinámica, 
[...] el orden de responder, los grupos que se hicieron cuando se hicieron las dinámi-
cas, todas esas cosas me parece que estuvieron rebien” (P10, en comunicación con 
los autores, 9 de junio de 2021). 

Cuando se consultó a las participantes sobre la contribución de los encuentros 
a la intervención de la sociedad civil en la gobernanza del agua y del territorio, la 
mayoría consideró que fue positiva. En dos entrevistas se señaló el fortalecimiento 
de las OSC agrupadas en la RACLS en relación con diferentes instituciones estatales, 
de manera particular en la CCLS. La RACLS se presentó como tal en la sesión del 
día 7 de diciembre de 2021 de la CCLS y mostró algunos de los resultados de los 
encuentros. Otras participantes señalaron que la propia asistencia a los encuentros 
y la formación de nuevas relaciones fue una contribución de dicha experiencia al 
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fortalecimiento de la participación social. Una entrevistada señaló que la generación 
de acuerdos colectivos entre las diversas organizaciones presentes fue parte del forta-
lecimiento de la participación. 

Aun así, en las entrevistas también se identificaron algunas limitaciones del for-
talecimiento de la participación. Tres entrevistadas señalaron la necesidad de invo-
lucrar a más personas y organizaciones del territorio para que este sea significativo. 
El contexto de la pandemia de COVID-19 fue una de las dificultades para ampliar 
el proceso identificadas. Por otra parte, algunas entrevistadas consideraron que la 
participación se podría ver fortalecida por las acciones a desarrollar por la RACLS, 
con relación con las líneas que se trabajaron (p.ej. las festividades). 

Con el paso del tiempo, la actividad de la RACLS ha disminuido y se ha detenido 
el proceso de llevar a la práctica los objetivos acordados a corto plazo, a pesar de los 
intentos que han hecho algunas participantes por incentivarlo. Aun así, la RACLS 
ha mantenido la comunicación interna a través del grupo de mensajería instantánea, 
aborda algunos temas puntuales y comparte conocimientos e informaciones diver-
sas: convocatorias a actividades de diferentes organizaciones, problemas ambientales 
emergentes en el territorio, información sobre la CCLS, notas de prensa, convocato-
rias a cursos, encuentros y proyectos, conferencias y conversatorios virtuales, libros o 
artículos técnicos y científicos, contenidos de EA, entre otras cuestiones.

Análisis de las concepciones educativas

Al retomar las concepciones planteadas por García (2015), se visualiza que a lo largo 
de los encuentros existieron diversas conceptualizaciones con respecto de la EA. Estas 
responden, principalmente, al tipo “activista” y “constructivista, compleja y crítica”, 
aunque, en menor medida, también al concepto de EA “tradicional”. Dentro de la 
concepción activista se pueden ver diferentes propuestas y saberes compartidos. Ejem-
plo de ello son las siguientes líneas de acción que surgieron en el primer encuentro: 
“Realizar celebraciones, encuentros o festivales de la Laguna del Sauce con acciones 
concretas relacionadas al cuidado de la cuenca”; “Generar actividades vivenciales, ex-
periencias lúdicorecreativas y espacios de aprendizaje en marcos de educación no for-
mal”; y “realizar acciones participativas de restauración o rehabilitación de la Laguna 
y de los ecosistemas y la cuenca” (Giordano 2021, 67). Otras líneas de acción hacen 
referencia a una EA constructivista, compleja y crítica. Tal es el caso de: “Implementar 
un proyecto continuo de formación de educadores ambientales para el territorio de 
la cuenca”; “generar un espacio de integración y articulación de la sociedad civil para 
su participación en la gobernanza del agua y de la cuenca”; o “garantizar el acceso al 
espacio público del territorio y realizar actividades para el empoderamiento de los de-
rechos de uso” (Giordano 2021, 67). También lo es la finalidad de desarrollar la EA en 
el territorio, consensuada entre el primer y segundo encuentro:
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Generar una visión integral del territorio, particularmente, sobre los problemas y 
conflictos ambientales, identificando y estableciendo prioridades entre diferentes 
usos y actores, concientizando sobre la fragilidad de los servicios ecosistémicos, e in-
teriorizando el cuidado del ambiente como parte de la identidad del territorio (Gior-
dano 2021, 69).

Por último, se pueden identificar algunas líneas de acción dentro de la concepción 
tradicional de la EA: “Disponibilizar información en sitios turísticos y de informa-
ción turística sobre el territorio y el agua”, y “ofrecer información en tiempo real, 
en Internet, sobre el agua potable distribuida” (Giordano 2021, 67). Estas líneas se 
focalizan en la transmisión del conocimiento de forma unidireccional. 

Explicar las diferentes concepciones y prácticas de la EA fue uno de los emer-
gentes durante los encuentros y sobre el que algunas participantes plantearon que el 
colectivo debería profundizar más. 

Discusión y conclusiones

En 2004, Uruguay estableció en su Constitución el derecho humano al agua potable 
y a la participación de los usuarios y la sociedad civil en la planificación y gestión 
de los recursos hídricos. Ello ha impulsado una transición hacia una gobernanza 
del agua en red, que encuentra diferentes barreras y desafíos (Santos 2010; Domín-
guez y Achkar 2019; Dias Tadeu, Trimble y Lázaro 2021). La experiencia de EA 
desarrollada en la cuenca de la laguna del Sauce, analizada en este trabajo, muestra 
que las OSC que estuvieron implicadas en ella, están comprometidas con la calidad 
ambiental del territorio y con su participación para mejorarla. Los resultados de la 
experiencia sugieren que su rol como agentes de cambio locales puede ampliarse, 
al crear nuevas relaciones o fortalecer los vínculos ya existentes entre las OSC que 
actúan en el territorio. A su vez, se remarca el potencial de los procesos y ámbitos 
no formales de la gobernanza del agua; es decir, más allá de la CCLS, las OSC del 
territorio son actores clave del sistema y pueden contribuir a generar cambios, por 
diferentes vías, en pos de mejorar la calidad ambiental de la cuenca. 

La experiencia desarrollada permitió articular la gobernanza del agua de la cuen-
ca con la EA. Ello dio herramientas para un plan o programa específico que podrá 
ser incorporado dentro del plan de gestión de cuenca que desarrolla el Ministerio 
de Ambiente en colaboración con la CCLS. Consideramos que son posibles varios 
cruces y sinergias entre los campos de la EA y la gobernanza del agua. Tal experien-
cia de EA no formal contribuyó a fortalecer las capacidades de participación de los 
distintos actores. Es fundamental señalar que otros actores, las instituciones gu-
bernamentales, por ejemplo, también se beneficiarían de actividades que aporten 
al mejoramiento de sus capacidades para participar y llevar adelante los ámbitos 
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formales de participación en gestión ambiental, como las comisiones de cuenca. 
En este sentido, se plantea la necesidad de pensar en experiencias de aprendizaje 
colectivo y de fortalecimiento de capacidades que involucren a los distintos actores 
en temas del agua. 

Al analizar las concepciones de EA que emergieron en la experiencia, visualiza-
mos la coexistencia de diferentes tipos, lo que condice con la literatura al respec-
to (Sauvé 2005; García 2015; Layrargues y Lima 2014). Consideramos pertinente 
continuar trabajando el tema entre los actores implicados, teniendo en cuenta las 
prácticas y representaciones sociales de la EA y las tensiones y conflictos que entre 
estas pueden emerger. La experiencia desarrollada generó aprendizajes contextuali-
zados en las participantes y el equipo facilitador; fortaleció los vínculos entre OSC 
del territorio; las hizo dialogar acerca de la EA y el ambiente local; y contribuyó a 
fortalecer la participación en la gobernanza del agua. Diez de las organizaciones 
participantes conformaron la RACLS, con el objetivo de integrar y articular actores 
sociales para fortalecer la participación en todos los ámbitos de gestión ambiental y 
gobernanza de la cuenca. 

Consideramos que nuestra práctica como facilitadores también varió, sobre todo, 
entre una concepción activista y otra constructivista, compleja y crítica. Como se 
mencionó en algunas entrevistas, faltó profundizar en ciertas problemáticas aborda-
das. Esto se hubiera logrado, por ejemplo, mediante la realización colectiva de un 
árbol de problemas que incluyera los aspectos sociales, económicos y políticos de 
la cuestión, lo que se asocia a una concepción activista. La estrategia metodológica 
adoptada en la experiencia hizo que diferentes OSC del territorio se encontraran, 
establecieran objetivos comunes y crearan y compartieran conocimientos. Ello ge-
neró “el aprendizaje de conceptos, procedimientos, valores, actitudes y conductas 
concretas” (García 2015, 10), lo que condice con la concepción de una EA cons-
tructivista, compleja y crítica. Consideramos que fue y es un desafío implementar 
una didáctica de la EA decrecentista (García et al. 2019; González Gaudiano y Meira 
Cartea 2020). 

Los campos de la EA y de la gobernanza del agua relacionados con la cuenca de la 
laguna del Sauce constituyen dos sistemas con muy pocas interacciones, las que son 
establecidas por algunas OSC que participan en ambos. En gran medida, los actores 
con una participación más activa en la gobernanza del agua no incorporan la EA a 
sus cometidos, mientras que las organizaciones que desarrollan actividades educati-
vas en el territorio, con mayor o menor enfoque ambiental, no incorporan temáticas 
relacionadas con el agua y su gestión dentro de sus procesos formativos. Por tanto, 
es necesaria una mayor interacción entre ambos campos y sus actores, así como una 
más amplia participación en ellos. 
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Resumen
La estrategia de resguardar el 30% de la superficie del planeta en áreas protegidas (AP) ha encontrado 
consenso mundial en el marco del Convenio sobre la Diversidad Biológica (CBD), bajo la expectativa 
de proteger la biodiversidad y, simultáneamente, atender problemas tradicionales como la distribu-
ción de la riqueza. ¿Qué medidas y modelos permitirían satisfacer lo esperado y hasta qué límite? Para 
encontrar respuestas, este estudio explora múltiples opiniones recogidas mediante búsqueda biblio-
gráfica, entrevistas y recorridos por el campo, con el objetivo de exponer casos seleccionados por ser 
ejemplos de complejidades, contradicciones y desafíos. Se concluye que proteger la biodiversidad y, 
a la vez, lograr mejoras sociales es una meta deseable, a la que no se llega fácilmente ni por cualquier 
camino, porque las AP proporcionan potentes oportunidades para mejorar la vida humana sólo si se 
gestionan dentro de su matriz de inserción territorial, atendiendo a equilibrios inestables,  modelos 
multivariables particularizados y lúcidas estrategias adaptativas. 

Palabras clave: conservación de la naturaleza; inclusión social; modelos de desarrollo; participación so-
cial; pobreza; servicios ecosistémicos

Abstract
The strategy of protecting 30% of the planet’s surface in protected areas (PAs) has gained global con-
sensus within the framework of the Convention on Biological Biodiversity, with the expectation of 
safeguarding biodiversity while simultaneously addressing traditional problems such as wealth distri-
bution. What measures and models would enable the achievement of this goal, and up to what limit? 
To find answers, this article explores various opinions gathered through literature searches, interviews, 
and field visits, while presenting some cases as examples of complexities, contradictions, and challenges. 
Drawing from these sources, proposals, models, opportunities, and potential scopes were identified. It is 
concluded that protecting biodiversity and simultaneously achieving social improvements is a desirable 
goal, albeit not easily attainable by any means. Protected areas offer powerful opportunities to enhance 
human life, but only if they are managed within their territorial integration matrix, taking into account 
delicate balances, nuanced multivariable models, and clear adaptive strategies. 

Key words: development models; ecosystem services; nature conservation; social inclusion; social par-
ticipation; poverty
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Introducción

En el mundo, particularmente en Latinoamérica, el progresivo incremento de las de-
mandas sociales se contrapone a la simultánea disminución del patrimonio natural 
(Gligo et al. 2020; Gudynas 2007). A los clásicos intereses encabezados por las élites 
de cada región, opuestos a las regulaciones que restringen la captura de los recursos, 
se suman los de segmentos relegados (Leff 2003). Los reclamos de inclusión social, 
equidad y justicia distributiva responden a la lógica expectativa humana de acceder a 
un mejor reparto de los recursos disponibles. En la región, con una población estimada 
en 636 000 000 en 2022, duplicada en los últimos 44 años (CEPAL 2019a), se percibe 
un drástico deterioro ambiental. Naturaleza y demandas humanas se ven confronta-
das a través de la problematización social y de la puja por establecer prioridades en la 
agenda política, con interacciones tensas y complejas entre actores, muchas veces sin 
buenos resultados (Alfaro-Moscoso y Calvo-Salazar 2019; Gudynas 2007).

El artículo 2º del CBD (1992, 3) define como AP a un área geográficamente 
definida que es delimitada o regulada y gestionada para lograr objetivos de conserva-
ción específicos. Para la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza 
(UICN), es un “espacio geográfico claramente definido, reconocido, dedicado y ges-
tionado a través de medios legales o de otros medios eficaces, para lograr la conser-
vación a largo plazo de la naturaleza y de los servicios de los ecosistemas y los valores 
culturales asociados” (Borrini-Feyerabend et al. 2014, 5). En las AP, el remanente 
natural mantiene una valiosa oferta de recursos, motivadora de visiones divergentes 
y tensiones en las relaciones humanas e institucionales. 

Las AP, sus bordes, sus áreas de amortiguación y la matriz ecorregional donde se 
insertan suelen tener habitantes y estar sometidas a usos de variada intensidad. Las 
poblaciones ya no parecen irrelevantes y remotas, como un siglo atrás, ni se trata úni-
camente de población rural, como sucede en casi todos los Parques Nacionales (PN) 
andinopatagónicos argentinos, que engloban poblaciones y limitan con ciudades. 

Toda AP conlleva regulaciones que impiden el acceso indiscriminado a los bienes 
del patrimonio natural, afectando a intereses de grupos más o menos pudientes. Por 
eso, suelen ser interpretadas como fragmentos cercados del territorio que concen-
tran ciertos bienes y crean compartimientos naturales protegidos. De impactar sobre 
poblaciones pobres, podrían condicionar el uso de bienes indispensables para sus 
posibilidades y cultura (Ferrero 2019). La Real Academia Española define “pobreza” 
como “escasez”. Afecta a un segmento social extendido y estable que CEPAL (2022, 
15) estima en alrededor del 31% de la población regional. 

Naturaleza y demandas sociales mantienen un equilibrio inestable, dentro de la 
complejidad aludida por Leff (2007) y ante regulaciones e instituciones estatales fre-
cuentemente rudimentarias, en ocasiones débiles, capturadas y corruptas (Zornoza-Bo-
nilla 2022; CEPAL 2019b). Los Objetivos para el Desarrollo Sostenible (ODS) y los 
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del Convenio sobre Diversidad Biológica (CBD) tienden a orientar a los gobiernos en 
sus prioridades, pero las gestiones públicas suelen empañarse entre intereses sectoriales 
intransigentes y políticas ambientales fallidas. Las pujas sociales llevan a la modifica-
ción de los ecosistemas y a que estos respondan dinámicamente mediante “relaciones 
socioambientales” y procesos de “coevolución” (Redclift y Woodgate 1997, 27).

El Estado se desenvuelve dentro de contextos variables. Durante el boom de los 
commodities (2000 a 2014), la coyuntura económica favorable promovió el crecimien-
to latinoamericano, motorizando dos fenómenos enfrentados: la expansión de las fron-
teras agropecuarias hacia territorios hasta entonces naturales, como el Gran Chaco y 
la Amazonía, y la consolidación de sistemas nacionales de AP mediante: a) mayores 
asignaciones presupuestarias (Bovarnick et al. 2010) y b) el cumplimiento de la meta 
11 de Aichi del CBD, de designar al 17% del territorio continental de cada país con 
AP. En 2020, 13 de 21 países de Latinoamérica habían superado esa meta. Destacan 
Guayana Francesa (52,5%), Venezuela (56,9%), Panamá (31,4%) y Brasil (30,3%). 
En el extremo más bajo está Uruguay, con solo el 3,68% (Protected Planet 2022). 

La reciente COP15 de Kunming-Montreal del CBD (2022) determinó ampliar 
la meta de cobertura territorial protegida hasta el 30% para 2030. Esa decisión tiene 
riesgos, pues se calculó que afectaría directamente a más del 12% de la población 
mundial, lo que cuadruplica los estimados según la meta anterior (Schleicher et 
al. 2019). Más espacio protegido no necesariamente mejora el vínculo ambiente/
sociedad. Por ende, muchas voces reclaman cambios en los procesos, observando la 
exclusión y el resquebrajamiento social en torno a muchas AP y la necesidad de un 
vínculo favorable entre equidad y buena conservación (PNUD 2021).

El ambicioso modelo 70/30 (proporción entre áreas bajo usos intensivos y prote-
gidas) apunta a crear un escenario mundial con suficientes hábitats para sostener la 
biodiversidad, ricos en recursos naturales. No obstante, expande el juego hacia nuevas 
pujas de intereses. Quienes prevalezcan diseñarán los futuros territorios, con mayor o 
menor exclusión social. Algunos creen que en el manejo de las AP debe primar la na-
turaleza; otros privilegian las necesidades de residentes y vecinos; o a los turistas; o a los 
trabajadores estatales a cargo del territorio. Tampoco faltan quienes desean apropiarse 
de la renta potencial de las AP. Ante esto, cabe preguntarse ¿qué objetivos deberían 
priorizarse en las AP?, ¿es posible reducir la pobreza a través de ellas? y ¿qué medidas y 
modelos permitirían administrar y distribuir mejor los recursos disponibles? 

Metodología
El objetivo de la investigación es analizar las tensiones en el acceso a los recursos, 
ante la expansión de los sistemas de AP en Argentina, así como su marco regional. 
Para ello, se revisaron publicaciones y documentación (legislación, evaluaciones de 
efectividad y planes de manejo), se realizaron entrevistas (semiestructuradas y no 
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estructuradas), reuniones grupales y visitas a campo, y se seleccionaron casos signi-
ficativos que permitieran contradecir o validar los argumentos planteados. Parte de 
la información proviene de otros estudios del autor, quien se ha desempeñado en los 
últimos años en la Administración de Parques Nacionales (APN) y en tres sistemas 
de AP subnacionales (Río Negro, Santa Cruz y Santa Fe), donde ha interactuado con 
actores públicos, privados y organizaciones de la sociedad civil vinculados a territo-
rios protegidos y su entorno. El alcance geográfico de la investigación se extiende a 
Argentina y a algunos casos relevantes de Latinoamérica. 

Las recetas de la exclusión

El paradigma de que la protección de la naturaleza sólo es alcanzable en ausencia de 
personas es central en el modelo de conservación estricto (en inglés fortress conservation) 
basado en el etnocentrismo occidental predominante durante casi un siglo (Fisher et al. 
2005). Guerrero, Sguerra y Rey (2007, 65) citan una opinión de Marc Dourojeanni: “las 
AP son protegidas contra la acción del ser humano”.

Para algunos actores, según los preceptos del modelo biologicista del National 
Parks Service (NPS) de Estados Unidos (USA), las AP deberían carecer de ocupantes 
y propietarios. Sus beneficios económicos orientados al bien común general deben 
ser capturados por grandes empresas concesionarias (NPS 2022). Este modelo no ha 
fracasado en materia de conservación, al menos cuando las superficies preservadas 
son extensas o están rodeadas con zonas de amortiguación bajo usos compatibles. 
Un ejemplo exitoso es el Olimpic National Park (USA), con 373 543 ha. Protege eco-
sistemas de montaña y está bordeado concéntricamente por otras reservas naturales y 
culturales; recibe anualmente unos 3 000 000 de visitantes (fotografía 1).

Fotografía 1. Izquierda: Centro de visitantes, Olimpic Park (USA); Derecha: 
Hostería Puerto Blest. PN Nahuel Huapi (Argentina)

Fuente: fotografías del autor.
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La receta de exclusión humana manifiesta que, sin interferencia antrópica, no 
hay nada que enseñarle al bosque. En las AP de Argentina, esta visión primó de 
manera heterodoxa hasta inicios de la década de 1980, conviviendo con pobladores 
y propiedades privadas, como en los PN Nahuel Huapi y Lanín,1 con usos limitados 
y ninguna agenda de equidad distributiva. Carpinetti (2004) afirma que hubo polí-
ticas desterratorias, con la remoción de poblaciones locales. 

La receta de la exclusión falló por no considerar los costos sociales del estándar 
de protección estricta, al restringir la provisión local de recursos, marginalizar a los 
pobladores (Fisher et al. 2005) y acumular reclamos y demandas. Hoy sería poco 
aplicable, no sólo por la mayor población e intereses, sino porque la alteración de la 
biosfera obliga a la intervención humana.       

 

Las recetas de la inclusión

A Latinoamérica llegaron influencias conservacionistas no solo desde Yellowstone, 
creado en 1872, sino también desde Europa, donde las AP fueron situadas sobre 
zonas rurales que englobaban aldeas arraigadas a costumbres ancestrales, obligando 
a acuerdos sociales. Son dos modelos distintos que, al ser transferidos, encontraron 
pobreza, disputas por la tierra, recursos expoliados y débil calidad estatal.    

La inclusión social en las AP se reconoció a partir del IV Congreso Mundial de 
PN y otras AP de la Unión Mundial para la Naturaleza (UICN, por sus siglas en 
inglés) en 1992, en Caracas. Allí se recomendó crear mecanismos para convertir a 
todos los sectores de la Sociedad en actores de la planificación, establecimiento y ma-
nejo de las AP, además de tener en cuenta sus necesidades y distribuir equitativamen-
te costos y beneficios (UICN-BID 1993). El I Congreso Latinoamericano de AP de 
1997, en su Declaración de Santa Marta, Colombia, promovió las alianzas sociales:

Los procesos de descentralización de algunos gobiernos y el interés de los organismos 
no gubernamentales, del sector privado productivo, de los pueblos indígenas y de las 
comunidades locales insertadas o aledañas a las AP, facilitan la constitución de una 
alianza de interesados y afectados, donde cada uno asume el papel que le compete, 
bajo políticas y normas gubernamentales establecidas y aceptadas (Guerrero, Sguerra 
y Rey 2007, 94).

En su “Guía para la Acción” recomienda:

20. Fomentar la búsqueda y aplicación de soluciones al problema de la pobreza, fuen-
te de indignidad humana y generadora de impactos y conflictos, tanto en las AP 

1 Creados en 1934 y 1937 respectivamente.
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como en sus zonas de influencia. 21. Impulsar, desde las AP, acciones que promuevan 
oportunidades de trabajo con los diferentes servicios que en ellas se generan, fomen-
tando la inclusión laboral de sus pobladores y de las personas que habitan en las 
comunidades adyacentes (Guerrero, Sguerra y Rey 2007, 98).

El libro De Santa Marta 1997 a Bariloche 2007 (Guerrero, Sguerra y Rey 2007) 
recopila opiniones de expertos, los que identificaron diez tendencias sobre las AP 
para ese período. Cinco de ellas son pertinentes para este análisis: a) mayor presión 
y riesgo sobre su integridad y funcionalidad ecológica, que producen pérdida de 
biodiversidad, degradación de servicios ecosistémicos e inseguridad alimentaria, b) 
mayor participación social en la gestión, c) debilitamiento de la institucionalidad 
pública responsable, d) creación de nuevas AP bajo diferentes categorías de manejo, 
y e) subvaloración de las categorías I a IV frente a las V y VI de la UICN. 

Para los consultados, las mayores presiones correspondían a minería, hidrocarburos, 
hidroelectricidad, biocombustibles, impacto del turismo descontrolado, ocupación de 
tierras, equivocados procesos de reasentamiento, captura ilícita de recursos naturales 
(caza, pesca, madera y biodiversidad en general) y confrontaciones armadas. En la 
participación y la función del Estado, destacaron nuevas modalidades de gobernanza y 
gestión compartida. Sobre las nuevas AP, valoraron el fortalecimiento jurídico y la pa-
radójica inefectividad en el manejo. Sobre la revalorización de categorías menos estric-
tas, observaron que muchos usos practicados eran incompatibles con la conservación.

Guerrero, Sguerra y Rey (2007) detectaron dos temas controversiales: el rol y los 
resultados del manejo de los pueblos indígenas y locales en la conservación de AP 
(no necesariamente exitosos) frente al reconocimiento de derechos de uso y propie-
dad “tradicionales”; y la participación social en la toma de decisiones como causa de 
demoras o parálisis en los procesos de gestión, por conflictos que, al debilitar a las 
autoridades ambientales, fomentaron que estas eludieran responsabilidades.  

El II Congreso Latinoamericano de AP de 2007, en Bariloche, reconoció el li-
derazgo regional en la gestión conjunta y corresponsable con pueblos indígenas, 
afrodescendientes y grupos étnicos diversos, cuyos territorios, en muchos casos, 
fueron conservados mediante prácticas y conocimientos tradicionales, aunque con 
insuficiente reconocimiento legal. Reafirmó “el papel indelegable de los Estados en 
la conducción de las políticas de AP, en el marco de una amplia participación de las 
comunidades locales y […] del conjunto de la sociedad para una gestión incluyente” 
(UICN-PNUD-RedParques 2007, 6). Recomendó armonizar y fortalecer los mar-
cos jurídicos e institucionales para involucrar actores claves, especialmente comuni-
dades locales y pueblos indígenas y distribuir equitativamente costos y beneficios.

El III Congreso Latinoamericano de AP de 2019, en Lima, exhortó a la gestión 
concreta y eficiente, dada la desigualdad, inequidad, inseguridad, los presupuestos 
reducidos y la demanda creciente de recursos en la región. 
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Los Pueblos Indígenas y comunidades locales son la base para la preservación y uso 
racional de la naturaleza, que permiten mantener los modos de vida y tradiciones 
culturales, cuyos conocimientos tradicionales están siendo incorporados en la planea-
ción y manejo de áreas protegidas (…) son los guardianes de la biodiversidad en los 
territorios (UICN-PNUD-RedParques 2019, 5).

En 2018 en Escazú, Costa Rica, se firmó el Acuerdo Regional sobre Acceso a la 
Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambien-
tales en América Latina y el Caribe, primer compromiso formal sobre participación 
pública en la toma de decisiones ambientales, ordenamiento del territorio y acceso a 
la información (CEPAL 2018). 

Pese a todo lo anterior, las recetas de la inclusión para las AP parecen insuficientes 
para quebrar las causas de la pobreza, garantizar equidad y mayor justicia social. ¿Lo 
logran el Santuario Histórico de Machu Picchu o el PN Los Glaciares? Definitiva-
mente no. Sólo proveen recursos; su distribución social las excede. Aplicar un an-
tropocentrismo extremo, haciendo que las AP satisfagan todas las demandas sociales 
actuales, las haría a priori insustentables.

De la exclusión social a la inclusión: gestionando complejidad 

La exclusión de grandes territorios de la avidez humana evitó la pérdida de parte de 
la biodiversidad hoy conocida. Hasta la década de 1970, la explotación forestal en 
el PN Lanín se autorizaba según la capacidad de aserrado de los solicitantes (APN 
1953), asumiendo que la disponibilidad del recurso era infinita. Antes de su creación, 
en 1937, ya había una intensa actividad, pese a la escasa población. Se superponían 
ocupaciones, incendios, ganadería y explotación forestal tras su colonización. Lo que 
algunos describen como políticas duras de conservación no difería del estilo de gestión 
estatal predominante en la época. El ingeniero ruso Nicolás Lebedeff (1942), respon-
sable forestal de APN, narra que el responsable del AP prefería vedar el territorio al 
pastoreo por falta de personal para hacer un manejo forestal racional. Sugería “tomar 
en consideración los intereses de muchos pobladores pobres (…) para quienes la pro-
hibición terminante (de la ganadería) significaría en muchos casos una ruina” (15). 
En lugar de ordenar los usos, la decisión fue simple y mala: continuó la tala selectiva 
de árboles de raulí (Nothofagus alpina, especie de mayor valor comercial) y el pastoreo 
sobre renovales. Como en otras AP de Argentina, la aversión a la conflictividad am-
biental llevó a la anomia decisoria, y a la desfloración del bosque: “Los bosques han 
sido tratados como cualquier bosque de propiedad particular, mal administrados, del 
que no se saca la renta, sino que se destruye el capital” (Lebedeff 1942, 7).

El paradigma de la exclusión tiene como fortaleza su sencillez. En AP de gran ta-
maño, límites claros y ninguna población, los procesos naturales deberían fluir. Con 
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67 000 ha, el PN Iguazú, en Argentina, sin pobladores residentes, protege la selva y 
es fuente de valiosos servicios ecosistémicos y turísticos que benefician a la población 
externa (Altamira y Martín 2009). Junto a otras AP,2 conforma el principal núcleo 
natural de la región. En alternativa, en el PN Los Alerces, de 264 000 ha, se gestiona-
ron reubicaciones y cambios voluntarios de actividades de pobladores (APN 1997)3. 
Carpinetti (2004) expone procesos de reconocimiento y participación de las co-
munidades mapuce y sus dificultades para proyectar sustentabilidad. Los territorios 
y áreas conservados por pueblos indígenas y comunidades locales (TICCA 2022) 
comprometen una asociación estrecha entre ese tipo de gobernanza local efectiva y 
conservación.

La Meta 2020 del CBD impulsó la reciente cobertura del 25,4 % con AP en 
tierras de Latinoamérica (Protected Planet 2022). La inclusividad justificó procesos 
que llevaron a incluir poblaciones dentro de las nuevas AP creadas sobre zonas habi-
tadas (D´Amico 2015). Ante la meta de 2030, resulta un criterio clave. 

El consenso social abre la puerta a nuevos territorios, maximiza la complejidad e in-
certidumbre y no se logra si los actores sociales sólo están ávidos por capturar recursos. Es 
el caso del AP Bahía San Antonio, en el que la alteración física y química en costas, aguas 
y lechos marinos y la promoción de sus playas como “Caribe del sur”4 impactan sobre 
el atractivo convocante y el emblemático caballito de mar (Hippocampus patagonicus) 
endémico de esa bahía (Wei et al. 2017). Un 50 % de sus casi 100 km de costas se está 
urbanizando, contradiciendo el plan de manejo, cuyos valores protegidos son el paisaje, 
las aves migratorias costeras y el cordón medanoso (Giaccardi 2014) (mapa 1).  

En el PN Cabo Polonio (Uruguay) durante años se debatió sobre proteger 
su paisaje y biodiversidad o urbanizar, jaqueando al endémico sapito de Darwin 
(Melanophryniscus montevidensis)5 y a los últimos médanos del “Uruguay Natu-
ral” con que ese país se identifica. 

Existen AP que incluyen atractivos turísticos mundiales, generadores de empleo 
e ingresos, como Galápagos (Ecuador), Iguazú (Argentina), Do Iguazú (Brasil) o 
Torres del Paine (Chile). Otras unidades carecen de usos actuales directos signifi-
cativos, excepto los poco reconocidos servicios ambientales (León-Morales 2007). 
Los modelos de gobernanza de AP pueden variar, desde los más verticales a los muy 
inclusivos, en los cuales comunidad y Estado articulan horizontalmente sus inicia-
tivas (Borrini-Feyerabend et al. 2014). Por sí mismos, son insuficientes para revertir 
la pobreza extendida en la sociedad, pese a que no suelen faltar propuestas fáciles 
contrarias al verdadero interés público.6 

2 El PN do Iguazú de Brasil (185 000 ha) y la Reserva Uruguaí (84 000 ha). 
3 Algunos pobladores preferían resituarse sobre zonas más accesibles o migrar a ciudades por edad u oportunidades de vida; el Estado 

procuraba ordenar el territorio.
4 En el verano 2021/22 se registraron 450 327, según datos oficiales suministrados por la Secretaría de Turismo de El Calafate (2018). 
5 Amenazado de extinción.
6 Notorios ejemplos de acciones gubernamentales sobre AP cuestionadas por actores sectoriales hay en Brasil (deforestación amazóni-

ca), Perú (minería ilegal), Bolivia (Tipnis), México (Chiapas), Ecuador (Yasuní), etc. 
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Parece excesivo esperar que las AP integren a sociedades fragmentadas y mitiguen 
las condiciones sociopolíticas dominantes, descritas por CEPAL (2019b, 23) como 
“desigualdades estructurales, injustas e ineficientes, la cultura del privilegio”, y “una 
institucionalidad social en construcción”, porque corresponde a otra escala de in-
tervención. Redclift y Woodgate (1997) mencionan que el principal objetivo de las 
políticas para la reducción de la pobreza y el manejo sostenible de los recursos natu-
rales debería ser ampliar las opciones disponibles a los pobres. Las AP sólo podrían 
aportar algunas. 

La complejidad social se profundiza en toda Latinoamérica. Convive con so-
ciedades posmodernas “de naturaleza líquida”, como las denominaría el sociólogo 
polaco Zygmunt Bauman, compuestas por segmentos preindustriales (pobladores 
indígenas y campesinos), industriales (textiles o metalúrgicas tradicionales) y po-
sindustriales (servicios favorecidos por la globalización e informatización) y con po-
bladores marginalizados residentes en “villas miseria” o favelas. Decisiones macro-
económicas, modelos socioterritoriales vigentes y avances tecnológicos moldean la 
inclusión y la exclusión social. 

Mapa 1. AP Bahía San Antonio: principales impactos

Fuente: elaboración propia.
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¿Cinismo o sostenibilidad? 

La necesidad política de proclamar iniciativas “verdes” promueve propuestas para el 
desarrollo sostenible (DS) que afectan directa o indirectamente los recursos de las 
AP. Podrán asumirse o crear riesgos en actividades como pesca, minería, fracking, 
desmonte, puertos, tránsito, desagüe de efluentes o acceso a usos ancestrales. En su 
consideración subyace el paradigma del “excepcionalismo humano”, que vincula la 
singularidad de la cultura con la ausencia de constricciones ecológicas y la capacidad 
(supuesta) de adaptación para resolver todos los problemas (Vanhulst 2012). La fe en 
la modernidad, desde el progresismo al hipercapitalismo, igual de antropocéntricos, 
retrotrae a cínicos pensamientos positivistas de que alguien algún día se ocupará de 
las externalizaciones negativas. Para la Sociología posmoderna, el enfoque construc-
tivista de los ‘problemas ambientales’ se construye mediante interacciones sociales, 
externalizando a la naturaleza (Leff 2011). 

Las AP pueden hacer grandes aportes, pero definir qué, cuánto o dónde producir 
complica modelarlas. Ante poblaciones numerosas, demandantes y hasta resenti-
das, hallar respuestas multivariables, adaptativas y ecosistémicas será difícil. ¿Cuánto 
pastaje es admisible? ¿Cuánto bosque convertir en cultivos? ¿Cuánto fragmentar? 
PNUD (2006) abrió un debate desafiante titulado “Áreas protegidas y Desarrollo 
Humano ¿por qué proteger a una iguana cuando hay niños desnutridos?”, con dos 
dilemas: “¿debe protegerse al ambiente frente a la pobreza circundante? ¿deben esta-
blecerse relaciones de equidad entre las generaciones actuales y las futuras?”

Generalmente, los buenos propósitos –en el paradigma de la inclusión– conllevan 
modelos de manejo exigentes, que mal aplicados, pueden ahondar el deterioro. Perver-
sos modelos distributivos, tolerados o fomentados, se observan en la región amazónica 
con la minería de oro, diamantes y coltán. Legal o ilegal, según la Red Amazónica 
de Información Socioambiental Georreferenciada (RAISG  2022), produce estragos 
sobre suelos, aguas, biodiversidad y daños directos o indirectos al 15% de las 649 AP 
identificadas en la Amazonía y a unos 200 territorios y pueblos indígenas. En 2014, 
la minería ocupaba a unas 600 000 personas7 en Venezuela, Brasil, Bolivia, Ecuador y 
Perú. Gobiernos socialmente “sensibles” flexibilizaron leyes y controles, sin asumir la 
magnitud de los impactos sobre personas y biodiversidad (mapa 2). 

Las AP ofrecen muchos beneficios sociales; no obstante, hay autores que cues-
tionan si alivian la pobreza o la agravan (Schleicher et al. 2019). Para las metas 
ODS 2030 número 13 (acción por el clima), 14 (vida submarina) y 15 (vida de 
ecosistemas terrestres) son instrumentos que ofrecen valiosos bienes y servicios 
ecosistémicos. Gestionarlas es posible, pero no simple; requiere madurez institu-
cional y habilidades para operar diseños socioambientales que reflejen al estado de 

7 Se calculaba un mínimo de 200 a 400 t/año de mercurio volcadas a los ríos.
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los componentes patrimoniales, variables incidentes, valores en juego, beneficia-
rios, financiamiento, viabilidad social, etc.

Los optimistas creen que uso intensivo y conservación pueden conciliarse siem-
pre. Ya sea que haya recursos suficientes o sobredemanda, los enfoques extractivistas 
raramente culminan en estilos de desarrollo equitativos y sustentables, mientras los 
cuantiosos servicios ambientales de las AP suelen infravalorarse (agua potable, riego, 
descontaminación, recreación, pesca, estabilidad de suelos, cuencas, clima, etc.) al 
igual que la infraestructura ecológica para reducir la vulnerabilidad social (Gudynas 
2007; Gallopín 2003; Gligo et al. 2020). Gudynas (2015) define al extractivismo 
como apropiación de recursos naturales para exportarlos. Lo identifica por su di-
mensión, por los impactos directos o indirectos y el destino internacional de lo pro-
ducido. Considera que es responsable de la declinación de la biodiversidad.

La territorialización de comunidades es una demanda válida, aunque a veces con-
fusa. Desde la Antropología se cuestionan los estándares de los reconocimientos 
estatales, validando reclamos, ocupaciones y usos en los que identidades, saberes 
y cultura pueden aparecer inciertos (Ferrero 2019). Otras demandas escalan hasta 
reivindicar la lucha armada (por ejemplo, la Coordinadora Arauco-Malleco mapuce, 

Mapa 2. Sitios con minería ilegal identificados en la región amazónica

Fuente: RAISG (2022) 
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en Chile) o son impulsadas por el asesinato de activistas ambientales como Bruno 
Pereira y Dom Phillips (Brasil). 

Evidencias positivas observaron Altamira y Martín (2009) calculando que la eco-
nomía vinculada al PN Iguazú llegaba a US$ 157 000 000,8 con 1 080 000 de visi-
tantes registrados, y dando lugar a empleos y mejor calidad de vida. En 2019, (antes 
de la pandemia COVID 19), había alcanzado los 1 630 000 de visitantes (SIB 2023). 
Para la Secretaría de Turismo de El Calafate (2018), localidad económicamente de-
pendiente del PN Los Glaciares, los 256 622 turistas recibidos en 2017 gastaron (sin 
pasajes aéreos) unos 345 500 000 dólares. Diez años antes no llegaban al 25 % de la 
cifra. Roberg (2009), menos optimista, opina que más turismo implica crecimiento 
económico, pero no armonización en las esferas social y ambiental porque las AP, 
insumo territorial disponible, son mercancía en proceso de transformación.

Mitos, presiones, conflictos, oportunidades

“La corriente de opinión mayoritaria entre los conservacionistas es que las pobla-
ciones locales son sus aliadas naturales frente a los procesos modernos de ocupación 
territorial que amenazan tanto la biodiversidad como los medios de subsistencia y 
tradiciones” (Fernández-Baca y Martín 2007, 1). Sin embargo, conservacionistas y 
pueblos indígenas y locales podrían poseer agendas con prioridades diferentes: los 
primeros, biodiversidad y cierto acceso público a los recursos y los segundos, prote-
ger y legalizar territorios para uso propio. Ambas pretensiones pueden ser legítimas. 
McPherson (2006) asume que, en las AP, el conflicto es el síntoma de desacuerdos 
sobre acceso y uso de los recursos. 

Abrir las AP a la participación social ya no admite discusión. Una adecuada go-
bernanza ofrece oportunidades para elevar el desarrollo humano si los actores actúan 
responsablemente, ideando beneficios compartidos. De lo contrario, los conflictos 
proseguirán. Convocar a la participación legitima un modelo, pero no necesaria-
mente mejora los resultados. Podría ser paradójico que procesos validados social-
mente no den frutos o impacten perversamente sobre la biodiversidad.

Participación, gobernanza democrática e inclusión social facilitan consensos y 
expectativas; son medios, no fines. Abren agendas que aportarán positivamente si los 
procesos avanzan hacia objetivos de conservación. Un caso paradigmático ocurrió 
cuando en las AP de Argentina se promovió la creación de Consejos Asesores Lo-
cales, cíclicamente capturados por lobbies sectoriales, ante cuyos efectos solían des-
convocarse (Marcelo Almirón, exdirector nacional en APN, 20 de agosto de 2021). 

Ante condiciones complejas, la UICN, el Programa sobre el Hombre y la Biosfera 
(MAB) y la CBD sugieren integrar naturaleza y sociedad para crear AP de categorías 
8 La cuarta parte del total calculado para todo el sistema de AP de Argentina.
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IV (manejo de hábitats/especies), V (paisaje protegido) y VI (uso sostenible) y Re-
servas de la Biosfera. A ellas se agregan las denominadas “otras medidas eficaces de 
conservación basadas en áreas”.9 Todas permiten el juego participativo, intensificar 
usos y transferir derechos comerciales.

Resultados y discusión

Medidas para disminuir las presiones

En un proceso inclusivo, las demandas de poblaciones crecientes multiplican las 
exigencias sobre las AP, pero estimular conductas apropiadas y pactar actividades 
y estrategias de bajo impacto debería rebajar presiones y evitar transgresiones. En 
la tabla 1 se recogen variadas medidas aplicadas en el pasado que podrían integrar 
modelos para las AP y a un amplio entorno matricial. Tales modelos no pueden ser 
reduccionistas ni lineales, pues corren el riesgo de pasar a un desarrollo viciado, sen-
dero que Gallopín (2003, 30) describe como de crecimiento económico material sin 
mejora real de la calidad de vida.10

Tabla 1. Medidas para disminuir la presión sobre las AP  
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De diseño, fraccionamientos territorial y sociales

Diseñar las nuevas AP con baja población interna o 
cercana X X

Estabilizar o disminuir población en AP X X X

Reconocer derechos a poblaciones preestablecidas  X X X

Fortalecer oportunidades urbanas fuera de AP (vivien-
das, instalar empresas, otras) X X X

Reasentar/ concentrar poblaciones dispersas X X X

Expropiar propiedades rurales críticas X X

Transferir derechos de uso preexistentes de zonas críticas 
a compatibles X X X

Prohibir fraccionamientos/ venta de propiedades X X

Fijar estándares restrictivos para nuevas mejoras (FOS,11 
FOT,12 etc.) X X

Apoyar socialmente a familias para integrarlas X X X X

9 Definidas en la COP14 del CBD de 2018. 
10 Señala que “muchos países continúan tratando de seguir esta trayectoria”. 
11 Factor de ocupación del suelo: área construida/ área predial. 
12 Factor de ocupación total: área cubierta total/ área predial.
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Diseñar un modelo operacional, seleccionando y adaptando medidas a una reali-
dad socioambiental específica, implica transparentar anticipadamente iniciativas, 
con su costo político. Según el contexto, ciertas medidas podrían resultar inviables 
porque conservar la biodiversidad y a la vez proveer beneficios equitativamente 

Tabla 1. (Continuación)

MEDIDAS

RESULTADOS
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De diseño, fraccionamientos territorial y sociales

Coordinar esfuerzos Estado-Estado y Estado-ONG para 
mayor calidad de vida local X X X X X X

Conocimiento/educativas

Orientar educación pública local a conservación X X X X

Promover profesionalización compatible (guías turísti-
cos, gastronomía, transporte, alojamiento, produccio-
nes, etc.)

X X X X

Capacitar sobre oportunidades alternativas X X X X

Transferir técnicas sobre usos sustentables a/entre 
productores X X X X

Económicas 

Fomentar/ financiar reconversiones productivas y 
microemprendimientos (alojamiento, campamentos, 
artesanías, alimentos, servicios, etc.)

X X X X

Quitar incentivos perversos (usos gratuitos dentro-fue-
ra, desgravaciones, otros) X X X X

Promover empleos alternativos a los tradicionales X X X

Subsidiar tecnologías y no uso de recursos (leña, caza, 
etc.) X X X X X

Bajar costos de servicios básicos (electricidad, gas) X X X X

Cambiar usos extensivos por intensivos acotados X X X X X X

Crear gravámenes progresivos según área ocupada, 
escala productiva e impacto X X X

Dotar de comunicación (tv, telefonía, internet, etc.) X X X

De planificación, control y representación

Planificar participativamente AP y usos específicos X X X X X X

Delimitar y controlar efectivamente zonas en uso, 
vedando las demás X X X X

Monitorear exhaustivamente el ambiente X X

Mejorar la calificación y el número de guardaparques X X

Auditar tendencias, resultados e impactos X X

Promover organizaciones de pobladores y prestadores X X X

Incorporar pobladores al personal del AP X X X X X

Fuente: elaboración propia.
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supone enfrentar injusticias, complejidades y conflictos, reconocer actores y esta-
blecer alianzas. 

Superar inequidades sociales precisa del rol irremplazable del Estado como ár-
bitro y promotor de DS. Sin embargo, aliarse a los poderosos13 facilita el control 
social. Los modelos alternativos pueden plantear escenarios desafiantes según quién 
se beneficie; muchos agentes públicos que gestionan AP distribuyen derechos trans-
cribiendo el mapa de poder preexistente. Tres casos diferentes podrían ilustrarlo.  

En el PN Nahuel Huapi, hasta el año 1991, se otorgaron derechos de uso turís-
tico exclusivo a entidades gremiales, educativas y religiosas sobre enclaves privilegia-
dos costero- lacustres, sin límite temporal. Estos “pioneros” obturaron el libre acceso 
público a las mejores costas.  

En el PN Talampaya (Argentina), cuyo principal atractivo turístico es un inmen-
so cañón desértico, hasta el 2003 una cooperativa ad hoc de transportistas radicados 
cerca del AP monopolizaba los servicios de excursiones, con vehículos inadecuados 
y sin abonar derechos al Estado, registrando unos 30,000 visitantes. Tras planifi-
carse participativamente, se licitó y concesionó a una pequeña empresa radicada a 
400 km, a la que se le exigió inversión y canon. La cooperativa recibió un subsidio 
para adaptarse a otra prestación alternativa. Cuatro años después, se duplicaron los 
visitantes, surgieron nuevos prestadores, dos localidades cercanas (Pagancillo y Villa 
Unión) son receptoras de turismo (Altamira, Tavernelli y Martín 2011) y el AP sim-
boliza el patrimonio local y regional (Vega 2021). 

En Ecuador, el Estado reconoció el territorio ancestral al pueblo cofán, cedió la 
administración de sus tierras, fondos para desarrollar proyectos y habilitación para 
designar guardas cofanes (Fernández-Baca y Martín 2007).

Poder, pobreza, conservación y límites 

Muchas entidades públicas administradoras de AP han ganado reconocimiento pú-
blico y presupuesto. Con 8,688 áreas designadas, que cubren 5,15 millones de km2 
terrestres (25,4%) y 4,07 millones de ha marinas (25,7%), la biodiversidad latinoa-
mericana debería ser la más protegida del mundo, pero su efectividad se evalúa poco 
(Protected Planet 2022; SIFAP 2022). 

En Argentina, los directores de AP se han vuelto localmente influyentes y los 
políticos proponen nuevas áreas para ganar reputación. El sector de las AP va 
adquiriendo relevancia y acumula paralelamente demandas irresueltas y compro-
misos sociales. La visibilidad entusiasma, pero la participación de las AP dentro 
del presupuesto nacional apenas fluctúa entre 0,00029 y 0,00117% (Martín 
2022). Esto, sin ser la peor de la región. El verdadero poder a veces está atado a 
13 Poderosos de cualquier índole: por capital, prosapia, representación, violencia o toda forma de control social. 
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grandes empresas que se enverdecen ofreciendo financiamiento y compensacio-
nes territoriales.

El poder, como capacidad de actuar con pocos impedimentos, suele ser interpre-
tado con linealidades ideologizadas y reduccionistas. Para Folchi (2001), la teoría 
del “ecologismo de los pobres” de Martínez Alier, parte de que la defensa del medio 
ambiente suele provenir de situaciones donde los ricos excluyen a otros para bene-
ficiarse. Rebatiéndola, atribuye a los conflictos ambientales “impureza ideológica” y 
múltiples direcciones y propone comprobar resultados. Si sobre las AP y su entorno 
predominan pretensiones humanas insustentables, cualquiera que sea el segmento 
social, dimensión o justificación, su trayectoria hacia el futuro quedará viciada y sólo 
se podrá esperar más pobreza, como presume Gallopín (2003). 

Considerando el relativo poder sectorial de los sistemas de AP, en la tabla 2 se 
exponen oportunidades y límites recopilados en este estudio.

Tabla 2. Oportunidades y límites en el poder de intervención desde las AP

Confusión de los fines con los medios Se ha confundido a la participación social con solución social. Crear 
modelos nuevos, complejos y comprensivos implica involucrar 
actores e impactar positivamente sobre hábitats y sociedades.

Dimensión de la puja de intereses Demandas crecientes significan recursos en disputa dentro de juegos 
de poder. Hay que operar con administradores que deben negociar 
con jerarquías superiores, grupos hostiles y hasta armados.

Variedad de retos del nuevo escenario Las presiones pueden originarse en usos tradicionales como gana-
dería o extracción de leña, u otros como ecoturismo, turismo místi-
co-esotérico o fijación de carbono.

Intensificación y superposición de presiones Los usos preexistentes pueden potenciarse por aumentos poblacio-
nales o demandas de los mercados. Productos antes solo consumidos 
in situ (carne salvaje, pesca, madera, predios para construir, soja, 
etc.) pueden alcanzar precios exorbitantes. El yaguareté es cazado 
para abastecer al mercado chino de collares simbólicos (Smink 
2017) y se proyecta hidrógeno “verde” en el AP Valle Cretácico (510 
855 ha) (ANRED 2021).

Actores representados y no representados Los funcionarios intentan mantener el equilibrio entre actores 
presentes en las AP,14 pero deben considerar a actores ausentes como 
visitantes, emprendedores comerciales15 y generaciones futuras.

Inserción en la matriz política Gestionar en la arena política abre ámbitos útiles, pero podrían estar 
dominados por poderes predatorios, clientelismos y expertos en 
manipular pobreza y participación. 

Financiamiento y recursos disponibles La participación proporcional de los presupuestos para AP dentro 
de los estatales es ínfima y la brecha con las necesidades, alta; quizá 
haya perspectivas de escenarios mejores.    

Fuente: elaboración propia.

14 Propietarios privados, pobladores criollos, comunidades originarias, concesionarios, etc. 
15 Cualquier interesado en actividades económicas radicado fuera de lo considerado “local”.  



157 Páginas 141-161e-ISSN: 1390-6631

Áreas protegidas e inclusión social: contradicciones, mitos y modelos territoriales en Argentina y Latinoamérica

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

El poder real de este tipo de autoridad ambiental se construye validando en la sociedad la 
buena relación entre aplicar herramientas conservacionistas y mejorar la calidad de vida, 
en ese orden y en su escala. En ocasiones, la debilidad sectorial proviene más de caren-
cias intrínsecas (personal, capacitación, financiamiento, valores, etc.) que de paradigmas. 
Faltan instrumentos básicos para intentar redireccionar culturas y políticas hegemónicas.  

A los condicionamientos de la tabla 2, se agrega que en la APN se evalúa la efecti-
vidad de gestión en todas sus unidades, aunque con indicadores poco sensibles a ob-
jetivos de conservación e impacto social; en los sistemas provinciales prácticamente 
no se monitorea. En Latinoamérica, sólo el 13 % del total de AP individuales reporta 
evaluaciones de gestión (Protected Planet 2022). Entre designar AP y gestionarlas en 
su complejidad persiste una profunda brecha.     

Conclusiones 

Ciertas miradas ven a las AP como una tierra prometida donde superar los estigmas 
de las sociedades distribuyendo desmedidamente sus recursos. Pero incluso si los 
problemas sociales se resolvieran mejor allí que en el resto del territorio, sería ini-
maginable modificar desde ellas la situación de la matriz socioterritorial general, si 
predomina el cortoplacismo y la insostenibilidad. 

Para proteger la biodiversidad, algunos preferirían soslayar al componente an-
trópico de las AP, mientras una mayoría insta a validar como inclusividad social su 
presencia, acceso circunstancial o captura de los recursos disponibles. Los debates 
entre criterios biocéntricos y antropocéntricos oscilan entre reclamar un mundo in-
habitado y alabar prácticas tradicionales acríticamente, en escenarios que carecen 
de las demografías, tabúes y tecnologías originales. El mundo real se ordena de un 
modo más heterodoxo; problemas y soluciones pueden llegar de todas direcciones, 
sin santos ni demonios predefinidos, ni soluciones unidimensionales. Con diagnós-
ticos ineficaces, se agotará el tiempo para evitar una catástrofe socioambiental. 

Afortunadamente, la participación pública dejó de ser ocasional, para interna-
lizarse en los sistemas de AP. Algunos la mitifican porque puede traer beneficios, 
pero también puede viciarse como una vía más de control social. No es una panacea 
multipropósito, ni un fin en sí misma, constituye una herramienta ineludible de la 
gobernanza, que facilita consensos. 

Como expresan los ODS, superar la pobreza requiere políticas institucionales 
concurrentes, que ataquen sus causas. Las AP pueden atraer turismo, sostener in-
fraestructuras verdes, evitar calamidades, acumular agua, fijar carbono y reducir la 
vulnerabilidad y la pobreza. Pero si esta última es interpretada solo como falta de ac-
ceso a los recursos y no en todas sus dimensiones, sería riesgoso intentar solucionarla 
distribuyendo los recursos momentáneamente abundantes de las AP. 
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El extractivismo es un gran motor de impacto sobre las AP y sus entornos, pero no 
pueden minimizarse otros impactos de naturaleza local y acumulativa. Un modelo su-
perador debería intentar maximizar los beneficios sociales locales, generales y futuros, 
sin excluir ninguno, sopesando impactos positivos y negativos, ambientales, económi-
cos y sociales, con un diseño abierto, flexible, monitoreable y adaptativo, seguramente 
complejo y postantropocéntrico. Los resultados de este artículo ofrecen insumos para 
construir modelos apropiados para cada combinación socioterritorial que incluya AP, 
enfocados en atender sus oportunidades y limitaciones, sin olvidar el objetivo de soste-
ner la biodiversidad y la calidad de vida humana, ambos y en ese orden.    

El desafío de conservar la naturaleza con justicia y equidad no se cumplirá por cap-
turar declarativamente un 30 % de la tierra en AP. Esto sería una engañosa hipertrofia 
territorial. Sin objetivos, gestión, evaluación, adaptación y consensos, la sostenibilidad 
ambiental a partir de las AP podría ser una meta inalcanzable ante la complejidad 
ambiental, actores exasperados, el limitado poder del sector ambiental, los medios con-
fundidos con fines y persistentes incentivos perversos. Urge enfrentar el problema y 
desarrollar nuevos modelos para Argentina y seguramente también para la región. 
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Resumen
En esta revisión se describe el uso instrumental que el poder central de México hace del territorio del estado de Hidalgo, 
como consecuencia del colonialismo, del metabolismo extremo de la Ciudad de México (CDMX) y de las políticas 
neoliberales derivadas del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Se recurre al término “basurización” para 
designar la posición subalterna del estado de Hidalgo frente a los intereses de la CDMX y a los procesos de acumulación 
del capital. Se exponen las consecuencias de este fenómeno, evidente en la degradación ambiental causada por la minería, 
la industria cementera y las aguas residuales de la CDMX. Asimismo, se emplean los conceptos de “zonas de sacrificio” 
e “infiernos ambientales” para explicar la acción comunitaria contra el deterioro de la calidad del aire en el corredor 
Apaxco-Tula-Atotonilco, la construcción de un confinamiento de residuos peligrosos en Zimapán, el Plan Hídrico de 
Tula de Allende, y la construcción de un relleno sanitario en Atitalaquia. Se concluye que esas acciones responden a la 
basurización histórica de las comunidades afectadas, y se resumen algunos factores clave para revertirla.   

Palabras clave: aguas residuales; conflictos ambientales; justicia ambiental; metabolismo urbano; residuos sólidos 
urbanos; zonas de sacrificio

Abstract
This review describes the instrumental use that the central power of Mexico makes of the territory of Hidalgo state, 
which is a consequence of colonialism, the intense metabolism of Mexico City (CDMX), and the neoliberal policies 
derived from the North American Free Trade Agreement (NAFTA). To do this, the term “garbagization” was used to 
describe the subaltern position of Hidalgo state in relation to the interests of CDMX and the processes of capital ac-
cumulation. The consequences of this phenomenon, evident in the environmental degradation caused by mining, the 
cement industry, and sewage from CDMX, are presented. The concepts of “sacrifice zones” and “environmental hells” 
are used to explain community actions against the deterioration of air quality in the Apaxco-Tula-Atotonilco corridor, 
the construction of a hazardous waste landfill in Zimapán, the Tula de Allende Water Plan, and the construction of a 
sanitary landfill in Atitalaquia. The paper concludes that these actions respond to the historical garbagization of the 
affected communities and summarizes some key factors to reverse it. 

Key words: environmental conflicts; environmental justice; municipal solid waste; sacrifice zones; urban metabo-
lism; wastewater
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Introducción

En el mundo, se producen alrededor de 2 000 000 000 de toneladas de residuos 
sólidos urbanos (RSU), y se estima que ascenderán a 3 400 000 000 en 2050 (Kaza 
et al. 2018). Estos tienen numerosos y graves efectos ambientales, tanto locales como 
globales, si no se les maneja de modo adecuado. Cerca del 37% de los residuos pro-
ducidos a escala mundial se deposita en algún tipo de vertedero; el 33% se dispone a 
cielo abierto; el 11% se envía a un proceso industrial de incineración, y solo el 19% 
se recupera a través del reciclado o el compostaje. En el Sur Global es común que no 
exista una infraestructura suficiente para manejar los residuos, y que estos terminen 
en vertederos no controlados (hasta el 93% en algunos países; Kaza et al. 2018) o se 
quemen a cielo abierto. 

Por una parte, si los RSU se destinan a vertederos no controlados, generan lixivia-
dos que contaminan aguas subterráneas y superficiales, además de representar sitios 
de reproducción para vectores biológicos de enfermedades y reservorios de zoonosis 
urbanas (Krystosik et al. 2020). Por otra parte, su quema a cielo abierto produce 
y dispersa sin control dióxido de carbono (CO2, el gas de efecto invernadero más 
común) y otros gases promotores de lluvia ácida; contaminantes tóxicos tales como 
metales pesados, hidrocarburos aromáticos policíclicos, dioxinas y dibenzofuranos 
policlorados (Tait et al. 2020). Estos últimos constituyen contaminantes persistentes 
de producción no intencional, para los cuales una de las escasas vías de mitigación es 
justamente prevenir la incineración y, a fortiori, la quema de residuos a cielo abierto 
(Convención de Estocolmo 2001). Sin embargo, incluso si se les confina en rellenos 
sanitarios, los residuos sólidos emiten gases de efecto invernadero (GEI) que, cuando 
no son capturados in situ, representan el 5% de las emisiones globales (Kaza et al. 
2018). Por dichos efectos socioambientales, las dificultades que conlleva su manejo 
sustentable y la velocidad a la que se producen, enfrentamos una crisis global de los 
residuos (Zorpas et al. 2021). 

A partir de la década de 1980, la economía mexicana pasó de tener como eje el 
desarrollo y la industrialización planificados por el Estado, a la desregulación y la 
privatización que resultaron de las reformas decretadas por los gobiernos neolibera-
les. Dicho proceso se intensificó a partir de la entrada en vigor del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (TLCAN), en 1994, que allanó el camino para el 
desmantelamiento de la industria nacional, la privatización o el despojo de espacios 
o servicios públicos, la apertura desmesurada a las mercancías importadas y, en gene-
ral, al saqueo de la riqueza natural y los servicios estratégicos de la nación (Ochoa-
Chi 2019, 84). Al cabo de apenas unos cuantos años, los efectos de la entrada en 
vigor del TLCAN ya eran evidentes en la depredación de los recursos naturales y en 
la contaminación ambiental (Ochoa-Chi 2019, 90).
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Desde entonces, las consecuencias socioeconómicas de estas reformas y el de-
terioro ambiental del país no han hecho sino aumentar, y se han aparejado con la 
multiplicación y diversificación de los conflictos socioambientales. La degradación 
ambiental que se constata en México se debe, entonces, a la aplicación de un modelo 
de desarrollo que subordina los territorios, sus recursos y los derechos de las personas 
que en ellos habitan, a una dinámica irracional de acumulación y concentración del 
capital. Si se utiliza la huella ecológica para estimar la presión social sobre el ambien-
te, se tiene que en 1961 se necesitaban alrededor de dos hectáreas para sostener a 
cada habitante del país, y que 50 años más tarde esta superficie había alcanzado las 
2,9 hectáreas (SEMARNAT 2016). Al analizar por separado cada entidad federativa 
del país, la mayor huella ecológica corresponde a la Ciudad de México, que asciende 
a 4,7 hectáreas (Albornoz-Mendoza, Ortiz-Pech y Canto-Sáenz 2020).

La degradación ambiental de México es particularmente visible en el manejo 
inadecuado de los residuos sólidos. Estos se producen en cantidades crecientes, so-
bre todo, los RSU, los de tipo industrial y hospitalario (Ochoa-Chi 2019, 90). Tal 
generación de residuos es impulsada por la urbanización salvaje1 del país y los nuevos 
patrones de producción y consumo incentivados por el TLCAN que, entre otros 
aspectos, multiplicaron los centros comerciales y las tiendas de autoservicio. Así, 
en la década de los años cincuenta del siglo pasado, mucho antes de que se hubiera 
instalado el modo de consumo norteamericano, cada habitante producía de 300 a 
370 gramos de RSU al día (Ochoa-Chi 2019, 91), compuestos entre el 65 y 70% 
por materia orgánica biodegradable (SEMARNAT 2016). Para 2020, la producción 
per cápita diaria de RSU aumentó a 944 gramos, de los cuales la fracción orgánica 
solo representaba el 46,4% (SEMARNAT 2020). Esto equivale, en todo el país, a 
más de 120 000 toneladas diarias de RSU (SEMARNAT 2020). Alrededor de la 
décima parte de esta cantidad se genera en la Ciudad de México (CDMX), que pro-
dujo cerca de 12 300 toneladas diarias en 2020 y no cuenta con rellenos sanitarios 
funcionales en su territorio (SEDEMA 2021).

En esta investigación se describe el uso instrumental que el poder central de Mé-
xico y de su capital hace del territorio del estado de Hidalgo, que se deriva del colo-
nialismo, el metabolismo extremo de la CDMX y las políticas neoliberales derivadas 
del TLCAN, tanto federales como estatales. Para ello, se desglosarán cinco seccio-
nes: 1) observación histórica de la degradación ambiental de varias zonas del estado 
causada por la minería, la industria cementera y las aguas residuales de la CDMX, 
que se analizarán mediante los conceptos de basurización (Castillo-Durante 1999) y 
metabolismo urbano (Delgado-Ramos 2015); 2) revisión de la adecuación de las cla-
ves de zonas de sacrificio e infiernos ambientales para describir las condiciones que 

1 A diferencia de la urbanización clásica, que ocurre en el siglo XIX como consecuencia de la concentración del capital industrial, en 
México y otras zonas del mundo la urbanización salvaje se presenta por la apertura desmesurada al capital extranjero, el desman-
telamiento económico y el desgarramiento de la estructura sociopolítica del país (Ochoa-Chi 2019, 84).



165 Páginas 162-179e-ISSN: 1390-6631

La acción comunitaria contra la “basurización” de Hidalgo, México

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

enfrentan las poblaciones afectadas; 3) presentación de los conflictos ambientales 
relacionados con el deterioro ambiental y el manejo de residuos como una forma de 
reorganización comunitaria inédita en la zona; 4) exposición de la justicia ambiental 
como alternativa al discurso hegemónico de la modernización ecológica, en particu-
lar en lo concerniente a la basura cero (Rosas-Baños y Gámez-Anaya 2019); y, por 
último, 5) análisis de uno de los conflictos más recientes en la entidad, conformado 
en contra de la construcción de un relleno sanitario, como una de las respuestas a 
esta basurización histórica.

La basurización de Hidalgo, un proceso metabólico e histórico

Hidalgo es un estado del centro de México, con una superficie de 20 814 km2 que 
representa el 1,1% del territorio nacional. Su población es de 3 082 841 habitantes, 
que constituyen el 2,4% de la población total del país; el 52% vive en zonas urbanas 
y el 48% en zonas rurales (INEGI 2021). Su PIB representa el 1,6% del PIB nacio-
nal, y en los últimos 20 años pasó de tener un índice de marginación de muy alto a 
alto (López-Salazar y de la Torre-Valdez 2022).

Por su cercanía con la CDMX, de la que se encuentra a solo 80 km, Hidalgo 
está inmerso en el proceso de megalopolización que aquella inició a finales del siglo 
pasado. Este proceso de expansión horizontal, que caracteriza a numerosas urbes 
latinoamericanas, consiste en la conurbación funcional de la CDMX con otras zonas 
aledañas, como Toluca-Lerma (Estado de México), Cuernavaca-Cuautla (Morelos), 
Puebla (Puebla), Tlaxcala (Tlaxcala) y Pachuca-Tizayuca (Hidalgo), que conforman 
así una corona regional de ciudades. 

La conurbación funcional se relaciona con la dimensión metabólica de las ciuda-
des, que toman energía y materiales externos, y que una vez que estos se emplean, 
disipan calor y producen desechos, que van desde emisiones de CO2 hasta RSU y 
aguas residuales. Tales intercambios ocurren a una tasa muy intensa por unidad de 
área, lo cual solo puede ocurrir a partir de la subordinación de espacios territoriales 
situados más allá de la periferia urbana. En el caso de la CDMX, las zonas colindan-
tes ya mencionadas contribuyen al sostén de la ciudad aportando no solo energía, 
insumos materiales y agua, sino que también acogen a las actividades manufactu-
reras y comerciales que fueron expulsadas de aquella y, en última instancia, reciben 
los materiales de desecho generados. En particular, los enormes flujos de RSU y las 
aguas residuales que esta ciudad produce tienen consecuencias socioecológicas que se 
han externalizado de modo muy asimétrico (Delgado-Ramos 2015). 

El concepto del metabolismo urbano pone en evidencia la importancia de los 
mecanismos de evacuación de los residuos. Como ha resaltado Castillo-Durante 
(1999), los residuos, que son indisociables de cualquier metabolismo, vuelven vulne-
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rable al sistema puramente biológico o biosocioeconómico que los produce mientras 
este no los expulse. Esta expulsión material o basurización relaciona países, o bien 
regiones dentro de un mismo país (i.e., el centro y la periferia) de un modo desigual. 
Siguiendo al mismo autor, puede decirse que la basurización reemplaza una relación 
de sujeto a sujeto en la que el diálogo es posible, por otra en la que uno de estos 
sujetos ocupa un lugar de objeto, por ende, de subordinación y diálogo imposible. 

Según una síntesis de Exner y Gómez (2019), la modernidad sería una máqui-
na productora de valor, por un lado, y de basura, por el otro, como su contraparte 
necesaria. La función de esta máquina sería la legitimación de determinados siste-
mas simbólicos mediante la continua distinción entre deseado e indeseado, propio 
y ajeno, o adentro y afuera. Las alteridades así constituidas en basura son negadas 
y reprimidas a través de metáforas reiteradas de limpieza y purificación y los consi-
guientes procesos de higienización. Estas autoras mencionan las nuevas formas en 
que la “basurización simbólica” emerge como violencia política, por ejemplo, hacia 
las diferencias sexogenéricas o los migrantes. 

De un modo menos simbólico y más material, la descongestión de los residuos 
de los Estados Unidos de América (EUA) es la vía privilegiada de interacción con 
países como México, que asumen la posición de vertedero, e igual sucede con la 
relación que la CDMX ha establecido con los territorios circundantes. La asimetría 
de estas relaciones de poder forma parte de los constructos sociales que constituyen 
el metabolismo urbano extendido y que, a su vez, configuran los procesos de deste-
rritorialización y reterritorialización urbana como modos de acumulación del capital 
(Delgado-Ramos 2016).

La basurización de Hidalgo no es un proceso reciente. Sus orígenes pueden ubi-
carse en el periodo colonial. Las primeras minas de plata de la Nueva España se 
descubrieron en Zacatecas en 1546 y unos cuantos años más tarde (1552), en el 
distrito minero hidalguense de Pachuca-Real del Monte, aún activo. Los 470 años 
de explotación y saqueo de este distrito hacia urbes, primero, transatlánticas y, luego, 
transnacionales han producido cerca de 40 000 toneladas de plata y 231 de oro, que 
en el caso del primer metal equivalen a 16% de la producción nacional y 6% de la 
producción mundial (SGM 2021). La naturalización del abandono de sitios mine-
ros, que se constata en todo el mundo, en Hidalgo ha generado 751 de los llamados 
pasivos ambientales mineros, de los cuales 582 representan un riesgo alto para la 
población y 487, para los ecosistemas (SGM 2021).

Por otra parte, con la apertura en 1887 de la Compañía Manufacturera de Cal Hi-
dráulica comienza la historia cementera del estado, que hoy se concentra en el corredor 
Apaxco (en el Estado de México)-Tula (Hidalgo)-Atotonilco (Hidalgo) por la impor-
tante formación de roca caliza que ahí se encuentra (Hernández-Arellano 2020). Más 
tarde, en la zona comenzó a fabricarse el cemento Portland que sirvió para los grandes 
proyectos de infraestructura del porfiriato, como el Puerto de Veracruz y el Gran Canal 



167 Páginas 162-179e-ISSN: 1390-6631

La acción comunitaria contra la “basurización” de Hidalgo, México

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

de Desagüe de la Ciudad de México (Ramírez-González 2018). En el corredor Apax-
co-Tula-Atotonilco se encuentran hoy plantas de Holcim, Cemex, Cruz Azul, Lafarge, 
Carso-Elementia (Fortaleza) y varias caleras. Por ello, Hidalgo es el principal productor 
de cemento en México, con el 21,9% de la producción nacional. En 2003 se instaló 
Ecoltec (ahora Geocycle), filial de Holcim-Apasco, con el objetivo de “coprocesar” 
residuos en el energívoro proceso de producción del cemento. En 2012, tras el cierre 
del Bordo Poniente (CDMX), el que alguna vez fue el relleno sanitario más grande 
de América Latina, 3000 toneladas de RSU empezaron a incinerarse en las plantas de 
Cemex en Huichapan y Atotonilco (ambas en Hidalgo) y en Tepeaca (Puebla). Para lo 
anterior, el acuerdo incluía el pago por parte del Gobierno de la Ciudad de México de 
20 USD por tonelada de RSU a la empresa (Carrasco-Gallegos y Vargas-Juvera 2015).

Estas actividades, sumadas a las de la Refinería PEMEX de Tula y la planta ter-
moeléctrica Francisco Pérez Ríos, condujeron a que desde 1989 la región del Valle 
de Tula se clasificara como zona crítica en materia de contaminación atmosférica y 
a que en 2008 tuviera la incidencia de infecciones respiratorias agudas más alta de 
México (ICM 2021). En 2018, los niveles de partículas suspendidas (PM10 y PM2.5) 
provenientes, sobre todo, de la planta termoeléctrica y de la producción de cemen-
to y cal superaron los límites establecidos para proteger la salud (SEMARNAT/
INECC/CAME 2020) en varias partes de la cuenca atmosférica de Tula. De igual 
manera, ese año se registraron más de 140 días con concentraciones de dióxido de 
azufre superiores al límite vigente al día de hoy; este contaminante se asocia con 
las actividades de la termoeléctrica y del sector petroquímico, encabezado por la 
refinería de PEMEX. Se ha estimado que, si solo se redujeran los niveles de PM2.5, 
podrían evitarse entre 94 y 97 muertes debidas a causas generales por cada 100 000 
habitantes del estado (INSP 2016).

Agua limpia a cambio de aguas residuales 

Una de las principales facetas de la basurización del estado tiene que ver con las aguas 
residuales de la CDMX. El metabolismo de la capital articula cuatro cuencas que na-
turalmente no tienen conexión física entre sí: Valle de México, Alto Lerma, Cutzamala 
y Tula; las tres primeras abastecen los flujos de entrada (agua limpia) y la última recibe 
los flujos de salida (sobre todo, aguas residuales, más las escorrentías que en temporada 
de lluvias inundan la urbe) (Delgado-Ramos 2016). La CDMX se construyó sobre 
una cuenca endorreica que se ha ido desecando desde el periodo colonial a partir de la 
construcción de varias obras civiles, como el canal de Huehuetoca (1607), el tajo de 
Nochistongo (1789), el ya mencionado gran canal de desagüe del porfiriato (1905), el 
túnel de Tequixquiac (1954), el drenaje profundo (1975) y, en fechas más recientes, los 
emisores poniente (2010) y oriente (2019) (Delgado-Ramos 2016).
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Este sistema colecta alrededor de 57 m3/s de aguas residuales en túneles subterrá-
neos que las conducen hacia el centro de la ciudad y luego hacia la periferia norte 
(Delgado-Ramos 2016; Chahim 2022). A pesar de sus recientes ampliaciones, en 
temporada de lluvias esta infraestructura es insuficiente y se enfrenta a inundacio-
nes que el Sistema de Aguas de la Ciudad de México controla mediante bombas y 
compuertas distribuidas por toda la metrópoli. Este control distribuye de manera 
selectiva el exceso de aguas residuales mezcladas con escorrentías hacia algunas zonas 
periféricas (por lo general, pobres y desfavorecidas), que soportan eventualmente 
sus estragos para salvaguardar las zonas céntricas y con mayor poder adquisitivo 
(Chahim 2022).

Entre 1912 y 1976 se construyó un sistema de presas (Taxhimay, Requena, Endhó, 
Vicente Aguirre y Javier Rojo Gómez) al norte de la CDMX, con una capacidad total 
de almacenamiento de 350 000 000 de metros cúbicos (García-Salazar y Lara-Figueroa 
2020). Este sistema contribuyó a que cerca del 93% de las aguas residuales de la CDMX 
(mezcladas con las escorrentías que ahí se producen en temporada de lluvias y con las 
aguas residuales provenientes de la zona) se envíe hacia el Valle del Mezquital, en Hidal-
go, donde se le usa en tres distritos de riego (DR; DR-003 Tula, DR-100 Alfajayucan y 
DR-112 Ajacuba) (Siebe et al. 2017). Sin embargo, desde antes de la construcción de 
dichos embalses (de hecho, desde hace más de un siglo), el agua residual se emplea para 
el riego de unas 90 000 hectáreas cultivadas, en una zona cuyas precipitaciones medias 
anuales (de 700 mm en el sur e inferiores a 400 mm en el norte) no soportarían tal activi-
dad (Siebe et al. 2017; García-Salazar y Lara-Figueroa 2020). Solo desde 2017 una parte 
de esta agua recibe tratamiento en la planta de Atotonilco (Hidalgo).

El prolongado uso de aguas residuales ha deteriorado la calidad de los suelos que 
las reciben, puesto que los metales pesados se acumulan en los horizontes superficia-
les del suelo al igual que diversos compuestos farmacéuticos y genes de resistencia a 
antibióticos (Siebe et al. 2017). La calidad de las fuentes de abastecimiento de agua 
de la población también se ha visto afectada. En algunos pozos se presentan episodios 
en los que los niveles de coliformes totales y fecales, así como las concentraciones de 
sodio, nitrato, mercurio y plomo, superan los límites máximos permisibles (Siebe et 
al. 2017). Lo anterior se traduce en una alta incidencia de enfermedades parasitarias 
y gastrointestinales, problemas de piel derivados de la exposición directa a las aguas 
residuales, entre otros padecimientos (García-Salazar y Fuente-Carrasco 2021).

Entre el seis y el siete de septiembre de 2021, el río Tula se desbordó y los ha-
bitantes de Tula (Hidalgo) fueron sorprendidos por inundaciones que alcanzaron 
los dos metros de altura, afectaron a más de 31 000 viviendas y a un hospital del 
Instituto Mexicano del Seguro Social (Chahim 2021; Pesqueira 2021). Según la 
fuente consultada, fallecieron entre 14 y 17 pacientes de este hospital; al menos 10 
eran enfermos de covid-19 que dejaron de recibir respiración asistida (Montoya 
y Cruz-Martínez 2021). Primero, las autoridades federales, estatales y locales se 
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empeñaron en atribuir la desgracia a las lluvias excesivas; después de la publicación 
de investigaciones periodísticas documentadas, terminaron por reconocer que se 
debió a la llegada de 500 m3/s de aguas residuales y escorrentías al río Tula (que 
naturalmente solo puede conducir 250 m3/s), de los cuales 150 m3/s provenían de 
los emisores oriente y central de la CDMX y que de otro modo la habrían inun-
dado (Chahim 2022; Raziel 2021). El exgobernador Omar Fayad naturalizó la 
asimetría que representa el intercambio de agua limpia para la zona metropolitana 
del Valle de México por aguas residuales como una “misión histórica” de Hidalgo 
con el país (Fayad 2021).

Nombrar la devastación

La basurización descrita arriba, que implica tanto aguas residuales como residuos 
mineros, industriales, RSU y emisiones atmosféricas, ha degradado las condiciones 
de vida de numerosas poblaciones del estado. En 2019, un grupo de observadores 
nacionales e internacionales, entre los que se encontraban académicos, periodistas 
y personas afectadas por la contaminación, constituyeron la caravana Toxitour, la 
cual hizo un recorrido por la zona centro del país e identificó al corredor industrial 
de Apaxco-Tula-Atotonilco (y a otros cinco territorios), como centro regional de 
devastación ambiental (Barreda-Marín 2020). Estos centros, en los que se conjugan 
la sobreexplotación del espacio y de los recursos naturales, la presencia excesiva de 
contaminantes y el deterioro de la salud pública, entre otros factores, reúnen las ca-
racterísticas de las llamadas “zonas de sacrificio” (Navarro-Trujillo y Barreda-Muñoz 
2022).

Se suele ubicar el origen del concepto de zona de sacrificio en los movimientos 
de justicia ambiental de la década de 1980 en EUA, surgidos para denunciar la 
conformación de espacios que concentran la devastación ambiental derivada de de-
cisiones de un poder central constituido como garante de los intereses del entramado 
capitalista (Navarro-Trujillo y Barreda-Muñoz 2022). Este concepto ha servido a las 
comunidades que sufren los efectos de la degradación ambiental para denunciar la 
injusticia de solo recibir las externalidades del productivismo capitalista, mientras las 
ganancias se destinan siempre a los centros de poder.

En México, en sintonía con el tropo religioso implícito en la noción de zona 
de sacrificio, el extitular de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, Víctor Manuel Toledo, empezó a usar el término de “infiernos ambientales” 
para referirse, con algunas discrepancias, a las mismas regiones identificadas en el 
Toxitour (Toledo 2019). Andrés Barreda Marín ha definido los infiernos ambienta-
les como los lugares en los que prevalecen condiciones excepcionalmente adversas 
para la supervivencia de las comunidades –y así percibidas por estas–, en las que se 



170Páginas 162-179 e-ISSN: 1390-6631

Gabriela-Alejandra Vázquez-Rodríguez

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

superponen procesos de contaminación industrial, agroindustrial, extractivos o de 
alto metabolismo urbano, la presencia de numerosos agentes tóxicos y enfermedades 
graves en la población (TV UNAM 2022). A raíz de la formalización del Programa 
Nacional Estratégico Agentes Tóxicos y Procesos Contaminantes por parte del Con-
sejo Nacional de Humanidades, Ciencia y Tecnología empezó a extenderse el secular 
término de regiones de emergencia sanitaria y ambiental. Se ha estimado que existen 
entre 50 y 60 de estas regiones en el país, y se han priorizado siete de ellas, una de las 
cuales es el corredor Apaxco-Tula-Atotonilco.

Surgimiento de la organización comunitaria: 
los conflictos ambientales en Hidalgo

En un complejo contexto socioambiental2, en 2004 surgió la iniciativa de construir 
un confinamiento para residuos peligrosos en Zimapán (Hidalgo). La Secretaría de 
Medio Ambiente autorizó el proyecto de una empresa filial de la española Befe-
sa-Abengoa para recibir, estabilizar y confinar más de 18 000 toneladas anuales de 
residuos peligrosos producidos en todo el país, sin la consulta a la comunidad que 
establece la ley (Salazar-Peralta 2012). Además, a la población se le dijo inicialmente 
que el proyecto consistía en una recicladora de RSU3. Por tal motivo, cuando en 
2006 empezó la construcción del confinamiento, por el cual la empresa pagaría un 
arrendamiento irrisorio de 1 000 dólares mensuales, se crearían solo 40 empleos 
directos e implicaría la llegada diaria de 300 camiones de transporte de residuos 
peligrosos (Salazar-Peralta 2012), se conformó el movimiento de resistencia popular 
Todos Somos Zimapán. Este fue reprimido por las autoridades locales y estatales, 
mas consiguió el apoyo de académicos y organizaciones sociales de todo el país. Tras 
numerosas movilizaciones, bloqueos de carreteras y plantones en la CDMX, el mo-
vimiento consiguió que el proyecto se cancelara por completo en 2010.

Para González, Cruz y León (2019), el movimiento Todos Somos Zimapán sur-
gió en el marco de protestas populares inauguradas por el surgimiento del Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional en 1994, las cuales se caracterizaron por su rechazo 
a la apropiación de las formas de vida locales por parte del poder neoliberal. Estos 
mismos autores consideran que el movimiento hidalguense fue novedoso, porque 
se trató de un fenómeno inédito en una región en donde no se habían suscitado 
2 En esta zona semiárida de Hidalgo, el agua de abastecimiento contiene concentraciones de arsénico superiores a las permitidas por 

las normas nacionales e internacionales, y ha producido diversas afectaciones a la salud en la población (Del Razo et al. 2011). Este 
problema tiene causas naturales (o geológicas, derivadas de minerales de arsénico comunes en las rocas del lugar) y antropogénicas 
(Armienta y Rodríguez 1996). La riqueza mineral de esta localidad se explota desde 1575 y aún hoy representa el centro más produc-
tivo del estado (Flores-Hernández y Sánchez-Salazar 2019); los residuos de esta actividad, junto con las emisiones de las fundidoras 
que funcionaron en el área, contribuyeron también a la contaminación de los pozos de abastecimiento.

3 Lo cual sería la norma, al menos en México, donde “los confinamientos buscan establecerse en comunidades pobres, alientan la 
corrupción local y siempre hay historias de engaños previos”, según el Centro de Análisis y Acción en Tóxicos y Alternativas. Citado 
en Salazar-Peralta (2012).
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conflictos abiertos contra los poderes locales y federales que defienden a ultranza 
la racionalidad capitalista. Además, se utilizó para ello argumentos basados en la 
defensa de la salud y la vida.

A este movimiento se le sumó la lucha contra la contaminación que causan las 
cementeras, que como se señaló antes, afecta a varios municipios hidalguenses. 
Esta contienda articula a distintas organizaciones, como Ciudadanos Unidos 
con el Medio Ambiente, que se moviliza contra Cemex en Huichapan, Ciuda-
danos contra la Cementera Holcim-Apasco y el Movimiento Indígena Santiago 
de Anaya se Vive y se Defiende, que surgió contra la instalación de la planta de 
Carso-Elementia (Herrera-León 2019). Algunas de estas organizaciones se han 
integrado a movimientos nacionales, como el Frente de Comunidades contra la 
Incineración (GAIA 2020).

En lo referente a las aguas residuales, se han presentado también numerosos con-
flictos ambientales, pero de una naturaleza particular. Debido a la escasez de otras 
fuentes de agua y al ahorro que representa sustituir la fertilización convencional por 
las aguas residuales (que aportan nitrógeno y fósforo en cantidades significativas), 
entre otros factores, en el Valle del Mezquital la disputa es por la apropiación de 
las aguas residuales, no por su desvío hacia otras zonas, por su tratamiento o por el 
rechazo a los problemas de salud que ocasionan. Para las comunidades locales, las 
aguas residuales representan un “oro negro”, que les ha permitido salir de la miseria 
y cuyos impactos negativos son secundarios frente a los beneficios que les ha traído. 
Por ejemplo, gracias a la irrigación con aguas negras la producción promedio de 
maíz de la zona (10 toneladas por hectárea) supera la media nacional obtenida por 
agricultura de secano o por riego con agua de pozo (2 y 8,6 toneladas por hectárea, 
respectivamente) (Siebe et al., 2017). Por ello, varios grupos campesinos se opusie-
ron en su momento a la construcción (e incluso hoy, a la operación) de la planta de 
tratamiento de aguas residuales de Atotonilco (Hidalgo), porque consideran que la 
irrigación con agua tratada conlleva la inversión en fertilizantes químicos y un ma-
yor costo del agua, así como una disminución en el volumen de agua que reciben 
(García-Salazar y Fuente-Carrasco 2021).

Igualmente, ciertos grupos se han manifestado en contra del Plan Hídrico para 
Tula de Allende presentado por la Comisión Nacional del Agua, el cual busca 
triplicar la capacidad del río Tula para recibir las aguas de la CDMX y así evitar 
catástrofes como la acaecida en 2021. Este proyecto contempla el desazolve y la 
ampliación del río; la elaboración de un protocolo para temporada de lluvias; la 
creación de una red de estaciones de medición automática y, por último, la rectifi-
cación del cauce y el revestimiento de cerca de 2 400 metros de este con concreto. 
Lo anterior requiere que se talen alrededor de 230 árboles, se demuelan 80 edifi-
caciones y se eleven varios puentes (Ramírez 2022). Las organizaciones ambienta-
listas estiman que este plan no resolverá el problema de fondo, puesto que solo se 
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trata de evacuar con más velocidad el agua proveniente de la CDMX, se limitará la 
recarga de acuíferos y se talarán árboles que son indispensables para que la calidad 
del aire, ya de por sí muy mala, no empeore (Enciso 2022).

La justicia ambiental o la disputa por el sentido 

Aunque los reclamos por el reparto de tierras y otros bienes comunes, de larga data 
en México y en América Latina, también pueden considerarse de justicia ambiental, 
por lo general, se asocia el origen de este término a la lucha pacífica que empren-
dieron en 1982 mujeres y niños afroamericanos del condado de Warren contra el 
confinamiento de bifenilos policlorados en su comunidad (Merlinsky 2017). Desde 
entonces, el movimiento de justicia ambiental ha puesto el énfasis en la despropor-
cionada carga ambiental que representan los residuos industriales hacia las comuni-
dades racializadas y empobrecidas.

Por una parte, Merlinsky (2017) señala que, en América Latina, este movimien-
to cuestiona las bases mismas del modelo capitalista de desarrollo, que distribuye 
inequitativamente los beneficios económicos, por un lado, y los riesgos y daños am-
bientales, por otro. Así, mientras las legislaciones vigentes en nuestros países impul-
san el confinamiento y la incineración de residuos industriales y RSU, no se resuelve 
el problema que estos representan, sino que se oculta y transfiere a las comunidades 
pobres y con un fuerte componente indígena. Lo anterior no hace sino postergar las 
acciones en verdad encaminadas a abordar problemas tan complejos como el cambio 
climático, la contaminación ambiental o el acaparamiento de los bienes comunes.

Por otra parte, el movimiento de la justicia ambiental se opone al discurso de la 
modernización ecológica, cuyo concepto paradigmático sería el de desarrollo susten-
table. Como solución a la crisis ambiental global, la modernización ecológica se ha 
valido del lenguaje verde sin poner en entredicho las instituciones sociales, políticas 
y económicas vigentes, para proponer las llamadas “falsas soluciones”. Estas conside-
ran un problema ecológico como una oportunidad para ampliar la acumulación de 
capital, mientras reproducen los patrones de dominación de clase, raza y género que 
lo ocasionaron (Moreano-Venegas, Lang y Ruales-Jurado 2021).

Así, uno de los más recientes términos de la modernización ecológica es el de 
economía circular (EC), que es un enfoque postconsumo que intenta estimular el 
crecimiento económico mediante la creación de nuevas mercancías en donde antes 
hubo residuos (Rosas-Baños y Gámez-Anaya 2019). En 2021, se lanzó la Coalición 
de Economía Circular de América Latina y el Caribe, con el objetivo de desarrollar 
una visión regional común y constituir una plataforma para compartir conocimientos 
y herramientas y apoyar la transición a la EC. En el mismo año, el senado mexicano 
aprobó la Ley General de Economía Circular y en 2023 se aprobó la Ley de Economía 
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Circular de la Ciudad de México, que pretenden incentivar la eficiencia en el uso de 
bienes y en la prestación de servicios, el reciclaje y la valorización energética (incluida 
la incineración) de los residuos. Ambas leyes se enfocan fuertemente en la creación de 
nuevas mercancías, la recuperación de materiales para el reciclaje y la producción de 
energía, más que en la prevención de los residuos y la desaceleración del consumo.

Basura cero es una política integral que busca la reducción paulatina de los resi-
duos hasta su nulificación mediante la adopción de una serie de medidas adoptadas 
a lo largo de todo el ciclo de vida de los materiales (Panarisi 2015). Basura cero, al 
igual que la EC, se inspira en los ciclos biogeoquímicos naturales; no obstante, una 
diferencia crucial es que el primero es una estrategia preconsumo surgida en el marco 
de la economía solidaria, que se basa en formas de organización locales cuyo objeti-
vo es el bienestar común, una apropiación colectiva de excedentes económicos y la 
distribución equitativa del patrimonio natural (Rosas-Baños y Gámez-Anaya 2019).

Además, el enfoque basura cero tiene un fuerte enfoque preventivo en el origen 
mismo de los residuos, que cuestiona las prácticas productivistas como la obsoles-
cencia programada y sostiene, por el contrario, tanto la responsabilidad extendida 
del productor como una reducción en el consumo. Así, favorece la separación en el 
origen, la recuperación diferenciada puerta a puerta de los residuos, el compostaje 
doméstico de la fracción orgánica, el empoderamiento de las personas implicadas en 
la separación y reducción de sus residuos, el reciclaje local y los incentivos económi-
cos para quien se sume a la iniciativa, entre otros aspectos (Moskat 2017). Asimis-
mo, excluye los tiraderos a cielo abierto, los rellenos sanitarios y la incineración de 
residuos (Panarisi 2015).

En América Latina, el enfoque basura cero ha incluido como factor clave el re-
ciclaje inclusivo, es decir, el reconocimiento al rol fundamental que tienen los reci-
cladores urbanos (también llamados cartoneros o pepenadores) y a su derecho a una 
remuneración justa, aunque cabe señalar que algunas iniciativas de economía circu-
lar, como las aprobadas en México, también se refieren a este sector de la población. 
Un caso de éxito de basura cero es el de Curitiba, en Brasil, que emplea algunas de 
las estrategias ya mencionadas (recolección puerta a puerta, educación temprana, 
separación de residuos en las escuelas, entre otras) (Panarisi 2015).

Organización comunitaria en torno a la basura cero

En enero de 2022, en el municipio de Atitalaquia (situado en el ya mencionado Valle 
del Mezquital, Hidalgo) se inauguró el Centro Regional de Tratamiento de Residuos 
Sólidos Urbanos (CRTRSU), que iba a ser operado durante 20 años por la empresa 
Ecological Solutions. Los vecinos de la localidad de El Cardonal, la más próxima al 
CRTRSU, se inconformaron de inmediato por la opacidad con la que se autorizó 
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la construcción de dicho centro. Las anomalías denunciadas por los vecinos fueron 
que, en contraposición a lo que la ley vigente establece, el CRTRSU se construyó a 
menos de 500 metros de dos unidades habitacionales de El Cardonal, sin instalacio-
nes que garantizaran el tratamiento de lixiviados, y que las autoridades que autoriza-
ron el proyecto no acreditaron contar con la manifestación de impacto ambiental ni 
haber consultado a la comunidad (Lambertucci 2022).

Los vecinos inconformes, que además constataron que el centro estaba recibiendo 
RSU provenientes de otras localidades, constituyeron el movimiento “No al basure-
ro de Atitalaquia” (EJAtlas 2022) y se plantaron afuera del CRTRSU para impedir 
la llegada de más residuos al lugar. La madrugada del 20 de junio, un grupo de per-
sonas armadas atacaron el campamento establecido por el movimiento y asesinaron 
a Jesús Bañuelos, uno de sus miembros. Tras el asesinato y la toma de carreteras 
realizada por los inconformes, las autoridades estatales por fin se encargaron del con-
flicto y clausuraron temporalmente el CRTRSU. Aunque el 22 de julio se anunció la 
clausura definitiva del centro, el crimen del activista sigue impune.

Luego de que el CRTRSU fuera clausurado, el movimiento “No al basurero de 
Atitalaquia” propuso el plan “Un municipio libre de basura”. Este plan fue aprobado 
por las autoridades municipales en septiembre de 2022, pero hasta julio de 2023 no 
se había puesto en marcha. El objetivo principal del plan es la recuperación de ma-
teriales valorizables y excluye los tiraderos a cielo abierto, la construcción de nuevos 
rellenos sanitarios, así como la incineración de los residuos en las plantas cemente-
ras de la región (Villeda 2023). Sin embargo, en Hidalgo, como en otros estados 
mexicanos, no existe una separación obligatoria de residuos en el origen y solo los 
pepenadores y los centros de transferencia se ocupan de esta operación crucial, de la 
cual depende que avance cualquier estrategia de basura cero o de EC.

El movimiento “No al basurero de Atitalaquia” continúa desarrollando activida-
des de reforestación y de educación ambiental a través de la instalación de murales 
en la comunidad, entre otras. De llevarse a cabo, esta iniciativa de basura cero se 
añadiría a la que puso en marcha la UNAM en el Geoparque Mundial de la Unesco 
Comarca Minera, también en Hidalgo. Como parte de este proyecto, se brindó ase-
soría, sensibilización y capacitación a la población de nueve municipios, se puso en 
marcha un compostario, un vivero y un mercado de trueque, así como un circuito 
de compraventa de residuos (Gaceta UNAM 2021).

Conclusiones
La reorganización de las comunidades de Hidalgo, descrita en este trabajo, es un en-
frentamiento directo a la basurización histórica de la que han sido objeto. Representa 
un paso para cambiar la manera en que el poder central ha “gestionado” los residuos 
en la región y en el país, que tantas afectaciones ha traído a la población.
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Pese a lo anterior, las iniciativas en torno al concepto de basura cero difícilmente 
prosperarán si no se propicia la separación en el origen y los demás factores de parti-
cipación ciudadana que se derivan de la educación ambiental, así como la reducción 
del consumo, la remuneración justa de los recicladores urbanos y un sentido de 
comunidad basado en la solidaridad y la cooperación.
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Resumen
La categoría “extractivismo” ha cobrado creciente relevancia en las ciencias sociales latinoamericanas en los 
últimos años. A pesar de dicha popularidad, la literatura en torno a este fenómeno cuenta con muy pocos 
trabajos conceptuales y la gran mayoría de los que existen adolecen de una definición clara del concepto. 
El presente artículo busca contribuir a llenar ese vacío. Mediante una revisión narrativa de la literatura, 
describe su contexto histórico de emergencia, caracteriza las fuentes analíticas empleadas en ella e identifica 
las acepciones más comunes en las cuales ha sido empleada la categoría. Esto permite identificar algunos 
desafíos conceptuales, para cuyo abordaje se propone una aproximación centrada en el concepto de “meta-
bolismo social”.   

Palabras clave: capital; crecimiento económico; economía medioambiental; metabolismo 

Abstract
The category “extractivism” has gained increasing relevance in Latin American social sciences in recent 
years. Despite its popularity, the literature on this phenomenon has very few conceptual works, and the 
majority of those that exist lack a clear definition of the concept. This article aims to contribute to filling 
this gap. Through a narrative review of the literature, it describes its historical context of emergence, 
characterizes the analytical sources used in it, and identifies the most common meanings in which the 
category has been employed. This allows us to identify some conceptual challenges, for which an ap-
proach centered on the concept of “social metabolism” is proposed.

Key words: capital, economic growth, environmental economics, metabolism
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Introducción

Aunque el extractivismo se ha convertido en uno de los temas de investigación más 
importantes para las ciencias sociales latinoamericanas, la definición de esta categoría 
ha sido un problema escasamente abordado y debatido. En un artículo publicado en 
el año 2011, Alberto Acosta manifestaba su sorpresa al no encontrar la palabra en el 
diccionario de la RAE, pese a tratarse de “una modalidad de acumulación que em-
pieza a fraguarse masivamente hace 500 años” (Acosta 2011, 85). Si bien, en efecto, 
la ausencia resulta notable, no es menos llamativo que la categoría tampoco estuviese 
presente en la Breve historia económica del Ecuador, del propio Acosta (2006), –al me-
nos en sus primeras ediciones–, dedicada precisamente a describir aquella “modalidad 
de acumulación”. 

La categoría no figura en las obras claves del pensamiento latinoamericano en torno 
a la naturaleza primario-exportadora de las economías de la región: ni en El desarro-
llo económico de la América Latina y algunos de sus principales problemas de Prebisch 
(1948), ni en la Dialética do Desenvolvimiento de Furtado (1964), ni en Desarrollo y 
subdesarrollo en América Latina de Cardozo y Faleto (1971), por solo señalar algunos 
ejemplos. Tampoco aparece en Las venas abiertas de América Latina (2004), en donde 
Galeano intentó, desde la literatura, describir las dinámicas de saqueo que han ca-
racterizado la relación de América Latina con los países del norte global. También es 
un gran ausente en la obra de Aníbal Quijano (2014), quien puede ser caracterizado 
como el eslabón perdido entre la teoría de la dependencia (de inspiración marxista) y el 
pensamiento decolonial, que tanto ha influenciado las discusiones actuales en torno al 
fenómeno. El gráfico 1 muestra la presencia del descriptor “extractivismo” en artículos 
académicos; puede verse allí la creciente popularidad del concepto, que asciende, de 
manera notable, durante la segunda década del siglo XXI.

Son varios los autores que, junto con Acosta (2011; 2016), señalan la continui-
dad histórica del extractivismo en América Latina, vinculándolo con la integración 
forzada del continente a la economía mundial, lo que le otorga una existencia de más 
de cinco siglos (ver, por ejemplo, Galafassi 2012; Machado 2020). 

Sin embargo, la reciente aparición de la categoría parece indicar que, durante el 
último cambio de siglo, determinadas condiciones favorecieron –e incluso requirie-
ron– su emergencia. Sin menospreciar las continuidades históricas señaladas por estos 
autores, conviene detenerse en ellas, con el fin de capturar con mayor precisión la es-
pecificidad del fenómeno al que la categoría se refiere. Esas condiciones serán descritas 
en la siguiente sección. De allí, pasaremos a identificar las principales fuentes analíti-
cas que han inspirado la literatura en torno al tema. La tercera sección describirá las 
acepciones con las que el concepto ha sido empleado, identificando algunos desafíos 
conceptuales para luego proponer, brevemente, una alternativa conceptual, asociada 
a las discusiones sobre el metabolismo social provenientes de la economía ecológica. 
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Este artículo presenta los resultados de una revisión crítica de la literatura sobre 
extractivismo. Las revisiones críticas exceden la mera descripción e incorporan una 
perspectiva analítica que permite identificar vacíos y proponer innovaciones concep-
tuales pertinentes (Grant y Booth 2009, 29). Fue efectuada entre enero y junio de 
2021 y combinó dos metodologías: a) búsquedas sistemáticas en bases bibliográficas 
y b) identificación de referencias relevantes mediante bola de nieve a partir de los 
textos más citados sobre este tema. 

Extractivismo: contexto histórico y fuentes analíticas

a. Coyuntura histórica de emergencia del concepto

A partir de una revisión crítica de la literatura y los debates alrededor del concepto 
es posible señalar al menos tres factores como determinantes en el surgimiento del 

Gráfico 1. Publicaciones científicas alusivas al “extractivismo” (1990-2021)
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concepto “extractivismo”: a) el “giro a la izquierda latinoamericano” que acompañó 
al cambio de siglo más reciente; b) el casi paralelo “boom de los commodities” que se 
inicia en con el cambio de siglo y que concluye una década más tarde y c) la expan-
sión de la frontera extractiva que resulta de la anterior dinámica, con los “conflictos 
socioambientales” (Ortiz 1999) derivados de aquella. 

Empecemos por el llamado “giro a la izquierda latinoamericana” que caracteriza 
al siglo XXI. Fruto de la temprana implementación de las políticas neoliberales en 
América Latina, la región constituyó un temprano foco de oposición al modelo que 
las sustentaba (Seoane, Tadei y Algranati 2013). La confluencia del temprano des-
contento frente a las políticas neoliberales y la emergencia de una nueva izquierda 
en la región propiciaron una serie de victorias electorales de organizaciones políticas 
que recogieron varias de las reivindicaciones de las movilizaciones precedentes. 

En un contexto global marcado por crecientes preocupaciones ambientales, los 
procesos constitucionales de Bolivia y Ecuador, desplegados bajo el liderazgo de los 
gobiernos de Evo Morales y Rafael Correa, respectivamente, incluyeron las nociones 
de sumak kawsay y sumak qamaña, lo que prometía no solo un reconocimiento del 
carácter plurinacional de sus respectivos Estados, sino sustanciales cambios en las for-
mas de interacción sociedad-naturaleza. Sin embargo, como fue de manera temprana 
advertido por diversos autores (ver por ejemplo Acosta 2011; Gudynas 2009; Svampa 
2011), los modelos de gestión de los gobiernos de Correa y Morales se vieron caracte-
rizados por la continuación, e incluso la profundización de las actividades extractivas, 
con todos sus efectos negativos tanto en términos sociales como ambientales.

América Latina se verá atravesada por una aparente paradoja: a pesar del triunfo 
de fuerzas antineoliberales en el escenario electoral de varios países, emergían allí un 
conjunto de conflictos asociados a las dinámicas extractivas y sus efectos ambientales 
y sociales. Como señala Ríofrancos (2020, 39) a propósito del caso ecuatoriano, la 
victoria electoral de las fuerzas antineoliberales hizo posible que emergiera la frac-
tura entre dos tipos de reivindicaciones relativas a las actividades extractivas, que 
hasta entonces parecían entrelazadas: demandas ecológico-territoriales, por un lado, 
y demandas de carácter económico-nacionalistas, por el otro –denominadas por la 
autora “proto-antiextractivismo” y “nacionalismo de recursos radical”. Mientras que 
las primeras impugnaban la presencia de proyectos extractivos en territorios cultural 
o ecológicamente sensibles, las segundas denunciaban la apropiación, por parte de 
multinacionales, de las millonarias rentas resultantes. Si bien las reformas del sector 
extractivo implementadas por estos gobiernos parecieron satisfacer a estas últimas, 
las mismas resultaban insuficientes para las primeras, lo que generaría una suerte de 
cisma entre las fuerzas de izquierda latinoamericanas, con implicaciones diversas y 
distintos grados de amplitud.

Este contexto requería la emergencia de una categoría conceptual capaz de cap-
turar, de manera simultánea, la continuidad de las dinámicas del sector extractivo y 
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las particularidades del ciclo progresista. El texto 10 tesis urgentes sobre el nuevo ex-
tractivismo: Contextos y demandas bajo el progresismo sudamericano actual, de Eduardo 
Gudynas (2009), vendría a llenar este vacío. A partir de entonces, un importante 
número de publicaciones intentaron caracterizar y entender las contradicciones de 
aquella coyuntura, llenando de contenido la categoría de “neo-extractivismo” (Acos-
ta 2011; Burchardt y Dietz 2014). Llama la atención que allí, el concepto extractivis-
mo reciba, en cambio, muy poca atención y es casi dado por sentado. Serán necesa-
rios cinco años para que el propio Gudynas (2013c) dedique un artículo conceptual 
en torno a la categoría.

Tanto Kauffer (2018) como Gudynas (2013c) afirman que la categoría tiene 
como origen la expresión portuguesa extrativismo, empleada originalmente para re-
ferirse a la extracción de caucho por parte de los siringueiros en la selva brasilera. La 
lucha despegada por estos en contra de los grandes propietarios durante los años 
setenta y ochenta permitió la creación de reservas extrativistas, en donde dichas acti-
vidades eran desarrolladas con un enfoque de conservación, de modo que la palabra 
pasó a referirse a distintas formas de aprovechamiento sustentable de la selva (Gud-
ynas 2016, 2). Poco a poco el término pasó a designar actividades tanto sustentables 
como no sustentables, hasta que ya en la década de los noventa era empleado casi 
siempre para aludir a actividades depredadoras de extracción de recursos naturales 
(Kauffer 2018; Turner 1995).

Esto nos conduce a un segundo factor determinante para la configuración de la 
coyuntura histórica que nos ocupa. Como buena parte de la literatura sobre el neo-ex-
tractivismo ha señalado, el llamado boom de los commodities abrió una enorme fuente 
de ingresos, tanto para los sectores primario-exportadores como para los Estados con 
capacidad para capturar parte de la renta resultante. En efecto, entre el año 2004 y el 
2014 el precio de las materias primas experimentó un incremento significativo, aso-
ciado a la creciente demanda global de materias primas, impulsada, a su vez, por la 
expansión de las nuevas economías emergentes, en especial de China (Sacher 2017). 

Y es así como llegamos al tercer proceso que queremos resaltar aquí: la demanda 
creciente de materias primas conduce, de manera inevitable, a una expansión geo-
gráfica de las actividades dedicadas a su satisfacción. La mengua de la calidad de los 
yacimientos mineros en las últimas décadas ha conducido no solo a un incremento 
notable en el tamaño de las operaciones y de los desechos materiales generados en 
el proceso, sino la concesión de territorios cada vez mayores, lo que incluye aque-
llos destinados al desarrollo de las operaciones asociadas, como el transporte de los 
minerales extraídos (Sacher 2017, 162). Esto ha llevado, a su vez, a la destrucción 
creciente de ecosistemas hasta entonces a salvo de la actividad humana, así como a 
la expansión de esas actividades hacia territorios ocupados de manera tradicional por 
poblaciones indígenas y campesinas; así se amplía lo que Martínez-Alier (2015, 59) 
ha denominado, retomando a Moore (2000), “fronteras de extracción”. El incre-
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mento en los precios de crudo ha impulsado dinámicas similares de ampliación de la 
frontera petrolera hacia zonas ambiental y culturalmente sensibles, como es el caso 
del territorio Sarayaku y el Parque Nacional Yasuní en el Ecuador. Estas dinámicas 
han generado una serie de conflictos en los que la defensa de los territorios ha con-
vergido con demandas de carácter ambiental, en lo que Svampa (2011) caracterizó, 
hace algunos años atrás, como “conflictos eco-territoriales”.

b. Fuentes analíticas de la literatura relativa a la cuestión

Así como estas tres dinámicas confluyeron en la configuración de la coyuntura his-
tórica de emergencia de la categoría “extractivismo”, propiciaron también, de ma-
nera simultánea, la confluencia en torno a esta de tres grandes áreas de reflexión 
provenientes de las ciencias sociales. La primera tiene que ver con el estudio de los 
llamados movimientos sociales y los conflictos socioambientales, la segunda con el 
carácter primario-exportador de las economías latinoamericanas –y la continuidad 
de las dinámicas imperialistas–, y la tercera con la crítica a la “modernidad capitalis-
ta” y al concepto de desarrollo. Describimos a continuación esta confluencia.

Durante la segunda mitad del siglo XX los estudios en torno a la conflictividad 
social experimentaron un notable giro conceptual. La prevalencia de las dinámicas 
de protesta en los países de la Organización de Estados para la Cooperación y el 
Desarrollo, a pesar de la consolidación de sus estados de bienestar y de la expan-
sión de derechos económicos y sociales garantizados por estos, abrió la discusión en 
torno la existencia de demandas ciudadanas “postmaterialistas” (Ingelhart 1977). 
Paralelamente, el surgimiento de la tercera ola del feminismo, del movimiento eco-
logista europeo y del movimiento pacifista propiciaron la emergencia de la categoría 
de “nuevos movimientos sociales” –NMS–, que buscaba aprehender sus diferencias 
respecto a los llamados “movimientos sociales clásicos” –el movimiento campesino y 
el de los trabajadores–, estos últimos articulados en torno a “identidades de clase” y 
demandas de carácter económico-redistributivas.

La significativa batería conceptual y metodológica de la literatura en torno a 
los nuevos movimientos sociales proporcionaba, sin duda, importantes elementos 
para la comprensión de las dinámicas de resistencia latinoamericana en contra del 
neoliberalismo que emergieron al final del siglo. Estas últimas, sin embargo, no en-
cajaban en la conceptualización que varios autores realizaban de los NMS: por un 
lado, no manifestaban el carácter postmaterialista que algunos autores atribuían a 
estos últimos, en tanto impugnaban de manera directa las lógicas de exclusión so-
cioeconómica que caracterizan al neoliberalismo; por otro, los movimientos sociales 
latinoamericanos incluían en sus agendas, y no de manera marginal, reivindicaciones 
características de los NMS, incluido lo que Honneth (1997) caracterizó en su mo-
mento como “demandas de reconocimiento”.
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Es así como desde Latinoamérica empezaron a señalarse las especificidades de las 
dinámicas de movilización regional de cambio de siglo, muchas de ellas en contra del 
extractivismo; las investigaciones resultantes resaltaban aspectos como sus “reperto-
rios de movilización” (Merlinsky 2008), sus “marcos de acción colectiva” (Svampa 
2011) y sus especificidades con respecto a los movimientos sociales latinoamericanos 
tradicionales (Svampa 2008; Zibechi 2003). Entre estas últimas, la búsqueda de 
nuevas relaciones con la naturaleza y con el territorio resultaban fundamentales (Leff 
2005).

Y es que, en efecto, el cambio de siglo latinoamericano estuvo caracterizado por 
una creciente conflictividad en torno a ‘problemas ambientales’ que, a diferencia de 
aquellos que predominaban en los países europeos, no resultaban de externalidades 
como la polución del aire en las grandes ciudades, sino de actividades que ponían 
en riesgo las posibilidades de reproducción social de las comunidades, un fenóme-
no que propició el surgimiento de los estudios en torno a los llamados “conflictos 
socioambientales” (Fontaine 2004; Gudynas 2004; Ortiz 1999). En estas conflic-
tividades comenzó a hacerse evidente el papel de las “dinámicas de capitalización 
de la naturaleza” que acompañaban a la globalización, a las que las comunidades re-
spondieron con dinámicas de resistencia desde lo local, basadas en la reivindicación 
de identidades no hegemónicas y en la defensa de formas diversas de existencia y 
racionalidad (Leff 2005). Será alrededor de estas cuestiones que la reflexión sobre la 
conflictividad, la movilización social y las dinámicas institucionales se incorporará a 
la caracterización de las dinámicas de lucha contra el extractivismo (ver por ejemplo 
Svampa 2011 y Bebbington 2012). 

Una segunda fuente de reflexión proviene de los análisis sobre el carácter prima-
rio-exportador de las economías latinoamericanas. Si las conflictividades socioam-
bientales son la manifestación inmediata del extractivismo, las dinámicas transna-
cionales de acumulación son una de sus más importantes causas. La considerable 
presencia de este tipo de conflictividad en Latinoamérica resulta, sin duda, del tipo 
particular de inserción de esta en la dinámica económica global, fruto de la división 
internacional del trabajo. No sorprende, entonces, que desarrollos teóricos tempra-
nos de autores como Prebisch, Singer y Hirschman hayan confluido con las discu-
siones en torno a la “maldición de los recursos”, generadas a partir del análisis de 
las dinámicas económicas y políticas del Oriente Medio y dedicadas a estudiar “los 
perversos efectos que la riqueza en recursos naturales genera en el bienestar político, 
social o económico de un país”1 (Ross 2018, 1). Inspirada en esta perspectiva, Terry 
Lynn Karl (1997) caracterizó el caso venezolano a partir de lo que denominó la 
“paradoja de la abundancia”, perspectiva que sirvió de base para los análisis en torno 
a la “maldición de la abundancia” en América Latina y en el Ecuador desarrollados 
por Schuldt (2005), Acosta (2006; 2009; 2016) y Larrea (2016). 
1 Nuestra traducción.
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En esta misma línea, otros autores han propuesto entender las dinámicas del 
extractivismo y sus efectos a la luz de la categoría de “estados rentistas”, en donde la 
confluencia de factores económicos y políticos es estudiada a partir de los efectos de 
las llamadas “rentas ricardianas” o diferenciales en el Estado y en la sociedad en ge-
neral (Alarcón y Peters 2020; Burchardt y Dietz 2014; Coronil 1997; Peters 2016).

Paralelamente, los desarrollos teóricos de autores como Lenin, Luxemburgo y 
Baran han sido fuente de inspiración para aproximaciones al extractivismo que rei-
vindican la pertinencia, precisamente de la categoría de imperialismo, para entender 
las dinámicas económico-políticas en torno a este (Vega 2006; Veltmeyer 2012). 
Desde una perspectiva similar, la categoría de “acumulación por desposesión” –desa-
rrollada por Harvey a partir de Luxemburgo– ha sido empleada de manera frecuente 
para caracterizar a las dinámicas de despojo territorial que constituyen una de sus 
principales características (Lander 2013; Ortega 2021).

Otra interesante veta de análisis que resulta de la convergencia de aportes del 
marxismo y de la teoría de la dependencia es aquella que interpreta el “intercambio 
desigual” entre centro y periferia ya no en términos monetarios, sino de materia y 
energía, lo que se conoce como “intercambio metabólico desigual” o “intercambio 
ecológico desigual”. Esta categoría retoma y amplía los análisis de Marx en torno 
al “metabolismo social” e incorpora componentes teóricos y metodológicos prove-
nientes de la economía ecológica (Infante-Amate et al. 2021; Martínez-Alier 2015; 
Martínez-Alier y Walter 2015, Vega 2006). 

Por último, una línea de análisis que hunde sus raíces en la teoría de la depen-
dencia y que ha sido en particular fructífera para los análisis sobre el extractivismo 
es la reflexión en torno a la “dependencia histórico-estructural” y su vínculo con la 
“colonialidad del poder”, iniciada por Quijano (2014). La propuesta conceptual 
de Quijano converge con la crítica al concepto de desarrollo, que en la versión de-
constructiva y genealógica de Arturo Escobar ha resultado influyente de manera 
creciente. Desde esta perspectiva, en torno a la noción de desarrollo se construye un 
“régimen de discurso y práctica”, en el que el crecimiento, la acumulación de capital 
y la industrialización –en suma, “la reproducción en los países pobres de las condi-
ciones que caracterizaban a los países avanzados”– constituyen el único camino para 
la superación de la pobreza, lo que justifica la marginación y, a la postre, la erradica-
ción de otras formas de organización social (Escobar 2007, 83)

Esta perspectiva de crítica a la modernidad y al concepto de desarrollo propició 
la identificación del régimen discursivo que justifica y legitima la realización de acti-
vidades extractivas, mediante la apelación a la potencial contribución de estas activi-
dades al crecimiento económico del país en donde se llevan a cabo, directamente o 
mediante la eventual conversión de las rentas generadas hacia sectores secundarios o 
terciarios. Al mismo tiempo, mostró cómo este mismo régimen discursivo legitima 
la designación de “áreas de sacrificio” en las que deben realizarse las actividades ex-
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tractivistas (Svampa 2008, 9; 2011, 203; Chávez 2019, 266), habitadas casi siempre 
por poblaciones racializadas, cuyas prácticas de producción y reproducción social 
son consideradas como premodernas y, por lo tanto, rezagos de un pasado a ser 
superado.

De manera más amplia, la crítica a la modernidad capitalista, colonial y eurocen-
trada ha permitido la caracterización de la dimensión “civilizatoria” del extractivismo, 
vinculándolo con elementos característicos de aquella, entre los que se destacan el 
privilegio de la racionalidad instrumental por sobre otras formas de racionalidad, el 
racismo y el antropocentrismo (Lander 2013; Lang, Machado y Rodríguez 2019; Leff 
2005; Galafassi 2012). Esta aproximación teórica ha hecho evidente el choque entre 
proyectos civilizatorios que se presenta en los conflictos en torno al extractivismo e in-
vita a la búsqueda de alternativas al desarrollo en estos otros paradigmas civilizatorios, 
el sumak kawsay y el sumak qamaña (Hidalgo-Capitán y Cubillo-Guevara 2014). 

Finalmente, y en la misma línea, las contribuciones desde el ecofeminismo han 
visibilizado cómo la imposición de la modernidad-colonial implicó la instauración 
de desigualdades de género basadas en las dualidades naturaleza/cultura y hombre/
mujer. De este modo, resaltan su carácter patriarcal y androcéntrico y visibilizan 
cómo el extractivismo pone en riesgo las condiciones de reproducción de la vida, tra-
dicionalmente a cargo de las mujeres. Esta perspectiva ha contribuido también a la 
visibilización del rol de estas últimas en la lucha contra el extractivismo y en defensa 
de los territorios (Aliaga 2019; Arrazola et al. 2014; Ulloa 2016).

Extractivismo: una aproximación conceptual

a. Tres acepciones del término extractivismo

Fruto de la confluencia de dichos enfoques analíticos, pueden distinguirse tres acep-
ciones, o si se quiere tres dimensiones del fenómeno, que merecen ser distinguidas 
con objeto de una mayor claridad analítica: el extractivismo a) como un conjunto 
determinado de actividades económicas con efectos negativos en los ámbitos eco-
nómicos, sociales y ambientales; b) como un patrón de acumulación; y c) como un 
modelo de desarrollo.

Empecemos por la primera acepción, en donde la expresión alude a un conjunto 
de actividades económicas específicas y a sus efectos. Esta es la adoptada por Gudy-
nas (2013c) y el Centro Latino Americano de Ecología Social (CLAES) y sistemati-
zada por Wagner (2020, 523) en el Diccionario Iberoamericano del Agro. Allí,

[e]l extractivismo es definido como la explotación de grandes volúmenes de recur-
sos naturales, que se exportan como commodities y generan economías de enclave 
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(localizadas, como pozos petroleros o minas, o espacialmente extendidas, como el 
monocultivo de soja o palma). Requiere grandes inversiones de capital intensivas, 
generalmente de corporaciones transnacionales. Presenta una dinámica de ocupación 
intensiva del territorio, generando el desplazamiento de otras formas de producción 
(economías locales/regionales) con impactos negativos para el ambiente y las formas 
de vida de poblaciones locales.

Como puede notarse, esta definición incorpora varios elementos señalados en las 
páginas precedentes. En primer lugar, la magnitud de las explotaciones; en segundo 
lugar, su articulación con el mercado internacional; en tercer lugar, su papel en las 
dinámicas globales de acumulación de capital y, por último, el carácter de reconfi-
guración territorial que implican, con los consecuentes efectos ambientales, econó-
micos y sociales.

Una segunda acepción del concepto “extractivismo” es aquella que lo entiende 
como patrón de acumulación, una interpretación ligada a las reflexiones inspiradas 
en el estructuralismo cepalino y la teoría de la dependencia. Aquí el énfasis no está 
puesto tanto en la existencia de este tipo de actividades, sino en su preponderancia 
dentro de una determinada economía nacional o regional, lo que por tradición ha 
sido caracterizado como un “patrón de acumulación primario-exportador”, que im-
plica a su vez una inserción específica dentro de la división internacional del trabajo 
(Acosta 2016, 27; Lang 2013, 8; Acosta, Martínez y Sacher 2013, 316). 

Varios de los análisis que privilegian esta perspectiva, al incorporar los debates en 
torno a la “maldición de los recursos” y a los “estados rentistas”, suelen restringir el 
concepto de “extractivismo” –aunque no siempre de manera categórica– a los sec-
tores minero y petrolero (Acosta 2009, 31). Tal restricción se justifica por el hecho 
de que los efectos económicos de la dependencia en la exportación del petróleo no 
son, de manera necesaria, los mismos que los de otras materias primas. Esto se debe 
a dos factores: primero, la relativa ausencia de encadenamientos productivos tanto 
hacia atrás como hacia adelante (Larrea 2016, 133), segundo, el tamaño de las rentas 
petroleras con relación a otras rentas extractivas (Ross 2018, 17). 

Existe, por último, una tercera acepción en la que el término de extractivismo es 
empleado: se trata del extractivismo como “modelo de desarrollo” o como “proyecto 
de desarrollo” (Burchardt y Dietz 2014). Así, se le entiende como un conjunto de 
intervenciones estatales destinadas a reforzar un patrón de acumulación extractivis-
ta. El que las intervenciones estatales orientadas a la modificación de un patrón de 
acumulación no se traduzcan de manera inmediata en cambios perceptibles en este 
último, justificaría aquella distinción. En efecto, resulta perfectamente plausible la 
coexistencia de un determinado patrón de acumulación y un conjunto de interven-
ciones estatales destinada a modificarlo, pues este último puede verse frustrado por 
multitud de factores, tanto endógenos –resistencia por parte de actores políticos, 



190Páginas 180-200 e-ISSN: 1390-6631

Jorge-Enrique Forero

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

sociales y económicos con capacidad de veto, ausencia de una base social que apoye 
el proceso, debilidad institucional, etc.– como exógenos –limitado espacio de acción 
política, coyuntura institucional adversa, retaliaciones económicas y jurídicas por 
parte de terceros, etc.– (Gudynas 2013a; 2013b; Veltmeyer 2012).

b. Algunos desafíos conceptuales

En torno a estas acepciones, quisiéramos señalar tres desafíos conceptuales, relacio-
nados con, primero, aquellos recursos naturales que pueden ser considerados como 
objeto del extractivismo y segundo, la inclusión del destino de estos recursos extraí-
dos como elemento definitorio del concepto.

Empecemos por la delimitación de aquello que puede ser considerado objeto del 
extractivismo, lo que guarda estrecha relación con el concepto de “recurso natural”. 
La definición estándar alude a “activos y flujos de bienes producidos por la naturaleza 
y no por los seres humanos, lo que incluye tanto materia como energía” (Markandya 
et al. 2002, 137). Esta definición permitiría la expansión del concepto “extractivis-
mo” a actividades que van más allá de la minería y la explotación petrolera al incluir, 
por ejemplo, la explotación y comercialización del agua, en especial mediante la con-
strucción de grandes hidroeléctricas: lo que hace poco ha sido caracterizado como 
“extractivismo hídrico” (ver por ejemplo Yacoub, Duarte y Boelens 2015; Honty 
2018; Rojas-Bahamonde, Mellado y Blanco-Wells 2020; Kauffer 2018). 

Un poco más compleja es la cuestión de si el denominado “agronegocio” podría 
también ser considerado como extractivismo. Son varios los autores que defienden 
esta posición (Burchardt y Dietz 2014; Lander 2013; Gudynas 2013c) aunque aquí 
es claro que, en este caso, se trata de bienes producidos por la actividad humana, lo 
que en principio contraviene la definición arriba citada de recursos naturales. Esta 
extensión es justificada bajo el argumento que las actividades características del 
agronegocio convierten a los bienes renovables en no renovables, como resultado 
de una “tasa de extracción” que excede la “tasa ecológica de renovación del recur-
so” (Acosta 2009, 34; ver también Martínez Alier 2015). Este mismo argumento 
permitiría extender el uso del concepto extractivismo a otros sectores, como en el 
caso de las prácticas pesqueras depredadoras, lo que ha sido, de hecho, la apuesta 
conceptual de algunos recientes trabajos en torno al tema (Ortega 2021; Gómez 
2018; Márquez 2019). 

El segundo desafío conceptual alude al destino del material extraído, es decir, su 
exportación como commodity. Kauffer (2018) ha sugerido no emplear este criterio 
y argumenta que el destino del recurso en poco o nada cambia los impactos sociales 
y ambientales generados in situ. Coloca como ejemplo la explotación de barita en 
la localidad de Grecia, en el municipio de Chicomuselo en Chiapas. Aunque la ex-
tracción fue desarrollada por una multinacional canadiense, el mineral estaba desti-
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nado a ser usado en las plataformas del sector petrolífero mexicano. Las operaciones 
condujeron a una fuerte resistencia por parte de la comunidad local, liderada por 
Mariano Abarca, quien fue asesinado como resultado (Kauffer 2018, 43). Un caso 
similar es el de la producción de caña de azúcar en el Cauca, Colombia, impuesta 
por grandes grupos económicos nacionales en el territorio ancestral de los indígenas 
nasa y de las comunidades afrodescendientes, práctica que ha constituido uno de los 
focos de disputa territorial más importantes de este país (Vélez-Torres et al. 2013); 
en este caso también poco cambia para las comunidades, el que la caña sea procesada 
y en buena medida consumida dentro del territorio colombiano.

La propuesta de eliminación del destino de los materiales extraídos como criterio 
definitorio del concepto, sugerida por Kauffer (2018) abriría por otro lado la posi-
bilidad de considerar también como extractivismo a actividades similares, pero de-
sarrolladas en países industrializados. Es lo que algunos investigadores han sugerido, 
por ejemplo, respecto el oleoducto Dakota-Access en EE. UU. (Bowles y Veltmeyer 
2020; Kidd 2020; Flores, Bōhm y Misoczky 2020), que pretendía atravesar el terri-
torio ancestral de la comunidad de Standing Rock Sioux, un proyecto que desencade-
nó intensas protestas y represión tanto estatal como paraestatal. La categoría de ex-
tractivismo ha sido también empleada por Braunbeck (2021) y Gerstenberg (2019) 
para describir el proyecto de expansión de una mina de lignito a cielo abierto –la 
más grande de Europa– sobre el bosque de Hambach en Colonia, Alemania –de alta 
biodiversidad y con cerca de 12 000 años de existencia–, iniciativa que desencadenó 
el movimiento ¡Hambi bleibt! Es evidente que dicha interpretación del concepto 
conduciría a nuevos desafíos conceptuales ligados a las dos últimas acepciones pre-
sentadas en esta sección, en las que el extractivismo se entiende como un “patrón de 
acumulación” o como un “modelo de desarrollo”.

c. Extractivismo y metabolismo social

En lo que resta de este artículo quisiéramos esbozar un abordaje alternativo a la cues-
tión, asociado a la categoría de metabolismo social, desarrollada por Marx para refe-
rirse a las distintas configuraciones históricas de la relación entre los seres humanos 
y su medioambiente. Hacia finales del siglo XX, la categoría de metabolismo social 
es retomada por la economía ecológica en un sentido similar. Un trabajo pionero en 
esta dirección es el de Marina Fischer-Kowalski (1997, 119), que inaugura una fruc-
tífera producción en torno a “los flujos materiales entre la sociedad (o su economía) 
y su ambiente natural”. 

Los hallazgos de Fischer-Kowalski et al. (2014) y Kraussmann et al. (2009) coin-
ciden en identificar un incremento sostenido en el consumo global de materia y 
energía (ver gráfico 3), intensificado de manera notable a partir de la segunda mitad 
del siglo XX, en lo que Steffen et al. (2015) han denominado la “gran aceleración”. 
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Diversas mediciones de este proceso indican una tendencia de carácter exponencial, 
que alcanza niveles alarmantes en las últimas tres décadas. 
En esta misma dirección, existe un creciente número de trabajos que identifican, 
desde aproximaciones teóricas y metodológicas diversas, una notable correlación en-
tre el crecimiento económico y el consumo de materia y energía (para revisiones de 
esta literatura, ver Haberl et al. 2020; Hickel y Kallis 2020). 

Como ha sido señalado por Saito (2017, 129-137), la categoría de metabolismo 
social ayuda no solo a capturar el proceso transhistórico de intercambio entre los seres 
humanos y su medioambiente, sino las formas concretas que este asume en contextos 
históricos específicos. Desde dicha perspectiva, el notable proceso de transformación 
del metabolismo social descrito por Fischer-Kowalski et al. (2014) y Kraussmann et 
al. (2009) es resultado de la propia dinámica de una economía organizada en torno al 
capital, cuya finalidad es no la satisfacción de necesidades de una creciente población, 
sino la autovalorización de aquel. Este proceso de autovalorización se manifiesta como 
dinámica de crecimiento acumulativa y exponencial (Harvey 2014, 219), que deman-
da incrementos semejantes en el consumo de materia y energía (Foster et al. 2010, 17). 

Gráfico 2. Uso global de materiales por tipos (1900-2007)

60

40

20

0

1900
1905

1910
1915

1920
1925

1930
1935

1940
1945

1950
1955

1960
1965

1970
1975

1980
1985

1990
1995

2000
2005

[G
t]

Minerales para construcción

Menas y minerales industriales

Vectores de energía fósil

Biomansa

Fuente: Kraussmann et al. (2009).



193 Páginas 180-200e-ISSN: 1390-6631

Extractivismo: contexto histórico, fuentes analíticas y desafíos conceptuales

Le
tra

s V
erd

es
 34

 • 
20

23

Consideramos que el concepto de metabolismo social, así como la comprensión 
de los procesos que impulsan su aceleración, resultan determinantes al momento 
de entender el fenómeno que denominamos extractivismo. Toledo (2013, 47) ha 
sugerido que el metabolismo social puede representarse como constituido por cinco 
etapas “teórica y prácticamente distinguibles”: la apropiación, la transformación, la 
circulación, el consumo y la excreción. Es así que el extractivismo puede entenderse 
como una aceleración en la fase de “apropiación” (o input) del metabolismo social, 
que resulta de la dinámica acumulada y exponencial de la reproducción ampliada 
del capital. Si bien, como señalan diversos autores, los orígenes de esta dinámica 
pueden rastrearse hasta cuando menos el siglo XVI (Foster et al. 2010; Galafassi 
2012; Machado 2020), es en décadas recientes que esta adquiere un incremento 
extraordinario: el gráfico 5 muestra el aumento de la extracción de materia y energía 
a partir de la década del noventa –y su relación con el PIB global– . Esta aceleración 
reciente explicaría el que, pese a referirse a un fenómeno de vieja data, la emergencia 
de la categoría como tal haya ocurrido de manera tan reciente. 

Dicha aceleración en el uso global de materiales coincide con el posicionamiento 
de América Latina como principal exportadora neta de biomasa y minerales metáli-
cos. De hecho, la “gran aceleración”, para el caso de esta región, ha ocurrido durante 
las últimas cuatro décadas (gráfico 6). La extracción de materiales en América Latina 
pasó de representar 115 Mt2 en 1980 a 1035 Mt en 2016, en un proceso apalancado 
por su papel en la división internacional del trabajo (Infante-Amate et al. 2021, 181-
188). La diversa canasta de materias primas exportada en la región ha conducido de 
manera simultánea a una proliferación de conflictos socioambientales diversos, lo 
que ayuda a entender tanto la preeminencia que la categoría extractivismo ha tenido 
en el contexto latinoamericano, como la diversidad de contextos en los que ha sido 
empleada (Infante-Amate et al. 2021, 188). 

2 Millones de toneladas.

Gráfico 3. Crecimiento global de la población y el PIB total real 1750-2010
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Gráfico 5. Balance comercial físico (PTB) de América Latina (1900-2016)
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Gráfico 4. PIB global y uso de materiales (1990-2013)
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Conclusión

En las páginas precedentes hemos desarrollado un acercamiento conceptual al ex-
tractivismo, que tuvo como punto de partida la caracterización de la coyuntura his-
tórica en que la categoría emerge, la identificación de las tres grandes fuentes analí-
ticas que confluyen en la reflexión en torno al fenómeno y las tres acepciones en las 
que el concepto de extractivismo es usualmente empleado. Luego de identificar los 
desafíos teóricos generados por el uso de aquellas tres acepciones, proponemos una 
aproximación conceptual alternativa, basada en el concepto de metabolismo social. 
En particular, proponemos entender por “extractivismo” a un proceso de aceleración 
de la fase de apropiación del metabolismo social, que resulta de la tendencia acumu-
lativa y exponencial que caracteriza a la reproducción ampliada del capital. 

Hemos optado aquí por una definición amplia de extractivismo, centrada tanto en 
la intensidad de la actividad, en especial en su relación con el crecimiento del metabo-
lismo social, como en los efectos negativos generados por esta. Dicha decisión mantiene 
abierta la posibilidad de aplicación del concepto a actividades allende los sectores minero 
y petrolero, a tono con buena parte de la literatura sobre tema, así como con el uso pre-
dominante del mismo por parte de las organizaciones sociales. La definición permite, al 
mismo tiempo, estudiar las similitudes y diferencias de actividades análogas desarrolladas 
tanto en naciones periféricas como en la periferia de las naciones del norte global.
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